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COMENTARIOS RELACIONADOS CON PROYECTO

DE LEY DE AMPARO
ARTICULOS DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE, QUE SE REFIEREN AL TEMA


ARTICULOS DEL PROYECTO LEY DE AMPARO, QUE SE REFIEREN AL TEMA
COMENTARIOS

ARTICULOS 149 Y 156.

ARTICULO 149. Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación dentro del término de cinco días, pero el juez de Distrito podrá ampliarlo hasta por otros cinco si estimara que la importancia del caso lo amerita.  En todo caso, las autoridades responsables rendirán su informe con justificación con la anticipación que permita su conocimiento por el quejoso, al menos ocho días antes de la fecha para la celebración de la audiencia constitucional; si el informe no se rinde con dicha anticipación, el juez podrá diferir o suspender la audiencia, según lo que proceda, a solicitud del quejoso o del tercero perjudicado, solicitud que podrá hacerse verbalmente al momento de la audiencia.

Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación exponiendo las razones  y fundamentos legales que estimen pertinentes para sostener la constitucionalidad del acto reclamado o la improcedencia del juicio y acompañarán, en su caso, copia certificada de las constancias que sean necesarias para apoyar dicho informe.

Cuando la autoridad responsable no rinda su informe con justificación se presumirá cierto el acto reclamado, salvo prueba en contrario, quedando a cargo del quejoso la prueba de los hechos que determinen su inconstitucionalidad cuando dicho acto no sea violatorio de garantías en sí mismo, sino que su constitucionalidad o inconstitucionalidad dependa de los motivos, datos o pruebas en que se haya fundado el propio acto.

Si la autoridad responsable no rinde informe con justificación, o lo hace sin remitir, en su caso, la copia certificada a que se refiere el párrafo segundo de este artículo, el juez de Distrito le impondrá, en la sentencia respectiva, una multa de diez a ciento cincuenta días de salario.  No se considerará como omisión sancionable, aquélla que ocurra debido al retardo en la toma de conocimiento del emplazamiento, circunstancia que deberá demostrar la autoridad responsable.

Si el informe con justificación es rendido fuera del plazo que señala la ley para ello, será tomando en cuenta por el juez de Distrito siempre que las partes hayan tenido oportunidad de conocerlo y de preparar las pruebas que lo desvirtúen.

ARTICULO 156.  En los casos en que el quejoso impugne la aplicación por parte de la autoridad o autoridades responsables de Leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia decretada por la Suprema Corte de Justicia, o en aquellos otros a que se refiere el artículo 37, la substanciación del juicio de amparo se sujetará a las disposiciones precedentes, excepto en lo relativo al término para la rendición del informe con justificación, el cual se reducirá a tres días improrrogables, y a la celebración de la audiencia, la que se señalará dentro de diez días contados desde el siguiente al de la admisión de la demanda. 


ARTICULOS 114, 115 y 116, en relación con el 256 y 257.

Artículo 114. De no existir prevención, o cumplida está, el órgano jurisdiccional de amparo admitirá la demanda; señalará día y hora para la audiencia constitucional, que se celebrará dentro de los treinta días siguientes, pedirá informe con justificación a las autoridades responsables y, en su caso, ordenará la tramitación del incidente de suspensión.

Cuando a criterio del órgano jurisdiccional exista causa fundada y suficiente la audiencia constitucional podrá celebrarse en un plazo que no podrá exceder de otros treinta días.

Artículo 115. Al pedirse el informe con justificación a la autoridad responsable, se le remitirá copia de la demanda, si no se hubiese enviado al requerir el informe previo.

Al tercero interesado se le entregará copia de la demanda al notificársele del juicio.  Si reside fuera de la jurisdicción del órgano que conoce del amparo se le notificará por medio de exhorto o despacho o, en caso de residir en zona conubarda, podrá hacerse por conducto del actuario.

Artículo 116. La autoridad responsable deberá rendir su informe con justificación dentro del plazo improrrogable de diez días, con el cual se dará vista a las partes.

Los informes rendidos fuera de este plazo no serán tomados en cuenta.  Además, se presumirá cierto el acto reclamado, salvo prueba en contrario, quedando a cargo del quejoso acreditar su inconstitucionalidad cuando dicho acto no se en sí mismo violatorio de los derechos a que se refiere el artículo 1º.

En el informe expondrá las razones y fundamentos que estime pertinentes para sostener la improcedencia del juicio o la constitucionalidad del acto reclamado y acompañará, en su caso, copia certificada de las constancias necesarias para apoyarlo.

Artículo 256. Se sancionará con multa de cincuenta a quinientos días a la autoridad responsable que:  

I. No rinda el informe con justificación o lo haga sin remitir, en su caso, copia certificada completa y legible de las constancias necesarias para la solución del juicio constitucional;

II.  No informe o remita, en su caso, la certificación relativa a la fecha de notificación del acto reclamado, a la presentación de la demanda y a los días inhábiles que mediaron entre uno y otro acto; y

III. No tramite la demanda de amparo o no remita con la oportunidad debida y en los plazos previstos por esta ley las constancias que le fueren solicitadas por la propia autoridad de amparo o por las partes en el juicio constitucional.

Artículo 257. La autoridad responsable que en el juicio de amparo o en el incidente de suspensión rinda informe en el que  afirme una falsedad o niegue la verdad, en todo o parte, se le sancionará con pena de tres a siete años de prisión, de cincuenta a quinientos días multa, destitución e inhabilitación de uno a seis años, para desempeñar otro empleo, cargo o comisión pública.

 
TEMA 1:  Consecuencias de la falta de presentación de los informes justificados.

En el aspecto procesal la autoridad se colocaría en desventaja si dentro del plazo de 10 días a que alude el proyecto, deja de remitir su informe justificado, pues además de presumirse la certeza de los actos reclamados, a diferencia de la ley vigente dicho informe no será tomado en cuenta en el caso de ser extemporáneo.

Dejar de tomarse en cuenta el informe justificado, implica favorecer marcadamente al quejoso en perjuicio del equilibrio que debe guardar todo proceso.

En los casos en que el C. Titular del Ramo llegue a ser designado representante del Presidente de la República, sobre todo en amparo contra leyes, con seguridad no se dispondrá del término completo de 10 días para preparar el informe justificado respectivo.

Actualmente es común que la correspondencia recibida por conducto de la Procuraduría General de la República, se  reciba con cierto retraso, lo que coloca con frecuencia en desventaja procesal a esta Dependencia.

En el aspecto disciplinario se consideran excesivas las multas previstas en los artículos 256 y 257 del proyecto, en virtud de que la obligación de pago corre a cargo de la autoridad responsable omisa, quien deberá cubrir dicha sanción sin cargo al patrimonio de esta Secretaría, es decir, en lo personal.

El monto máximo de 150 días de multa, a que alude la ley vigente, se estima más apegado a la realidad económica del país, y a los sueldos devengados por los funcionarios públicos.

De aprobarse el proyecto en los términos actuales, habrá de considerarse la implantación de medidas para privilegiar en la medida de lo posible, la celeridad en la distribución de la correspondencia de los juicios de amparo al Area Jurídica, misma que tiene a su cargo la responsabilidad de preparar los proyectos de informe correspondientes, con lo que se propiciaría la atención oportuna de tales requerimiento, en el plazo de 10 días señalado. 

ARTICULOS 131 y 132.

ARTICULO 131. Promovida la suspensión conforme al artículo 124 de esta ley, el juez de Distrito pedirá informe previo a la autoridad responsable, quien deberá rendirlo dentro de veinticuatro horas.

Transcurrido dicho término, con informe o sin él, se celebrará la audiencia dentro de setenta y dos horas, excepto el caso previsto en el artículo 133, en la fecha y hora que se hayan señalado en el auto inicial, en la que el juez podrá recibir únicamente las pruebas documental o de inspección ocular que ofrezcan las partes, las que se recibirán desde luego; y oyendo los alegatos del quejoso, del tercero perjudicado, si lo hubiera, y del Ministerio Público, el juez resolverá en la misma audiencia, concediendo o negando la suspensión o lo que fuere procedente con arreglo al artículo 134 de esta ley.

Cuando se trate de alguno de los actos a que se refiere el artículo 17 de esta ley, podrá también el quejoso ofrecer prueba testimonial.

No son aplicables al incidente de suspensión las disposiciones relativas a la admisión de pruebas en la audiencia constitucional; no podrá exigirse al quejoso la proposición de la prueba testimonial, en el caso, a que se refiere el párrafo anterior.

ARTICULO 132. El informe previo se concretará a expresar si son o no ciertos los hechos que se atribuyen a la autoridad que lo rinde, y que determinen la existencia del acto que de ella se reclama, y, en su caso, la cuantía del asunto que lo haya motivado; pudiendo agregarse las razones que se estimen pertinentes sobre la procedencia o improcedencia de la suspensión.

En casos urgentes el juez de Distrito podrá ordenar a la autoridad responsable que rinda el informe de que se trata, por la vía telegráfica.  En todo caso lo hará, si el quejoso asegura los gastos de la comunicación telegráfica correspondiente.

La falta de informes establece la presunción de ser cierto el acto que se estima violatorio de garantías, para el sólo efecto de la suspensión; hace además incurrir a la autoridad responsable en una corrección disciplinaria, que le será impuesta por el mismo juez de Distrito en la forma que prevengan las leyes para la imposición de esta clase de correcciones.
ARTICULOS 136, 138, 139 y 140.

Artículo 136. Promovida la suspensión del acto reclamado el órgano jurisdiccional acordará lo siguiente:

I.- Concederá o negará la suspensión provisional; en el primer caso, fijará los requisitos y efectos de la medida; en el segundo caso, la autoridad responsable podrá ejecutar el acto reclamado;

II. Señalará fecha y hora para la celebración de la audiencia incidental que deberá efectuarse dentro del plazo de setenta y dos horas; y

III. Solicitará informe previo a las autoridades responsables, que deberán rendirlo dentro del plazo de veinticuatro horas, para lo cual en la notificación correspondiente se les acompañará copia de la demanda.

Artículo 138. En el informe previo la autoridad responsable se concretará a expresar si son o no ciertos los actos reclamados que se le atribuyan, pudiendo expresar las razones que estime pertinentes sobre la procedencia o improcedencia de la suspensión y aquellas que permitan al órgano jurisdiccional de amparo establecer el monto de las garantías correspondientes.  Las partes podrán objetar el contenido del informe previo en la audiencia.

En casos urgentes se podrá ordenar que se rinda el informe previo por cualquier medio a disposición de las oficinas públicas de comunicaciones.

Artículo 139. Cuando alguna autoridad responsable tenga su residencia fuera de la jurisdicción del órgano que conoce del amparo, y no sea posible que rinda su informe previo con la debida oportunidad, por no haberse hecho uso de los medios a que se refiere el artículo anterior, se celebrará la audiencia incidental respecto del acto reclamado de las autoridades residentes en el lugar, a reserva de celebrar la que corresponda a las autoridades foráneas.  La resolución dictada en la primera audiencia podrá modificarse o revocarse con vista de los nuevos informes.

Artículo 140. En ningún caso se admitirá el informe previo que se rinda fuera del plazo concedido.
La falta de informe hará presumir cierto el acto reclamado, para el efecto de resolver sobre la suspensión definitiva.
TEMA 2: Consecuencias de la falta de presentación de los informes previos.

En el aspecto procesal la autoridad se colocaría en desventaja si dentro del plazo de 24 horas a que alude el proyecto, deja de remitir su informe previo, pues además de presumirse la certeza de los actos reclamados, a diferencia de la ley vigente dicho informe no será tomado en cuenta en el caso de ser extemporáneo.

Dejar de tomarse en cuenta el informe previo, implica favorecer marcadamente al quejoso en perjuicio del equilibrio que debe guardar todo proceso.

En la práctica, el término de 24 horas que tradicionalmente se ha manejado para la rendición del informe previo resulta insuficiente, por lo que se llega a cumplir con esta obligación presentando los informes previos con anticipación a la audiencia incidental, pero no dentro del términos de 24 horas concedido.

Debe considerarse que este término empieza a correr a partir de la notificación misma del acuerdo en que se requiere, por lo que será difícil evitar incurrir en la práctica de ser omisos en la presentación oportuna de dichos informes.

Una manera de cumplir con la formalidad exigida en el proyecto, puede ser la de hacer llegar vía telegráfica los referidos informes previos, aún tratándose de órganos jurisdiccionales con domicilio en el área metropolitana, confirmando a la brevedad por escrito el contenido de los mismos y siempre y cuando se tenga la certeza absoluta de la existencia de los actos reclamados, para estar en aptitud de admitirlos o negarlos.  Hay que tener presente que el artículo 257 del proyecto, sanciona las inexactitudes contenidas en los informes, cuando se proporcionen datos en que se afirme una falsedad o se niegue la verdad, en todo o en parte.



ARTICULO 152.

ARTICULO 152. A fin de que las partes puedan rendir sus pruebas en la audiencia del juicio, los funcionarios o autoridades tienen obligación de expedir con toda oportunidad a aquellas las copias o documentos que soliciten; si dichas autoridades o funcionarios no cumplieron con esa obligación, la parte interesada solicitará del juez que requiera a los omisos.  El juez hará el requerimiento y aplazará la audiencia por un término que no exceda de diez días; pero si no obstante dicho requerimiento durante el término de la expresada prórroga no se expidieren las copias o documentos, el juez a petición de parte, si lo estima indispensable, podrá transferir la audiencia hasta en tanto se expidan y hará uso de los medios de apremio, consignando en su caso a la autoridad omisa por desobediencia a su mandato.

Al interesado que informe al juez que se le ha denegado una copia o documento que no hubiese solicitado, o que ya le hubiese sido expedido, se le impondrá una multa de diez a ciento ochenta días de salario.

Cuando se trate de actuaciones concluidas, podrán pedirse originales, a instancia de cualquiera de las partes. 
ARTICULOS 119, en relación con el 251 y 255.

Artículo 119. A fin de que las partes puedan rendir sus pruebas, los servidores públicos tienen obligación de expedirles, con toda oportunidad, las copias o documentos que aquéllas les hubieren solicitado.  Si no lo hacen, la parte interesada, una vez que acredite haber hecho la petición, solicitará al órgano jurisdiccional de amparo que requiera a los omisos y éste diferirá la audiencia, siempre que la solicitud se hubiere hecho cinco días hábiles antes del señalado para su celebración, sin contar el de la solicitud ni el señalado para la propia audiencia, y hará el requerimiento de que se le envíen directamente a él los documentos o copias, dentro de un plazo que no exceda de diez días.

Si a pesar del requerimiento no se le envían oportunamente los documentos o copias, el órgano jurisdiccional de amparo, a petición de parte, podrá diferir la audiencia hasta en tanto se envíen y hará uso de los medios de apremio, consignando, en su caso, a la autoridad omisa por desobediencia a su mandato.

Si se trata de actuaciones concluidas, podrán pedirse originales a instancia de cualquiera de las partes.

Artículo 251. En el caso del artículo 119, si la autoridad no expide las copias o documentos solicitado por las partes o los expide incompletos o ilegibles se le impondrá multa de cincuenta a quinientos días; si a pesar de la solicitud del órgano jurisdiccional de amparo, no los remite, los remite incompletos o ilegibles se le impondrá multa de cien a mil días y se le consignará por el delito de desobediencia.

Artículo 255. En el caso de los artículos 235, fracción I, y 236, fracción I, la multa aplicable será de cincuenta a quinientos días.
TEMA 3: Sanciones para el caso de que no sean expedidas oportunamente copias certificadas.

En el aspecto disciplinario se consideran excesivas las multas previstas en los artículos 251 y 255 del proyecto, por la falta de expedición de copias certificadas, en virtud de que la obligación de pago corre a cargo de la autoridad responsable omisa, quien deberá cubrir dicha sanción sin cargo al patrimonio de esta Secretaría, es decir, en lo personal.

Los montos de 50 a 500 días de multa, o de 100 a 1000 días de multa, en caso, a que alude el proyecto, se estiman totalmente desproporcionados y fuera de contexto, en comparación a la realidad económica del país, y a los sueldos devengados por los funcionarios públicos.



ARTICULOS 104, 105, 106 y 107.

ARTICULO 104. En los casos a que se refiere el artículo 107, fracciones VII, VIII y IX de la Constitución Federal, luego que cause ejecutoria la sentencia en que se haya concedido el amparo solicitado, o que se reciba testimonio de la ejecutoria dictada en revisión, el juez, la autoridad que haya conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, si se interpuso revisión contra la resolución que haya pronunciado en materia de amparo directo, la comunicará, por oficio y sin demora alguna, a las autoridades responsables para su cumplimiento y la harán saber a las demás partes.

En casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, podrá ordenarse por la vía telegráfica el cumplimiento de la ejecutoria, sin perjuicio de comunicarla íntegramente, conforme al párrafo anterior.

En el propio oficio en que se haga la notificación a las autoridades responsables, se les cumplimiento que se dé al fallo de referencia.

ARTICULO 105. Si dentro de las veinticuatro horas siguientes a la notificación a las autoridades responsables la ejecutoria no quedare cumplida, cuando la naturaleza del acto lo permita, o no se encontrare en vías de ejecución en la hipótesis contraria, el juez de Distrito, la autoridad que Colegiado de Circuito, si se trata de revisión contra resolución pronunciada en materia de amparo directo requerirán, de oficio o a instancia de cualquiera de las partes, al superior inmediato de la autoridad responsable para que obligue a ésta a cumplir sin demora la sentencia; y si la autoridad responsable no tuviere superior, el requerimiento se hará directamente a ella.  Cuando el superior inmediato de la autoridad responsable no atendiere el requerimiento, y tuviere, a su vez, superior jerárquico, también se requerirá a este último.

Cuando no se obedeciere la ejecutoria, a pesar de los requerimientos a que se refiere el párrafo anterior, el juez de Distrito, la autoridad que haya conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, en su caso, remitirán el expediente original a la Suprema Corte de Justicia, para los efectos del artículo 107, fracción XVI de la Constitución Federal, dejando copia certificada de la misma y de las constancias que fueren necesarias para procurar su exacto y debido cumplimiento, conforme al artículo 111 de esta Ley.

Cuando la parte interesada no estuviere conforme con la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria, se enviará también, a petición suya, el expediente a la Suprema Corte de Justicia. Dicha petición deberá presentarse dentro de los cinco días siguientes al de la notificación de la resolución correspondiente, de otro modo, ésta se tendrá por consentida.

El quejoso podrá solicitar que se dé por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido.  El juez de Distrito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas, resolverá lo conducente.  En caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la restitución.

ARTICULO 106. En los casos de amparo directo, concedido el amparo se remitirá testimonio de la ejecutoria a la autoridad responsable para su cumplimiento.  En casos urgentes y de notorios perjuicios para el agraviado, podrá ordenarse él cumplimento de la sentencia por la vía telegráfica, comunicándose también la ejecutoria por oficio.

En el propio despacho en que se haga la notificación a las autoridades responsables, se les prevendrá que informen sobre el cumplimiento que se dé al fallo de referencia.

Si dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que la autoridad responsable haya recibido la ejecutoria, o en su caso, la orden telegráfica, no quedare cumplida o no estuviere en vías de ejecución, de oficio o a solicitud de cualquiera de las partes, se procederá conforme al artículo anterior.

ARTICULO 107.  Lo dispuesto en los dos artículos precedentes se observarán también cuando se retarde el cumplimiento de la ejecutoria de que se trata por evasivas o procedimientos ilegales de la autoridad responsable o de cualquiera otra que intervenga en la ejecución.

Las autoridades requeridas como superiores jerárquicos incurren en responsabilidad, por falta de cumplimiento de las ejecutorias, en los mismos términos que las autoridades contra cuyos actos se hubiesen concedido el amparo.
ARTICULOS 190, 191, 192, 193, 194, 195 Y 196, en relación con el 254.

Artículo 190. Cuando cause ejecutoria la sentencia en que se haya concedido el amparo, o se reciba testimonio de la dictada en revisión, el órgano jurisdiccional de amparo de primera o única instancia, según corresponda, la notificará sin demora a la autoridad responsable para su cumplimiento y a las demás partes para su conocimiento y efectos legales que estimen convenientes.

En casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, podrá ordenarse el cumplimiento de la ejecutoria por los medios oficiales de que dispongan las oficinas públicas de comunicaciones, o que existan en el propio órgano, de modo tal que se logre el cumplimiento de inmediato, sin perjuicio de comunicarla íntegramente por oficio.

En el oficio o medio de comunicación que se emplee, se prevendrá a las autoridades responsables que informen sobre el cumplimiento que se dé al fallo de referencia dentro del plazo de veinticuatro horas, si se trata de asuntos a los que se refiere el párrafo anterior y, de tres días en los restantes.

Artículo 191. Si la sentencia no quedare cumplida en el plazo a que se refiere el artículo anterior, cuando la naturaleza del acto lo permita, o en caso contrario no se encontrare en vías de cumplimiento, el órgano jurisdiccional que conoció del amparo de oficio o a petición de parte, impondrá una multa a la autoridad responsable y requerirá al superior inmediato de ésta, para que la obligue a cumplir sin demora con la sentencia; si la autoridad responsable no tuviere superior, el requerimiento se hará directamente a ella.

Se entiende como superior jerárquico de la autoridad responsable, aquel que de conformidad con la normatividad que rija a la institución publica correspondiente, ejerce sobre ella poder o mando para obligarla a actuar o dejar de actuar en la forma exigida en la ejecutoria de amparo, o bien para cumplir ésta por sí misma.

Artículo 192.  Si a pesar de los requerimientos anteriores, no se obedeciere la ejecutoria, el órgano jurisdiccional de amparo impondrá una multa al superior de la autoridad responsable y hará la declaratoria en el sentido de que existe incumplimiento, y remitirá el expediente original a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos del artículo 107, fracción XVI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dejando copia certificada de la misma y de las constancias que fueren necesarias para procurar su exacto y debido cumplimiento.

La autoridad requerida como superior jerárquico, incurre en responsabilidad por falta de cumplimiento de las ejecutorias en los mismos términos que las autoridades contra cuyos actos se hubieren concedido el amparo.

El cumplimiento posterior de la ejecutoria, no exime a la autoridad responsable de la responsabilidad derivada de la falta de cumplimiento oportuno.

Artículo 193. Cuando el órgano jurisdiccional de amparo reciba informe de la autoridad responsable relativo al cumplimiento de la sentencia, dará vista a las partes por el plazo de tres días, para que manifiesten lo que a su derecho convenga.  Transcurrido dicho plazo, con manifestación o sin ella, decidirá si se encuentra o no cumplida o en vías de cumplimiento; en amparo directo, resolverá si formalmente se encuentra cumplida.  Si la tiene por incumplida remitirá los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos del artículo anterior.

Si el órgano jurisdiccional de amparo considera que la sentencia se encuentra en vías de cumplimiento, dará un plazo razonable para que éste se realice de manera total, y en caso de no lograrse procederá en términos del artículo anterior.

Artículo 194.  Todas las autoridades que tengan o deban tener intervención en el cumplimiento de la ejecutoria, aunque no hayan tenido el carácter de responsables, están obligadas a realizar dentro del ámbito de su competencia, los actos necesarios para el eficaz cumplimento de la sentencia de amparo, y estarán sujetas a las mismas responsabilidades a que alude este capítulo.

Artículo 195. También se considerará incumplimiento, cuando se retarde el cumplimiento de la ejecutoria por medio de evasivas o procedimientos ilegales de la autoridad responsable o de cualquiera otra que intervenga en la ejecución.

No se entenderá que la ejecutoria se encuentra cumplida ni en vía de ejecución si la autoridad ha llevado a cabo actos que, por su naturaleza estrictamente formal, su escasa trascendencia en la situación del quejoso, o su falta de contenido jurídicamente relevante frente al derecho violado, revele la intención de la autoridad de evadir los efectos restitutorios de la ejecutoria.
Artículo 196.  Recibidos los autos en la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ésta dictará la resolución que corresponda.

Cuando estime que el incumplimiento es excusable, dará un plazo razonable a la autoridad responsable para que cumpla. 

Cuando considere que es inexcusable, o hubiere transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior, procederá a separar a la autoridad inmediatamente de su cargo y a declararla responsable por el delito contra la administración de justicia.  Se le dará vista por tres días, para que alegue por escrito lo que a sus intereses convenga, para efectos de la individualización de la pena y, hecho lo anterior, se le impondrá en el plazo de cinco días.

Artículo 254. La multa a que se refieren los artículos 192 y 193 será de cien a mil días.
TEMA 4: Sanciones y problemática que se plantea para el cumplimiento de ejecutorias que concedan el amparo de la justicia federal.

En el proyecto que se revisa, destaca la inclusión de las facultades a favor del órgano jurisdiccional para sancionar con multas que van de los 100 a los 1000 días de salario, el incumplimiento de las autoridades responsables a las ejecutorias en que se concede el amparo y protección de la justicia federal.

En este sentido, se consideran igualmente excesivas las multas previstas en el artículo 254 del proyecto, en virtud de que la obligación de pago corre a cargo de la autoridad responsable omisa, quien deberá cubrir dicha sanción sin cargo al patrimonio de esta Secretaría, es decir, en lo personal.

Los montos de 100 a 1000 días de multa, a que alude el proyecto, se estiman totalmente desproporcionados y fuera de contexto, en comparación a la realidad económica del país, y a los sueldos devengados por los funcionarios públicos.

Habrá que dar especial atención a la forma en que se desahoguen los requerimientos por el cumplimiento de ejecutorias a fin de evitar responsabilidades.

De aprobarse el proyecto, será interesante ver como se aplican en la práctica las multas para forzar el cumplimento de ejecutorias, tratándose por ejemplo de los actos que corresponden a la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, en virtud de que la diferencia entre informar el cumplimiento e informar las medidas adoptadas en vías de cumplimiento, se sujetan por entero al arbitrio del órgano jurisdiccional y propicia situaciones de incertidumbre jurídica.



ARTICULOS 3 BIS, y 198 a 211.  Además ARTICULOS 55 y 59 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria 

CFPC  Artículo 55. Son correcciones disciplinarias:
I. Apercibimiento;

II. Multa que no exceda de quinientos pesos, y

III. Suspensión de empleo hasta por quince días.

Esta última fracción solo es aplicable al secretario y demás empleados del tribunal que imponga la corrección.

CFPC Artículo 59. Los tribunales para hacer cumplir sus determinaciones, pueden emplear, a discreción, los siguientes medios de apremio:

I. Multa hasta de mil pesos, y 

II. El auxilio de la fuerza publica.

Si fuere insuficiente el apremio, se procederá contra el rebelde por el delito de desobediencia.

ARTICULO 3 BIS. Las multas previstas en esta ley se impondrán a razón de días de salario.  Para calcular su importe se tendrá como base el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de realizarse la conducta sancionada.

El juzgador sólo aplicará las multas establecidas en esta Ley a los infractores que, a su juicio, hubieren actuado de mala fe.

Cuando con el fin de fijar la competencia se aluda al salario mínimo, deberá entenderse el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de presentarse la demanda de amparo o de interponerse el recurso.

ARTICULO 204. Las autoridades responsables que en el juicio de amparo o en el incidente de suspensión rindan informes en los que afirmaren una falsedad o negaren la verdad, en todo o en parte, serán sancionadas en los términos que señala el Código Penal aplicable en materia federal para las autoridades que lleven a cabo esas afirmaciones o negativas al enviar información a otra autoridad.

ARTICULO 205. La autoridad responsable que maliciosamente revocare el acto reclamado, con el propósito de que se sobresea en el amparo sólo para insistir con posterioridad en dicho acto, será castigada con las sanciones previstas en el Código Penal aplicable en materia federal para los responsables del delito de abuso de autoridad.

ARTICULO 206. La autoridad responsable que no obedezca un auto de suspensión debidamente notificado, será sancionada en los términos que señala el Código Penal aplicable en materia federal para el delito de abuso de autoridad, por cuanto a la desobediencia cometida; independientemente de cualquier otro delito en que incurra.

ARTICULO 207. La autoridad responsable que en los casos de suspensión admita fianza o contrafianza que resulte ilusoria o insuficiente, será sancionada en los términos previstos por el Código Penal aplicable en materia federal para los delitos cometidos contra la administración de justicia.

ARTICULO 208. Si después de concedido el amparo, la autoridad responsable insistiere en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir el cumplimiento de la sentencia de la autoridad federal, inmediatamente será separada de su cargo y consignada al juez de Distrito que corresponda, para que la juzgue por la desobediencia cometida, la que será sancionada en los términos que el Código Penal aplicable en materia federal señala para el delito de abuso de autoridad. 

ARTICULO 209. Fuera de los casos señalados en los artículos anteriores, cuando la autoridad responsable se resista a dar cumplimiento a los mandatos u órdenes dictados en materia de amparo será sancionada  en la forma precisada en el Código Penal aplicable en materia federal para los delitos cometidos contra la administración de justicia, por los actos u omisiones ahí previstos. 

ARTICULO 210. Siempre que al concederse definitivamente al quejoso el amparo de la Justicia Federal apareciere que la violación de garantías cometidas constituye delito, se hará la consignación del hecho al Ministerio Público.       


ARTÍCULOS 236, 237 y 238 a 268.

Artículo 236, Para mantener el orden y exigir respeto los órganos jurisdiccionales de amparo podrán imponer a las partes y a los asistentes al juzgado o tribunal, previo apercibimiento, las siguientes medidas disciplinarias:

I. Multa; o

II. Expulsión del recinto judicial o del lugar donde se celebre  la audiencia.  En casos extremos, la audiencia podrá continuar en privado.

Artículo 237. Para hacer cumplir sus determinaciones los tribunales, bajo su criterio y responsabilidad, podrán hacer uso, indistintamente, de las siguientes medidas de apremio:

I. Multa;

II. Auxilio de la fuerza pública; y

III. Ordenar que se ponga al infractor a disposición del ministerio público por la probable comisión de los delitos que resulten, en caso de haber flagrancia; en caso contrario, levantar el acta respectiva y hacer la denuncia ante la propia representación social.

Artículo 241.  En el caso del párrafo tercero del artículo 15, a quien tiene conocimiento del fallecimiento del quejoso o del tercero interesado y no lo comunica oportunamente al órgano jurisdiccional de amparo, se le impondrá multa de cincuenta a quinientos días.

Artículo 242. En el caso de los artículos 19, párrafo segundo, y 22, si los jefes y encargados de las oficinas públicas de comunicaciones se niegan a recibir o transmitir los mensajes de referencia, se les impondrá multa de cien a mil días, independientemente de que se dé vista al ministerio público federal por la posible comisión de delito de desobediencia.

ARTICULO 243. En el caso del artículo 26, fracción III, inciso b), a la autoridad responsable que no proporcione el domicilio del tercero interesado, se le impondrá multa  de cien a mil días. 

ARTICULO 244. En el caso del artículo 27, fracción I, a la autoridad responsable  que se niegue a recibir la notificación se le impondrá multa de cien a mil días. 

ARTICULO 247. En el caso del artículo 50, si la recusación resulta notoriamente infundada, se impondrá a la parte que la promueva, a su abogado o a ambos, multa de cincuenta a quinientos días. 

ARTICULO 248. En el caso del articulo 62, a quien tenga conocimiento de alguna causa de sobreseimiento y no la comunica, se le impondrá multa de diez a cien días.

ARTICULO 249. En el caso del párrafo tercero del artículo 66, cuando se promueva una nulidad notoriamente improcedente se impondrá a la parte que promueva, a su abogado o a ambos, multa de cincuenta a quinientos días. 

ARTICULO 255. En el caso de los artículos 235, fracción I, y 236, fracción I, la multa aplicable será de cincuenta a quinientos días.
ARTICULO 258. La autoridad responsable que revocare el acto reclamado, con el propósito de que se sobresea en el amparo, sólo para insistir con posterioridad en dicho acto, se le impondrá de tres a diez años de prisión, de setenta a setecientos días multa, destitución e inhabilitación de uno a seis años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión pública.

ARTICULO 259. La autoridad responsable que no obedezca un auto de suspensión debidamente notificado, será sancionada en los términos que señala el Código Penal Federal para el delito de abuso de autoridad, por cuanto a la desobediencia cometida; independientemente de cualquier otro delito en que incurra.

ARTICULO 260. La autoridad responsable que en los casos de suspensión admita fianza o contrafianza que resulte ilusoria o insuficiente, será sancionada en los términos previstos por el Código Penal Federal para los delitos cometidos contra la administración de justicia.

ARTICULO 261. Fuera de los casos señalados en los artículos anteriores, cuando la autoridad responsable se resista a dar cumplimiento  a los mandatos u órdenes dictados en materia de amparo será sancionada en la forma precisada en el Código Penal Federal para los delitos cometidos contra la administración de justicia, por los actos u omisiones ahí previstos.  


TEMA 5: Consideraciones generales sobre el Título Quinto del proyecto, denominado: Medidas Disciplinarias y de Apremio, Responsabilidades y Sanciones. 

En el proyecto que se revisa, destaca la inclusión de las facultades a favor del órgano jurisdiccional para sancionar con multas que alcanzan hasta los 1000 días de salario, por diversos tipos de incumplimiento no sólo de la autoridad responsable, sino en general de las partes que intervienen en el juicio de amparo.

En este sentido, se consideran excesivas las multas previstas en los preceptos que se comentan del proyecto, en virtud de que la obligación de pago, corre a cargo de la autoridad responsable omisa, quien deberá cubrir dicha sanción sin cargo al patrimonio de esta Secretaría, es decir, en lo personal.

Los montos de hasta 1000 días de multa, a que alude el proyecto, se estiman totalmente desproporcionados y fuera de contexto, en comparación a la realidad económica del país, y a los sueldos devengados por los funcionarios públicos.

Contemplar multas tan excesivas para forzar el cumplimiento a los diversos requerimientos de índole jurisdiccional, no parece ser la solución idónea para mejorar la impartición de justicia y eliminar posibles prácticas viciosas que internamente también existen en los órganos jurisdiccionales.

La imposición “natural” de las sanciones previstas en el proyecto sin un sentido de justicia y una fina valoración de lo que es prudente, podrá generar en la práctica una serie de situaciones incómodas no sólo para las autoridades responsables, sino además para todas las partes que intervengan en los juicios de amparo, que se verán tarde o temprano alcanzadas por tales atribuciones del órgano judicial.

En el artículo 255 del proyecto se plasmó un error mayúsculo al citar la fracción I del diverso 235, misma que no existe.

Seguramente, lo correcto será entender que los artículos 236 fracción I y 237 fracción I, que se refieren respectivamente a las medidas disciplinarias y medidas de apremio, deberán interpretarse conforme a lo dispuesto en el mencionado artículo 255. 



ARTICULO 76, en relación con el 72 CONSTITUCIONAL.

ARTICULO 76. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.   

ARTICULO 72 CONSTITUCIONAL. Todo proyecto de ley o decreto, cuya resolución no sea exclusiva de alguna de las cámaras, se discutirá sucesivamente en ambas, observándose el reglamento de debates sobre la forma, intervalos y modo de proceder en las discusiones y votaciones. . . .

F. En la interpretación, reforma o derogación de las leyes o decretos, se observarán los mismos trámites establecidos para su formación.  
ARTICULOS 71, 76 y 208.

Artículo 71. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la norma general o acto que la motivare. 

Cuando Proceda hacer la declaración general de inconstitucionalidad se aplicarán las disposiciones del Título Cuarto. 

En amparo directo, la calificación de los conceptos de violación en que se alegue la inconstitucionalidad de una norma general, se hará únicamente en la parte considerativa de la sentencia. 

ARTICULO 76. Cuando el acto reclamado sea una norma general la sentencia deberá decidir si es constitucional; si puede considerarse conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al aplicarse según una determinada interpretación, o si debe considerarse inconstitucional. 

En el último supuesto se declarará la invalidez de la norma general impugnada y los efectos se extenderán a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada. 

ARTICULO 208.  Si con posterioridad a la entrada en vigor de la declaración general de inconstitucionalidad o de interpretación conforme, se aplica la norma general inconstitucional o se le da un sentido diverso al establecido en la declaración correspondiente, el afectado podrá hacer valer los medios de defensa que establece este título ante el juez de distrito competente de acuerdo con las reglas establecidas en el capítulo V, del título primero. 
TEMA 6: Consideraciones sobre incongruencias que presenta el proyecto, en relación con la adaptación que requeriría la Constitución Federal, tratándose de las facultades del Congreso de la Unión en el proceso de formación de leyes.  

En este tema, se maneja una de las cuestiones más novedosas en el proyecto que se comenta, en virtud de que dejará de tener plena vigencia el principio de relatividad de las sentencias de amparo, conocido como “La fórmula Otero”. 

Conforme a dicho principio los efectos de las sentencias de amparo no deben ser generales, sino que las resoluciones sólo deben limitarse a amparar y proteger al quejoso en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la norma general o acto que la motivare. 

Sin embargo, la idea de esta reforma es la de poder declarar en determinados casos la inconstitucionalidad de normas generales para el efecto de que las mismas no sean aplicadas aún para quienes no fueron parte en el juicio de amparo. 

Es decir, se le pretende dar a las ejecutorias de amparo una naturaleza derogatoria de normas generales (leyes, reglamentos, etc).

Con independencia de la bondad de esta medida, en la forma en que se propone la modificación a la Constitución Federal y las disposiciones contenidas en el proyecto, se pasa por alto que la Suprema Corte invadiría facultades exclusivas del Congreso de la Unión, toda vez que el proceso de creación de las leyes corresponde únicamente al Poder Legislativo. 

En este sentido, habría que agregar al artículo 72 inciso f) de la Constitución Federal un párrafo en el que se especifique como facultad excepcional de la Corte el poder derogar, bajo los supuestos especiales que detallará la Ley de Amparo, las leyes que emanen del referido Congreso.     

ARTICULOS 19, 27 y 34 fracción I.

ARTICULO 19. Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el juicio de amparo, pero sí podrán, por medio de simple oficio, acreditar delegados que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan promociones. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el Presidente de la República podrá ser representado en todos los trámites establecidos por esta Ley, en los términos que determine el propio Ejecutivo Federal por el conducto del Procurador General de la República, por los Secretarios de Estado y Jefes de Departamento Administrativo a quienes en cada caso corresponda el Asunto, según la distribución de competencias establecidas en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

En estos casos y en los juicios de amparo promovidos contra los titulares de las propias dependencias del Ejecutivo de la Unión, éstos podrán ser suplidos por los funcionarios a quienes otorguen esa atribución los Reglamentos interiores que se expidan conforme la citada Ley Orgánica.

En los amparos relativos a los asuntos que correspondan a la Procuraduría General de al República, su titular podrá también representar al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, y ser suplido por los funcionarios a quienes otorgue esta atribución el Reglamento de la Ley Orgánica de dicha Procuraduría. 

ARTICULO 27. Las resoluciones deben ser notificadas a más tardar dentro del día siguiente al en que se hubiesen pronunciado, y se asentará la razón que corresponda inmediatamente después de dicha resolución. 

El agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad o sobreseimiento por inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en un tercero.  En las materias civil, mercantil o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, y deberán proporcionarse los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización; pero las partes podrán designar personas solamente autorizadas para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades a que se refiere este párrafo.

Las notificaciones al titular del Poder Ejecutivo se entenderán con el Secretario de Estado o Jefe de Departamento Administrativo que deba representarlo en el juicio de amparo, o, en su caso, con el Procurador General de la República, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 de esta ley, de manera que una vez que se haya cumplimentado tal disposición las subsecuentes  notificaciones se harán directamente a los funcionarios designados, quienes igualmente intervendrán en las actuaciones procesales procedentes.  Las notificaciones al Procurador General de la República le deberán ser hechas por medio de oficio dirigido a su residencia oficial.

ARTICULO 34. Las notificaciones surtirán sus efectos:
I. Las que se hagan a las autoridades responsables, desde la hora en que hayan quedado legalmente hechas… 
ARTICULO 8° 24 y 29 fracción I. 

ARTICULO 8°. Las autoridades responsables no podrán ser representadas en el juicio de amparo. Podrán por medio de simple oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan promociones. 

El Presidente de la República podrá comparecer a juicio en los términos que determine por conducto del Consejero Jurídico del Ejecutivo  Federal, por éste, por el Procurador General de la República, los secretarios de estado y jefes de departamento administrativo a quienes en cada caso corresponda el asunto, en términos de las leyes orgánicas y reglamentos aplicables. 

En los juicios de amparo promovidos en contra de actos de los titulares de las dependencias de la administración pública federal, aquéllos podrán ser suplidos por los servidores públicos a quienes las leyes y los reglamentos que las rigen otorguen esa atribución

ARTICULO 24. La primera notificación al titular del Poder Ejecutivo se entenderá con el Consejero Jurídico. Las subsecuentes notificaciones se harán directamente a los servidores públicos designados en términos del artículo 8°.

ARTICULO 29. Las notificaciones surtirán sus efectos:

I. Las que se hagan a las autoridades responsables, desde la hora en que hayan quedado legalmente hechas.

Cuando el oficio de notificación se envíe por correo, el día que conste en el acuse de recibo; y,

…


TEMA 7: Modificaciones en lo concerniente a la representación Presidencial, en el amparo contra leyes.

En el proyecto se introduce la posibilidad de entender las notificaciones dirigidas al Presidente de la República, por conducto del Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal. 

Habrá que valorar los efectos de dicha triangulación, en virtud de que la designación de representante del Titular del Ejecutivo se hace por conducto del Procurador  General de la República, pero al dársele ahora competencia además al Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal para recibir notificaciones, puede ocurrir que se genere un retraso en la toma de conocimiento de las demandas que sean turnadas a esta Secretaría para su atención. 

Debe tenerse presente que las notificaciones para las autoridades surten sus efectos desde la hora en que se realizan.     

ARTICULO 114, 116 y 149 in fine.

ARTICULO 114. El amparo se pedirá ante el juez de Distrito:
I. Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación, causen perjuicios al quejoso:

II. Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo.

En estos casos, cuando el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le conceda, a no ser que el amparo sea promovido por persona extraña a la controversia.

III. Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido. 

Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma demanda de las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que hubieren dejado sin defensa al quejoso.

Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben.

IV. Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación; 

V. Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería;

VI. Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de las fracciones II y III del artículo 1º. de esta ley.

ARTICULO 116. La demanda de amparo deberá formularse por escrito, en la que se expresarán:
I.  El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueve en su nombre;

II. El nombre y domicilio de tercero perjudicado; 

III. La autoridad o autoridades responsables; el quejoso deberá señalar a los titulares de los órganos de Estado a los que la Ley encomiende su promulgación, cuando se trate de amparo contra leyes;

IV. La ley o acto que de cada autoridad se reclame; el quejoso manifestará, bajo protesta de decir verdad, cuáles son los hechos o abstenciones que le constan y que constituyen antecedentes del acto reclamado o fundamentos de los conceptos de violación;
V. Los preceptos constitucionales que contengan las garantías individuales que el quejoso estime violadas, así como el concepto o conceptos de las violaciones, si el amparo se pide con fundamento en la fracción I del artículo 1º. de esta ley;

VI. Si e amparo se promueve con fundamento en la fracción II del artículo 1º. de esta Ley, deberá precisarse la facultad reservada a los Estados que haya sido invadida por la autoridad federal, y si el amparo se promueve con apoyo en la fracción III de dicho artículo, se señalará el precepto de la Constitución General de la República que contenga la facultad de la autoridad federal que haya sido vulnerada o restringida.

ARTICULO 149. Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación . . .

Si el informe con justificación es rendido fuera del plazo que señala la ley para ello, será tomado en cuenta por el juez de Distrito siempre que las partes hayan tenido oportunidad de conocerlo y de preparar las pruebas que lo desvirtúen.
ARTICULO 110

Artículo 110. Podrá ampliarse la demanda cuando:

I. No hayan transcurrido los plazos para su promoción, siempre que la autoridad responsable no hubiere rendido su informe con justificación;

II. Del informe con justificación aparezcan datos que no eran conocidos por el quejoso, en cuyo caso, podrá presentar la ampliación dentro del plazo de quince días contados a partir del siguiente al en que surta sus efectos la notificación del informe; y

III. Cuando con independencia de lo previsto en la fracción anterior, el quejoso tenga conocimiento de actos de autoridad que guarden estrecha relación con los actos reclamados en la primera demanda.  En este caso, la ampliación deberá promoverse dentro de los plazos previstos en el artículo 16.

En los casos de las fracciones II y III, la demanda podrá ampliarse siempre que no se haya celebrado la audiencia constitucional.

TEMA 8: Posibilidad expresa de ampliar las demandas de amparo.

En el proyecto que se comenta se establece de manera expresa la alternativa para el quejoso de mejorar y perfeccionar sus escritos iniciales de demanda, mediante la figura de la ampliación.

Por lo que se refiere a la fracción II del Artículo 110 del proyecto, deberá tenerse especial cuidado en verificar si los datos a que se refiera el quejoso efectivamente le son desconocidos, pues de lo contrario tendrá que impugnarse el acuerdo que tenga por admitida la ampliación de demanda, independientemente de la obligación de rendir informes justificados en relación a dicha ampliación.

En el caso de la fracción III del Artículo 110 del proyecto, igualmente habrá que valorar si los actos que guardan estrecha relación con los actos reclamados, efectivamente le son desconocidos al quejoso, pues de lo contrario tendrá que impugnarse el acuerdo que tenga por admitida la ampliación de demanda, independientemente de la obligación de rendir informes justificados en relación a dicha aplicación.

Este beneficio es una aceptación implícita de las dificultades y probable desconocimiento en que se encuentra el amparista para impugnar los actos de autoridad, y puede entenderse como una medida bien intencionada.  Sin embargo, en la práctica constituirá una arma a favor de los quejosos, que de utilizarse indiscriminadamente propiciará el alargamiento innecesario de los juicios de amparo.

Para la autoridad implicará en su caso, la demostración del que el quejoso tenía pleno conocimiento de todos los datos, antecedentes y circunstancias que rodean el acto reclamado.

Para el quejoso, será una nueva oportunidad de mejorar su demanda, en la que pretenderá subsanar los errores, omisiones e incongruencias que se contengan en su escrito inicial.



ARTICULOS 76 BIS y 79.

ARTICULO 76 BIS. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

I. En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia.

II. En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo.

III. En materia agraria, conforme lo dispuesto por el artículo 227 de esta Ley.

IV. En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador.
V. En favor de los menores de edad o incapaces.

VI. En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa.

ARTICULO 79. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, los tribunales colegiados de circuito y los jueces de distrito, deberán corregir los errores que adviertan en la cita de los preceptos constitucionales y legales que se estimen violados, y podrán examinar en su conjunto los conceptos de violación y los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos en la demanda.


ARTICULOS 74 Y 77.

Artículo 74. El órgano jurisdiccional de amparo,  deberá corregir los errores u omisiones que advierta en la cita de los preceptos constitucionales y legales que se estimen violados, y podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación y los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos en la demanda.

Artículo 77.  La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes:

I. En cualquier materia:
a) Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, salvo en el caso de que se haya emitido la declaración general de inconstitucional, en que deberá estarse, además a lo dispuesto por el Capítulo IV del Título Cuarto; y

b) En favor de los menores o incapaces;

II. En materia penal, a favor del reo;

III. En materia agraria, en los casos a que se refiere la fracción III del artículo 16 de la ley;

IV. En materia laboral, a favor del trabajador; y

V.- En materia civil o administrativa, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previsto en el artículo 1°. En este caso la suplencia sólo operará en los que se refiere a la controversia en el amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el proceso en el que se dictó la resolución reclamada.

En los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.
TEMA 9: Nueva regla para suplir la deficiencia de la queja, a favor de la amparista.

En el tema de la suplencia de la queja deficiente (de los conceptos de violación o agravios), se introduce una novedad en el artículo 77 in fine, que extenderá este beneficio tratándose de menores o incapaces, en materia laboral tratándose de trabajadores, y en materia civil o administrativa, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 1°., aún en el supuesto de que resulten inexistentes los conceptos de violación agravios.

Lo anterior, significa que en las hipótesis apuntadas el órgano jurisdiccional tendrá amplias facultades para verificar el exacto cumplimiento de la ley, independiente de que el quejoso sea omiso en estructurar una defensa adecuada.

Se trata por tanto de otro beneficio a favor del quejoso, que más que suplir una deficiencia, de hecho constituye una prerrogativa del juzgador para analizar con toda libertad los actos de autoridad que reúnan las características precisadas en el comentado artículo 77 in fine.

Debe tenerse presente, que la expresión:  “. . .cuanto se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 1°.  . . .”, puede interpretarse como la violación a las formalidades esenciales del procedimiento, que establece el artículo 14 Constitucional, pero también como el incumplimiento de los mecanismos instaurados para la observancia de los mencionados derechos, entre los que habrá que incluir desde luego a los derechos humanos.

ARTÍCULOS 1° y 4°, Artículos 102 y 133 CONSTITUCIONALES, y 3°, 6°, 7° y 25 de la Ley de la Comisión Nacional de Derechos Humanos.

ARTICULO 1°. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite: 

I. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales;

II. Por leyes o actos de la autoridad federal, que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados; 

III. Por leyes o actos de las autoridades de éstos, que invadan la esfera de la autoridad federal. 

ARTICULO 4°. El juicio de amparo únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique la Ley, el Tratado Internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se reclame, pudiendo hacerlo por sí, por su representante, por su defensor si se trata de un acto que corresponda a una causa criminal, por medio de algún pariente o persona extraña en los casos en que esta ley lo permita expresamente; y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante legal o por su defensor. 

ARTICULO 102 CONSTITUCIONAL.  . . .

B. El Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán organismos de protección de los Derechos Humanos que otorga el orden jurídico mexicano, los que conocerán de quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza administrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor público, con excepción de los del Poder Judicial de la Federación, que violen estos derechos. Formularán recomendaciones públicas autónomas, no vinculatorias y denuncias y quejas ante las autoridades respectivas. 

Estos organismos no serán competentes tratándose de asuntos electorales, laborales y jurisdiccionales.
El organismo que establezca el Congreso de la Unión conocerá de las inconformalidades que se presenten  en relación con las recomendaciones, acuerdos u omisiones de los organismos equivalentes de los Estados.

ARTICULO 133 CONSTITUCIONAL  . . .

ARTICULO 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados. 

Ley de la Comisión Nacional de Derechos Humanos 

ARTICULO 3. La Comisión Nacional de Derechos Humanos tendrá competencia en todo el territorio nacional, para conocer de quejas relacionadas con presuntas violaciones a los derechos humanos cuando éstas fueren imputadas a autoridades y servidores públicos de carácter federal, con excepción de los del Poder Judicial de la Federación. 

Cuando en un mismo hecho, estuvieren involucrados tanto autoridades o servidores públicos de la Federación, como de las Entidades Federativas o Municipios, la competencia se surtirá en favor de la Comisión Nacional.

Tratándose de presuntas violaciones a los Derechos Humanos en que los hechos se imputen exclusivamente a autoridades o servidores públicos de las entidades federativas o municipios, en principio conocerán los organismos de protección de los derechos humanos de la Entidad de que se trate, salvo lo dispuesto por el artículo 60 de esta ley.

Asimismo, corresponderá conocer a la Comisión Nacional de Derechos Humanos de las inconformidades que se presenten en relación con las recomendaciones, acuerdos u omisiones de los organismos equivalentes de los Estados de la Federación, a que se refiere el artículo 102, apartado B de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

ARTICULO 6. La Comisión Nacional tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Recibir quejas de presuntas violaciones a derechos humanos;       

II. Conocer e investigar a petición de parte, o de oficio, presuntas violaciones de derechos humanos en los siguientes casos: 

a) Por actos u omisiones de autoridades administrativas de carácter federal; 

b) Cuando los particulares o algún otro agente social cometan ilícitos con la tolerancia o anuencia de algún servidor público o autoridad, o bien cuando estos últimos  se nieguen infundadamente a ejercer las atribuciones que legalmente les correspondan en relación con dichos ilícitos, particularmente en tratándose de conductas que afecten la integridad física de las personas;

III. Formular recomendaciones públicas autónomas, no vinculatorias y denuncias y quejas ante las autoridades respectivas, en los términos establecidos por el artículo 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;   

IV. Conocer y decidir en última instancia las inconformidades que se presenten respecto de las recomendaciones y acuerdos de los organismos de derechos humanos de las Entidades Federativas a que se refiere el citado artículo 102, apartado B, de la Constitución Política;

V. Conocer y decidir en última instancia las inconformidades por omisiones en que incurran los organismos de derechos humanos a que se refiere la fracción anterior, y por insuficiencia en el cumplimiento de las recomendaciones de éstos por parte de las autoridades locales, en los términos señalados por esta ley;

VI. Procurar la conciliación entre los quejosos y las autoridades señaladas como responsables, así como la inmediata solución  de un conflicto planteado, cuando la naturaleza del caso lo permita; ...

XV. Las demás que le otorguen la presente ley y otros ordenamientos legales. 

ARTICULO 7. La Comisión Nacional no podrá conocer de los asuntos relativos a: 

I. Actos y resoluciones de organismos y autoridades electorales; 

II. Resoluciones de carácter jurisdiccional; 

III. Conflictos de carácter laboral; y 

IV. Consultas formuladas por autoridades, particulares u otras entidades, sobre la interpretación de las disposiciones constitucionales  y legales.
ARTICULO 25. Cualquier persona podrá denunciar presuntas violaciones a los derechos humanos y acudir ante las oficinas de la Comisión Nacional para presentar, ya sea directamente o por medio de representante, quejas contra dichas violaciones. 

Cuando los interesados estén privados de su libertad o se desconozca su paradero, los hechos se podrán denunciar por los parientes o vecinos de los afectados, inclusive por menores de edad.

Las organizaciones no gubernamentales legalmente constituidas podrán acudir ante la Comisión Nacional de Derechos Humanos para denunciar las violaciones de derechos humanos  respecto de personas que por sus condiciones físicas, mentales, económicas y culturales, no tengan la capacidad efectiva de presentar quejas de manera directa.
ARTÍCULOS 1° y 4°

ARTICULO 1°. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia, a saber: la Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
ARTICULO 4°. Son partes en el juicio de amparo: 

I. El quejoso, titular de un derecho o de un interés legítimo, siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo primero y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico. Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el quejoso deberá ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal y directa; 

ARTICULO 59. El juicio de amparo es improcedente: ... 

XVI. Contra actos de autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, que deban ser revisados de oficio, conforme a las leyes que los rijan, o proceda contra ellos algún juicio, recurso o medio de defensa legal por virtud del cual puedan ser modificados, revocados o nulificados, siempre que conforme a las mismas leyes se suspendan los efectos de dichos actos mediante la interposición del juicio, recurso o medio de defensa legal que haga valer el agraviado, sin exigir mayores requisitos que los que la presente ley consigna para conceder la suspensión definitiva, independientemente de que el acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de acuerdo con esta ley.

No existe obligación de agotar tales recursos o medios de defensa, si el acto reclamado carece de fundamentación o cuando sólo se aleguen violaciones directas a la Constitución;

TEMA 10: Algunos comentarios sobre la inclusión de los derechos humanos en el proyecto.

Al comprenderse dentro del proyecto de la Ley de Amparo, como materia de protección no sólo a las garantías individuales sino también a los derechos humanos, se plantea una problemática especial en cuanto a las consecuencias que a futuro tendrá esta medida.

De manera sencilla puede entenderse a las garantías individuales como: “... derechos, facultades otorgadas a favor del individuo oponibles al Estado y a sus autoridades, surgiendo de los primeros el derecho de exigir  de los segundos, una obligación positiva o negativa, tendiente a respetar esas facultades necesarias al desenvolvimiento de la personalidad humana ..., este conjunto de derechos... constituyen una esfera jurídica mínima de libertad del individuo frente al Estado,...“ (Formulario del juicio de amparo, Rómulo Rosales Aguilar).

Dentro de los primeros 29 artículos de nuestra Constitución Federal, se encuentran reguladas dichas garantías individuales, entre las que pueden mencionarse: el reconocimiento de la libertad humana, la prohibición de trabajos forzados, las libertades de tránsito, de trabajo, de expresión, de imprenta, de creencias, de asociación, y para portar amas, de igualdad en general, abolición de la esclavitud, prohibición de leyes privativas, prohibición de tribunales especiales, prohibición de títulos de nobleza, así como las garantías de seguridad, entre las que destacan: la competencia y facultad de las autoridades, restricción de las instancias, irretroactividad de las leyes, derecho de petición, justicia expedita, exacta aplicación de la ley, garantía de audiencia, seguridad en la subsistencia de las garantías individuales, condiciones para dictar una orden privativa de la libertad, prohibición de la prisión por deudas, prohibición de las penas infamantes, marcas, tormentos, etc., prohibición de la pena de muerte, derechos a los privados de su libertad, derechos a los sujetos a proceso, condiciones para la extradición, condiciones para privar de las posesiones o derechos, inviolabilidad del domicilio, inviolabilidad de la correspondencia, condiciones para la expropiación, prohibición de la confiscación, y prohibición de los monopolios.

Como puede observarse el concepto de garantía individual no se encuentra en contradicción u oposición a lo que se conoce en el medio jurídico como derechos humanos.

Sin embargo, habrá que estudiar concienzudamente el contenido de los cinco tratado internacionales a que alude el proyecto, para poder determinar los caos en que las garantías individuales propias de nuestro sistema legal y los derechos humanos especificados en los mencionados tratados, resultan equivalentes, complementarios, o se está ante figuras que extienden el alcance de los derechos tutelados a favor de los gobernados.

Sólo a manera de ejemplo, conviene precisar que los artículos 14 punto 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 10 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se refieren a un derecho de indemnización conforme a la ley, cuando una persona haya sido condenada por una delito, y se logre demostrar que se incurrió en un error judicial que le perjudicó.  Al respecto, estaríamos en presencia de un derecho humano que escaparía a nuestra concepción actual de garantía individual.

En la práctica, deberán vigilarse de cerca las estrategias que lleguen a proponerse en las demandas de amparo en que se reclamen supuestas violaciones a los derechos humanos, para conocer desde el inicio su posible operancia.

En los términos en que se encuentran redactado el proyecto, se observa que se propicia una confusión y posible vulneración al principio de supremacía constitucional, previsto en el artículo 133 de la Constitución Federal, en virtud de que la promoción de demandas por la violación de derechos humanos, conforme al artículo 1° del mencionado proyecto no se sujeta a ninguna limitante, no obstante que en el diverso artículo 102 B de la Constitución Federal, y en los preceptos 3°, 6°, 7° y 25 de la Ley de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, se establece que en materias tales como asuntos electorales, laborales y jurisdiccionales, no se otorga competencia a los organismos de Derechos Humanos, para conocer de las quejas formuladas por violación a los mismos. 

En este sentido, se deja de aclarar en el proyecto, si el procedimiento encaminado a resolver las quejas  formuladas por violación a los derechos humanos, no obstante la competencia limitada que poseen los referidos organismos de Derechos Humanos, constituye un requisito previo para acudir al juicio de amparo. 

De concluir que las Comisiones de Derechos Humanos, no emiten actos de autoridad a través de sus recomendaciones, no se requerirá entonces el agotar el principio de definitividad para promover el juicio de amparo, en cuyo caso, cualquier acto de autoridad que implique la probable violación de derechos humanos, se podrá ventilar directamente ante los órganos jurisdiccionales, lo que convertiría en innecesario el procedimiento administrativo tramitado ante las citadas Comisiones.

ARTICULOS 82 y 83 fracción IV.

ARTICULO 82. En los juicios de amparo no se admitirán más recursos que los de revisión, queja y reclamación.

ARTICULO 83. Procede el recurso de revisión: IV. Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los jueces de Distrito, o por el superior del tribunal responsable, en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta Ley. Al recurrirse tales sentencias deberán, en  su caso, impugnarse los acuerdos pronunciados en la citada audiencia.  


ARTICULO 85

ARTICULO 85. Las autoridades responsables sólo podrán interponer el recurso de revisión contra las sentencias que afecten directamente el acto reclamado de cada una de ellas; pero tratándose de amparo contra normas generales, los titulares de los órganos de estado a los que se encomiende su promulgación podrán interponer en todo caso el recurso. 

Tratándose de actos jurisdiccionales o de procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, sólo podrán interponerlo quienes  tengan el carácter de parte en el juicio o procedimiento del que deriva la resolución o el acto reclamado.

TEMA 11: Limitante para la autoridad responsable en la promoción del recurso de revisión, en aquéllos casos en que el acto reclamado emane de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio. 

A diferencia de la ley vigente, el proyecto incluye una modificación que limita la oportunidad de las autoridades responsables para promover el recurso de revisión contra la sentencia que resuelva el juicio de amparo.

Esta innovación tiene su origen en el criterio que recientemente ha sostenido el Poder Judicial Federal en algunos juicios de amparo, en que estima que cuando la autoridad administrativa dicta una resolución con la que culmina un procedimiento seguido en forma de juicio, no puede reconocérsele un interés opuesto al del quejoso, por no tener la autoridad el carácter de parte en dicho procedimiento. 

En este sentido, no se le ha concedido mayor peso a la pretensión de esta Secretaría para procurar la acreditación de la legalidad del acto que se reclama, no obstante su interés en que subsista dicho acto. 

En tales condiciones, la autoridad se vería limitada para recurrir las sentencias pronunciadas en esos casos.

Ejemplo de esto, son las resoluciones emitidas por el Subsecretario del Trabajo cuando con fundamento en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, conoce y resuelve de las determinaciones emitidas por la dirección General de Registro de Asociaciones en asuntos  de su competencia, ya sea tratándose de resoluciones que conceden o niegan la toma de nota de los Comités Ejecutivos de los Sindicatos, de altas y bajas de sus agremiados, o similares.

Otro supuesto, en el cual se correría el riesgo dada su naturaleza, de que tampoco se admita el recurso de revisión, es el que corresponde al procedimiento administrativo sancionador, mismo que culmina comúnmente con la resolución sancionadora, en virtud de que también se lleva en forma de juicio.           



JOEL MIRELES CORNEJO

México, D.F. 31 de octubre de 2000

SR. MINISTRO DON HUMBERTO ROMAN PALACIOS

Coordinador General de la Comisión de Análisis de

Propuestas para una Nueva Ley de Amparo. 

Muy respetable Señor Ministro:

Con todo respeto me permito someter a su consideración mis personales reflexiones sobre algunas de las reformas a la Ley de Amparo. 

Respecto del artículo primero observo que en forma muy ambiciosa se pretende extender los alcances del juicio de garantías: 

“A los Derechos Humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia a saber:  La Declaración Universal de Derechos Humanos. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos”. 

La Ley de Amparo es reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución de nuestro país, considero que la ley secundaria no puede ir más allá de lo que establecen estas dos normas constitucionales y para darle tales alcances se requeriría una reforma constitucional de dichos artículos.

Es cierto que en el artículo 133 de nuestra constitución se establece que los tratados internacionales junto con las leyes del congreso serán la ley suprema de la unión, sin embargo, esto no permite que una ley reglamentaria vaya más allá de lo que establece nuestra Constitución. 

Además, me permito hacer algunos comentarios sobre la extensión a mi modesto parecer imprecisa y demasiado amplia del artículo 77 del proyecto respecto de la suplencia de la queja por parte de los Tribunales Federales. 

Fuera de los casos planteados en la fracción I y II de dicho artículo, referidas a la existencia de una declaración de inconstitucionalidad y el caso de menores o incapaces y en materia penal a favor del reo, considero que la suplencia de la queja tanto en materia agraria como en materia laboral no se encuentra justificada y atenta contra la garantía constitucional contenida en el artículo 14 constitucional que se refiere a las formalidades esenciales del procedimiento que presupone por naturaleza un equilibrio procesal y una igualdad de las partes.

Si el legislador estima la necesidad de dictar medidas favorables a los trabajadores ejidatarios y pequeños propietarios porque considere que forman parte de una clase socioeconómica más débil, sería conveniente la creación de una Defensoría de Oficio dependiente del Poder Judicial a la que podrían integrarse las diferentes procuradurías en dichas materias que tendrían esta función y no romper las formalidades esenciales del procedimiento que presupone la igualdad de las partes y el equilibrio procesal.            

La pretendida suplencia en materia civil y administrativa, además de injustificada resulta sumamente imprecisa, la expresión: “una violación relevante de la  ley” resulta una abstracción de una vaguedad de alcances imprevistos. 

Respecto del párrafo final de este artículo, considero que el extender tal suplencia, aún en ausencia de conceptos de violación y agravios, me parece de una desmesura inaceptable que convierte a los Tribuales Federales en jueces y parte en un proceso, con la consecuente desventaja del tercero perjudicado  en caso de que exista. 

Me interesan sus comentarios respecto de estas dos disposiciones a reserva de analizar con mayor detenimiento algunas otras. 

Reciba usted un afectuoso abrazo.

JOSE MANUEL VALVERDE GARCES

ANÁLISIS GENERAL AL PROYECTO DE LA NUEVA LEY DE AMPARO Y PROPUESTA RELATIVA AL TÍTULO PRIMERO, CAPÍTULO II, ARTÍCULO 5°, FRACCIÓN III, INCISO B) Y 10 DE LA ACTUAL LEY DE AMPARO Y QUE SE CORRELACIONAN CON EL ARTÍCULO 4° DEL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO.

A. En acatamiento a la guía técnica para la presentación de ponencias, relativas al análisis del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo, en mi modesta opinión, voy a pasar a precisar de forma general, los beneficios que considero traería la aprobación de dicha ley; las que consisten en:

1. Haberse realizado el proyecto buscando la unidad de principios comunes, claridad y conexión de los artículos que integran la ley; a fin de hacerla un ordenamiento de más fácil acceso y manejo; prueba de ello lo constituyen el nuevo artículo 3°, el cuál prevé que las promociones que se hagan en las audiencias, notificaciones y comparecencias autorizadas por la ley, puedan ser orales: la sistematización de todo lo relacionado con el cumplimiento y ejecución de las sentencias de amparo; el reagrupamiento de las medidas disciplinarias, de apremio y sanciones, etcétera.

Todos sabemos, que si de algo ha adolecido nuestra Ley de Amparo, es precisamente de ser considerada una legislación excesivamente técnica y formal, que impide a la mayoría de los gobernados accesar a este medio de defensa; generándose así, casos frecuentes de violación a nuestra ley suprema.

Además de que ahora se contempla como supletoria a la ley de amparo, no sólo el Código Federal de Procedimientos Civiles, sino también los principios fundamentales del derecho
 (art. 2° P.L.A.).

2. La ampliación al objeto de protección del Juicio de Amparo, que ya no estará limitado exclusivamente a las garantías individuales, sino también se amplía a todos y cada uno de los derechos contenidos en los tratados internacionales generales que en materia de derechos humanos ha ratificado nuestro país
.

De esta forma la procedencia general de amparo se extiende más allá de las garantías individuales y se elimina el sentido limitado y desnaturalizado con que estaba concebido hasta la fecha; y constituye el principio, de hacerlo un medio de control más amplio, que lo restituya en su auténtica finalidad; con toda la amplitud que su naturaleza le permite; que la supremacía de la constitución requiere y ensanchándose así el poder controlador de los tribunales federales, reforma que es acorde a las tendencias y opiniones de don Emilio Rabasa y don Ignacio L. Vallarta, quienes siempre pugnaron por extender el alcance de protección del juicio de amparo.

Con tal medida los gobernados se verían beneficiados, toda vez que quedarían incorporados a su esfera jurídica un cúmulo de derechos que hasta la fecha no podrían ser tutelados a través del Juicio de Amparo. (art. 1° P.L.A.).

Sin embargo es motivo de crítica el que sin explicación alguna se pretenda suprimir el llamado amparo-soberanía, que resulta procedente al existir una invasión de esfera de competencias entre autoridades locales o federales; cuando exista un particular quejoso, que reclame violación de sus garantías individuales, en un caso concreto de ejecución o con motivo de tales invasiones de soberanía. Suprimirlo generará confusión y no mejorará ni la política ni la justicia ni nuestras instituciones, menos la defensa del régimen federal.  (art. 103 constitucional, fracciones II y III).

3. El tipo de interés exigido para solicitar el amparo, el cuál jurisprudencialmente se ha denominado interés jurídico; y ahora se pretende denominar y reglamentar como interés legítimo; que permitiría constituir como quejoso a aquélla persona que aunque no resulte afectada directamente por un acto de la autoridad en algún derecho en particular; de cualquier forma se le brinda la posibilidad de accionar en el amparo, al resultar afectado por la situación jurídica derivada del propio orden jurídico
. (Artículo 4°, Fracción I, P.L.A.).  

4. La ampliación a los plazos de promoción del Juicio de Amparo; lo cuál permitiría a los gobernados preparar con mayor cuidado sus instancias
; así como presentar mejores argumentos, contribuyendo elevar la calidad de los litigios. (art. 16, P.L.A.).

5. La procedencia del amparo contra las decisiones tomadas por las legislaturas estatales en materia de suspensión o remoción de servidores públicos; ésta nueva causal de procedencia me parece de suyo atinada porque sería el medio eficaz de poder marcar un alto a la actuación caprichosa y arbitraria de las autoridades estatales que suelen con frecuencia suspender o remover a los servidores públicos por razones políticas e injustificadas. (art. 59, fracción XVI)

6. El ordenarse de manera categórica, puntual y enfática que la declaratoria de improcedencia de una acción de amparo, deberá estar basada en una causal aplicada de manera estricta y que esté probada plenamente; de esta forma los juzgadores, no podrán actuar, tan a la ligera, para sobreseer los juicios; o de entrada desechar las demandas; obligándolos prácticamente, a que sea hasta sentencia, cuando se pueda analizar la existencia de la causal de improcedencia; salvo que el motivo de improcedencia sea manifiesto e indudable, al advertirse de la propia demanda circunstancias que por sí mismas, sin ulterior comprobación o demostración, surgen a la vista, haciendo válidamente inejercitable la acción de amparo. (art. 60 y 112 P.L.A.)

7. La eliminación del sobreseimiento por inactividad procesal y la caducidad de la instancia; este aspecto era algo esperado largamente por el foro, pues no existe a la fecha justificación alguna, para no proceder a desaparecer tan criticadas figuras. (capítulo VIII, Sobreseimiento, P.L.A.).

En efecto, es loable la desaparición de aquéllas, ya que se contraponían con el desarrollo procesal en el amparo directo, el cuál una vez interpuesta la demanda, debe efectuarse por impulso oficial y no quedar a merced de la actividad de las partes, y lo mismo debe decirse tratándose de amparos indirectos, ya que en unos y otros es igual el carácter extraordinario del amparo, encontrándose ambos en el mismo plano la exigencia impuesta por el más alto interés público, de reparar las violaciones constitucionales que aparecieren cometidas, lo que de forma taxativa no permitirá eludir por ningún motivo el pronunciamiento de la sentencia final y de fondo en los mismos.

8. La inclusión de preceptos que establecen de forma clara el trámite a seguir en la materia de incidentes; dándole facultades al juzgador para resolverlos de plano, de previo o especial pronunciamiento o si se reserva hasta el momento de fallar el fondo del asunto. (art. 64, P.L.A.). 

Así mismo, al establecerse en el proyecto la manera en que deberá substanciarse la cuestión incidental, es evidente que en este aspecto, ya se excluye la supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles. (art. 64 y 65, P.L.A.).

9. En lo referente a la declaratoria de inconstitucionalidad de una ley en forma general, y no relativa, como hasta la fecha está reglamentada; compartimos el hecho, de que ahora se contemple que tal declaratoria se pueda lograr, cuando existan tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes sesiones, con el voto aprobatorio de por lo menos ocho ministros, que establezcan la inconstitucionalidad de una norma. (arts. 71, párrafo segundo, 220, 221, 232 y 233, P.L.A.) 

Por fin se adopta la corriente de opinión que proclama la inoperatividad del principio de relatividad en tratándose de leyes declaradas inconstitucionales por la vía del amparo; pues resulta contrario a la supremacía de la constitución, que el ordenamiento legal viciado de inconstitucionalidad, se siguiese aplicando por las autoridades administrativas y judiciales del Estado, en todos aquéllos casos diferentes de los que hubiesen provocado la declaración jurisdiccional respectiva.

De esta forma se brinda al Poder Judicial Federal, la posibilidad de cumplir a plenitud con su función primordial de ser el vigilante y custodio del orden constitucional, haciendo prevalecer la ley suprema sobre cualquier otra ley inferior, por lo que la declaratoria de que una ley se aparta de la constitución es congruente con el interés supremo de que no se vuelva a aplicar y de que en defensa de la propia constitución quede anulada.

Así mismo tal medida eliminaría la desigualdad ante la ley, consistente en que no obstante la existencia de una jurisprudencia obligatoria de la Corte, que ha considerado determinadas disposiciones como contrarias a la ley suprema, que las mismas no sólo se apliquen en beneficio del que solicitó el amparo, y en cambio, se impongan coactivamente a otras que por diversas razones no pudieron obtener la protección; lo que permitirá que los beneficios del amparo sean disfrutados por la población en general.

Sin que lo anterior implique que el Poder Judicial se coloque por encima de los otros poderes, sino que una norma fundamental, como lo es la constitución está por sobre los tres poderes que aquélla crea y regula, prevaleciendo la constitución y no el Poder Judicial; por lo que es muy atinado que una ley declarada inconstitucional no debe seguirse aplicando por ninguna autoridad, prevaleciendo de manera absoluta el principio de supremacía de la constitución.

10. En materia de suspensión, se advierte un fortalecimiento de esta medida cautelar, al consagrarse como elemento para su otorgamiento “La Apariencia del Buen Derecho”; lo cuál no hace sino incorporar a la ley un criterio que de manera reiterada se aplica actualmente en todos los juzgados de distrito; similar comentario hay que realizarse al preverse que la suspensión definitiva pueda concederse excepcionalmente aún tratándose de delitos que la ley señala como graves. (art. 127, segundo párrafo, P.L.A.)

Lo anterior es así, por que tal medida obliga al juzgador a realizar un juicio de probabilidad y verosimilitud del derecho del solicitante o apariencia del derecho y el peligro en la demora, para obtener la convicción de que si la suspensión en nada perjudica al interés social o al orden público, entonces otorgue la medida cautelar como un adelanto provisional del derecho cuestionado, para resolverlo posteriormente en forma definitiva y así permitir, el desarrollo de ciertas conductas por parte del gobernado, que si se le impidieran le ocasionarían daños y perjuicios de difícil reparación, principalmente en el caso de que fuese privado de su libertad personal.

11. En materia de amparo directo no se contempla modificación alguna de naturaleza trascendental; salvo la eliminación de las hipótesis relativas a la citación en forma distinta en la ley y a la falsa representación en los juicios; pues la realidad ha demostrado que la primera hipótesis se encuadra y tramita bajo el amparo indirecto, siendo suficiente para ello que el quejoso se ostente con la calidad de tercero extraño a juicio, atento a lo dispuesto en el artículo 114, fracción V de la actual ley de amparo; lo cuál le permite al gobernado mayores posibilidades de defensa; y la segunda generaba confusión y resultaba de una casi nula aplicación en la práctica; refiriéndose exclusivamente al hecho de que la persona que se ostentó en el juicio natural como representante legal o voluntario del quejoso, no hubiera tenido en realidad tal calidad; pero de ninguna manera forma, al evento de que existiese algún deficiente asesoramiento o incorrecto desempeño de su labor profesional. (art. 170, P.L.A.)

Así mismo, era esperado el que por fin se reglamentara la figura de amparo para efectos (art. 75, párrafo segundo, P.L.A.), que como todos sabemos, ocupa una gran mayoría del sentido de los fallos emitidos por los colegiados; pero sobre todo es de resaltarse el hecho de que ahora se prevea que si las violaciones procesales no se invocaron en un primer amparo, las mismas no podrán ser materia de conceptos de violación ni de estudio oficioso en juicio de amparo posterior (art. 172, P.L.A.); tal reglamentación eliminaría entre otras cosas:

a. Confusión en el cumplimiento de las resoluciones;

b. La posibilidad de nuevos amparos directos; y 

c. Un atraso absoluto en la administración de justicia, por dilaciones y situaciones absurdas.

12. Los temas relacionados con la ejecución de sentencia, incluyendo la forma de sancionar a los servidores públicos incumplidos y la sistematización de todo lo concerniente con:

· El cumplimiento e inejecución. (arts. 190, 193, 194, 195 y 196, P.L.A.)

· Cumplimiento voluntario por parte de la responsable. (art. 190, P.L.A.)

· Cumplimiento forzoso llevado por el juzgador. (art. 191-196, P.L.A.)

· Repetición del acto reclamado. (arts. 197 y 198, P.L.A.)

· El incidente de inconformidad. (arts. 199-201, P.L.A.)

· El cumplimiento sustituto. (arts. 202 y 203, P.L.A.)

· El incidente (y ya no recurso) por exceso o defecto en la ejecución. (arts. 204-207, P.L.A.)

· El incidente por incumplimiento de la declaración general de inconstitucionalidad o de interpretación. (art. 208, P.L.A.)

Se estiman adecuados, porque contribuirán a lograr un cumplimiento rápido  y eficaz de las sentencias de amparo; cuenta habida de que, también al agruparse en un solo título, se permitirá de forma más accesible al peticionario de amparo, conocer los medios legales para velar por ese cumplimiento. Eliminándose la forma tan difusa y dispersa como dichas cuestiones están regidas hasta la presente fecha.

13. En lo concerniente a la jurisprudencia, es adecuado legislar para establecer la forma de lograr su cumplimiento obligatorio; lo mismo debe decirse por lo que se refiere a que las tesis de jurisprudencia serán de mayor utilidad y de mejor comprensión su aplicación, al contemplarse que contengan una relación sucinta de los hechos del asunto del cuál se deriva y la identificación de la norma respecto de la cuál haya de fijarse el criterio y la reducción de 5 a 3 del número de tesis necesarias para constituir jurisprudencia, lográndose con esto último, que los criterios se puedan aplicar de una manera más rápida. (art. 215, 220, 221 y 226, P.L.A.)

14. Por lo que compete a las sanciones también resulta adecuado que quedaran agrupadas; eliminándose así, la falta de técnica jurídica de la ley actual, ya que ahora se prevé ordenar y exponer en razón del orden de los artículos las hipótesis a sancionar. (Capítulo II, Responsabilidades y Sanciones, arts. 238-268, P.L.A.)

15. Como un fortalecimiento a nuestro juicio de amparo, se ve ahora el hecho de que se hayan comprendido como nuevos tipos penales especiales:

a. El que las autoridades responsables rindan informes falsos, tanto en el juicio principal como en el incidente (art. 257, P.L.A.); y 

b. La revocación del acto reclamado, para obtener el sobreseimiento y luego insistir en la realización de ése propio acto. (art. 258, P.L.A.)

16. Sin duda alguna me parece de sumo, acertada la decisión de incorporar como un órgano colegiado de apelación a los actuales Tribunales Unitarios de Circuito, los cuáles se integrarán por 3 magistrados, en lugar de uno sólo, encomendándoles las mismas atribuciones. 

En efecto, con la conformación colegiada de los actuales Tribunales Unitarios de Circuito, se evidenciarán las bondades que un órgano colegiado posee respecto a un órgano unitario, ya que ahora no se dejarán los asuntos que ahí se ventilen al arbitrio de un juicio unipersonal, sino por el contrario, será una trilogía de criterios los que decidirán el curso de los expedientes que se resuelvan, ya sea por mayoría, ya por unanimidad.

B. Realizadas las consideraciones generales antes mencionadas, voy a concluir mi intervención enfocándome de manera esencial al tema relacionado con el ofendido en el juicio de amparo y que corresponde al título primero, capítulo II, artículo 5°, fracción III, inciso b), en relación con el artículo 10 de la actual Ley de Amparo (reformado 09 Junio  2000, publicado en el D. O.) y que se correlacionan con el artículo 4° del proyecto de la ley de amparo.

Tema del que me ocupo, motivado por la notoria injusticia y verdadera situación de indefensión e inequidad en que hasta la fecha y conforme a los citados artículos, 5°, fracción III, inciso b), y 10° de la ley de amparo, colocan al ofendido o víctima del delito, al no brindarle el carácter de ser parte de forma plena y sin limitaciones en el juicio de amparo
.

En efecto, dichos numerales indican que son partes en el juicio de amparo entre otros:

“El ofendido o las personas que, conforme a la ley, tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, o en su caso, en los juicios de amparo promovidos contra actos judiciales del orden penal, siempre que estas afecten dicha reparación o responsabilidad”.
Que la víctima y el ofendido sólo podrán promover amparo:

A. Contra actos que emanen del incidente de reparación o de responsabilidad civil.

B. Contra actos surgidos dentro del procedimiento penal relacionados directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación o a la responsabilidad civil.

C. Contra las resoluciones del ministerio público que confirmen el no ejercicio ó el desistimiento de la acción penal.

Como es de verse, si bien la ley actual reconoce de manera parcial y limitada, cierta calidad de parte a la víctima ó al ofendido, tal situación resulta insuficiente para tutelar de manera plena sus derechos, pues ni la actual legislación, ni mucho menos el nuevo proyecto de la misma les permiten ser titulares de los medios legales que existen en el procedimiento constitucional para revisar si los actos emanados de un proceso penal sea local o federal a favor del reo, fueron emitidos de forma legal ó injusta.

Me parece muy lamentable, que el proyecto de la nueva ley de amparo soslaye por completo esa cuestión, por ello, me sentí en la necesidad de aprovechar este foro, con la finalidad de que la comisión encargada del proyecto, pondere la conveniencia de ampliar la intervención del ofendido ó la víctima de los delitos a fin de que pueda fungir no sólo como parte del juicio de garantías en la forma como lo reglamentan los artículos 5° y 10 en comento, sino sobre todo, se le permita acudir a la justicia federal también en su calidad de quejoso, contra las resoluciones habidas en el proceso penal. 
La anterior propuesta parte de la base de un espíritu de equidad, pues si bien el reo goza de pleno derecho para demandar de la justicia federal el amparo y protección, más cierto es que hasta la fecha el ofendido tiene vedado ese derecho.

De manera concreta lo que se propone es que cuando el acto reclamado consista:

a. En la negativa a la orden de aprehensión; 

b. En un auto de excarcelación; o 

c. Una sentencia absolutoria; 

Se permita al ofendido, previo al agotamiento de los recursos ordinarios, poder acudir al juicio de garantías en calidad de quejoso; y no sólo cuando los actos afecten inmediata y directamente los intereses civiles del quejoso.

Propuesta que se realiza, dado que hasta la fecha, sólo puede acudir el ofendido al amparo, cuando el acto reclamado consista en alguna resolución dictada a propósito de la reparación del daño o de responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito o cuando se traten de actos dentro del procedimiento penal, pero relacionado inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación o a la responsabilidad civil.

La reforma de referencia es congruente con el principio del derecho penal, a través del cual se le brinda a la reparación del daño el carácter de pena pública establecida en beneficio del ofendido; de tal suerte que para que se garanticen ese derecho de la víctima es indispensable contar con un medio de control de legalidad a favor del ofendido respecto a las negativas de orden de aprehensión, autos de excarcelación y sentencias absolutorias.
Sólo de la forma anterior se podría evitar la injusticia de que la víctima de un delito resulte privada del derecho de reparación el daño mediante una resolución arbitraria mal fundada o no apegada a derecho.

Sin que se pretenda con la propuesta anterior a que el ofendido sea quien persiga los delitos, pues esta función es evidente que compete al Ministerio Público, sino únicamente que ejercitada la acción por el fiscal, el Juez del conocimiento ajuste  a la Ley sus resoluciones y de no hacerlo la víctima pueda impugnar la legalidad de aquéllas a través del juicio de amparo.

Por ello se sostiene que el ofendido debe ser reconocido como parte en el juicio de amparo de forma total y plena, no sólo en su calidad de tercero perjudicado en los amparos penales, sino también para permitírsele ser titular de la acción de amparo en el tipo de resoluciones que se han precisado en líneas anteriores; pues se insiste, que si el ofendido tiene derecho a la reparación del daño, para hacer efectivo ese derecho se le debe permitir el acceso sin limitación alguna a nuestro máximo medio de defensa constitucional.

Es hora de que a través de este foro se le plantee al legislador que asuma una actitud de equidad y conceda al ofendido la facultad de defender a través del juicio de amparo  sus derechos  patrimoniales menoscabados  en virtud de un delito, ya fuere atacando mediante la acción constitucional los actos autoritarios que afectasen tales derechos, o bien saliendo en defensa de esos actos, cuando siendo favorables a dichos derechos estuviesen siendo combatidos por el presunto delincuente.

Sin que sea válido sostener que una sentencia absolutoria no afecta los intereses jurídicos del ofendido, lo mismo que un auto de excarcelación o una negativa a la orden de aprehensión, pues ello lo que implica es no apreciar, no estar consciente de la realidad, pues nadie más que el ofendido para tener intereses jurídicos en sentido opuesto al reo, sólo así se podrá garantizar el propósito de no hacer ilusorio el derecho del ofendido al que le reparen el daño sufrido.

Esta propuesta se respalda en la alta autoridad del insignie Vallarta, quien como lo cita el actual Presidente de la Corte, Vallarta sostenía el criterio de considerar como tercero perjudicado al ofendido para garantizar su derecho a la reparación del daño; ya es hora pues de no limitar a la víctima su intervención en el juicio de amparo
.

Concluyo citando al propio Presidente de la Corte quien parece compartir el criterio de ampliar el juicio de amparo a los ofendidos, al sostener que si bien es verdad que atendiendo a los antecedentes legislativos de la ley de amparo, no se considera como tercero perjudicado, ni como quejoso al ofendido.

“...Esta clase de consideraciones no tiene mayor sostén que el antiguo de los precedentes, o sea, lo que antes se hizo de cierta manera, es necesario seguirlo haciendo, así se hizo antes, así se hará ahora y también en el futuro. Criterio que lleva el inmovilismo legislativo, jurídico y lógico
...”

Criterio que, en nuestra profesión se acostumbra, más que en otras disciplinas, pues se piensa que guiarse por los precedentes es aprovechar  la sabiduría acumulada en el pasado. Aquí, en esta profesión, la invocación de las Leyes anteriores, parece dar respetabilidad al criterio sostenido... respetabilidad que viene del solo transcurso del tiempo.

Sin embargo no debe existir el temor de dejar las cosas a como están, de dejarlas como siempre lo han sido; y no atreverse a superarlas, menos hoy, que hemos alcanzado en nuestro sistema político una posibilidad de cambio, que invita a los tribunales federales el cumplimiento pleno de su teleología proteccionista.

También así lo considera el Ministro de la entonces primera Sala del alto Tribunal de la nación Don Ernesto Aguilar Alvarez, al sostener su voto contrario al de la mayoría , con los siguientes términos
:

“...en su concepto, el auto de formal prisión sí afecta, aun cuando indirectamente, a la reparación del daño porque para que pueda surgir la posibilidad de que tal reparación se lleve a cabo necesita una sentencia que no puede pronunciarse sin la previa existencia de dicho proveído y como el código penal expresamente reconoce el derecho del ofendido a ser indemnizado y ese derecho ésta subordinado a que el hecho causante del daño sea declarado delito, es obvio, que la víctima tienen derecho a participar en el amparo que se promueve contra un auto de formal prisión o a impugnar el de soltura ya que, si se desconociera a la víctima el derecho de ser oído, se violaría en su perjuicio la garantía del artículo 14 constitucional pues tales autos, el de procesamiento y el de soltura, pueden afectar de manera grave estos derechos desde el momento que permiten o impiden que la persona les reciba la indemnización que le corresponde, ya que el nacimiento de su derecho no podrá surgir sin un auto de formal procesamiento...”

Por último, solo me resta decir que si queremos fortalecer el Estado de Derecho en nuestro País y obtener una eficaz procuración y administración de justicia, no debe existir ninguna resolución del orden judicial, exentas de quedar sujetas a la revisión judicial  federal; y resulta grave que no se contemple en el proyecto de la Ley de Amparo, el derecho de la víctima de ser titular de la acción constitucional; pues ello implica contradecir la garantía consignada en el artículo 14 de la Ley Suprema y es desconocer el interés jurídico y legítimo que el ofendido tiene en el resultado del proceso penal; por lo que es hora de dejar de brindar una intervención parcial y limitada a los ofendidos y las víctimas del delito.

Además de que con tal medida las resoluciones judiciales citadas, dejarán de ser fallos irrecurribles, provenientes de autoridades incontroladas e incontrolables y, por tanto, irresponsables y arbitrarias, sin soslayarse que toda facultad discrecional, ilimitada se traduce en posibilidad permanente de ilegalidad y despotismo.

De igual manera lograría que en México dejen de haber autoridades exentas del control de la legalidad de sus actos por medio del juicio de amparo; pues es indiscutible que en el dictado de una negativa de orden de aprehensión; auto de excarcelación o sentencia absolutoria, pueden haber criterios falibles y violatorios de garantías individuales, sin que pudiera existir un control constitucional que permitiera su enmienda.

Esta propuesta es congruente a la intención cada vez mayor de dotar a las víctimas de los delitos de mayores garantías y derecho para obtener justicia y que mejor que ello sea posible a través de nuestra magnífica institución de amparo; puesto que no habrá en nuestro país verdadera justicia, mientras los ofendidos, sean a la vez víctimas de la inercia del juzgador que, por capricho, consigna política, error o malicia, dictan fallos favorables al reo; por medio del cuál se deja en estado de indefensión al ofendido que no cuenta con otra instancia para reclamar su derecho, por provenir de actos de autoridad, que están fuera de los controles de legalidad y constitucionalidad.

No omito expresar que el 28 de agosto de 1950 en el amparo  en Revisión 8568/1949 la primera sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sentó el criterio de que el ofendido por un delito no carece de personalidad para pedir amparo contra el acto de libertad. Pues el auto de soltura afecta a la reparación del daño y por consiguiente afecta el interés jurídico del ofendido.

CONCLUSIÓN Y PROPUESTA A INCORPORAR A

LA INICIATIVA DE LEY DE AMPARO

A.
Es claro que el contenido de los artículos 5º y 10 de la Ley de Amparo deben de ser modificados con la finalidad de eliminar la restricción  a la legitimación del ofendido para intervenir ya como quejoso, ya como tercero perjudicado en el juicio de amparo, sin que obste el criterio prevaleciente de que el Derecho Penal  fundamentalmente estudia intereses sociales y no intereses particulares porque las decisiones del poder público en todo momento deben de estar sujetas al principio de legalidad y control constitucional; puesto que en un estado de derecho, todas, absolutamente todas las decisiones de los órganos del poder público, deben quedar sujetas a la revisión judicial; a través del juicio de amparo, que sigue siendo en la conciencia de los mexicanos el instrumento de defensa de mayor eficacia.

B. Se debe incorporar el proyecto de la nueva ley de amparo, lo aquí expuesto, para así poder revisar si los actos emanados de un proceso penal sea local o federal a favor del reo, fueron emitidos de forma legal, injusta, arbitraria, mal fundada o no apegada a derecho, lo cuál sólo es posible si se le brinda al ofendido el derecho de acudir en calidad de quejoso ante los tribunales de amparo para exigir que el juez de conocimiento ajuste a la legalidad sus resoluciones; pues de otra manera podría resulta privado del legítimo derecho de ser resarcido del daño que se le haya causado con la comisión del delito; en base a una resolución de soltura mal fundada.
C. Por último, el derecho del ofendido para participar de forma amplia en el Juicio de Amparo, no sólo se justifica por el interés de que le reparen el daño, sino también de que la ley penal se aplique eficazmente al delincuente; lo cuál contribuirá al abatimiento de la impunidad de la que gozan los delincuentes; al fortalecimiento del estado de derecho; a la seguridad jurídica y a la paz social.

RODOLFO CAMPOS MONTEJO
CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR

LA PROPUESTA DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO

Ponencia presentada por la

Barra de Abogados de Quintana Roo, Colegio Profesional, A. C.

En primer lugar, queremos señalar el gran honor que para nosotros significa él poder participar en tan importante proyecto legislativo promovido desde su inicio por el Poder Judicial Federal.

La composición de la Comisión de Análisis de Propuestas para una nueva Ley de Amparo nos parece muy atinada en cuanto que esta conformada por tres importantes sectores involucrados en el estudio, análisis, puesta en práctica y soluciones de la actual Ley de Amparo, que son la jurisdiccional, la academia y la postulancia, lo cual viene a enriquecer desde esas tres vertientes el nuevo proyecto.

En términos generales la Barra de Abogados de Quintana Roo ve con buenos ojos el proyecto, pensando que recoge y hace suyas multitud de ideas y propuestas, de todos los sectores y decanta numerosos y novedosos criterios jurisprudenciales tornando en norma positiva (en proyecto) lo que antes fue interpretación de la actual Ley de Amparo y de las normas concurrentes con dicha ley.

A pesar que de las Entidades Internacionales y Nacionales, aspiran a rescatar a la víctima u ofendido del olvido, en el consenso social  científico y legislativo, la balanza  se inclina por la protección al delincuente, máxime que el pensamiento jurídico tiende a: la presunción de inocencia de su culpa, hasta que una sentencia pruebe lo contrario; de concederle lo antes posible la libertad provisional, antes que negársela; que los establecimientos carcelarios en que permanezcan mientras dure el proceso, sean limpios y confortables, para no deteriorar  más su personalidad social y psíquica; de brindarle seguridades y proteger sus derechos.

La abrumadora cantidad de crímenes debe convencer a los procuradores y administradores de justicia,  de la urgente necesidad de encarar medidas de prevención y arbitrar los medios para un rápido resarcimiento a las víctimas y/u ofendidos de los delitos.  Es en la consideración de la reparación del daño, en su persecución penal, civil  y de amparo, donde  destaca el abandono, ya que cuando acude a las instancias ministeriales y judiciales, no se respetan sus Garantías y Derechos Humanos.  

De lo anterior se desprenden las propuestas que tienden, con una finalidad bien definida, que es deber de la comunidad y de las Instituciones jurídicas reparar de inmediato el perjuicio,  reajustando el equilibrio social que el delito ha roto, a través de las  leyes que, como la de amparo, deben equilibrar la peligrosa y grave situación de indefensión en que están las víctimas u ofendidos del delito.

Esto último ha venido reflejándose en la vigente Ley de Amparo y se repite en el proyecto de la misma en comento, pues en nada se modifica la posición del ofendido en los juicios de amparo.

Agradecemos a todos los integrantes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y en especial al Ministro HUMBERTO ROMÁN PALACIOS, Coordinador General de la Comisión de Análisis de Propuestas para una nueva Ley de Amparo y al Ministro GENARO DAVID GÓNGORA PIMENTEL Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura General, por tomar en cuenta a nuestra Asociación para participar en este foro.

A). Primera Propuesta.

1. Disposiciones fundamentales.- Título Primero.- Reglas Generales.- Capítulo I.- Disposiciones fundamentales.- Artículo Primero.

El artículo primero del proyecto establece el objeto de la Ley de Amparo y como novedad adiciona los derechos humanos protegidos por los tratados internacionales, y los enumera, considerando que es una falta de técnica legislativa esta singularización, pues durante la vigencia de la nueva ley, podrían firmarse nuevos tratados internacionales, o bien, dejar sin efecto alguno de los señalados.

Se propone que el articulo primero quede redactado de la siguiente manera:

“Articulo 1º. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia”.

Los alcances esperados con la anterior redacción son que no deba modificarse la ley si llegase a existir un nuevo tratado internacional o se abrogue alguno de los actuales.

B). Segunda Propuesta.

1. Disposiciones Fundamentales.- Título Primero Reglas.- Generales.- Capítulo I.- Artículo 4º, Fracción III:

No existe interés más encontrado que el de la víctima u ofendido y el del indiciado, procesado o sentenciado; sin embargo, queda a la voluntad, tiempo y conocimientos de la Representación Social y del Juez, como rector de un procedimiento de orden público, la satisfacción de los legítimos derechos de los primeros.

Es frecuente que el Ministerio Público no haga valer los medios o recursos que le proporciona el procedimiento para salvaguardar los derechos de la víctima y/u ofendido.  No es menos deficiente la actuación de los Jueces de primera instancia, como Autoridades Responsables, quienes frente a resoluciones en el juicio de amparo, incluyendo la sentencia, por iguales razones que el representante social, no utilizan los recursos que les confiere la Ley de Amparo, destruyendo toda posibilidad de reparación jurídica o de daños causados  a la víctima y/u ofendido, lo que es inequitativo, por no reconocerles, a éstos, personalidad jurídica dentro del juicio constitucional. Estas graves omisiones tienden a ser satisfechas mediante nuestra propuesta.

Nos anticipamos al criterio de que el Ministerio Público tiene el monopolio del ejercicio de la acción.  No discutimos el punto.  Opinamos que en el Juicio Constitucional existen intereses encontrados, estando legitimado, como contraparte o tercero directamente interesado: el querellante, el denunciante, el ofendido y/o la víctima del delito.

Se propone que el artículo 4° Fracción III quede redactado de la siguiente manera:

“Artículo 4° Son partes en el juicio de amparo:

III. El tercero interesado, pudiendo tener tal carácter:

a) La persona que haya gestionado el acto reclamado, incluyendo al que denuncia, se querella o tenga interés jurídico en que subsista.

b) La contraparte del quejoso cuando el acto reclamado emane de un juicio o controversia de orden judicial, administrativo, agrario y del trabajo, o tratándose de persona extraña al procedimiento, la que tenga interés contrario al del quejoso, incluyendo a la víctima y/o ofendido del delito, en los procedimientos penales”.
Los alcances esperados con estas adiciones es que las personas mencionadas puedan hacer valer los derechos que les corresponde.

C) Tercera Propuesta.

1. Disposiciones fundamentales .- Título Primero .- Reglas Generales.- Capítulo II .- Capacidad y Personería .- Artículo Octavo, Primer Párrafo.

Este primer párrafo del artículo octavo establece como regla general que las autoridades responsables no pueden tener representación en el juicio de amparo, y establece como excepción el que puedan acreditar delegados que concurran a las audiencias limitándolos a rendir pruebas, alegar y hacer promociones.

La redacción propuesta encierra una contradicción pues si no pueden ser representadas las autoridades responsables, inmediatamente después si pueden ser representadas  por medio de los delegados, lo cual crea confusión.

Se propone la siguiente redacción para el primer párrafo del artículo octavo:

“Articulo 8º. Las autoridades responsables solo podrán ser representadas en el juicio de amparo en las audiencias por medio de simple oficio con el cual podrán acreditar delegados para que rindan pruebas, aleguen y hagan promociones”.

Los alcances esperados con esta redacción es que se eviten confusiones respecto de la representación de las autoridades responsables, y que se establezca claramente que al rendir los informes previo y con justificación, lo deben efectuar las propias autoridades responsables sin representación alguna.

D). Cuarta Propuesta.

1. Disposiciones fundamentales.- Titulo Primero.- Reglas Generales.- Capitulo II.- Capacidad y Personería.- Artículo Octavo, Segundo Párrafo.

Consideración aparte nos despierta el casuísmo y el apartamiento del principio de generalidad y abstracción que debe tener toda Ley. A ésta no se le debe encadenar a privilegios o casos especiales, cuando no sea  imprescindible, como la opción que se le otorga, en el proyecto, al Ejecutivo Federal para su representación en el juicio de amparo.

Se propone lo siguiente:

Artículo 8º.

Suprimir el párrafo segundo en su integridad”.

D). Quinta Propuesta.

1. Disposiciones Fundamentales.- 
Titulo Primero.- Reglas Generales.- Capítulo XI. Medios de impugnación.- Sección Primera. Recurso de revisión.
Se agrava el abandono al ofendido y/o víctima, cuando el criterio de la actual Ley de amparo, su interpretación jurisprudencial y el proyecto  a estudio,  niegan facultades a las autoridades responsables para interponer el recurso de revisión, tratándose de actos reclamados jurisdiccionales, en que solo podrán hacerlo quienes tengan el carácter de parte en el juicio o procedimiento del que se deriva la resolución o el acto reclamado.

Esto es hacer infalibles las resoluciones dictadas por los tribunales federales de amparo, arrastrando en la indefensión a los ofendidos y/o víctimas de delitos, por mas que se diga que el Ministerio Público debe interponer el recurso. Esto es  ilógico porque es la Autoridad Judicial responsable la que sabe de las bases de sus actos que son impugnados vía juicio constitucional y es aberrante, en la práctica,  sustituirlo por autoridades que están ayunas de lo sustantivo del caso.

¿Que objeto tiene que se le otorgue el carácter de parte a la autoridad responsable si se le impide en el Juicio Constitucional, el uso de los recursos que señala la ley de amparo?.

Pensamos que es insostenible esta exclusión que eufemisticamente se califica como “falta de legitimación” de la Autoridad Responsable, por que no deben las partes en  juicio, ser  aherrojadas para hacer valer los derechos que la misma ley de amparo les reconoce.  Por supuesto, opinamos que sí tienen “Interés legitimo”, por que, mediante los recursos, están obligados a defender su criterio jurídico y no conjeturar, apodícticamente, que no deben representar el interés del particular, contraparte del quejoso. Con base en esto, hacemos nuestra propuesta.

Se propone la siguiente redacción para el segundo párrafo del artículo 85.

“Artículo 85.   . . .

Tratándose de actos jurisdiccionales o de procedimientos administrativos seguidos en forma de juicios, podrán interponerlo LAS AUTORIDADES RESPONSABLES y quienes tengan carácter de parte en el juicio o procedimiento del que deriva la resolución o el acto reclamado”.

E) Sexta Propuesta.- 

3.- Amparo Indirecto .- Título Segundo .- De los Procedimientos de    Amparo .- Capítulo I .- El Amparo Indirecto .- Sección Segunda .- Substanciación .- Artículo 117, Segundo Párrafo

Este segundo párrafo del articulo 117 establece la forma y término en que deben ofrecerse las pruebas testimonial, pericial o inspección judicial, estableciendo, al igual que La Ley de Amparo vigente en su artículo 151, segundo párrafo, es decir, cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, estableciéndose con ello que es un solo día, específico y singular para ofrecer cualquiera de estas tres pruebas, y en nuestra opinión ello es contrario a la técnica jurídica respecto del ofrecimiento de pruebas, en donde normalmente la partes cuentan con un amplio término o plazo para su ofrecimiento y otro más para su preparación y desahogo.

Por otro lado, en la práctica puede suceder, como ha sucedido, que por causas ajenas al oferente de la prueba o a su abogado, materialmente no se pueda presentar el escrito en ese día determinado, único y singular para ofrecer cualquiera de estas tres pruebas, ya sea por alguna negligencia de la persona que físicamente deba presentar el escrito o algún motivo de fuerza mayor, quedando así en estado de indefensión el oferente de la prueba, y quizá, sin materia el juicio de amparo, pues al no contar con pruebas tan importantes, con seguridad el resultado le será adverso al oferente inaudito.

La propuesta es que se modifique la redacción del segundo párrafo del artículo 117 para quedar como sigue:

“Artículo 117.   . . .

“La prueba testimonial, pericial  o inspección judicial deberán ofrecerse cuando menos cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, a partir del auto de admisión de la demanda de amparo, exhibiendo el original y copias para cada una de las partes de los interrogatorios al tenor de los cuales deberán ser examinados los testigos, del cuestionario para los peritos de los puntos sobre que deba versar la inspección. No se admitirá más de tres testigos por cada hecho. Para su desahogo no son aplicables las reglas de la ley supletoria.

Los alcances esperados con la inclusión de esta modificación son que exista un amplio término y margen para ofrecer y anunciar las pruebas testimonial, pericial o inspección judicial, e incluso prepararlas y asi evitar el seguro diferimiento de la audiencia constitucional, con el retraso procesal que ello implica.

Consideramos equitativo, justo y saludable este amplio término para el ofrecimiento de estas tres importantes pruebas.

F). Séptima Propuesta

6. Cumplimiento de Sentencias y Sanciones .- Título Quinto.- Medidas Disciplinarias y de Apremio, Responsabilidades y  Sanciones .- Capítulo II .- Responsabilidades y Sanciones .- Artículos 265 y 266,    Fracción IV.

El artículo 265 sanciona al Juez de Distrito que no conceda la suspensión aunque fuera notoria su procedencia, por motivo de negligencia o por motivos inmorales y no por simple error de opinión, mientras que la fracción IV del articulo 266 establece la misma sanción por decretar la suspensión del acto reclamado si con ello se produce un daño o una ventaja indebidos, creando una fuerte presión para el Juez de Distrito quien en plazos muy breves debe tomar tan trascendente decisión colocándose con facilidad en los terrenos de la ilicitud si con posterioridad se le finca responsabilidad por no conceder o por conceder la suspensión solicitada, así se provocan con ello una profunda inestabilidad emotiva laboral para el Juez, creando seguros problemas para el sano desarrollo de la función pública derivada de la tramitación del incidente de suspensión.

Si uno fuera Juez de Distrito, al valorar  una y otra disposición, sería sencillo  percatarse que es más difícil probar las causas subjetivas contempladas en el artículo 265  a saber, negligencia y motivos inmorales, que los objetivos contenidos en la fracción IV del articulo 266 a saber, un daño o ventaja indebidos, con lo cual, en su caso, será preferible para el Juez de Distrito negar la suspensión que otorgarla, dejando a esta importante institución sin materia en el mundo de facto.

La propuesta consiste en eliminar la sanción penal contenida en la fracción IV del artículo 266, eliminando esta fracción, pues en caso de que se produzca daño o ventaja indebidos, es a cargo del solicitante de la suspensión el pago de daños y perjuicios causados al tercero interesado por otorgarse la suspensión a través de la garantía que en su momento procesal debió exhibir en el incidente de suspensión.

Los alcances esperados con la exclusión de la fracción IV del articulo 266 es que el Juez de Distrito no se sienta entre dos fuegos al decidir sobre la procedencia o no de la suspensión, dejando así que su arbitrio y criterio profesional establezcan sobre tan importante institución lo mejor para el quejoso y no lo mejor para el Juez de Distrito.

Con las anteriores propuestas esperamos contribuir dentro de tan importante Congreso Nacional.

A T E N T A M E N T E

OSCAR JORGE FINK SERRA

Presidente de la Barra de Abogados

de Quintana Roo, Colegio Profesional A.C.
P O N E N C I A

PROPUESTA DE ADICIONES AL ARTICULO 83 FRACCIÓN V DE LA ACTUAL LEY DE AMPARO Y AL ARTICULO 86 DEL PROYECTO DE LA NUEVA LEY DE AMPARO.

El planteamiento del problema es el siguiente:

En materia de suspensión en el Amparo Directo Penal, en la práctica se da un caso interesante que me permito exponer:

Qué debe hacer la Autoridad Responsable (Magistrado Penal) cuando en un Amparo Directo Penal se otorgó la suspensión del acto reclamado (sentencia condenatoria definitiva de 2ª Instancia) gozando el quejoso de libertad provisional; y luego el Tribunal Colegiado notifica que se negó al quejoso el Amparo Directo.
Entonces el Magistrado declara firme su sentencia y notifica al Juez Natural para la cumplimentación o ejecución de la misma.

Y posteriormente (al día siguiente) el Tribunal Colegiado notifica a la autoridad responsable (magistrado) que el quejoso promovió Recurso de Revisión contra la sentencia del Tribunal Federal dictada en el Amparo Directo e informa que remitió los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para que ella resuelva sobre el recurso.

En este caso ¿continúan los efectos de la suspensión en el Amparo Directo?, o ya cesaron?

¿Qué debe resolverse si en ejecución de sentencia se detiene al quejoso y sentenciado?

¿Surte efectos la suspensión o ya no?

¿Puede tener efectos restitutorios la suspensión y dejar libre al sentenciado que ya está compurgando su condena, hasta que la Corte resuelva sobre la procedencia o improcedencia del recurso?

a) Hay Autoridades y Abogados que piensan que como la suspensión es una cuestión del juicio de amparo y si el Tribunal Colegiado informa que se recurrió la sentencia y se remitió el expediente de amparo a la Suprema Corte de Justicia para que decida sobre la procedencia o improcedencia del Recurso, en ese ínter aún opera la suspensión y debe respetarse, no deteniéndose al sentenciado y quejoso para que cumpla la condena, hasta que la Corte deseche por notoriamente improcedente el recurso.

Este criterio lo fundamentan en el artículo 107 Constitucional fracciones X y XVII que disponen que los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión y que esta DEBERA OTORGARSE en las sentencias definitivas en materia penal; y que la autoridad responsable incurre en responsabilidad si no respeta la suspensión.

b) El suscrito piensa que si ya se negó el Amparo Directo y se declaró firme la sentencia de 2ª instancia; y si con motivo de ello ya se detuvo al reo para compurgar la pena, ya no puede tener efectos restitutorios la suspensión y ya no debe liberarse al reo.

Mas aún cuando es claro que ese tipo de promociones son una "chicanada" del litigante o del quejoso, pues en los términos de los artículos 107 fracción IX Constitucional y 83 fracción V de la Ley de Amparo, (parcialmente equivalente al artículo 79 fracción II inciso a) del proyecto de nueva Ley) que señalan que las resoluciones de los Tribunales Colegiados no admiten ningún recurso a menos que decidan sobre la inconstitucionalidad de una ley o sobre la interpretación de un precepto constitucional; ya se sabe pues que tal recurso es notoriamente improcedente.
C) Sin embargo, también se admite que es posible que, si todavía no se ejecuta la sentencia y aún goza de libertad provisional el sentenciado y quejoso, entonces deberá notificarse de inmediato (vía fax) a todas las autoridades el aviso del Tribunal Colegiado en el sentido de que se promovió el recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia, para que se siga respetando en sus términos la suspensión hasta que la propia Corte resuelva.

Con el objeto de evitar los problemas antes señalados y las "chicanadas" apuntadas; y con el fin de lograr una pronta administración de justicia que impida el retraso en la ejecución de sentencia, me permito hacer la siguiente:

PROPUESTA: a) Adición de un cuarto párrafo a la fracción V del artículo 83 de la actual Ley de Amparo que diga:

"Si el recurso de revisión se promueve fuera de los supuestos señalados en los párrafos anteriores, el propio Tribunal Colegiado, de oficio, deberá desecharlo de plano por notoriamente improcedente".

b) Adición al párrafo segundo del artículo 86 del proyecto de la nueva Ley de Amparo en el que se indique:

"Sin este requisito, o si el recurso no se promueve en términos del artículo 79 fracción II inciso a) de esta Ley, se desechará de plano el mismo".- 

LIC. JOSE LUIS VICENTE PLIEGO HERNANDEZ.

CASO  No. DOS.

Muchos abogados y jueces confunden la suspensión en el amparo con el otorgamiento de la libertad provisional bajo caución. (art. 172 de la Ley de Amparo).

Por ejemplo: La Sala Penal del Tribunal modifica una sentencia condenatoria del acusado apelante y en lugar de estimar comprobado un Homicidio Calificado lo determina Homicidio Preterintencional u Homicidio en riña.

Es decir, el delito cambia de grave a no grave, según el Código Penal del Estado de Guanajuato.

Entonces el Defensor del acusado, que ya está privado de su libertad, promueve el Amparo Directo contra la Sentencia de Segunda Instancia y pide la suspensión del acto reclamado; y solicita la libertad de su defenso.

Qué hacer en este caso?  ¿se pone en libertad al sentenciado con motivo de la suspensión solicitada?

RESPUESTA: Yo creo que debe admitirse la demanda de garantías y se acuerda la suspensión en los términos del artículo 171 de la Ley de Amparo, pero sólo para que las cosas queden en el estado que se encuentran, es decir, deberá continuar privado de su libertad el quejoso, pues es claro que la suspensión en el amparo no le da derecho a salir en libertad.

Sin embargo, lo que si puede hacer el quejoso o su defensor es pedir (no la suspensión en el amparo) sino la libertad provisional bajo caución por no haber sido condenado por delito grave y ésta deberá otorgársele de inmediato en los términos del artículo 20 Constitucional fracción I y artículo 172 de la Ley de Amparo.

CASO  No. TRES

Como ya vimos en clase, existen muchos casos en la práctica en los que se otorga la suspensión provisional o definitiva al quejoso contra una orden de aprehensión, pero por inaplicación de lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 123 fracción II de la Ley de Amparo el Juez de Distrito no notifica a tiempo al Juez Natural o al resto de las autoridades responsables (Ministerio Público o Policía Judicial); y estos detienen al quejoso, (ya otorgada la suspensión).

Luego se pretende promover en términos del citado precepto, para que se respete la suspensión y que ésta tenga efectos restitutorios y salga libre el quejoso.
Ya analizamos que es un caso polémico y que hay quienes opinan que la suspensión si puede tener esos efectos restitutorios y ordenar la libertad del quejoso y hay quienes dicen que no; y se niegan a liberar al mismo, en los términos del último párrafo de la fracción II del artículo 123 de la Ley de Amparo.

PROPUESTA:  Yo pienso que muchas veces esto sucede porque no se avisa oportunamente a las autoridades responsables, ordenadoras y ejecutoras acerca de la suspensión, omitiéndose, como ya se dijo, la aplicación del párrafo segundo fracción II del artículo 123 de la Ley de Amparo.

Insisto en que esto es obligación del Juez de Distrito; pero si a mi como Magistrado (autoridad responsable ordenadora) me notifican esa suspensión; entonces para hacer respetar la misma, de una manera práctica debo de inmediato hacer el auto correspondiente y notificar vía telefónica y vía fax a todos las autoridades ejecutoras acerca de la notificación de suspensión, para que esta se respete y no se detenga al quejoso.

Así, evitaríamos muchos casos polémicos como este.

CASO  No. CUARTO.

DE LA COMPETENCIA CONCURRENTE

Y SU CRITICA.

En la Sexta Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato, se tuvo un caso interesante de Competencia concurrente que me permito exponer:

PRIMERO: Por escrito presentado el primero de junio de mil novecientos noventa y nueve ante la Secretaría General del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato, con residencia en la ciudad del mismo nombre, Joel, Carlos, Héctor y Agustín, todos de apellidos Ruíz Vargas, por su propio derecho, interpusieron demanda de amparo en contra de la orden de aprehensión dictada por el Juez Tercero Penal del Partido Judicial de Irapuato, Guanajuato por los delitos de asalto y robo en contra de "Autotransportes Express", S.A. de C.V. y/o "Maizoro", S.A. de C.V.

SEGUNDO: Por auto de uno de junio de mil novecientos noventa y nueve, la Magistrada de la Sexta Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia en el Estado de Guanajuato, a quien se remitió la demanda de garantías, se declaró incompetente para conocer de la misma, pues en la ciudad de Guanajuato del Estado con el mismo nombre, existen autoridades judiciales federales competentes para conocer de las demandas de amparo por lo que no se actualiza la hipótesis contenida en el artículo 37 de la Ley de Amparo referente a la competencia concurrente, por lo que ordenó remitir la demanda y anexos al Juez de Distrito en la ciudad de Guanajuato en turno.

TERCERO: Por auto de tres de junio de mil novecientos noventa y nueve, el Juez Primero de Distrito en el Estado de Guanajuato, no aceptó la competencia que le fue propuesta, pues consideró que la demanda de garantías se desprende que es la intención de los quejosos solicitar el amparo ante el superior del Juez Tercero Penal con sede en Irapuato, Guanajuato, autoridad responsable, esto es ante la Sala Penal en turno del Supremo Tribunal de Justicia en Estado de Guanajuato, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 37 de la Ley de Amparo.

CUARTO: La Sexta Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia en el Estado de Guanajuato, planteó ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación el conflicto competencial suscitado con el Juzgado Primero de Distrito en el mismo Estado, con sede en esa misma ciudad.

QUINTO: Recibidos los autos en la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por acuerdo de veintiocho de junio de mil novecientos noventa y nueve, el Presidente de la misma, ordenó formar y registrar el expediente relativo al conflicto competencial con el número 332/99 y dar vista al Agente del Ministerio Público Federal, quien, mediante pedimento número II/193/99, solicitó que se declarara competente para conocer de la demanda de amparo al Juez Primero de Distrito en el Estado de Guanajuato, con residencia en la ciudad del mismo nombre.

SEXTO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al respecto resolvió lo siguiente:

"Con el propósito de determinar cuál de los Jueces contendientes es el competente para conocer de la demanda de garantías presentada por Joel, Carlos, Héctor y Agustín, todos de apellidos Ruiz Vargas, es conveniente tener presente las razones por las que los jueces contendientes se declararon incompetentes.

La Magistrada de la Sexta Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia en el Estado de Guanajuato se declaró incompetente para conocer de la referida demanda de amparo, pues no se actualiza la hipótesis contenida en el artículo 37 de la Ley de Amparo sobre la competencia concurrente, ya que en la ciudad de Guanajuato, del Estado del mismo nombre, existen autoridades judiciales federales competentes para conocer de los juicios de amparo, por lo que de acuerdo al artículo 38 de la Ley de Amparo no procede presentar la demanda de amparo ante el superior de la autoridad responsable.

Por su parte, el Juez Primero de Distrito en el Estado de Guanajuato rechazó la competencia que se declinó en su favor, pues estima que el artículo 37 de la Ley de Amparo, concede al quejoso la posibilidad promover el juicio de amparo indistintamente ante el Juez de Distrito que corresponda o ante el Superior del Tribunal que haya cometido la violación, siempre que las garantías constitucionales violadas sean las contenidas en los artículos 16, en materia penal, 19 y 20, fracciones I, VIII y X, párrafos primero y segundo de la Carta Magna.

Ahora bien, el artículo 37 de la Ley de Amparo establece la competencia concurrente, al tenor siguiente:

"Artículo 37. La violación de las garantías de los artículos 16, en “materia penal, 19 y 20 fracciones I, VIII y X, párrafos primero y “segundo de la Constitución Federal, podrá reclamarse ante el “juez de Distrito que corresponda o ante el superior del tribunal “que haya cometido la violación."

Del precepto transcrito se desprende que el gobernado que vea vulneradas las garantías constitucionales que consagra el artículo 16, en materia penal, 19 y 20, fracciones I, VIII y X, párrafos primero y segundo de la Carta Magna, puede indistintamente solicitar amparo ante el juez de Distrito que corresponda o ante el superior del tribunal que haya cometido la violación, lo que lleva a concluir que en tales casos es competente para conocer de la demanda de amparo la autoridad judicial ante la que se haya presentado.

Es importante destacar que, contrariamente a lo hecho por la Sexta Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia, en este caso no es aplicable lo dispuestos por el artículo 38 de la Ley de Amparo, ya que éste prevé la competencia auxiliar, porque los Jueces de Primera Instancia que menciona tienen como función coadyuvar, mediante la preparación del juicio respectivo, con los Jueces de Distrito, en los lugares en que éstos no tengan su residencia.

Entonces, la injerencia de los Jueces de Primera Instancia en materia de amparo está supeditada a la existencia de la condición de que no exista Juez de Distrito en determinado sitio y la competencia que les concede el artículo 38 de la Ley de Amparo es parcial, en cuanto se limita a la recepción de la demanda respectiva y al otorgamiento de la suspensión del acto o de los actos reclamados, no pudiendo legalmente proseguir la tramitación de fondo e incidental del juicio de garantías, ya que una vez realizados tales actos todo lo actuado lo remitirá al Juez de Distrito.

Lo anterior demuestra que al prever el artículo 38 de la Ley de amparo una situación diversa a la competencia concurrente, no es posible considerar como condición para que ésta exista el hecho de que en el lugar en que se promueve un juicio de amparo por violación a las garantías consagradas en los artículos 16, en materia penal, 19 y 20, fracciones I, VIII y X, párrafos primero y segundo de la Constitución Federal, no resida un Juez de Distrito, ya que el artículo 37 del mismo ordenamiento legal no la prevé y si es claro cuando establece que tal violación podrá reclamarse ante el Juez de Distrito que corresponda o ante el superior del tribunal que haya cometido la violación.

En consecuencia, como la demanda de garantías se presentó ante la Sexta Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato, es a ésta a quien procede declarar competente y remitirle los autos para que conozca de la demanda de amparo presentada por Joel, Carlos, Héctor y Agustín, todos de apellidos Ruiz Vargas, en contra de la orden de aprehensión dictada por el Juez Tercero Penal del Partido Judicial de Irapuato, Guanajuato.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO.    . . .

SEGUNDO. Es competente la Sexta Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato para conocer de la demanda de amparo presentada por Joel, Carlos, Héctor y Agustín, todos de apellidos Ruiz Vargas, en contra de la orden de aprehensión dictada por el Juez Tercero Penal del Partido Judicial de Irapuato, Guanajuato por los delitos de asalto y robo en contra de "Autotransportes Express", S.A. de C.V. y/o "Maizoro", S.A. de C.V.

C R I T I C A.

La Magistrada de la Sexta Sala Penal dentro de sus argumentos, independientemente de citar los artículos 37 y 38 de la Ley de Amparo sostuvo dos muy importantes, a saber:

a) Señaló que fundaba su postura de incompetencia en el criterio publicado en el Semanario Judicial de la Federación Tomo XIV-Octubre, Tesis XXII. 12 K en la página 289 que expresa:

"COMPETENCIA CONCURRENTE. IMPROCEDENTE.- El artículo 107, fracción XII constitucional, establece la competencia concurrente para que la violación de las garantías consagradas en los diversos artículos 16, 19 y 20 en materia penal, sea reclamable mediante la demanda de amparo ante el superior del Tribunal que la cometa o ante el juez de Distrito respectivo, competencia que debe ejercerse conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo de la norma en comento, en relación con los artículos 37 y 38 de la Ley de Amparo, por lo que la competencia concurrente requiere para su procedencia, que no resida juez de Distrito en el mismo lugar que la autoridad responsable, de conformidad al artículo 38 del ordenamiento legal en comento, y si en el caso a estudio la autoridad responsable radica en un lugar en el cual tenga su residencia un juez de Distrito, obvio es que no procede intentar la demanda de amparo ante el superior de la autoridad responsable, al no reunirse los requisitos procedimentales a que antes se hizo alusión dado que en el mismo lugar reside un juez de Distrito, por cuya virtud no se surte la competencia concurrente a favor del superior de la autoridad señalada como responsable...".
b) También expresó el siguiente argumento:

"A mayor abundamiento se transcribe el comentario vertido por el Licenciado Alberto del Castillo del Valle en la "Ley de Amparo Comentada....."...Sobre estas dos clases de competencias o jurisdicciones previstas por la Ley de Amparo, es admisible sostener que en la actualidad ya no son necesarias y su aplicación en los últimos tiempos ha sido esporádica, ya que la preocupación gubernativa para la subsistencia del amparo y la posibilidad de que el Poder Judicial Federal actúe en breve término ha motivado la implantación de varios Juzgados de Distrito y de Tribunales Colegiados de Circuito en aquellos lugares donde anteriormente existían pocos o que definitivamente no los había, orillando con esto a la presentación de las demandas de garantías precisamente ante el Juez especializado en la materia, como lo es el de Distrito o el Tribunal Colegiado de Circuito...".

Como se ve de la resolución de la Primer Sala del más alto Tribunal del País, ésta, nada dijo al respecto, es decir, ignoró olímpicamente los argumentos y fundamentos señalados por la Magistrada, lo que a nuestro juicio resulta inadmisible viniendo del más alto Tribunal de Control constitucional de la Nación Mexicana.

Ahora bien, el suscrito desde luego se pronuncia por la validez de estos últimos argumentos que aparecen en una Tesis del propio Poder Judicial Federal y en la opinión de un experto en la materia, pues de aceptarse la competencia de los Tribunales Locales en los Juicios de Amparo, en el mismo lugar en el que existen Juzgados de Distrito, como lo determinó en este caso la Suprema Corte, entonces bien vale preguntarse si justifican su existencia los Tribunales Federales quienes, se supone, son expertos en el control Constitucional; y si se justifica además la existencia y proliferación de los Juzgados de Distrito y Tribunales Unitarios y Colegiados de Circuito por todo el País.

Desde luego, que para evitar este tipo de problemas es urgente se modifique el artículo 107 fracción XII Constitucional y 37 de la Ley de Amparo para que se elimine la posibilidad de que se permita presentar la demanda de Garantías y ventilar el Juicio de Amparo ante "el superior del Tribunal que cometa la violación".

Si la Suprema Corte de Justicia de la nación resolvió este conflicto en tal sentido, ¿porqué, en razón de equidad, no actúa igual en la jurisdicción concurrente en materia mercantil, en la que el artículo 104 fracción I  Inciso A de la Constitución Federal permite que los juicios de carácter mercantil puedan conocerse indistintamente por un Tribunal Local o por un Tribunal Federal?

¡Hágase la voluntad de Dios en los

bueyes de mi compadre!.

LIC. JOSE LUIS VICENTE PLIEGO HERNANDEZ.
PROPUESTA PERSONAL EN RELACION CON LA PONENCIA

No. 15

El artículo 117 segundo párrafo del Proyecto de Ley de Amparo dice: ‘... Las pruebas testimonial, pericial o inspección judicial deberán ofrecerse cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, exhibiendo original y copias para cada una de las partes de los interrogatorios al tenor de los cuales deban ser examinados los testigos, del cuestionario para los peritos o de los puntos sobre que deba versar la inspección. No se admitirán más de tres testigos por cada hecho. Para su desahogo no son aplicables las reglas de la ley supletoria’.

El artículo 2° del citado Proyecto de Ley de Amparo dice: ‘El juicio de amparo se tramitará en vía directa o indirecta. Se substanciará y resolverá de acuerdo con las formas y procedimientos que establece esta ley. A falta de disposición expresa se aplicará en forma supletoria el Código Federal de Procedimientos Civiles y, en su defecto, los principios generales del derecho’.

La ponencia considera que el artículo 117, segundo párrafo del proyecto de Ley de Amparo es incongruente con el artículo 2° del mismo proyecto, pues mientras este artículo acepta la aplicación supletoria en la substanciación del juicio, el primer artículo invocado no permite para el desahogo de la prueba testimonial la aplicación supletoria del Código Federal de Procedimientos Civiles y se propone que la última parte de ese artículo diga que “...Para su desahogo resultan aplicables las reglas de la Ley supletoria, atento a lo dispuesto por el artículo 2° de esta Ley”.

La ponencia únicamente hace referencia a la prueba testimonial, sin embargo el artículo 117 hace alusión a las pruebas testimonial, pericial o inspección judicial. Por ello se estima que la supletoriedad abarque para todas las pruebas que el propio artículo alude y que sea preciso al respecto. 

También se considera que la supletoriedad debe ser a falta de disposición expresa.

TEXTO PROPUESTO: ‘Artículo 117. ... Las pruebas testimonial, pericial o Inspección judicial deberán ofrecerse cinco días hábiles antes del señalamiento para la celebración de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, exhibiendo original y copias para cada una de las partes de los interrogatorios al tenor de los cuales deben ser examinados los testigos, del cuestionario para los peritos o de los puntos sobre que deba versar la inspección. No se admitirán más de tres testigos por cada hecho. A falta de disposición expresa para el desahogo de estas pruebas son aplicables las reglas de la ley supletoria...’

A t e n t a m e n t e :

LIC. ESTELA JASSO FIGUEROA.

CIUDADANO MINISTRO: HUMBERTO ROMÁN PALACIOS.

COORDINADOR GENERAL DE LA COMISIÓN DE ANÁLISIS

DE PROPUESTA PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

Por medio de la presente me es grato saludarlo y expresarle, mi inconformidad en el artículo 1º. del proyecto de una Nueva Ley de Amparo que nos dice:

“El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagran la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los Derechos Humanos que protegen los Tratados Internacionales Generales en la Materia, a saber: la Declaración Universal de los Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre los Derechos Humanos”.

Y el artículo 103 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece:

Artículo 103: Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite:

I. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales.

II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados, y/o la esfera de competencia del Distrito Federal, y

III. POR LEYES O ACTOS DE LAS AUTORIDADES DE LOS ESTADOS DEL DISTRITO FEDERAL QUE INVADAN LA ESFERA DE LA AUTORIDAD FEDERAL.

Del análisis lógico-jurídico hecho al artículo 1º. del proyecto de la Nueva Ley de Amparo concluimos que discrepa del artículo 103 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su fracción III, tomando en consideración que el mencionado artículo encontró su fundamento en el artículo 101 de la Constitución de 1857.

Con una vigencia de 143 años el Amparo Competencia se pretende desaparecer sin motivo alguno, perjudicando a las pequeñas Comunidades, por el Estado o la Federación.

Pregunto, porqué se intenta desaparecer el Amparo Competencia, si es necesario cuando hay violación de la esfera Competencia de la Federación o de las Entidades Federativas.

Además en nuestra Ley de Amparo en los artículos 114, fracción VI y 116 fracción VI. La demanda de garantías deberá de formularse por escrito en las que se expresarán:

Artículo 114. El Amparo se pedirá ante el Juez de Distrito.

Fracción VI. Contra Leyes o Actos de la Autoridad Federal o de los Estados, en los casos de las fracciones II y III del artículo 1º. de esta Ley.

Artículo 116. La Demanda de Amparo deberá formularse por escrito, en la que se expresarán:

Fracción VI. Si el Amparo se promueve con fundamento en la fracción II del artículo 1º. de esta Ley, deberá precisarse la facultad reservada a los Estados que haya sido invadida por la Autoridad Federal, y si el Amparo se promueve con apoyo en la fracción III de dicho artículo, se señalará el precepto de la Constitución General de la República que contenga la facultad de la Autoridad Federal que haya sido vulnerada o restringida.

A mayor abundamiento de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal dice:

Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en pleno:

Fracción II. Del Recurso de Revisión contra sentencias pronunciadas en la Audiencia Constitucional por los Jueces de Distritos o los Tribunales Unitarios de Circuito, en los siguientes casos:

c). Cuando se trate de los casos comprendidos en las fracciones II y III del artículo 103 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin que baste la afirmación del quejoso sobre la existencia de un problema de esa naturaleza.

Así vemos que es facultad exclusiva del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación conocer del Amparo Competencia.

Deduzco que no debe excluirse una Institución de gran transcendencia para los mexicanos, que si las fallas que se llegan a tener son por las personas físicas, no por la ley, por lo cual le pido a Usted Señor Ministro, y en forma respetuosa, tome en cuenta mi humilde opinión.

Por la atención que se sirva prestar a la presente quedo de Usted, invariablemente en amistad.

México, D.F., a 8 de Noviembre del 2000.

LICENCIADO ANDRES ANTONIO CALDERON GALAN.

H. COMISION DE ANALISIS DE PROPUESTAS PARA UNA

NUEVA LEY DE AMPARO.

Propuesta para adicionar el artículo 1º, de la Nueva Ley de Amparo, contenida en el Titulo 1º., Reglas Generales, Capítulo 1º., Disposiciones Fundamentales:

Teniendo en cuenta que el fundamento Constitucional de la Norma contenida en el artículo 1° del Proyecto de Ley de Amparo, es el artículo 133 de la Constitución y siendo que esa Norma Constitucional no distingue al hacer mención todos los Tratados Internacionales celebrados y que celebrare el Presidente de la República con la aprobación del Senado por lo que para evitar futuras controversias sobre la interpretación del artículo 1° del ahora proyecto de Ley de Amparo y para evitar que al ser interpretado se considere que es limitativo y no solo enunciativo respecto de los Tratados Internacionales; y precisamente por la aplicación del Principio de Derecho de que donde el Constituyente no distinguió no es válido que distinga el Legislador, propongo que al multicitado artículo 1° del Proyecto de Ley de Amparo se le agregue al final la frase siguiente:

“Y en general, todas las controversias que se susciten por los actos de autoridad que violen o conculquen los derechos públicos subjetivos que al gobernado le otorgan las Normas contenidas en todos los Tratados Internacionales; en las materias que tratan o regulan; celebrados o que celebrare el Presidente de la República con la aprobación del Senado, siempre que esas Normas no resulten en contravención a las Normas de la Constitución Federal;”

Mérida, Yucatán, a 08 de Noviembre de 2000.

A t e n t a m e n t e .

Lic. Mateo Ramón Reyes Alpuche.
P R O P U E S T A S 

al Proyecto de Ley de Amparo 

Reglamentaria de los artículos 103 y 107 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Noviembre del 2000

Presentación
El Poder Judicial de la Federación ha convocado al Congreso Nacional de Juristas para Analizar el Proyecto de una Nueva Ley de Amparo, que se realiza el 6, 7 y 8 de noviembre, en la ciudad de Mérida, Yucatán.

Señalado como objeto central de las ponencias solicitadas para el análisis del proyecto de la nueva Ley de Amparo, desde la perspectiva de los beneficios que traerá y de los hechos que hacen necesario modernizar la legislación en la materia, este objeto es coincidente con la necesidad de dar respuesta a la demanda social de revisar el marco jurídico que la regula con la finalidad de avanzar hacia la consolidación del Estado de Derecho a que ésta aspira y merece.

En este contexto como el presente trabajo es también una respuesta a esta convocatoria mediante las Propuestas que en el mismo se hace para reformar o en su caso adicionar los artículos 73 fracción V, 114, 182 y 184 de la actual Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Antecedentes
En la historia de la institución jurídica del  amparo mexicano las trascendentales aportaciones del Doctor FIX- Zamudio, son enseñanzas que orientan a hacer de ésta un instrumento protector de los derechos humanos, pues en todos y cada uno de sus estudios de tan ilustre investigador mexicano prevalece como constante su afirmación con el propósito de la institución de amparo sea la tutela de los derechos humanos

En esta historia protagonistas y fechas son también importantes recordatorios para mantener encendida la luz que debe guiar hacia estos propósitos.

Así, cronológicamente, entre los documentos que han ido forjando y transformando a la institución del amparo mexicano, se pueden citar:

La Constitución Yucateca de 1841 y don Manuel Crescencio Rejón;

El Acta de Reformas, a la Constitución de 1824, de 1847 y don Mariano Otero

La Constitución Federal de 1857 y los artículos 101 y 102.

La Primera Ley de Amparo de 1861

La Segunda Ley de Amparo de 1869

La Tercera Ley de Amparo, de 1882 así como los códigos de procedimientos civiles federales de 1897 y 1908, en los que se reguló a la materia.

La Constitución de 1917 y los artículos 103 y 107

Las Leyes de Amparo de 1919 y 1936, ésta última con múltiples reformas 

Evolución constitucional y legal del amparo mexicano. 

La disposición establecida en el artículo 8o. de la Ley de Amparo de 1869 será un parte aguas en la institución del amparo mexicano al prohibir el juicio de amparo en asuntos judiciales y la declaración de su inconstitucionalidad por la Suprema Corte de Justicia, por considerarlo contrario a lo establecido en los artículos 101 y 102, criterio que reiterara posteriormente la legislación, ya que ante el intento de recuperar el verdadero origen del juicio de amparo sólo prevalecerá el reconocimiento a la admisibilidad del juicio de amparo contra resoluciones judiciales por indebida o inexacta aplicación de las disposiciones legales ordinarias.

Nuevamente, en la  Constitución de 1917, fue considerada la necesidad de delimitar el amparo con la finalidad de devolverle su propósito original de ser una institución protectora de los derechos humanos y para lo cual el argumento de la afectación  que a la autonomía de las entidades federativas se hacia no se fue suficiente sino que, al contrario, fueron combatidos con criterios en los que se hizo valer la necesidad de mantener el amparo judicial en los niveles federales ante la falta de una real evolución de los tribunales locales. 

Fueron en estas condiciones como  se aprobaron los artículos 103 y 107 de la Constitución Federal para regular el juicio de amparo.

La Ley de Amparo de 1936, con múltiples reformas, entre otras las de 1951, 1968, 1984 y 1988, son  etapas de esta historia en la que cada una merece un análisis por separado, principalmente a partir de la búsqueda por fortalecer el control constitucional de la Suprema Corte y reforzar la tutela de normas fundamentales, principalmente, de los derechos humanos, así como por incrementar su actividad de interpretación constitucional.

Comentarios sobre la declaración general de inconstitucionalidad
En la evolución constitucional, constitucional y legal del amparo mexicano, uno de los comentarios que mas frecuentemente se hace son los relativos a  la declaración general de inconstitucionalidad y la necesidad de superar a la formula otero, debiéndose recordar para ello la Recomendación del Primer Congreso Latinoamericano de Derecho Constitucional, realizado en el año de 1975, de la ciudad de México, recordatorio que se orienta, con sustento en los Tratados y Convenios Internacionales hacia una mayor protección de los derechos humanos.

Sin embargo, esta importante rubro como muchos otros más merecerían un análisis por separado y lo cual rebasa los propósitos del presente documento.

PROPUESTAS
Con la rica historia del juicio de amparo mexicano y ante la amplia información que proporciona la evolución constitucional y legal de esta institución, sólo es posible concebir las propuesta de reforma o en su caso de adición que se presentan en este documento como una modesta aportación al magno esfuerzo que se hace por transformar el marco jurídico que regula al juicio de amparo.

Así,  en los términos que se a continuación se presentan, se hacen necesarias dos debidas aclaraciones: primera, se da por anticipado que toda propuesta que incida en el marco constitucional estará condicionada a la reforma constitucional previa y, segunda, que  las propuestas a la Ley de Amparo de hace con relación a los artículos vigentes, razón por la cual se acompañan de un cuadro comparativo, a fin de su debida ubicación con los artículos respectivos que resulten del proyecto.

Artículo 73, fracción V de la Ley de Amparo.
Actualmente esta fracción hace referencia al interés jurídico, como causal de improcedencia en relación a actos que no afectan al quejoso y si entendemos que el interés jurídico ha sido definido por la Suprema Corte de Justicia como un derecho reconocido por la ley, es decir que la norma jurídica objetiva debe establecer en favor de una persona la facultad de exigir coactivamente el respeto de una situación cualquiera que pueda aprovecharle o serle benéfica, ello hace que el quejoso más de las veces, acudir al juicio de amparo resulte improcedente todo vez que no siempre leyes y reglamentos dan esa posibilidad a los gobernados, luego entonces la protección del interés es mejor, toda vez que  el interés jurídico, como la experiencia lo ha demostrado, ha sido un límite a esta protección al calificar al interés como jurídico, dando como consecuencia que mediante el juicio de amparo no haya podido delimitarse claramente la procedencia de la acción constitucional y el de la ilegalidad del acto autoritario reclamado.

Artículo 114
Considerando como previa la reforma al artículo 103 constitucional la reforma al 114 de la Ley de Amparo, para hacer procedente el juicio de garantías contra actos unilaterales y autoritarios de la administración pública paraestatal, violatorios de garantías individuales, ello permitiría ampliar la protección de la esfera jurídica del gobernado ante estos órganos.

Artículos 182 y 184
La práctica ha demostrado la importancia de que el quejoso o su representante pudieran tener acceso a una copia del proyecto de resolución con la finalidad de poder objetarlo así como el que estas objeciones fuesen distribuidas a los integrantes del órgano judicial para poder orientar sus criterios.

Es en estas condiciones como se proponen reformas y adiciones a estos artículos por los beneficios que ello traería en el campo procesal y en las relaciones entre los órganos encargos de impartir justicia y los gobernados. 

CUADRO COMPARATIVO

PROPUESTA DE REFORMA O ADICIÓN A LA LEY DE AMPARO
LEY DE AMPARO
PROPUESTA

Artículo 114.- El amparo se pedirá ante el juez de Distrito:

I.- Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación, causen perjuicio al quejoso; 

II.- Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo.

En estos casos, cuando el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de éstas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le conceda, a no ser que el amparo sea promovido por persona extraña a la controversia;

III.- Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido.

Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que hubieren dejado sin defensa al quejoso.

Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben;

IV.- Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación;

V.- Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería;

VI.- Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de las fracciones II y III del artículo 1o. de esta ley.
Artículo 114.- El amparo se pedirá ante el juez de Distrito:

I a VI.- 


VII.- Contra actos unilaterales y autoritarios que provengan de la administración pública paraestatal.



Artículo 73.- El juicio de amparo es improcedente:

I a IV.- 


V.- Contra actos que no afecten los intereses jurídicos del quejoso;

VI a XVIII.- 


___________________________

Artículo 182.- La Suprema Corte de Justicia podrá ejercitar la facultad de atracción contenida en el párrafo final de la fracción V del artículo 107 constitucional, para conocer de un amparo directo que originalmente correspondería resolver a los Tribunales Colegiados de Circuito, de conformidad al siguiente procedimientos:

I.- a II.................................................                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                  

___________________________     

Artículo 184.- Para la resolución de los asuntos en revisión o en materia de amparo directo, los Tribunales Colegiados de Circuito observarán las siguientes reglas:

I.- a II..................................................


Artículo 73.- El juicio de amparo es improcedente:

I a IV.- 


V.- Contra actos que no afecten los intereses del quejoso;

VI a XVIII.- 


___________________________

Artículo 182.-..................................

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                       I.....................................................                                                                    II.-..................................................

III.-....

      ....

La Suprema Corte de Justicia pondrá una copia del proyecto a disposición de cada parte, sin costo alguno, para que pueda objetarlo dentro del término de cinco días y les permitirá que entreguen sus escritos de objeciones en la Secretaría para que se distribuyan a los integrantes del órgano judicial.

Transcurrido el término señalado en el párrafo anterior, se hayan presentado o no objeciones, se continuará con el trámite correspondiente.

......................................................

......................................................     ___________________________

Artículo 184.-.................................

I.-...

El Tribunal Colegiado pondrá una copia del proyecto a disposición de cada parte, sin costo alguno, para que pueda objetarlo dentro del término de cinco días y les permitirá que entreguen sus escritos de objeciones en la Secretaría para que se distribuyan a los integrantes del órgano judicial.

Transcurrido el término señalado en el párrafo anterior, se hayan presentado o no objeciones, se continuará con el trámite correspondiente.

II.-.................................................

Jesús Ramírez Millán

Profesor e Investigador de la Facultad de Derecho

Universidad Autónoma de Sinaloa 

Propuesta de reforma al artículo 96,  que se ubica en el Título Primero, Capítulo XI, Sección Segunda, del Proyecto de  Ley  de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

CONSIDERANDO que se estima necesario duplicar la regla general para la promoción del juicio de amparo de quince a treinta días, así como la ampliación de treinta a cuarenta y cinco días cuando se reclame una norma general autoaplicativa, según consta en el diverso numeral  16 del citado proyecto, con lo que se intenta permitir que las partes preparen con mayor cuidado esa instancia y se logre, asimismo, una mayor facilidad para los justiciables de acudir en defensa de las garantías constitucionales que estiman violentadas, en su perjuicio, con todo lo cual se pretende elevar  la calidad de los litigios, y

CONSIDERANDO la importancia que tiene dentro del juicio de amparo la suspensión del acto reclamado, por estimarse que constituye la materia o esencia que mantiene a la autoridad responsable sujeta a las resultas del juicio de control constitucional, por cuanto impide la ejecución del acto que se impugna, sobre todo en aquellos supuestos cuando se decreta tal medida suspensional de oficio y, además;

CONSIDERANDO el principio general que estatuye que donde existe la misma razón debe aplicarse similar resolución; con base en ello, se sugiere que el segundo párrafo del artículo 96 del aludido proyecto de Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en lugar de establecer el plazo de veinticuatro horas, que resulta fatal a las partes,  se modifique para disponer que dicho plazo sea de cuarenta y ocho horas.

Luego, el párrafo segundo en cita del artículo 96 que se presenta en el proyecto se propone  debe quedar de la siguiente manera:

“Cuando se trate de la suspensión de oficio o provisional, el plazo es de cuarenta y ocho horas”. 

Propuesta de reforma al artículo 106,  fracción VII, que se ubica en el Título Segundo, Capítulo I, Sección Primera, del Proyecto de  Ley  de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

CONSIDERANDO que de conformidad con lo previsto en los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tribunales de la federación resolverán toda controversia que se suscite por leyes o actos de la autoridad, y 

CONSIDERANDO que atento con lo previsto en el artículo 1° de la Ley de Amparo se reitera la disposición constitucional en el sentido de que el juicio de amparo es procedente contra actos de autoridad,

CONSIDERANDO también que la institución del Ministerio Publico tiene una dualidad en el procedimiento penal, una al actuar con el carácter de autoridad durante la tramitación de la averiguación previa y otra en su carácter de parte en el proceso;

CONSIDERANDO que el amparo contra actos del Ministerio Público  sólo es  procedente cuando tiene el carácter de autoridad y no como parte en el procedimiento penal, entonces;

Se estima que la actual redacción de la fracción VII del artículo 114 de la Ley de Amparo, que prevé la procedencia del amparo indirecto “contra las resoluciones del Ministerio Público que confirme el no ejercicio o el desistimiento de la acción penal...”, así como que la diversa redacción que contiene el proyecto de reforma en el artículo 106, fracción VII, al establecer que el amparo indirecto procede “contra las resoluciones de no ejercicio de la acción penal o desistimiento de la misma dictadas por el ministerio público”, contiene el defecto de prever el amparo indirecto no contra un acto de autoridad del Ministerio Público, sino contra un acto en que actúa como parte, pues en tratándose del desistimiento de la acción penal que realiza la representación social lo hace precisamente ya con el carácter de parte.

Por todo ello, se propone que la redacción de la fracción VII del referido artículo 106 del proyecto de reforma  sea de la manera siguiente:

“Contra las acciones del no ejercicio de la acción penal y las resoluciones de sobreseimiento que dicten los jueces con motivo de las peticiones de desistimiento que formule el Ministerio Público”

ATENTAMENTE:

ALEJANDRO GABRIEL HERNÁNDEZ VIVEROS.

MAGISTRADO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO DE VERACRUZ.

PRESENTACION

Es indudable,  que un esfuerzo como el que realiza la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con el propósito de perfeccionar el ordenamiento jurídico, mediante el cual se garantizan los derechos fundamentales de los mexicanos y se constriñe al poder gubernamental, para que su acción de gobierno, la realice en el marco de la legalidad que la Constitución impone, es digno de encomio.

Que mejor que sea el máximo Tribunal de la República, quien encabece tal esfuerzo, pues además, por su responsabilidad de Estado, resulta natural la preocupación de promover, que los instrumentos jurídicos con que cuenta para la impartición de la justicia, sean cada vez más eficientes y eficaces, pero también porque, es la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la máxima heredera de la historia y la experiencia que por cerca de un siglo y medio ha generado el Juicio de Amparo.

Desde su nacimiento, el Juicio de Amparo como instrumento de control constitucional, ha generado un permanente y profundo debate, no solo en el ámbito de lo jurídico y de interpretación de la norma suprema, sino también, en la esfera de lo social y político, pues a través de él, se ha dado, en no menos de una ocasión, el rumbo a la historia de nuestra patria, como recientemente sucediera con la resolución a favor del anatocismo, que protegió al sistema financiero en perjuicio de los deudores bancarios.

Sin embargo y a pesar de eso, el Juicio de Amparo, frente a la arbitrariedad gubernamental o del proteccionismo caciquil del Estado, ha sido el mejor instrumento de defensa de los mexicanos, lo que le ha valido ser, no sólo parte de su historia, sino inherente o consustancial de su idiosincrasia.

Por ello, la tarea de mejorar el ordenamiento actual que contiene el juicio de amparo, debe partir no de abandonar los postulados fundamentales que consagra nuestra Constitución, sino fortalecer su defensa, concretamente, los que hacen referencia a los derechos individuales y sociales de los ciudadanos, pues en ellos quedaron vertidos el pensamiento y forma que dan la unidad nacional y sintetizan nuestra identidad.

Esta es una responsabilidad, que no debemos dejar solo a los juristas, sino asumirla toda la sociedad civil, ya que significa delinear el futuro de nuestra patria. Con ese espíritu, acogemos el llamado que la Suprema Corte de Justicia de la Nación nos hace y, con tal ánimo expresamos nuestro punto de vista, en relación con el proyecto de la nuevo Ley de Amparo que en este Congreso se presenta.

UNA NUEVA LEY DE AMPARO

ACORDE A LAS EXIGENCIAS DE LA SOCIEDAD

En nuestros días, la sociedad en su conjunto, está sufriendo una serie de cambios, a veces vertiginosos, en la relación entre los individuos como en sus instituciones.

Lo anterior, es el resultado de los avances tecnológicos que en los últimos años han alcanzado un enorme desarrollo, principalmente en el terreno de la electrónica, la informática y sobre todo de la comunicación, de tal suerte, que las relaciones en el ámbito regional, nacional e internacional se han vuelto mas estrechas y cotidianas entre los individuos y las instituciones públicas y privadas del mundo, tanto en lo social, lo político como en lo económico.

De aquí que se desprenda la importancia de mantener a la par de los cambios que experimenta la sociedad, el ordenamiento jurídico en su conjunto, que permita ser la base de la estabilidad social y del desarrollo equilibrado; asimismo, que establezca las instituciones y procedimientos que den certeza de la aplicación del tal orden jurídico, con la eficacia y prontitud que exigen las relaciones modernas.

En este derrotero, surge la necesidad que la institución más importante, en el ámbito de impartición de justicia ( Suprema Corte de Justicia de la Nación), observe él entorno en que se desarrolla y vea hacia el futuro, con la finalidad de ofrecer nuevas y modernas alternativas que redunden en beneficio del Estado Constitucional de Derecho.

Ante el propósito de llevar a cabo, una profunda reforma al instrumento protector de las garantías individuales y sociales, resulta lógico y motivante encontrar voces que surgen a favor y en contra, pero con un mismo propósito de contribuir a mejorar la institución más eficaz de protección del ciudadano mexicano: El Juicio de Garantías, dentro del marco de respeto de nuestra historia, en una perspectiva de avance en la impartición de la justicia y de protección del gobernado frente a la acción gubernamental arbitraria, ilegal o inconstitucional.

EL PROYECTO DE NUEVA LEY DE AMPARO.

El proyecto que en esta ocasión se presenta, resultado de las abundantes propuestas presentadas en los foros de análisis promovidos por la Suprema Corte de  Justicia de la Nación, retoma la experiencia Doctrinal Judicial Y Postulante de los profesionales del Derecho e incorpora profundas e interesantes innovaciones a la materia objeto del Juicio de Amparo. 

Es de trascendental relevancia destacar lo relativo a la protección de los derechos Humanos, que se introduce en el proyecto de la nueva Ley de Amparo en su artículo I,  lo cual   representaría de aprobarse, un verdadero salto cualitativo de nuestro  Ordenamiento  Jurídico que lo pondría a la altura de los grandes debates internacionales que se vienen dando en materia de protección de los Derechos Fundamentales de la Humanidad.

Pues si bien, nuestro país ha sido sensible a la suscripción de Tratados y Declaratorias internacionales sobre Derechos Humanos, hasta incorporarlos en nuestro Ordenamiento Jurídico mediante la aprobación del Senado, estos han quedado solo en la letra, sin que  la legislación secundaria  haya provisto hasta la fecha, de mecanismos efectivos que hagan  realidad su aplicación.

La diversidad cultural  que existe en nuestro país, como de grupos étnicos, ha hecho que nuestra sociedad se haya desarrollado en forma desigual, que no en pocas ocasiones se ha manifestado en la  acción gubernamental, el desprecio a respetar los Derechos Fundamentales que todo ser Humano debe gozar,  materia de los Tratados Internacionales  suscritos por nuestro país.

Son la comisión Nacional y Estatales de Derechos Humanos, las  instituciones reconocidas por nuestro Derecho Público encargadas de  hacer  respetar  dichos Derechos sustanciales, empero éstas, se encuentran desprovistas de las facultades y la coercitividad necesaria para hacer cumplir sus resoluciones, en caso de violación de los Derechos Fundamentales del ser Humano, de lo que resulta la  insuficiencia del Ordenamiento jurídico y las instituciones creadas en esta materia.

Así pues, la incorporación de la Protección de los Derechos Humanos plasmados en los Tratados Internacionales suscritos por nuestro país, como materia del Juicio de Amparo resultaría una invaluable contribución, que  trasciende al Juicio de Garantías  y que pondría al Sistema  Jurídico Nacional, a la vanguardia de su protección y respeto efectivo. 

Por otra parte hemos encontrado en el proyecto de  la nueva Ley de Amparo, otros elementos, que tal vez no tengan la trascendencia de lo antes señalado, pero que no dejan de tener una gran importancia,  como es el caso de ampliar el concepto de Interés Jurídico, para adoptar el de Interés Legítimo, que las personas deben tener para demandar la protección Constitucional mediante el Juicio de Amparo; esto, que es un aparente tecnicismo jurídico, es sin duda una necesidad su incorporación, como consecuencia lógica de la Protección de los derechos esenciales que hemos abordado con anterioridad; pues el concepto de Interés Jurídico contenido en la Legislación vigente de Amparo, se limita a la protección  de un Derecho subjetivo plenamente reconocido, es decir, que el quejoso solo puede plantear la protección Constitucional, si existe un ordenamiento jurídico que le otorga un derecho, el cual se vea  vulnerado por el acto de autoridad que reclama; en cambio con la propuesta del concepto de Interés Legitimo del quejoso como elemento de procedencia del Juicio de Amparo, amplía el alcance de dicho Juicio Constitucional y va mas allá de la protección del Derecho Subjetivo del demandante, para proteger una condición o situación jurídica dada, que se ve afectada por un acto de autoridad, afectaciones que se ejemplifican mas fácilmente, cuando son violados los Derechos Humanos, Económicos, culturales, sociales.

AMPARO EN MATERIA AGRARIA

IMPORTANCIA JURIDICA Y SOCIAL

Después de haber analizado la Ley de Amparo en vigor y el proyecto  de la misma, en lo general se justifica  una reforma de la misma, pero cabe hacer notar que el proyecto no contempla el Amparo en materia Agrario, lo cual consideramos un hecho regresivo en la posible reforma de la Ley de Amparo. 

Es importante destacar que plantear una reforma al  Libro Segundo de la Ley de Amparo en materia agraria, requiere entrar al estudio histórico que da origen  a la protección  de los derechos campesinos, con  relación a la tenencia de la tierra, que es el interés jurídico fundamental tutelado por la  garantía consagrada en el artículo 27 de nuestra ley suprema, como también, considerar el cambio generado en nuestro país a partir del 2 de julio del 2000.

Plantear la desaparición del libro en comento, es olvidar la experiencia vivida por México en la que ha fraguado su historia; en tal sentido significa generar la incertidumbre jurídica y hasta un posible descontento social, más aún si se le suma la llegada al poder, de un partido cuya bandera ha sido pugna por terminar con las mínimas protecciones que quedan en nuestro orden constitucional, en favor de un sector tan importante de mexicanos que se dedican hacer producir nuestros campos, sería tanto como retroceder al punto de partida que dio origen a la inconformidad social que devino luego en la Revolución  Mexicana.

No dudamos de las buenas intenciones de nuestro mayor órgano de control Constitucional, y del esfuerzo realizado por los participantes en este proyecto de reforma a la ley reglamentaria del articulo 103 y 107 constitucional, pero, si antes los derechos agrarios eran violentados con suma facilidad, más fácil seria de llevarse a cabo una modificación tan profunda en esta materia, que no trate  con la importancia que se merece  y deje del lado el principio de trato desigual para los desiguales como fórmula compensatoria de la debilidad de una de las partes, de tal forma que, como se menciona en la introducción al proyecto de análisis, “que los grupos más desprotegidos de ese sector (agrario) sigan contando con una posición ventajosa en los procesos de amparo en que deba participar”.  

Cabe recordar que las reformas agrarias que se hicieron al marco constitucional en 1992, trajeron la consecuencia de profundizar la desigualdad en el campo mexicano, que ha definido el incremento de la pobreza y la menor oportunidad de desarrollo; no podemos, sin que se tenga una reacción, tal vez mas rápida de la esperada, permitirnos el lujo de que la reforma a la Ley de Amparo, que ha sido el principal instrumento que los campesinos han usado en defensa de sus intereses, que deseche conceptos primordiales en Materia Agraria, los cuales mantienen plena vigencia en nuestros tiempos.

En este orden de ideas  vale destacar, que no es el hecho de que desaparezca el libro correspondiente la esencia regresiva que contiene el proyecto de Ley de Amparo, sino que desaparecen instituciones jurídicas que le dan una efectiva protección al sector campesino, como es la suplencia de la queja la Ley de Amparo vigente, aplica a los núcleos de población ejidal o comunal, pero también a los ejidatarios y comuneros; sin embargo, del proyecto  en estudio, se desprende que esta suplencia de la queja, sólo será aplicable en favor de los núcleos ejidales o comunales desprotegiendo al ejidatario y comunero en lo personal. 

Es difícil en tampoco tiempo poder responder a todos, sin embargo, si es necesario no plantear, la desaparición del  libro segundo de la ley de amparo y mas allá reforzarlo seria el mayor acierto para en esta ocasión sentar las bases para una profunda transformación del Juicio de Amparo, sin que tenga que sufrir los embates de la critica y el rechazo social del sector campesino. 

En congruencia con lo anterior, la resultante de este Congreso, por esencia deberá beneficiar a los ciudadanos que día tras día sufren violaciones a sus derechos, por autoridades que se ponen por encima del orden constitucional, cuya responsabilidad es de todos defenderlo.

CONCLUSIONES

1. Es meritorio, además de obligado, pues así lo demandan los cambios que la sociedad experimenta, el esfuerzo que realiza la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con el objeto de perfeccionar los instrumentos jurídicos mediante los cuales se garantizan los derechos fundamentales de los mexicanos y limita al poder.

2. Es impostergable y de trascendental importancia, mantener el ordenamiento jurídico de nuestro país, acorde a los cambios que la sociedad viene sufriendo, de tal suerte, que le permita ser el soporte de la estabilidad social y de la certidumbre jurídica.

3. Sin embargo, en la adecuación del orden jurídico, no debemos olvidar nuestra historia y la idiosincrasia del pueblo mexicano, como son los derechos individuales y sociales que consagra nuestra carta magna, sino fortalecer su protección.

4. El proyecto de la nueva Ley de Amparo, introduce importantes cambios como la protección de los derechos humanos y la adopción del concepto de interés legítimo en lugar del interés jurídico, sin embargo, también introduce elementos regresivos como son la desaparición del título de Amparo Agrario.

5. El proyecto de Ley de Amparo, debe ser mas difundido ante el conjunto de la sociedad civil, pues no es una responsabilidad que los juristas deban asumir en forma exclusiva, ya que se está definiendo el futuro de nuestro país.

JESUS AVILA GODOY

VIOLACIÓN DE GARANTÍAS Y RESPONSABILIDAD PENAL

TÍTULO QUINTO

MEDIDAS DISCIPLINARIAS Y DE APREMIO, RESPONSABILIDADES Y SANCIONES

CAPITULO II

RESPONSABILIDADES Y SANCIONES

ARTÍCULO 262

En el sistema jurídico mexicano, tratándose de la impartición de justicia en materia penal, el principio de división de poderes exige que no puedan confundirse las facultades del Juez y del Ministerio Público; así se desprende del primer párrafo del artículo 21, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que textualmente establece:

“ARTÍCULO 21.- La imposición de las penas es propia y “exclusiva de la autoridad judicial. La investigación y “persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público, el “cual se auxiliará con una policía que estará bajo su “autoridad y mando inmediato...”.

Es decir, las funciones jurisdiccional y persecutoria del delito, quedan debidamente diferenciadas, de modo que, por regla general, el Ministerio Público es el único órgano del Estado a quien corresponde la investigación (en la etapa de averiguación previa) y persecución de los delitos, con la salvedad del derecho de impugnación de las determinaciones sobre el no-ejercicio y desistimiento de la acción penal, que el propio artículo 21 constitucional concede a los ofendidos y víctimas de los delitos, y sólo hasta que el Ministerio Público ejercite la acción penal, la autoridad jurisdiccional podrá avocarse al conocimiento del hecho delictivo imputado al sujeto activo de que se trate.

No obstante, en la propia Constitución Federal, concretamente en las fracciones XVI y XVII del artículo 107, se establecen dos excepciones a esa regla, que permiten al Poder Judicial de la Federación, en materia de amparo, ponderar oficiosamente la existencia de una conducta delictiva, aun sin la intervención del Ministerio Público.

Tales dispositivos, en lo que interesa, literalmente establecen lo siguiente:

“Artículo 107. Todas las controversias de que habla el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley, de acuerdo con las bases siguientes:

“............................

“............................

“XVI. Si concedido el amparo la autoridad responsable “insistiere en la repetición del acto reclamado o tratare de “eludir la sentencia de la autoridad federal, y la Suprema “Corte de Justicia estima que es inexcusable el “incumplimiento, dicha autoridad será inmediatamente “separada de su cargo y consignada al Juez de Distrito que “corresponda. Si fuere excusable, previa declaración de “incumplimiento o repetición, la Suprema Corte requerirá a la “responsable y le otorgará un plazo prudente para que “ejecute la sentencia. Si la autoridad no ejecuta la sentencia “en el término concedido, la Suprema Corte de Justicia “procederá en los términos primeramente señalados.

“XVII. La autoridad responsable será consignada a la “autoridad correspondiente, cuando no suspenda el acto “reclamado debiendo hacerlo, y cuando admita fianza que “resulte ilusoria o insuficiente, siendo, en éstos dos últimos “casos, solidaria la responsabilidad civil de la autoridad con “el que ofreciere la fianza y el que la prestare, y

“............................”

En la primera hipótesis, cuando una autoridad insiste en la repetición del acto reclamado en un juicio de amparo o trata de eludir el cumplimiento de la sentencia, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, una vez que resuelve separarla de su cargo, tiene la facultad constitucional expresa de consignarla directamente al juez de Distrito que corresponda para que la juzgue penalmente por la desobediencia cometida, sin depender al efecto, de una resolución ministerial.

Sobre ese tema, incluso, el Pleno de la Corte, en sesión privada celebrada el martes diecinueve de febrero de mil novecientos noventa y uno, aprobó la tesis de jurisprudencia número XI/91, que puede consultarse en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, tomo VII, página 7, cuyo tenor literal dice: “INEJECUCIÓN DE SENTENCIA. SI EL PLENO DE LA "SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN "CONSIDERA QUE UNA AUTORIDAD INCURRIÓ EN ELLA Y "DECIDE SEPARARLA DE SU CARGO, DEBE CONSIGNARLA "DIRECTAMENTE ANTE EL JUEZ DE DISTRITO QUE "CORRESPONDA.- Aun cuando de conformidad con lo "establecido por los artículos 21 y 102 de la Constitución la "regla general en materia de persecución de delitos del orden "federal incumbe al Ministerio Público de la Federación, en "los casos en que una autoridad insistiere en la repetición del "acto reclamado en un juicio de amparo o tratare de eludir el "cumplimiento de la sentencia, será el Pleno de la Suprema "Corte, una vez que resuelve separarla inmediatamente de su "cargo, quién deberá consignarla directamente al juez de "Distrito que corresponda para que la juzgue por la "desobediencia cometida, la que será sancionada en los "términos que el Código Penal en materia federal señala para "el delito de abuso de autoridad. La razón radica en que en "esa hipótesis, la fracción XVI del artículo 107 de la "Constitución establece una situación de excepción al "señalar claramente que además de la separación inmediata "del cargo de la autoridad contumaz será “consignada ante el "juez de Distrito que corresponda”. Al respecto debe "aplicarse el artículo 208 de la Ley de Amparo y no el "segundo párrafo del 108 en el que se determina, en relación "al mismo supuesto, que se hará la consignación al "Ministerio Público para el ejercicio de la acción penal "correspondiente, pues ante dos disposiciones "contradictorias en el mismo cuerpo legal, debe atenderse a "la que reproduce la disposición constitucional y no a la que "se le opone, tomando en cuenta, por un lado, el principio de "interpretación de que debe preferirse la norma específica "frente a la general y, por otro, que si el Pleno del más Alto "Tribunal de la República llega a la conclusión de que una "autoridad incurrió en desacato a una sentencia de amparo y "decide separarla de su cargo no puede condicionar su "obligación de consignarla penalmente ante el juez de "Distrito que corresponda que le impone la Constitución, a la "determinación del Ministerio Público, el que, por otra parte, "debe tener dentro del proceso respectivo la participación "que legalmente le corresponde”.

En el segundo supuesto, la facultad de la autoridad de amparo no solo se reduce a poner en conocimiento del Representante Social la desobediencia de la autoridad responsable, consistente en la renuencia a acatar la orden de suspensión del acto reclamado, o en la fijación de una fianza notoriamente insuficiente, sino que encierra en si misma la calificación anticipada de una conducta, considerándola delictiva, para que el Ministerio Público cumpla con una función, mas bien formal, de ejercicio de la acción penal, a fin de que la autoridad involucrada pueda ser sancionada.

Pero en ambos casos, es notorio que la facultad persecutoria concedida al juzgador de amparo, descansa en la contumacia de la autoridad responsable, resultante del desacato expreso a un mandato de aquella; es decir, tiene como base la existencia de hechos de rebeldía, objetivamente apreciables, que pueden probarse documentalmente con las propias actuaciones del juicio de garantías, sin menoscabo del derecho defensa de la autoridad involucrada, de modo que el juez de amparo no tiene que recurrir a apreciaciones subjetivas para la calificación de ellos.

Ahora bien, el artículo 262 del Proyecto de Ley de Amparo que se analiza, mismo que reproduce íntegramente al artículo 210 vigente de la Ley de Amparo, establece lo siguiente:

“Artículo 262.- Siempre que al concederse definitivamente al “quejoso el amparo de la justicia federal apareciere que la “violación de garantías cometida constituye delito, se hará la “consignación del hecho al ministerio público”.

La propuesta concreta que se plantea a ésta asamblea es en el sentido de suprimir tal precepto por impráctico y atentatorio de la garantía de audiencia, así como de las facultades constitucionales otorgadas al Ministerio Público para la persecución de los delitos, e incluso, porque desvirtúa la naturaleza y la técnica constitucional del juicio de amparo.

En efecto, la redacción del artículo en cuestión, permite apreciar que el precepto no tiende a sancionar desobediencias, ratio legis de las fracciones XVI y XVII, del artículo 107 del Pacto Federal, sino más bien, una violación a las garantías individuales del quejoso, que el juez de amparo pudiese en un momento dado, considerar como delictiva.

Así mismo, cabe resaltar que dicha hipótesis legal no faculta al juez de amparo a poner en conocimiento del Ministerio Público hechos presuntamente delictivos, sino que se refiere a delitos comprobados, pues así se deduce de la frase “que la violación de garantías “cometida constituye delito”.

En una primera aproximación, tal dispositivo legal debe estimarse como contrario a las bases del juicio de amparo, previstas en el precitado artículo 107 de la Constitución Federal, porque rebasa los lineamientos constitucionales que norman los procedimientos y formas de ese tipo de controversias.

Esto es así, porque la fracción II, del multimencionado artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, limita el alcance de las sentencias de amparo, a la concesión de la protección federal solicitada cuando sea procedente, “en el caso especial “sobre el que verse la queja, sin hacer declaración general “respecto de la ley o acto que la motivare”; lo que significa que, salvo los casos de desobediencia a que se ha hecho alusión, por ser salvedades constitucionalmente previstas, no es válido para la justicia federal, extenderse en su sentencia sobre cuestiones ajenas a la concesión o denegación del amparo impetrado, como es el caso del artículo 262 que se discute, menos si esa cuestión, como ya se demostró, no está prevista ni autorizada en el propio artículo 107 de la Carta Magna, con el carácter de excepción a la regla general contenida en la fracción II de dicho numeral.

Desde otra perspectiva, la ponderación de la conducta delictiva imputada a la autoridad responsable en la hipótesis tutelada por el artículo 262 del Proyecto de Ley de Amparo, totalmente subjetiva porque queda al arbitrio del juez de amparo estimarla con ese carácter a partir de pruebas destinadas a la demostración de una violación de garantías, hace nugatorio el derecho de defensa de las autoridades responsables en atención a que, apriorísticamente, el juez de amparo prejuzga sobre la comisión de un delito que nadie les imputa, sin permitirles ser oídas y vencidas sobre el particular.

Dicho de otra manera, en un procedimiento que no tiene por materia la responsabilidad penal de la autoridad responsable y sin que su conducta, a pesar de ser violatoria de garantías, constituya un desacato a un mandato jurisdiccional legítimo, un juez llega a la conclusión de que la autoridad enjuiciada por atentar contra las garantías individuales, también cometió un delito, sin que la autoridad responsable sepa que también debía defenderse de una acusación de esa índole, pues de hecho, no existe y aquella conoce la determinación de consignación hasta que la autoridad de amparo dicta el fallo definitivo.

Además, no puede discutirse la oportunidad probatoria de la autoridad responsable, a partir de la rendición del informe justificado, pues esa actuación, por su naturaleza, sólo permite que se presenten pruebas tendientes a justificar la constitucionalidad del acto reclamado, cuestión que bajo ninguna óptica incluye el deber y la potestad de acreditar que quien lo suscribe, no ha incurrido en responsabilidad penal, tanto porque no se trata de un juicio de responsabilidad o de un proceso penal que haga necesario e impostergable el asumir esa conducta procesal, como porque la investigación del delito no fue hecha por el Ministerio Público, cuyo papel, por cierto, quedará reducido, para salvar las formas, al de un simple intermediario en el ejercicio de la acción penal, con transgresión al artículo 21 de la Constitución Federal, dado que la consignación efectuada por el Juez de Amparo, que por la redacción del artículo, implica un delito comprobado, ya contendrá, necesariamente, un análisis del cuerpo del delito y de la responsabilidad penal de la autoridad inculpada, que tornará ociosa cualquier pesquisa ministerial indagatoria, o cualquier medio de defensa que haga valer la autoridad procesada, una vez que se ejercite en su contra la acción penal, ya que la comprobación apriorística del delito, sólo dará margen al juzgador que conozca de la causa, para fijar la pena.

Más aun, teniendo en cuenta la naturaleza del juicio de amparo, debe concluirse que la calificación jurisdiccional de una violación de garantías, que la considera como constitutiva de delito, hace nugatorio en perjuicio de las autoridades responsables, el goce de los derechos contenidos en el artículo 20 de la Constitución Política del País, porque no tendrán acceso a una defensa adecuada por sí, por abogado o por persona de su confianza, y desconocerán la causa y naturaleza de la acusación antes de declarar, a lo que debe añadirse que, potencialmente, su informe justificado sea tomado como una confesión, aunque formalmente su valor deba ser nulo, por haber sido rendida ante una autoridad distinta del Ministerio Público o del Juez Instructor.

En síntesis, al tratarse de un precepto legal que contradice frontalmente al texto de la Constitución General de la República, debe prescindirse en la Ley de Amparo del referido artículo 262 del proyecto en análisis, porque resulta incongruente que un ordenamiento destinado a reglamentar los procedimientos y alcances de los juicios tutelares de las garantías individuales, y en general, de la constitucionalidad de los actos de autoridad, contenga una disposición que adolece precisamente de inconstitucionalidad.

En todo caso, si se quiere mantener el espíritu del artículo 262 en comento, debería replantearse su redacción, para hacerla concordante con las bases y la naturaleza del juicio de amparo, y con las funciones constitucionales del Ministerio Público, de la siguiente manera:

“Artículo 262.- Siempre que al concederse definitivamente al “quejoso el amparo de la justicia federal apareciere que por “la naturaleza de la violación de garantías cometida, la “autoridad responsable pudiese haber incurrido en la “comisión de un delito, se hará la consignación del hecho “presuntamente delictivo al ministerio público, para los “efectos legales conducentes”.

Así, sin necesidad de que el juez de amparo prejuzgue al respecto, podrá iniciarse la investigación del hecho denunciado, por quien constitucionalmente tiene facultades para ello, y se respetarán a cabalidad, las prerrogativas de defensa de la autoridad responsable, quien podrá defenderse ex-profeso y conforme a derecho, en la averiguación previa que se inicie en su contra.

Esta son, entonces, las propuestas del Supremo Tribunal de Justicia de Aguascalientes, que por mi conducto, se someten a la sapiente consideración de los miembros de ésta asamblea.

Gracias.

Mérida, Yucatán; Noviembre 5, 2000.

MAGISTRADO JUAN ARTURO MUÑIZ CANDELAS

A NOMBRE DE LOS ESPECIALISTAS, MAESTROS Y DOCTORES EN DERECHO QUE CONFORMAMOS AL CONSEJO NACIONAL DE EGRESADOS DE POSGRADO EN DERECHO (CONEPOD), ASÍ COMO DE LOS INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE ADMINISTRACIÓN Y PROCURACIÓN DE JUSTICIA DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL, AGRADEZCO LA INVITACIÓN QUE SE NOS FORMULÓ POR LA HONORABLE SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, A TRAVÉS DE SU PRESIDENTE EL MAESTRO Y MINISTRO DON GENARO DAVID GÓNGORA PIMENTEL, A PARTICIPAR EN ESTE CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS ABOCADO AL ANÁLISIS DE UN PROYECTO HISTÓRICO Y REVOLUCIONARIO COMO LO SERÍA DAR A NUESTRO PAÍS UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

CONSIDERADO NUESTRO  GLORIOSO JUICIO DE AMPARO COMO EL INSTRUMENTO PROCESAL POR EXCELENCIA PARA PROTEGER LOS DERECHOS HUMANOS QUE SE IMPLICAN COMO OBJETO DE TUTELA EN LAS GARANTÍAS QUE NUESTRA CONSTITUCIÓN OTORGA EN FAVOR DE LOS GOBERNADOS, ACUSA HONDAS RAÍCES EN EL DEVENIR HISTÓRICO, JURÍDICO, POLÍTICO Y SOCIAL DE LA NACIÓN.  HA LUCIDO, POR ENDE, ANTE EL CONCIERTO DE LOS PUEBLOS DEL MUNDO, UN TIMBRE QUE ORGULLOSAMENTE REFLEJA SU CONCEPCIÓN Y ESTRUCTURA EMINENTEMENTE MEXICANAS.

EN EFECTO, ABSTRAYÉNDOSE DE LA POLÉMICA SOBRE SI FUE EL TALENTO DEL INSIGNE YUCATECO DON MANUEL CRESCENCIO REJÓN PLASMADO EN LA CONSTITUCIÓN DE 1840; O SI FUE LA LUZ DEL EGREGIO JALISCIENCE DON MARIANO OTERO REFLEJADA EN SU MEMORABLE VOTO PARTICULAR DEL 5 DE ABRIL DE 1847, EL HECHO EN QUE DEBA RECONOCERSE EL PUNTO GENERATRIZ DE NUESTRO AMPARO, LO CIERTO ES QUE, ELEVADO A RANGO DE VERDADERA INSTITUCIÓN, POR MÁS DE SIGLO Y MEDIO, LOS MEXICANOS LO HEMOS CONSERVADO AL INTERIOR CUAL COLUMNA CENTRAL DE NUESTRO ESTADO DE DERECHO; Y, HACIA EL EXTERIOR, PARA MOSTRAR UNA VEZ MÁS, COMO LO PROPUSIERA EL TAMBIÉN ILUSTRE FRANCISCO ZARCO, QUE “MÉXICO, SIN PRETENDER NINGÚN GÉNERO DE SUPREMACÍA, PUEDE LLEVAR A LOS CONSEJOS DE LOS PUEBLOS HUMANOS, EL FRUTO DE SU DOLOROSA EXPERIENCIA, LA ENSEÑANZA DE SUS INMENSOS SACRIFICIOS Y TAMBIÉN LAS VENTAJAS DE SUS GLORIOSAS VICTORIAS”.

DESDE AQUEL 18 DE AGOSTO DE 1848 EN QUE EL CIUDADANO POTOSIONO MANUEL VERÁSTEGUI FUE EL PRIMER AMPARADO CONTRA LA ORDEN DE DESTIERRO QUE EN SU CONTRA EMITIÓ EL GOBERNADOR DEL ESTADO, HASTA LA FECHA, LA LIBERTAD, LA IGUALDAD, LA PROPIEDAD Y LA SEGURIDAD JURÍDICA, ASÍ COMO LOS DERECHOS DE LOS GRANDES GRUPOS QUE CONVERGEN CON DESVENTAJA NATURAL A NUESTRA CONVULSA Y VERTIGINOSA DINÁMICA SOCIAL, HAN ENCONTRADO EN EL  JUICIO DE AMPARO UN MEDIO DE DEFENSA SIN PAR.

SIN EMBARGO, HOY, DEBEMOS RECONOCER   LOS CLAROS SIGNOS DE OBSOLESCENCIA QUE EVIDENCIA NO LA INSTITUCIÓN EN SI MISMA, SINO LA LEY ENCARGADA DE REGULAR SU APLICACIÓN Y FUNCIONAMIENTO: LA LEY REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 CONSTITUCIONALES, LA QUE, DESDE SU EXPEDICIÓN EN 1935 HA SIDO REFORMADA 19 OCASIONES.

DE LA BASTA CONSULTA NACIONAL QUE HA EMPRENDIDO A LO LARGO DEL ÚLTIMO AÑO LA COMISIÓN DE ANÁLISIS DE PROPUESTAS PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO, A RAÍZ DE LA CONVOCATORIA EMITIDA POR LA H. SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PARA TAL EFECTO, SE PRODUJERON 1430 PROPUESTAS DE LAS CUALES SE DESPRENDE LA RECOMENDACIÓN DE MODIFICAR 229 DE LOS 237 PRECEPTOS VIGENTES QUE COMPONEN LA LEY ACTUAL.  SÓLO 18 ARTÍCULOS QUEDARON EXENTOS DE PROPUESTA REFORMATORIA.

ESTE NO ES MÁS QUE UN SÍNTOMA DE LA NECESIDAD IMPERIOSA DE DARNOS LOS MEXICANOS UNA LEY MODERNA, EFICIENTE Y EFICAZ QUE SIGA APUNTALANDO CON SOLIDEZ A NUESTRO MÁXIMO MEDIO DE DEFENSA, ACORDE CON LA REALIDAD JURÍDICA Y SOCIAL QUE VIVIMOS EN LOS UMBRALES DEL TERCER MILENIO.

DENTRO DEL MARCO DE MÚLTIPLES TEMAS EN QUE SE DESARROLLA EL ANÁLISIS SOBRE LA PERTINENCIA DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO, A LOS MIEMBROS DEL CONEPOD, ORGANIZADOS EN TODO EL PAÍS, NOS HA MERECIDO ESPECIAL ATENCIÓN, UNO DE ELLOS, NO SÓLO POR SU TRASCENDENCIA SOCIAL, SINO POR SU INCIDENCIA EN EL PRINCIPIO DE SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 133 DE NUESTRA LEY FUNDAMENTAL, Y POR TANTO, EN SU CABAL OBSERVANCIA Y CUMPLIMIENTO.  ME REFIERO AL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO.

A VIRTUD DE LA VIGENCIA DE ESTE PRINCIPIO, RESULTA INADMISIBLE QUE UNA LEY DECLARADA INCONSTITUCIONAL DEJE DE SER APLICADA A LOS GOBERNADOS QUE PUEDEN O TIENEN, Y SE SIGA APLICANDO A LOS QUE NI TIENEN NI PUEDEN.

EL HECHO SIQUIERA DE QUE SE INVITE A PENSAR QUE EN MÉXICO HAY JUSTICIABLE DE PRIMERA Y  DE SEGUNDA CLASE ROMPE LA ESENCIA MISMA DE LA JUSTICIA Y SEPULTA UNO DE LOS POSTULADOS BÁSICOS POR LOS QUE EL PUEBLO DE MÉXICO HA SACRIFICADO VIDAS Y LUCES: EL VENERADO POSTULADO DE LA IGUALDAD.

LA LLAMADA FÓRMULA OTERO QUE SOSTIENE ÉSTA, QUE HOY SE NOS PRESENTA COMO REALIDAD INJUSTA Y DESIGUAL, TIENE SIN EMBARGO UNA JUSTIFICACIÓN HISTÓRICA DE LA QUE NO PUEDE PRESCINDIRSE, ANTES DE PROPONER, COMO LO HACEMOS, SU MODIFICACION.

MARIANO OTERO CREÓ UNA FÓRMULA JURÍDICA QUE SE APARTÓ DEL SISTEMA AMERICANO, AL NO PERMITIR QUE SE HICIERAN DECLARACIONES GENERALES RESPECTO DE LA LEY O DEL ACTO QUE HUBIESE MOTIVADO LA QUEJA, DANDO ESTABILIDAD A LA INSTITUCIÓN DEL AMPARO, AL PERMITIR QUE LOS TRIBUNALES DESARROLLARAN SU FUNCIÓN, SIN GENERAR CONTROVERSIAS ENTRE EL PODER JUDICIAL CON EL LEGISLATIVO Y EJECUTIVO. AL RESPECTO NOS DICE EL MAESTRO EMILIO RABASA:

"HAY EN LA CREACIÓN DE OTERO, ACIERTOS QUE SUPERAN CON MUCHO SUS OMISIONES; Y SI EL JUICIO CONSTITUCIONAL LLEGA A DEPURARSE Y A CONSTITUIR UNA INSTITUCIÓN SEGURA Y SÓLIDA QUE POR SUS RESULTADOS SE HAGA DIGNA DE IMITACIÓN EN LOS PUEBLOS DE NUESTRA RAZA, DE OTERO SERÁ LA GLORIA Y A ÉL SE DEBERÁ LA QUE A LA NACIÓN LE QUEPA. SU BREVE ARTÍCULO DIO LAS BASES DE ADAPTACIÓN DEL SISTEMA AMERICANO EN LOS PAÍSES DE LEGISLACIÓN ESTATUTORIA DEL CONTINENTE, EN LOS CUALES HABRÍA SIDO DESACERTADO COPIARLO; Y COPIAR LAS INSTITUCIONES QUE SE HAN ACREDITADO POR RESULTADOS FELICES ES UNA TENTACIÓN DIFÍCIL DE RESISTIR...ARRIAGA Y SUS COMPAÑEROS MOSTRARON, AL COPIAR MODESTAMENTE ESA FÓRMULA, QUE ERAN BASTANTE ALTOS DE ESPÍRITU PARA NO PRETENDER MODIFICAR LO QUE NO PODÍA HACERSE MEJOR".

LA PRECITADA FÓRMULA OTERO SE HA MANTENIDO VIGENTE EN NUESTRO PAÍS, ESTABLECIDA COMO EL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD DE LA SENTENCIA YA REFERIDO, EVITÁNDOSE LA CONFRONTACIÓN DE LOS PODERES, YA QUE LA SENTENCIA EMITIDA, SOLO DEBE CONTRAERSE AL CASO PARTICULAR, SALVAGUARDANDO LOS DERECHOS DEL QUEJOSO EVITANDO ASÍ, HERIR LA SUSCEPTIBILIDAD  FUNDAMENTALMENTE DEL LEGISLATIVO Y DEL JURISDICCIONAL, AL NO HACERSE UNA DECLARACIÓN GENERAL SOBRE EL ACTO O LA LEY QUE SE IMPUGNARE.

LA FÓRMULA OTERO SE CONTIENE TANTO EN LA CONSTITUCIÓN DE 1857, COMO EN LA VIGENTE DE 1917, Y QUE A LA LETRA DICE: "LA SENTENCIA SERÁ SIEMPRE TAL, QUE SÓLO SE OCUPE DE INDIVIDUOS PARTICULARES, LIMITÁNDOSE A AMPARARLOS Y PROTEGERLOS EN EL CASO ESPECIAL SOBRE EL QUE VERSE LA QUEJA, SIN HACER UNA DECLARACIÓN GENERAL RESPECTO DE LA LEY O ACTO QUE LA MOTIVARE." ARTÍCULO 107, FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA.

SOBRE ESTAS REFLEXIONES, EL CONSEJO NACIONAL DE EGRESADOS DE POSGRADO EN DERECHO, (CONEPOD), SE PRONUNCIA PUES, POR LA ABOLICIÓN DEL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO, Y DE OTROS CONSECUENTEMENTE VINCULADOS A ÉL.

POR RECOGER PUNTUALMENTE LOS RAZONAMIENTOS QUE LOS MIEMBROS DEL CONEPOD HEMOS EXPUESTO EN TAL DIRECCIÓN, HEMOS ACORDADO PRESENTAR ANTE LOS DISTINGUIDOS JURISTAS QUE PARTICIPAN EN ESTE CONGRESO NACIONAL, LA PROPUESTA REDACTADA POR UN CONNOTADO AMPARISTA, MAESTRO EMÉRITO Y DISTINGUIDO MIEMBRO DE NUESTRO CONSEJO NACIONAL, EL DOCTOR IGNACIO BURGOA ORIHUELA QUIEN ME SOLICITÓ EN FORMA MUY ESPECIAL, TRANSMITIERA AL SEÑOR PRESIDENTE DE LA CORTE, AL MAESTRO GÓNGORA PIMENTEL, UN SALUDO CORDIAL Y MUY AFECTUSO, ASÍ COMO LA EXPRESIÓN QUE REFRENDA LA  HISTÓRICA Y VALIOSA AMISTAD QUE HAY ENTRE ELLOS; SU RESPETO Y SU FIRME DESEO DE CONTINUAR CULTIVÁNDOLA, LO QUE SEGURAMENTE OCURRIRÁ EN LOS DIVERSOS ENCUENTROS PROGRAMADOS AL CONCLUIR ESTE CONGRESO NACIONAL.

A CONTINUACIÓN LA PROPUESTA DEL MAESTRO BURGOA, QUE HACE SUYA EL CONEPOD:

"AL REFERIRNOS A LA IMPUGNACIÓN DE LEYES SECUNDARIAS POR SU INCONSTITUCIONALIDAD, EL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD RESPONDE A UNA NECESIDAD JURÍDICO-POLÍTICA. EN EFECTO, SI LA DECLARACIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA LEY TUVIESE ALCANCE ABSOLUTO, ERGA OMNES, TAL DECLARACIÓN IMPLICARÍA LA DEROGACIÓN O LA ABROGACIÓN DE ÉSTA.

EL ÓRGANO JURISDICCIONAL DE CONTROL ASUMIRÍA, ENTONCES, EL PAPEL DE LEGISLADOR, EXCLUYENDO DEL RÉGIMEN JURÍDICO DEL ESTADO EL ORDENAMIENTO QUE HAYA ESTIMADO CONTRARIO A LA CONSTITUCIÓN, PROVOCÁNDOSE DE ESTA MANERA NO SÓLO EL DESEQUILIBRIO ENTRE LOS PODERES ESTATALES. SINO LA SUPEDITACIÓN DEL LEGISLATIVO AL JUDICIAL. ESTA SITUACIÓN NO PODRÍA SUBSISTIR POR MUCHO TIEMPO, YA QUE LOS ÓRGANOS LEGISLATIVOS SE APRESTARÍAN A REMEDIARLA MEDIANTE LA SUPRESIÓN DE LA FACULTAD QUE, PARA DECLARAR LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LAS LEYES, TUVIESEN LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DE CONTROL.

POR ENDE, Y SEGÚN LO HEMOS ASEVERADO, EL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD, EN PUNTUAL CONGRUENCIA CON EL DE INICIATIVA DEL AGRAVIADO, HA SIDO EL ESCUDO PROTECTOR DE LA POTESTAD QUE TIENEN LOS TRIBUNALES FEDERALES PARA DECLARAR, DENTRO DE LA VÍA DE AMPARO, LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LAS LEYES, PUESTO QUE A VIRTUD DE ÉL, LAS SENTENCIAS RESPECTIVAS CONTRAEN SU EFICACIA AL CASO CONCRETO QUE HUBIESE SUSCITADO EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN POR PARTE DEL QUEJOSO, RELEVÁNDOSE ÚNICAMENTE A ÉSTE DEL CUMPLIMIENTO DE LA LEY RECLAMADA, LA CUAL CONSERVA SU FUERZA NORMATIVA FRENTE A LOS QUE NO LA HAYAN IMPUGNADO, TODA VEZ QUE TALES SENTENCIAS NO ENTRAÑAN SU DEROGACIÓN O ABROGACIÓN.

EN OPOSICIÓN A LAS ANTERIORES CONSIDERACIONES, EXISTE UNA CORRIENTE DE OPINIÓN QUE PROCLAMA LA INOPERATIVIDAD DEL CONSABIDO PRINCIPIO DE RELATIVIDAD EN EL SUPUESTO DE QUE CUALQUIER LEY SECUNDARIA HAYA SIDO DECLARADA INCONSTITUCIONAL POR UNA SENTENCIA DE AMPARO Y, A MAYOR ABUNDAMIENTO, POR LA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE. PARA APOYAR ESTE PARECER SE ESGRIME COMO PRIMORDIAL ARGUMENTO EL DE QUE SERÍA CONTRARIO A LA SUPREMACÍA DE LA CONSTITUCIÓN QUE EL ORDENAMIENTO LEGAL VICIADO DE INCONSTITUCIONALIDAD SE SIGUIESE APLICANDO POR LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS Y JUDICIALES DEL ESTADO EN TODOS AQUELLOS CASOS DIFERENTES DE LOS QUE HUBIESEN PROVOCADO LA DECLARACIÓN JURISDICCIONAL RESPECTIVA.

EN EL FONDO DE LAS ANTERIORES OPINIONES SE ADVIERTE LA IDEA DE QUE UNA LEY DECLARADA JURISPRUDENCIALMENTE INCONSTITUCIONAL NO DEBE SEGUIRSE APLICANDO POR NINGUNA AUTORIDAD EN NINGÚN CASO CONCRETO SIMILAR AL QUE HAYA PROVOCADO LA REFERIDA DECLARACIÓN, ARGUMENTÁNDOSE QUE EL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO EN RELACIÓN CON LAS LEYES, PROVOCA LA SITUACIÓN DE QUE SE SIGAN OBSERVANDO ORDENAMIENTOS LEGALES OPUESTOS A LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA.

TEÓRICAMENTE, LA IDEA DE QUE UNA LEY DECLARADA INCONSTITUCIONAL EN VÍA DE AMPARO NO DEBE SEGUIRSE APLICANDO POR MODO ABSOLUTO, ES CORRECTA; PERO PRECISAMENTE EN ARAS DE ESA MISMA IDEA Y OBSEQUIANDO LAS REGLAS DE CONGRUENCIA LÓGICA, DEBERÍAN TAMBIÉN SUPRIMIRSE EL PRINCIPIO DE INICIATIVA O INSTANCIA DE LA PARTE AGRAVIADA, LA PRECLUSIÓN DE LA ACCIÓN DE AMPARO, EL LIBRE DESISTIMIENTO DE ESTA ACCIÓN Y OTRAS FIGURAS PROCESALES TRATÁNDOSE DEL AMPARO CONTRA LEYES.

EN EFECTO, SERÍA TAMBIÉN CONTRARIO A LA SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL EL HECHO DE QUE, POR NO IMPUGNARSE EN VÍA DE AMPARO UNA LEY OPUESTA A LOS MANDAMIENTOS DE LA CONSTITUCIÓN POR EL SUJETO QUE RESULTE AGRAVIADO, TAL LEY SE SIGUIESE APLICANDO EN LA REALIDAD.

ASIMISMO, SI SE CONSIDERA QUE UNA LEY ES INCONSTITUCIONAL, ESTE VICIO NO DEBERÍA PURGARSE POR LA SOLA CIRCUNSTANCIA DE QUE EL AGRAVIADO NO EJERCITASE LA ACCIÓN DE GARANTÍAS CONTRA ELLA DENTRO DEL TÉRMINO CORRESPONDIENTE. IGUALMENTE, PODRÍA ESTIMARSE QUE, EN BENEFICIO DE LA SUPREMACÍA DE LA CONSTITUCIÓN, LOS JUICIOS DE AMPARO PROMOVIDOS CONTRA LEYES INCONSTITUCIONALES NO DEBERÍAN SER MATERIA DE DESISTIMIENTO.

PUEDEN ADUCIRSE OTRAS RAZONES QUE DESPLAZARÍAN AL AMPARO CONTRA LEYES HACIA UNA SITUACIÓN EN QUE ÉSTAS EN TODO TIEMPO Y POR CUALQUIER SUJETO QUE NO RESULTE AGRAVIADO POR ELLAS, PUDIESEN SER IMPUGNADAS EN AMPARO, SI SE PRETENDE HACER PREVALECER DE MANERA ABSOLUTA Y EN TODO CASO EL PRINCIPIO DE SUPREMACÍA DEL CÓDIGO FUNDAMENTAL.

EN OTRAS PALABRAS, LA TENDENCIA QUE AUSPICIAN LA CORRIENTE QUE SE ACABA DE CITAR, A IMPULSO DE SU MISMO LOGICISMO Y EN ACATAMIENTO DE LOS DICTADOS DE CONGRUENCIA, PODRÍA CONDUCIR A LA ABOLICIÓN DEL TÉRMINO PARA IMPUGNAR UNA LEY POR SU INCONSTITUCIONALIDAD, PUES SU RAZÓN FUNDATORIA TAMBIÉN AUSPICIARÍA LA CONCLUSIÓN DE QUE IMPLICARÍA EL QUEBRANTAMIENTO DE LA SUPREMACÍA DE LA CONSTITUCIÓN LA CIRCUNSTANCIA DE QUE PRECLUYERA LA ACCIÓN DE AMPARO CONTRA UN ORDENAMIENTO LEGAL SI ÉSTE NO SE HUBIESE RECLAMADO DENTRO DE UN PLAZO DETERMINADO, DEJÁNDOLO INTOCADO A PESAR DE SUS POSIBLES VICIOS INCONSTITUCIONALES. LA POSIBILIDAD DE QUE UNA LEY EN CUALQUIER TIEMPO FUESE RECLAMABLE EN AMPARO Y DE QUE LA SENTENCIA QUE LA DECLARE CONTRARIA A LA CONSTITUCIÓN TUVIESE EFECTOS ERGA OMNES, COLOCARÍA A LOS TRIBUNALES FEDERALES, SEGÚN DIJIMOS, EN LA SITUACIÓN PERMANENTE DE DEROGARLA O ABROGARLA, ES DECIR, DE SUPRIMIR TOTAL O PARCIALMENTE CUALQUIER ORDENAMIENTO LEGAL CUYOS RESULTADOS APLICATIVOS EN LA REALIDAD ECONÓMICA, SOCIAL, POLÍTICA O CULTURAL DE MÉXICO PUEDAN SER BENÉFICOS O CONVENIENTES PARA LA COLECTIVIDAD.

SUCEDE MUY A MENUDO QUE LAS AUTORIDADES SIGUEN APLICANDO LEYES, TOTAL O PARCIALMENTE, DECLARADAS INCONSTITUCIONALES POR LA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE. ESTA SITUACIÓN ENGRENDA DOS ESPECIES DE ABSURDOS: UNO JURÍDICO PROPIAMENTE DICHO Y OTRO PRÁCTICO.

EL PRIMERO SE PATENTIZA POR LA CIRCUNSTANCIA DE QUE, NO OBSTANTE QUE LA LEY FUNDAMENTAL ES EL ORDENAMIENTO DEL CUAL EMANAN DIRECTA O INDIRECTAMENTE TODAS LAS AUTORIDADES DEL PAÍS, ÉSTAS NO ACATAN SUS DISPOSICIONES POR EL HECHO DE APLICAR CONSTANTEMENTE LEYES SECUNDARIAS O REGLAMENTOS CUYA INCONSTITUCIONALIDAD SE HAYA SOSTENIDO POR EL INTÉRPRETE MÁXIMO DE LA CONSTITUCIÓN: LA SUPREMA CORTE; EN OTRAS PALABRAS, VIOLANDO EL PRINCIPIO DE LA SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL, CUYA OBSERVANCIA DEBE ESTAR IMBÍBITA EN TODA AUTORIDAD CONSTITUIDA POR EL HECHO DE DERIVAR ÉSTA SU EXISTENCIA MEDIATA O INMEDIATAMENTE DE LA CONSTITUCIÓN, LOS ÓRGANOS AUTORITARIOS ACOSTUMBRAN INFRINGIR EL ORDENAMIENTO-FUENTE DE SU EXISTENCIA, AL APLICAR DISPOSICIONES LEGALES NOTORIAMENTE INCONSTITUCIONALES.

EN EL SEGUNDO CASO, EL HECHO DE QUE UNA AUTORIDAD SIGA APLICANDO ÉSTAS, NO OBSTANTE HABERSE REPUTADO CONTRAVENTORAS DE LA LEY SUPREMA POR LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE, PROVOCA LA INTERPOSICIÓN DE NUMEROSOS AMPAROS PROMOVIDOS POR PERSONAS FÍSICAS O MORALES A LAS QUE SE PRETENDA AFECTAR MEDIANTE LEYES O REGLAMENTOS INCONSTITUCIONALES, AUMENTÁNDOSE IPSO FACTO EL CAUDAL DE JUICIOS DE GARANTÍAS, CIRCUNSTANCIA QUE, A SU VEZ, RETARDA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA POR RAZONES OBVIAS.

ANTE TAL CONTUMACIA DE LAS AUTORIDADES ¿CÓMO SOLUCIONAR LOS PROBLEMAS TEÓRICO-JURÍDICO Y PRÁCTICO QUE DE ELLA SE DERIVAN? ¿CÓMO EVITAR QUE SE SIGAN PROMOVIENDO JUICIOS DE AMPARO CONTRA ACTOS APLICATIVOS DE LEYES DECLARADAS INCONSTITUCIONALES POR LA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE Y QUE INVARIABLEMENTE SE RESUELVEN EN EL MISMO SENTIDO?

PARA RESOLVER DICHAS CUESTIONES ES INDISPENSABLE QUE, POR MEDIO DE UNA DECLARACIÓN CONSTITUCIONAL Y LEGAL SE AMPLÍE, POR UNA PARTE, LA OBLIGACIÓN EXPRESA DE ACATAR LA CONSTITUCIÓN SOBRE TODAS LAS DISPOSICIONES SECUNDARIAS, HACIENDO AQUÉLLA EXTENSIVA A TODAS LAS AUTORIDADES DEL PAÍS, Y POR OTRO LADO, SE ENSANCHE EL ÁMBITO DE OBLIGATORIEDAD DE LA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE; EN OTRAS PALABRAS, PARA SOLUCIONAR LOS PROBLEMAS APUNTADOS, NOS PERMITIMOS FORMULAR LAS SIGUIENTES SUGERENCIAS:

a) QUE EL PRINCIPIO DE SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 133 DE LA LEY FUNDAMENTAL, SE HAGA EXPRESAMENTE EXTENSIVO, EN CUANTO A SU OBSERVANCIA, A TODA CLASE DE AUTORIDADES;

b) QUE CUANDO UN CUERPO LEGAL, EN ALGUNO O ALGUNOS DE SUS PRECEPTOS, HAYA SIDO REPUTADO COMO INCONSTITUCIONAL JURISPRUDENCIALMENTE, LA PERSONA FÍSICA O MORAL A LA QUE LAS AUTORIDADES PRETENDAN APLICARLO, PUEDA PEDIR A LAS MISMAS QUE SUSPENDAN SU APLICACIÓN; Y

c) QUE EN CASO DE QUE LA AUTORIDAD, A LA CUAL SE HAYA ELEVADO TAL PETICIÓN, INSISTA EN APLICAR EL PRECEPTO O PRECEPTOS LEGALES TILDADOS DE INCONSTITUCIONALES POR LA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE, REITERANDO EL ACTO DE APLICACIÓN RESPECTIVO, EL AFECTADO PUEDA ACUDIR EN QUEJA ANTE EL JUEZ DE DISTRITO QUE CORRESPONDA, PARA QUE ÉSTE, DECIDA SOBRE LA CUESTIÓN DE SI DEBEN O NO APLICARSE DICHOS ORDENAMIENTOS, EN ATENCIÓN AL VICIO DE INCONSTITUCIONALIDAD DECLARADO POR LA CORTE.

LAS CONSIDERACIONES ANTERIORES LLEVAN A LA CONCLUSIÓN DE QUE DEBE AGREGARSE UN PÁRRAFO AL ARTÍCULO 35 DE LA LEY DE AMPARO EN EL SENTIDO DE ESTABLECER UN INCIDENTE DE QUEJA TENDIENTE A INVALIDAR CUALQUIER ACTO DE AUTORIDAD APLICATIVO DE UNA LEY, REGLAMENTO HETERÓNOMO O TRATADO INTERNACIONAL QUE SE HUBIESEN DECLARADO INCONSTITUCIONALES POR LA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE. EL TEXTO DE DICHO PÁRRAFO ESTARÍA CONCEBIDO EN LOS SIGUIENTES TÉRMINOS:

"CONTRA TODO ACTO DE AUTORIDAD APLICATIVO DE UNA LEY, REGLAMENTO HETERÓNOMO O TRATADO INTERNACIONAL DECLARADOS INCONSTITUCIONALES POR LA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE QUE LESIONE A CUALQUIER SUJETO, EL AGRAVIADO PODRÁ PROMOVER ANTE EL JUEZ DE DISTRITO COMPETENTE INCIDENTE DE QUEJA DENTRO DE LOS TÉRMINOS A QUE SE REFIEREN LOS ARTÍCULOS 21 Y 22 DE ESTA LEY. PROMOVIDO DICHO INCIDENTE, SE CORRERÁ TRASLADO CON LA COPIA DEL ESCRITO EN QUE SE INTERPONGA, A LA AUTORIDAD QUE SEA LA RESPONSABLE DEL ACTO IMPUGNADO, PARA QUE EXPRESE LO QUE TENGA A BIEN EN DERECHO DENTRO DE UN PLAZO NO MAYOR DE DIEZ DÍAS IMPRORROGABLES, TRANSCURRIDO EL CUAL EL JUEZ DICTARÁ LAS RESOLUCIONES QUE CORRESPONDA. SI EL INCIDENTISTA DEMUESTRA LA EXISTENCIA DE LA JURISPRUDENCIA QUE HAYA DECLARADO LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY, REGLAMENTO HETERÓNOMO O TRATADO INTERNACIONAL DE QUE SE TRATE Y SI EL ACTO APLICATIVO IMPUGNADO LO AGRAVIA EN SUS INTERESES JURÍDICOS, EL JUEZ DE DISTRITO DICTARÁ RESOLUCIÓN INVALIDANDO TAL ACTO, PUDIENDO LA AUTORIDAD RESPECTIVA RECLAMARLA DENTRO DE UN PLAZO DE TRES DÍAS ANTE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE CORRESPONDA."

POR LA AMABILIDAD DE SU ATENCIÓN, MUCHAS GRACIAS.

JAIME MORENO GARAVILLA

REFLEXIONES EN TORNO AL PROYECTO DE LA NUEVA LEY DE AMPARO

I.- INTRODUCCIÓN:

Agradezco cumplidamente la invitación para participar en este importante foro y reflexionar, con tan distinguidos juristas, respecto al Proyecto de la Ley de Amparo que, a instancias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se ha elaborado y constituye las síntesis del cúmulo de opiniones de Ministros, Magistrados, Jueces y, en general, de connotados estudiosos y especialistas de la materia.

De la misma forma en que las personas físicas son en sí mismas únicas e irrepetibles, auténticas e inconfundibles, por sus especiales atributos bio-psico-sociales así, el cuerpo de normas de un país, presenta elementos esenciales que le permite su singularidad y, en consecuencia, su distinción dentro del concierto normativo internacional. Por lo tanto, disertar en torno del Juicio de Amparo constituye en esencia, el describir uno de los elementos propios de nuestro sistema jurídico, que lo identifica y distingue de otros órdenes jurídicos mundiales.

Presenta también, la oportunidad irrenunciable de remembrar hechos de nuestra historia patria, que no por lejanos se encuentran ausentes del sentimiento que los mexicanos debemos tener de nuestra nación, del orgullo de nuestras instituciones jurídicas que, sin ser perfectas, atienden a la convivencia armónica de los agentes sociales previendo y resolviendo conflictos y aspiran a su pleno desarrollo, ya que bien sabemos que la obra del derecho es, por definición, perfectible más nunca acabada.

El juicio de amparo se inserta dentro de los anhelos más nobles que ha perseguido nuestro pueblo en el tránsito de su gesta libertaria. Fue enarbolado como bandera de acción de las mentes preclaras de los hombres de la Reforma que, apartándose de la tradición jurídica imperante en el siglo XIX, por su inquebrantable ideal de que el pueblo todo recibiera los beneficios de la justicia, consideraron que los fallos y sentencias dictados dentro de un procedimientos ordinario debían, si así lo consideraban los interesados, ser revisados por el más alto Tribunal Federal; lo que ahora es práctica cotidiana en materia forense, otrora constituyó tema enconado de debate entre la tradición y el progreso socio-jurídico.

La Constitución Federal de 1824, no consignaba un instrumento jurídico para la defensa de las garantías individuales que, sin embargo, se encontraban plasmadas dentro del texto constitucional. No obstante que los artículos 24 y 137 del esta norma fundamental otorgaban facultades a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para conocer sobre las infracciones perpetradas en contra de la norma constitucional y de privilegiar la primacía del pacto federal por encima de las constituciones de los estados federados.

La Constitución centralista de 1836, conocida históricamente como “Las Siete Leyes Constitucionales”, creó el Supremo Poder Conservador. Constituido por cinco miembros, destacaba dentro de sus facultades, la de declarar la nulidad de los actos cometidos en contravención del pacto Constitucional, por parte de cualquiera de los tres poderes y a solicitud de los dos restantes.

A fines del año de 1840, Don Manuel Crescencio Rejón, destacado jurista, presenta ante el Congreso del Estado de Yucatán un proyecto de Constitución que contenía en su texto innovaciones a las instituciones jurídicas de nuestro país, destacándose la organización del control y defensa de toda la Constitución en lo referente a los actos de los poderes legislativo y ejecutivo que atentaran contra el contenido de la Norma Suprema Estadual, pretendiendo lograr un sano equilibrio para la convivencia armónica del ejercicio de los poderes estatales y de los actos de éstos, que afectaran la esfera jurídico patrimonial de los particulares, en respeto irrestricto a los derechos consagrados en la Norma Política Fundamental.

Destacan en el sistema propuesto por Rejón tres antecedentes que, aún a la fecha, subsisten dentro del sistema del control constitucional mexicano: Su denominación, el autor llamó amparo a la protección otorgada por el poder judicial a favor de los particulares contra leyes o decretos del legislativo y actos del gobernador del Estado; el que el amparo sólo fuera promovido a instancia de parte agraviada y; la relatividad de la sentencia que sólo produce efectos para el amparista y por tanto el carácter de la misma no puede imponerse erga omnes.

En 1842 se integra la Comisión para elaborar un proyecto de Constitución Federal que se sometería a consideración del Congreso. Integrada por siete miembros, la Comisión inicia sus tareas, destacándose en el tema que nos ocupa la participación de uno de sus miembros, el ilustre jurista jalisciense Mariano Otero, quien en forma unilateral, a través de un voto particular, propuso el control judicial para la protección de las garantías individuales, otorgando a la Suprema Corte de Justicia de la Nación el control del régimen Constitucional y facultando al Presidente de la República, o por lo menos a tres Legislaturas de los Estados, la acción de reclamar como anticonstitucional una ley expedida por el Congreso General.

El conjunto de principios expresados con claridad y maestría por el jurista jalisciense, da lugar a lo que se ha llamado FORMULA OTERO, otorgando competencia a los tribunales federales para proteger a los habitantes de la República en el ejercicio y conservación de sus derechos emanados de la Constitución, de los ataques y transgresiones de la Federación a la soberanía de los Estados y de éstos a la materia Federal, enmarcados dentro del principio de relatividad de la sentencia y de impulso procesal de instancia de parte agraviada.

La Constitución Federal de 1847, plasma en sus artículos 101 y 102, el juicio de amparo, siguiendo el derrotero marcado en la FORMULA OTERO, acrisolándose, a partir de ese momento, como distintivo propio de nuestro orden jurídico Constitucional a la Institución del Juicio de Amparo, como garante de los derechos subjetivos de los particulares, de la consolidación del pacto federal y de la defensa, en sí, de los derechos del hombre.

Síntesis de las justas libertarias, la Constitución de 1917 recoge las aspiraciones de las clases más necesitadas de nuestra sociedad elevando a rango de garantía constitucional los derechos sociales de estos grupos poblacionales, respetando los postulados del amparo y ampliando su aplicación en materia agraria, laboral y educativa.

Nuestro juicio de amparo, en función de la nobleza de sus fines, impacta a los ordenamientos jurídicos de países latinoamericanos. Ya desde el siglo XIX, el Juicio de Amparo se adopta en la República de El Salvador en 1886; en Nicaragua en 1893; en Honduras en 1894; en las décadas del Siglo XX, lo incluyen en su legislación las Repúblicas de Brasil, en 1934, 1946, 1967; en Argentina en 1957 y 1966; en Panamá 1941; en Venezuela 1961 y; en Bolivia, Ecuador y Paraguay, en 1967.

En el seno de los Organismos Internacionales se producen sugerencias de los Estados miembros para adoptar nuestro Juicio de Amparo. La Declaración Americana de los Derechos y deberes del Hombre celebrada en la Ciudad de Bogotá, Colombia en el año de 1948 aprobó, dentro de sus artículos, el siguiente:

“Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos. Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales consagrados Constitucionalmente”.

En el bosquejo realizado del juicio de amparo, resalta la importancia y trascendencia que la Institución ha tenido en nuestro país y cómo traspasando nuestras fronteras, constituye, hoy en día, parte esencial en los órdenes constitucionales de la mayoría de los Estados Latinoamericanos y del Organismo Internacional de nuestro continente, de ahí que resulte la alta responsabilidad que, con gallardía, asume el Poder Judicial en la reforma de la Ley que sustenta tan noble institución y que, sin lugar a dudas, marcará nuevos caminos en el tránsito del control constitucional y del respecto a las garantías individuales y a los derechos humanos.

Ayer como ahora existen voces discordantes que sin fundamento anuncian la muerte del juicio de amparo. Pretenden que el proyecto de ley a discusión se olvide, y guardándola en los obscuros anaqueles de los archivos burocráticos se de fin a este importante esfuerzo en el que participaron a igual nivel y trascendencia juzgadores y litigantes, juristas y catedráticos.

Actitud semejante abandona la postura crítica, convierte a la persona que así se expresa en censor, pretende olvidar el diálogo y discusión, factores inherentes al proceso de creación de la ley y a nombre de una representación no otorgada de catedráticos y maestros en la materia, ataca sin reflexión las instituciones jurídicas incorporadas al proyecto de ley de amparo que aquí discutimos.

Es precisamente en este foro donde se deben hacer explícitas las críticas fundadas y razonadas del texto del proyecto.

Es en este foro, en donde se deben escuchar las voces disonantes, con el último objeto de enriquecer el proyecto, más no como instrumento de presión para abandonar la reforma.

II.- ESTRUCTURA DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO

La propuesta a estudio se encuentra estructurada en forma lógica y congruente.

Se integra por 268 artículos, sistematizados en cinco Títulos, divididos cada uno de estos en Capítulos y Secciones.  Los Títulos se identifican de la siguiente forma:

Título I.-     Reglas Generales

Título II.-    De los Procedimientos de Amparo

Título III.-   Cumplimiento y Ejecución

Título IV.- Jurisprudencia y Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación Conforme

Título V.-    Medidas disciplinarias y de apremio, responsabilidades y sanciones.

Como es fácilmente observable la estructura del proyecto de ley en su conjunto presenta una adecuada innovación en relación a la ley de amparo aún en vigor, permitiendo a las partes y al intérprete su utilización en forma ágil puesto que los temas tratados se agrupan en relación a la esencia propia de las instituciones que animan el juicio de garantías.

Destaca el hecho de que el proyecto de ley abroga totalmente el amparo en materia agraria como procedimiento de amparo específico, más no debe entenderse el abandono legislativo de campesinos y comuneros, ya que estos grupos sociales encuentran garantizado su derecho de recurrir al Amparo y Protección de la Justicia de la Unión en el cuerpo íntegro del proyecto de ley.

De igual forma, el cuerpo normativo que se analiza agrupa dentro de su estructura, en capítulos y secciones específicas, al procedimiento de amparo en materia penal, a las medidas de responsabilidad y disciplinarias y se reglamentan en forma clara y precisa los incidentes en el amparo.

III.- ANÁLISIS DEL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO.

Con la finalidad de dar congruencia a la exposición, me propuse como obligación el análisis del Proyecto de la Ley de Amparo, tomando como punto de partida los principios fundamentales que animan a la Institución y que reconocen, la Constitución, la Jurisprudencia y la Doctrina, convencido de que, mediante la utilización del método establecido, auditorio y expositor podrán confrontar las modificaciones y avances entre el cuerpo de la Ley vigente y el Proyecto propuesto.

PRINCIPIO DE INICIATIVA DE PARTE AGRAVIADA

Como medio de control constitucional, el amparo es tramitado por medio del órgano jurisdiccional; se plantea por vía de acción que provoca la participación de los tribunales federales en el conocimiento del asunto, el juicio de Amparo no es espontáneo, el impulso obedece a la parte que se considera agraviada.

El proyecto de ley en análisis respeta el principio de iniciativa antes citado, específicamente en sus artículos 1º  y 5º.  Incorpora dentro del texto del primero de los numerales citado, el catálogo de derechos humanos contenido en los tratados y convenciones internacionales celebradas por el Ejecutivo de la Unión con aprobación del Senado, lo que constituye el reconocimiento absoluto de que la violación a los derechos humanos contenidos en las convenciones internacionales por parte de cualesquiera autoridad infringe agravio a la persona física o al individuo y lesiona el marco constitucional general de nuestro país.

Omite, sin embargo, la referencia a las fracciones II y III del artículo 103 de nuestra Ley Suprema, precepto que otorga competencia a los tribunales federales en lo que se conoce como invasión de competencias de la Federación a la Soberanía de los Estados o de éstos a la Soberanía Federal, lo que a nuestro juicio deberá rectificarse y no abandonar la procedencia del amparo en casos de invasión competencial.

No escapa a nuestro juicio el hecho de que la comisión redactora, conjuntamente con la presentación del proyecto a la Ley de Amparo, sugiere modificaciones substanciales al artículo 103 Constitucional abrogando las fracciones II y III de dicho numeral.

Hemos señalado que el juicio de amparo es el medio por el cual se realiza el control constitucional, por lo que parte esencial de la supremacía del pacto federal lo constituye la resolución de conflictos por invasión de competencias y, en este punto, es trascendente mantener la permisión de las autoridades que se consideren afectadas por el acto de invasión, para promover directamente el juicio de amparo sin que se requiera del impulso del gobernado afectado en sus derechos por la invasión de competencias por la promoción del juicio de control constitucional.

PRINCIPIO DE EXISTENCIA DE AGRAVIO PERSONAL Y DIRECTO.

Este principio implica la causación de un daño o perjuicio a una persona en correlación con las garantías constitucionales que a ella se le atribuyen; en este sentido y para los efectos de la materia, debe entenderse como perjuicio, la ofensa que se hace por parte de la autoridad a los derechos e intereses de una persona, concepto del cual se desprenden dos elementos esenciales: uno material, consistente en la valoración de ese daño o perjuicio del acto de autoridad y, otro jurídico, que es la violación concreta de una garantía o soberanía del gobernado.

El proyecto de ley que se comenta, recoge este principio en sus capítulos I y II del Título Primero, así como en el artículo 106 del Título Segundo, respetando el fundamento para la promoción del juicio de garantías que debe de promoverse por la persona que sufra, en su patrimonio o en su integridad física, menoscabo o daño por acto de autoridad o por la sola expedición de una norma general y abstracta.

El artículo 4º del proyecto en su fracción I prescribe la existencia del principio. A nuestro juicio, acertadamente la comisión redactora distingue el interés legítimo, en tratándose de los actos violatorios de garantías y derechos humanos, y el derecho subjetivo, referido éste a la promoción del amparo por resoluciones o actos derivados de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo.

Destaca la reforma planteada en cuanto a la intervención del Ministerio Público Federal como parte del juicio de garantías; el proyecto limita la participación en el proceso de amparo, en calidad de tercero interesado, al representante social, cuando haya intervenido en el procedimiento penal del cual derive el acto reclamado. Asimismo, en los juicios de amparo contra normas generales, el Ministerio Público Federal es parte del juicio de garantías.

Para concluir con el postulado anterior, la comisión redactora del proyecto de la ley de amparo, presenta como requisito previo un proyecto de reformas al artículo 107 Constitucional. La fracción XV del Artículo 107 en vigor, ordena que el Procurador General de la República por sí o a través del Agente del Ministerio Público que designe, será parte en todos los juicios de amparo con la excepción única de que podrá abstenerse de intervenir en aquellos procesos que a su juicio carezcan de interés público.

En nuestra opinión, valdría la pena el meditar la trascendencia de las reformas propuestas. Ya hemos expresado que el juicio de amparo es el medio de control constitucional que por disposición de la Norma Suprema se deposita en el Poder Judicial Federal. La participación del Procurador General de la República en su calidad de Representante Social, esto es, defensor de la sociedad entera, representa en la interpretación armónica del orden jurídico nacional, el principio de certeza de que, en aquellos procesos de amparo que trasciendan al interés público, el conglomerado social será escuchado en la Corte de Justicia como una parte más de la relación jurídico-procesal.

No es suficiente para derogar este principio, lo que de facto ha acontecido en el decurso histórico, ya que encasillar al Ministerio Público Federal como encargado de la investigación y persecución de los delitos, refleja el abandono, incomprensible por cierto, de esta importante y trascendente atribución. Sería conveniente, insisto, en meditar sobre la permanencia de la participación del representante social en todos y cada uno de los procesos de amparo que trasciendan al interés público, ya que, por otra parte, la comisión redactora del proyecto de ley en análisis, sigue facultando a esta representación social como parte en los juicios de garantías contra normas generales.

DE LA DEFINITIVIDAD DEL JUICIO DE AMPARO

Las fracciones III y IV del artículo 107 consagran este principio. El juicio de amparo resulta improcedente si previamente no se han agotado los juicios, recursos o medios de defensa de la ley que rige el acto y que tengan por objeto modificar, revocar o nulificar dicho acto.

Por ello se pretende que el amparo sea la instancia final que permita la anulación de actos de autoridad violatorios de garantías individuales, a fin de que el acto reclamado sea definitivo, después de agotados los instrumentos ordinarios de defensa.

No obstante lo anterior, la regla general admite como casos de excepción en que el amparo es procedente, todos aquellos a que se refiere la fracción VII del artículo 107 de la Constitución, relativos a los terceros extraños.

En el proyecto de reforma, acertadamente y acorde con la realidad vigente, se describen en el numeral 59 fracción XIV, con mayor amplitud, las causas por las cuales el amparo es procedente sin agotar previamente el principio de definitividad, estableciendo en su inciso b), la procedencia del juicio constitucional cuando el acto reclamado consista en ordenes de aprehensión o reaprehensión, autos de formal prisión o de sujeción a proceso o, en general, cualquier otro acto que afecte la libertad personal del quejoso, siempre que no se trate de sentencias definitivas en el proceso penal.

Sobre este particular, es conveniente apuntar que en la fracción II del artículo 16 del propio proyecto, se establece un límite de temporalidad hasta de 90 días, para que el quejoso pueda interponer, en su caso, el juicio de amparo directo en contra de la sentencia definitiva dictada en el proceso penal, que a la luz de la ley vigente es indefinido.

PRINCIPIO DE RELATIVIDAD DE LAS SENTENCIAS

Consagrado en la fracción II del artículo 107 de nuestra  Carta Magna, se encuentra el principio de definitividad que anima las sentencias de amparo. Por definición constitucional, tales resoluciones se ocuparán de amparar y proteger a los quejosos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o el acto que la motiva.

La comisión redactora del proyecto de ley, sugiere la modificación del artículo constitucional, en la fracción señalada, agregando un segundo párrafo que amplía el principio aludido al considerar que, cuando la Suprema Corte de Justicia estableciendo jurisprudencia resuelva que una norma general es inconstitucional o determine su recta interpretación conforme a la Constitución, emitirá declaratoria general de inconstitucionalidad o de interpretación, que será aplicada erga omnes.

En el texto del proyecto de ley se recoge la modificación apuntada a nivel constitucional, en sus artículos 71 fracción II, en relación con los numerales 232 al 235 del citado proyecto, señalándose que dentro del plazo de treinta días hábiles, contados a partir de la aprobación de la jurisprudencia, la Suprema Corte de Justicia formulará la declaratoria general de inconstitucionalidad o bien de interpretación conforme a la recta interpretación de la norma general en relación  a los postulados de la norma suprema.

La modificación anterior, propuesta por la comisión redactora, representa un avance trascendental dentro de nuestro sistema jurídico y concretiza el principio general otorgado por la Constitución a la Suprema Corte de Justicia, como garante del control constitucional, en estricto respeto a la división de poderes y otorgando seguridad jurídica en favor de las personas físicas y morales congruente con el estado de derecho.

El artículo 75 del proyecto de ley en estudio introduce, en relación a los efectos de la sentencia mediante la cual se conceda el amparo, la obligación del juzgador para que en el último considerando se precisen sus efectos, lo que se traduce en evitar que las partes recurran a la aclaración de sentencia que dilata la resolución del amparo y la impartición de justicia propiciando, con la inclusión de esta prescripción, el principio de certeza jurídica que debe de imperar en toda resolución judicial.

Sería valioso que se introdujera en el numeral anterior, la determinación concluyente de que la sentencia de amparo resolverá el asunto en el fondo, ya que la práctica de emitir sentencias de reenvío o para efectos, es ajena a la esencia del juicio de garantías; puesto que, tanto quejoso como autoridades responsables, se encuentran frente a una situación jurídica de indiferencia en cuanto a la resolución del asunto que en el fondo se reclama, produciendo tal práctica, el retardo de la impartición de justicia.

PRINCIPIO DE ESTRICTO DERECHO

Dentro de la propuesta de reforma al artículo 107 de la Constitución, en el párrafo tercero de su fracción II, se conserva la figura de la suplencia de la deficiencia de la queja, la cual es ampliada en el proyecto de la ley reglamentaria en el numeral 77, estableciendo que, en las materias Civil y Administrativa, es procedente cuando se advierta que ha existido, en contra del quejoso o del particular recurrente, una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa, suplencia que se dará en los casos que expresamente se señalan en dicho numeral, aún ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.

Las reformas propuestas, ponderan la aplicación del principio de estricto derecho, ya que subsistiendo éste, encuentra su excepción al facultar al juzgador para suplir la deficiencia de la queja, puesto que en la actual Ley de Amparo, el juzgador se ve imposibilitado a traer a juicio cuestiones que por desconocimiento, impericia o negligencia de las partes, no habían sido esgrimidas dentro de los conceptos de violación, en los casos que se precisan la suplencia, ésta se dará aún ante la ausencia de conceptos de violación o de agravio, circunstancia que hace más asequible, a los promoventes del amparo, el alcanzar la protección federal.

PRINCIPIOS PROCESALES DEL AMPARO

El primer párrafo del artículo 107 constitucional, consagra los principios fundamentales del procedimiento del juicio de amparo al prescribir que: “Todas las controversias de que habla el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley, de acuerdo con las bases siguientes: …”.

La comisión redactora propone modificaciones sustanciales a las formalidades del procedimiento instaurado por el Proyecto de Ley de Amparo.

El plazo para la interposición del amparo se amplía en el proyecto para ser de treinta días, lo que a nuestro juicio constituye un acierto pues el agraviado o quejoso contará con el término suficiente para realizar un estudio exhaustivo del acto reclamado.

De la misma forma, se amplía el plazo a cuarenta y cinco días para reclamar en amparo normas generales de naturaleza autoaplicativa. En materia penal el proyecto de ley fija un plazo de noventa días para interponer la demanda de amparo en contra de sentencias condenatorias, lo que significa una modificación sustancial a la ley de la materia que analizada a la luz del principio general de la definitividad de la sentencia, implica un trascendente avance que se traduce en la seguridad jurídica del orden normativo.

Lo mismo acontece en los casos que puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, la propiedad, posesión o disfrute de derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal; la interposición del juicio de garantías en estas materias, es de noventa días, modificando el principio de ley vigente que prescribe que la interposición del juicio de amparo en estos casos, podrá promoverse en cualquier tiempo. La incorporación de esta prescripción en el artículo 16 del proyecto de ley, da congruencia al cuerpo integral de la norma, ya que la comisión redactora abroga íntegramente el libro segundo de la ley de amparo vigente.

El amparo podrá presentarse en cualquier tiempo si el acto reclamado implica peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro o cualquiera de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, lo que resulta congruente en atención a los bienes jurídicos tutelados.

En materia de pruebas, la comisión redactora del proyecto de ley sigue el principio de limitación, relacionado íntimamente con el acto reclamado que deberá apreciarse en la misma forma y extremos en que haya sido probado ante la autoridad responsable, lo que resulta lógico ya que en el proceso de amparo no puede aceptarse probar ciertos hechos que no lo fueron ante la autoridad responsable, pues se llegaría al extremo, de no seguir esta regla, que se pretendiera tachar los actos de la responsable de inconstitucionales, con base en hechos que ésta desconocía. En consecuencia, toda acción de probar, circunstancias ajenas al oportuno conocimiento de la autoridad responsable, debe desecharse.

El artículo 117 del proyecto de ley, incluido en el capítulo I, del Título Segundo, Sección Segunda, señala que, dentro de la substanciación, serán admisibles toda clase de pruebas excepto la confesional de posiciones, lo que a nuestro juicio constituye una limitación injustificada que contraviene la garantía de audiencia y de defensa consagradas en el artículo 14 de la norma fundamental. Sería importante meditar en profundidad en torno a este aspecto que, insistimos, coloca al amparista en una posición de desventaja frente a la autoridad responsable, cuando la propia ley impide que ésta absuelva posiciones.

Acorde con la nueva integración del Poder Judicial Federal, el proyecto de ley modifica sustancialmente el procedimiento para la elaboración de la Jurisprudencia, la que se propone se constituya solamente con tres decisiones en el mismo sentido, sin que medie otra en sentido contrario, dictadas por el Pleno o por las Salas de la Corte, denominándola Jurisprudencia por Reiteración de Criterios.

La comisión redactora distingue la jurisprudencia por contradicción de tesis, encargando al Pleno de la Corte la resolución de las tesis contradictorias emitidas por la misma Corte o por los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo.

Destaca la inclusión de la Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación de la Ley Conforme al texto Constitucional, figuras jurídicas que ya analizamos durante la presente exposición.

Las consideraciones anteriores constituyen un breve esbozo de las reformas más importantes contenidas en el proyecto de Ley de Amparo, no pretenden analizarlas en forma exhaustiva y detallada, pero sí aspiran a invitar a su estudio y reflexión y a escuchar, con dedicación y atención, a estudiosos y especialistas que, con precisión y voz más docta, ilustrarán y enriquecerán, sin duda alguna, el proyecto en estudio.

Por su atención y paciencia: gracias.

JUAN LUIS GONZALEZ ALCANTARA CARRANCA

COMENTARIOS RESPECTO DE ALGUNOS ARTICULOS DEL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO.

1. TITULO PRIMERO.

Reglas Generales.

Capítulo II

Capacidad  de las personas.

El artículo 4º, fracción I, parece redundante al tratar de definir al quejoso, y contiene expresiones que son difíciles de entender.

Primero establece que el quejoso debe ser titular de un derecho o de un interés legítimo "Siempre que el acto reclamado viola las “garantías o los derechos previstos en el artículo 1º y con ello se “afecte su esfera jurídica de manera directa".

Al final se refiere a los actos de tribunales y también establece que el quejoso "deberá ser titular de un derecho subjetivo que si "afecte de manera personal y directa".

Al respecto creo independientemente de que el acto o actos reclamados provengan de una autoridad administrativa o judicial, para que proceda en su contra el juicio de garantías, dichas actos deben causar al quejoso un perjuicio provisional y directo.

Por otra parte, la expresión "o si en virtud de su propia situación frente al orden jurídico", resulta difícil entender cual es su sentido.

2. El artículo 10, establece: "Cuando quien comparezca en el "juicio de amparo indirecto en nombre del quejoso o del tercero "interesado afirme, bajo protesta de decir verdad, tener "reconocida su representación ante la autoridad responsable, le "será admitida siempre que lo acredite a más tardar en la "audiencia constitucional."

Dicha disposición parece contravenir la intención plasmada en la Jurisprudencia 43/96, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, al resolver la contradicción de tesis 30/90, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Novena Epoca, Tomo II, Primera Parte, que establece: "PERSONALIDAD "EN EL AMPARO. EL JUEZ DEBE PRONUNCIARSE SOBRE "ELLA CUANDO PROVEE ACERCA DE LA DEMANDA Y, SI NO "ESTA ACREDITADA, PREVENIR AL PROMOVENTE, DE "CONFORMIDAD CON EL ARTICULO 146 DE LA LEY DE "AMPARO; DE LO CONTRARIO, EL EVISOR ORDENARA LA "REPOSICION DEL PROCEDIMIENTO. Una nueva reflexión "acerca de los dispositivos de la Ley de Amparo en torno al tema "de la personalidad y de los criterios surgidos a lo largo de varias "décadas sustentados, primero por el Tribunal Pleno, y luego por "las Salas de esta Suprema Corte, conducen a que este órgano "supremo abandone las tesis jurisprudenciales publicadas en la "última compilación, Tomo VI (Materia Común), identificadas con "los números 369 y 378, intituladas: PERSONALIDAD EN EL "AMPARO. EXAMINARLA EN CUALQUIER ESTADO DEL "JUICIO, ES LEGAL". Y "PODERES INSUFICIENTES POR "OMISION DE REQUISITOS. AL DICTARSE LA SENTENCIA NO "PROCEDE PREVENIR AL QUEJOSO, SINO SOBRESEER.",  "para adoptar el criterio de que al Juez de Distrito no le es dable "examinar de oficio la personería del promovente en cualquier "momento del juicio, sino al recibir la demanda, porque constituye "un presupuesto procesal de análisis oficioso, de cuyo resultado si "está plenamente satisfecho ese requisito, el Juez lo debe hacer "constar en el acuerdo admisorio; y, de no estarlo, lo estime como "una irregularidad de la demanda que provoca prevenir al "promovente, en términos del artículo 146 de la ley de la materia, "para que satisfaga ese extremo dentro del plazo legal, bajo el "apercibimiento que de no hacerlo, se le tendrá por no "interpuesta; proceder que independientemente de estar apoyado "en la Ley de Amparo, obedece a los imperativos del precepto 17 "constitucional y responde también a los principios de certidumbre "jurídica, buena fe y economía procesal, en tanto impide el "empleo estéril de recursos humanos y materiales en el trámite "del juicio iniciado por quien carece de personalidad y evita los "daños graves ocasionados, tanto para el sistema de impartición "de justicia como para las partes. La inobservancia de este "criterio, origina que el tribunal revisor, si estima que no está "comprobada la personalidad del promovente, ordene la "reposición del procedimiento, según lo previene el artículo 91, "fracción IV, de la Ley de Amparo." 

3. TITULO SEGUNDO.

De Los Procedimientos De Amparo.

Capítulo I.

Amparo Indirecto.

Sección Tercera

Suspensión del Acto Reclamado.

Primera Parte

Reglas Generales.

El artículo 141, párrafo 2º. establece: "En el incidente de “suspensión, únicamente se admitirán las pruebas documental y “de inspección judicial. Tratándose de los casos a que se refiere “el artículo 14, será admisible la prueba testimonial. Estas “pruebas sólo serán tomadas en cuenta en el incidente."

Dicho numeral, al igual que el artículo  131 de la Ley de Amparo en vigor, sólo permiten la administración de la prueba testimonial, en el incidente de suspensión, en asuntos de carácter penal; sin embargo, creo que esa disposición con alguna frecuencia deja a los quejosos en estado de indefensión, ya que les impide la posibilidad de demostrar la existencia de los actos reclamados porque la única prueba con que podían hacerlo, es la testimonial.

Creo que sería conveniente que se permitiera el ofrecimiento de la prueba testimonial en el incidente de suspensión, independientemente de la materia de que se trate.

4. TITULO TERCERO.

Cumplimiento y Ejecución.

Capítulo I.

Cumplimiento e Inejecución.

El artículo 192, último párrafo, dispone: "El cumplimiento posterior “de la ejecutoria, no exime a la autoridad responsable de la "responsabilidad derivada de la falta de cumplimiento oportuno."

Quizás sería conveniente que se precisara si cuando se dé el supuesto  contemplado en el párrafo transcrito, también deben enviarse los autos a la Suprema Corte de Justicia, para los efectos del artículo 107 fracción XVI, de la Constitución Federal o no; es decir qué alcance tiene esa disposición.

5. El artículo 193 establece que, con el informe de la autoridad responsable relativo al cumplimiento de la sentencia de amparo, se le dará vista a las partes por el plazo de tres días, para que manifieste lo que a su derecho convenga; que transcurrido dicho plazo con manifestación  o sin ella, el tribunal de amparo decidirá si se encuentra o no cumplida la ejecutoria que concedió la protección constitucional o en vías de cumplimiento.

Que si se tiene por incumplida se enviarán los autos a la Suprema Corte.

Que si se encuentra en vías de cumplimiento, se dará un plazo razonable a la autoridad para que dé cumplimiento de manera total.

Sin embargo, sería conveniente que se precisara si sólo se deben enviar los autos a la Suprema Corte cuando el incumplimiento de la ejecutoria de amparo sea total, o también cuando dicho incumplimiento sea parcial; pues el problema se presenta cuando la autoridad responsable ya emitió el nuevo acto para dar cumplimiento a la ejecutoria de amparo, pero no se observó cabalmente, y ya no se encuentra en vías de cumplimiento.

6. TITULO CUARTO.

Capítulo Segundo.

Jurisprudencia por Reiteración de Criterios.

El artículo 226 dispone: "Para el establecimiento de la “jurisprudencia de los tribunales colegiados de circuito de amparo “deberán observarse los requisitos señalados en este capítulo, “salvo el de la votación que deberá ser unánime."

Como se advierte, para que los Tribunales Colegiados de Circuito puedan establecer jurisprudencias, las sentencias respectivas deben ser aprobadas por unanimidad de votos; lo mismo para substituirlas o interrumpirlas.

Sin embargo, quizás debiera establecerse la posibilidad de que la jurisprudencia de los tribunales colegiados pudiera interrumpirse también por mayoría de votos, ya que sucede con relativa frecuencia que un tribunal colegiado establezca jurisprudencia, pero que al cambiar sus integrantes, la mayoría de éstos no comparten el criterio sustentado en dicha jurisprudencia, pero al no existir unanimidad para cambiar de criterio, no se puede interrumpir, y por lo tanto tendrá que seguirse aplicando esa jurisprudencia tanto el tribunal como por las autoridades que están legalmente obligadas a aplicarla, no obstante  ni la mayoría de los integrantes del  propio tribunal colegiado que la sostuvo la comparte ya; con lo que puede suceder que los asuntos en que sea aplicable la jurisprudencia se resuelvan con el criterio de uno solo de los magistrados, a pesar de existir mayoría en contra.

Puebla, Pue. a 3 de Noviembre de 2000.

MAGDO. FILIBERTO MENDEZ GUTIERREZ.

INTEGRANTE DEL TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

TITULO DE LA PONENCIA: CUMPLIMIENTO DE LAS SENTENCIAS DICTADAS EN EL RECURSO DE REVISION FISCAL.

TEMA PARA LA SISTEMATIZACION: 6. CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS Y SANCIONES.

PONENTE: MAGISTRADO FRANCISCO JAVIER CARDENAS RAMIREZ.

ADSCRIPCION:  PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.

1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.- 

El artículo 104, fracción I-B, de la Constitución Federal, adicionado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el diez de agosto de mil novecientos ochenta y siete, en vigor a partir del día quince de enero del año siguiente, dotó a los Tribunales Colegiados de Circuito de competencia para conocer de los recursos de revisión interpuestos contra las resoluciones definitivas de los tribunales de lo contencioso-administrativo en los casos que señalen las leyes secundarias. Esta competencia ajena a la naturaleza como tribunales de constitucionalidad ha generado una diversidad de ajustes a la técnica jurídica de la regulación relativa a su procedencia, tramitación y resolución. No obstante los avances en cuanto al tema, la interposición de recursos de revisión fiscal se ha incrementado en algunos circuitos de manera preocupante en cuanto a ocupar una parte considerable de los tribunales colegiados para emitir sus resoluciones; la práctica al resolver estos asuntos continúa generando diversidad de criterios ante la falta de precisión en los ordenamientos jurídicos y, precisamente uno de ellos, el relativo a verificar el cumplimiento de las sentencias dictadas en los recursos de revisión fiscal ha dividido la actuación de los órganos jurisdiccionales sobre este tópico. Lo que es más, en mi opinión ha propiciado además la inseguridad jurídica para las partes, así como el aumento en el ingreso de esta clase de asuntos en detrimento del tiempo dedicado para resolver asuntos relativos a la constitucionalidad planteada en materia de Amparo.

2. PROPUESTAS PARA ADICIONAR.-
PRIMERA:   Título Tercero,  Cumplimiento y Ejecución.

Capítulo I,    Cumplimiento e Inejecución.

Adicionar con un precepto el capítulo indicado en su parte final, a efecto de regular el cumplimiento de las sentencias dictadas dentro del recurso de revisión (fiscal),  previsto en el artículo 104, fracción I-B, de la Constitución Federal, por parte de los Tribunales Colegiados de Circuito.

SEGUNDA:   Título Quinto,  Medidas Disciplinarias y de Apremio, Responsabilidades y Sanciones.
Capítulo II,  Responsabilidades y Sanciones.

Adicionar con una fracción IV el artículo 256, para sancionar con una multa de cincuenta a quinientos días a la autoridad que dictó la resolución recurrida en el recurso de revisión (fiscal), cuando no remita con la oportunidad necesaria las constancias en que se acredite el debido cumplimiento de la sentencia pronunciada en el recurso.

3. OBJETIVOS.-

Adicionar el proyecto de Ley de Amparo para dar mayor seguridad jurídica en el tema relativo, pues a partir de la práctica generada en los Tribunales Colegiados de Circuito competentes para conocer del recurso de revisión (fiscal), en los términos precisados en el artículo 104, fracción I-B, de la Constitución General de la República, en algunos de los cuales el número de ingresos de los amparos directos, así como de los referidos recursos administrativos es muy cercano entre sí (en el Organo Jurisdiccional de mi adscripción, en un lapso de un año con cuatro meses ingresaron 1182  amparos directos fiscales y 1138 revisiones fiscales), lo cual  permite reflexionar sobre las causas generadas para llegar a tal situación, siendo una de ellas el incorrecto cumplimiento a las sentencias dictadas en estos recursos, en donde ante la diversidad de criterios de los Tribunales Colegiados acerca del fundamento constitucional y legal para actuar en exigir dicho cumplimiento, ha permitido en múltiples casos el dictado de dos, tres o más sentencias diversas en la misma instancia administrativa con el pretendido afán de cumplir cabalmente con las sentencias pronunciadas en el recurso de revisión, lo cual produce una carga de trabajo innecesaria tanto en los tribunales constitucionales como en los de legalidad. Por ello, ante la definición legal con las adiciones propuestas, se unificaría el criterio de los Tribunales Colegiados y además se obligaría a estos órganos jurisdiccionales a fijar de modo preciso los efectos de las sentencias para que los tribunales de lo contencioso-administrativo puedan cumplir con lo ordenado en las mismas sin dilación, evitándose además el reiterar resoluciones incorrectas que prolonguen innecesariamente las instancias administrativas y el incremento en el ingreso de recursos de revisión fiscal ante los tribunales de constitucionalidad, lográndose así un efectivo apoyo legal para satisfacer de manera más eficiente el reclamo social en materia de justicia pronta y expedita.

Para apoyar los objetivos precisados con antelación, enseguida se detallan algunos:

ANTECEDENTES.-

a). Reforma Constitucional  (artículo 104, fracción I-B, de la Constitución Federal).

El diez de agosto de mil novecientos noventa y siete se publicó en el Diario Oficial de la Federación importante reforma judicial, por virtud de la cual se adicionó la fracción I-B al artículo 104 de nuestra Ley Fundamental, ampliándose así la competencia material de los Tribunales Colegiados de Circuito, órganos que desde su creación originada por la reforma constitucional del veintitrés de octubre de mil novecientos cincuenta, funcionaban como tribunales de constitucionalidad en materia de Amparo exclusivamente, asignándoles al lado de dicha competencia, funciones jurisdiccionales ordinarias como tribunales competentes para conocer del recurso de revisión que pueden interponer las autoridades en contra de las sentencias que pronuncien los tribunales de lo contencioso-administrativo y que consideren afecten sus intereses, competencia que anteriormente correspondía a la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. En la iniciativa que concluyó con la citada adición a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Ejecutivo Federal expuso en lo conducente los motivos siguientes: 

"...La Suprema Corte de Justicia como el órgano superior del "Poder Judicial de la Federación debe ocupar su atención en la "salvaguardia de la Ley Fundamental, por ser la función "constitucional más destacada. De las que, en respeto al principio "de división de Poderes, dan configuración a este Poder... Los "tribunales colegiados de circuito han probado su capacidad para "impartir justicia pronta, imparcial, gratuita y completa; la sociedad "mexicana se ha beneficiado con la descentralización que su "ubicación determina; la inamovilidad de los magistrados que "integran estos tribunales ha contribuido a su independencia y "objetividad...la presente iniciativa propone la adición de una "fracción XXIX-G al artículo 73; la adición de una fracción I-B al "artículo 104 y la derogación de sus párrafos segundo, tercero y "cuarto; la reforma del artículo 94; de los párrafos primero y "segundo del artículo 97; del artículo 101; y del inciso a) de la "fracción III, del primer párrafo y el inciso b) de la fracción V y las "fracciones VI; VIII y IX del artículo 107, de la Constitución Política "de los Estados Unidos Mexicanos, a efecto de cumplir con los "importantes e históricos objetivos de esta reforma "constitucional... Se propone la adición de la fracción I-B al "artículo 104, con similar contenido de los párrafos tercero y "cuarto de la fracción I del artículo 104 vigente, para que los "tribunales de la Federación conozcan de los recursos de revisión "que se interpongan en contra de las resoluciones definitivas de "los tribunales de lo contencioso administrativo  que se refiere la "fracción XXIX-G del artículo 73. Por ello, se propone la "derogación de los párrafos segundo, tercero y cuarto de la "fracción I del citado artículo 104.--- Los recursos de revisión en "contra de las resoluciones definitivas de los mencionados "tribunales de lo contencioso administrativo, se ha otorgado para "que los órganos del Estado puedan proponer a la justicia federal "las cuestiones que presentan problemas de control de la "legalidad de los actos de dichos tribunales, dado que los órganos "del Estado no disponen de la posibilidad de iniciar el juicio de "amparo.--- Se propone que estos recursos sean de la "competencia de los tribunales colegiados de circuito, por plantear "siempre problema de legalidad, modificando la competencia que "para conocer de los mismos tiene actualmente la Suprema Corte "de Justicia, propuestas que son congruentes con los propósitos "centrales de esta iniciativa.--- Se propone la reforma del artículo "94 para eliminar, en su primer párrafo, el calificativo de que los "tribunales colegiados lo son en materia de amparo y los "tribunales unitarios lo son en materia de apelación, puesto que al "asignar a los primeros la competencia para conocer de los "recursos de revisión de resoluciones definitivas de los tribunales "de lo contencioso administrativo, ya no serán tribunales "exclusivamente en materia de amparo. ..." 

Este proceso legislativo concluyó entre otras adiciones, con la citada al artículo 104 de la Constitución Federal, con el texto original siguiente: "Artículo 104. Corresponde a los Tribunales de "la Federación conocer: ... I-B.- De los recursos de revisión que se "interpongan contra las resoluciones definitivas de los tribunales "de lo contencioso-administrativo a que se refieren la fracción "XXIX-H del artículo 73 de esta Constitución, sólo en los casos "que señalen las leyes, y siempre que estas resoluciones hayan "sido dictadas como consecuencia de un recurso interpuesto "dentro de la jurisdicción contenciosa- administrativa. Las "revisiones de las cuales conocerán los tribunales colegiados de "circuito, se sujetarán a los trámites que la ley reglamentaria de lo "artículos 103 y 107 de esta Constitución fije para la revisión en "amparo indirecto, y en contra de las resoluciones que en ellas "dicten los tribunales colegiados de circuito no procederá juicio o "recurso alguno".

Esta reforma que en lo substancial coincide con el texto actual del precepto constitucional mencionado, inició su vigencia el quince de enero de mil novecientos ochenta y ocho, fecha desde la cual corresponde a los Tribunales Colegiados de Circuito el conocimiento y resolución de los referidos recursos de revisión.

b). Reforma Legal  

Como complemento a la reforma constitucional mencionada, el cinco de enero de mil novecientos ochenta y ocho se publicó en el Diario Oficial de la Federación un Decreto de reformas a distintas disposiciones del Código Fiscal de la Federación, en la exposición de motivos de la iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal se destacó lo siguiente:

"...Es propósito principal de la iniciativa dar realización efectiva, "en el ámbito de lo fiscal, a los postulados constitucionales de "impartición de justicia pronta, completa y oportuna, mediante un "sistema sencillo pero respetuoso de las formalidades esenciales "del procedimiento, y que permita impartirla regionalmente.--- Las "reformas que se proponen serán el punto de convergencia y "culminación de dos aspectos importantes en la política de la "presente administración: el desarrollo del sistema hacendario y el "mejoramiento del sistema de impartición de justicia... En "modificaciones constitucionales recientes, promovidas "sucesivamente por el Ejecutivo Federal a mi cargo, se ha dado "un notable y moderno impulso en el perfeccionamiento de dichas "garantías, mediante tres medidas diversas. --- En la primera de "ellas se complementan los postulados de la justicia previstos por "el artículo 17 de nuestra Constitución, al quedar establecido que "los tribunales estarán expeditos para impartirla de manera "pronta, completa, imparcial y gratuita... En tercer lugar se "modificó la distribución de competencias del Poder Judicial de la "Federación, prevista por los artículos 94 y 107 Constitucionales, "y se le dio mayor flexibilidad a las bases de la jurisdicción "contencioso-administrativa federal y del Distrito Federal en el "artículo 104, fracción I-B, de nuestra Constitución... Los "tribunales colegiados de circuito conocerán a partir de la citada "fecha, en exclusiva, de los amparos en que se cuestione la "legalidad de los actos de autoridad,  particularmente las "sentencias de los demás tribunales del país, incluido el Tribunal "Fiscal de la Federación.--- Los propios tribunales colegiados de "circuito conocerán de las revisiones que se interpongan contra "las resoluciones definitivas de los tribunales administrativos, "como el citado Tribunal Fiscal de la Federación, con lo cual se "establece su necesario engarce con el Poder Judicial Federal.--- "La consecuencia político-social de estas reformas será un "impulso importante para lograr una expedita impartición de "justicia, la simplificación de los procesos jurisdiccionales y una "contribución importante a la descentralización de la vida "nacional... Ahora, la reforma constitucional a que se alude "propicia que el Tribunal Fiscal de la Federación quede engarzado "con el Poder Judicial de la Federación, y el proceso fiscal se "simplifique y regionalice integralmente.--- Por todo ello, la "presente iniciativa plantea la actualización de varias instituciones "jurídicas establecidas en los ordenamientos legales antes "mencionados, para adecuarlos a los postulados y finalidades de "las reformas constitucionales y al avance del sistema fiscal al "que nos hemos referido... A fin de dar mayor claridad a la "explicación de las diversas medidas que se proponen, se les "agrupa en los siguientes apartados: ... 2. Reducción de "instancias procesales y regionalización completa de la justicia "fiscal.--- El segundo grupo de medidas propone reducir el "número de instancias procesales, a la vez  que simplificar el "sistema, medidas entre las que destaca la reforma a la "regulación del recurso de revisión y las que antes se han "comentado para fusionar instancias sucesivas.--- Al respecto se "fusionan los recursos de revisión ante la Sala Superior del "Tribunal Fiscal de la Federación y el de revisión ante los "tribunales colegiados del circuito que toca interponer a la "administración fiscal, en un solo recurso que establece, con "vigencia a partir del 15 de enero próximo, el artículo 104, fracción "I-B de la Constitución.--- La modificación que se propone tiene "las siguientes ventajas:--- La eliminación de una etapa procesal, "con su consecuente influencia en la simplificación y prontitud del "proceso.--- La impugnación de la administración fiscal será ante "el mismo tribunal que conozca del juicio de amparo que, en su "caso, promuevan los particulares.- La interposición del recurso "por el órgano encargado de la defensa jurídica de la autoridad "asegura que esta atribución, tan importante para la defensa de "las autoridades, se hará con la seriedad y profundidad que exijan "los casos que así lo ameriten.--- La tramitación paralela y "simultánea del amparo directo y de la revisión en los casos en "que coincida su interposición.--- La unidad de decisión y la "congruencia en las resoluciones.--- La resolución definitiva de la "controversia en la región en que surge, al sustituir la revisión en "la Ciudad de México por una revisión ante los tribunales "colegiados de circuito establecidos en todo el territorio nacional, "lleva a sus últimas consecuencias la regionalización de la justicia "fiscal federal, misma que tuvo un avance importante en la vigente "Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, que "regionalizó la primera instancia del juicio, que se sustancia y "resuelve ahora por sus salas regionales... Es propósito básico de "la reforma constitucional que sean los tribunales colegiados de "circuito los que fijen el criterio definitivo de la legalidad.”

c). Contradicción de Tesis 1/90.

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, emitió la jurisprudencia número 2a./J. 6/91, al resolver la contradicción de tesis 1/90, entre las sustentadas por el Segundo y Tercer Tribunales Colegiados en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el tomo III de la Jurisprudencia por Contradicción de Tesis, Octava Epoca del Semanario Judicial de la Federación, páginas 759 y 760, cuyo tenor literal es el siguiente: "REVISION FISCAL. INAPLICABILIDAD DE LA "FRACCION I DEL ARTICULO 91 DE LA LEY DE AMPARO.  El "amparo directo y la revisión de que conocen los Tribunales "Colegiados de Circuito, en razón de su jurisdicción especial, sólo "constituye medios conferidos a los particulares o a las "autoridades para ocurrir ante la Justicia Federal en defensa de "sus intereses, en contra de sentencias pronunciadas por los "tribunales de lo contencioso administrativo. La similitud entre "esos medios de defensa extraordinarios lleva a la conclusión de "que las resoluciones que en ambos casos se dicten, sólo pueden "ocuparse de las cuestiones analizadas por la potestad común, en "términos del artículo 190 de la Ley de Amparo, resultando por "ello, inaplicable a las revisiones fiscales, lo dispuesto por el "artículo 91, fracción I, del propio ordenamiento; de manera que si "en éstas se concluye que son fundados los agravios, de existir "conceptos de anulación no estudiados por la Sala responsable, "deben devolverse los autos a la Sala de su origen para que se "haga cargo de las cuestiones omitidas, de la misma manera que "ocurre en el amparo directo que no permite la substitución de "facultades propias de la responsable. Ello es así porque si bien el "artículo 104 constitucional, en su fracción I-B, dispone que las "revisiones contra resoluciones de tribunales contenciosos de las "cuales conocerán los Tribunales Colegiados de Circuito, "se "sujetarán a los trámites que la Ley Reglamentaria de los "Artículos 103 y 107 de esta Constitución fije para la revisión en "amparo indirecto...", ello no significa que tales revisiones deban "resolverse con las mismas reglas del amparo indirecto en "revisión, sino tan sólo que su trámite debe ajustarse a dichas "reglas."

En la ejecutoria por la que se resolvió dicha contradicción de tesis, se estableció que los amparos directos y las revisiones fiscales de que conocen los Tribunales Colegiados de Circuito, en razón de su jurisdicción especial, sólo constituyen el medio de defensa conferido tanto a los particulares como a las autoridades para impugnar ante la Justicia Federal las resoluciones o sentencias pronunciadas por el Tribunal Fiscal de la Federación, desprendiéndose de esa similitud que la resolución que en ambos casos se llegara a dictar, únicamente puede ocuparse de las cuestiones analizadas por la potestad común, siempre en función de su jurisdicción especial en términos del artículo 190 de la Ley de Amparo, resultando por ello inaplicable a las revisiones fiscales, como en los amparos directos, lo dispuesto en el artículo 91, fracción I, del ordenamiento invocado.

La ejecutoria de mérito no se ocupó, por no ser materia de la contradicción, de la cuestión relativa al cumplimiento de las sentencias emitidas por los Tribunales Colegiados de Circuito en el recurso de revisión fiscal.

APORTACION PROPOSITIVA.-

El presentar la ponencia acerca de uno de los problemas prácticos que se generan dentro del recurso de revisión fiscal, cuando el tema central del “Congreso Nacional de Juristas” es para “Analizar la propuesta de una Nueva Ley de Amparo”, es de suyo cuestionable. El motivo que animó mi decisión para hacerlo se origina en una reflexión simple: Cuando en determinados Tribunales Colegiados de Circuito preocupados por resolver las controversias de constitucionalidad en los términos precisados en el artículo 17 de la Carta Magna, existe un ingreso alrededor de la tercera parte del total recibido relativo a los recursos de revisión fiscal, ajenos a la naturaleza jurídica esencial de los tribunales de amparo, realidad que necesariamente influye en su actividad como resolutores. Este recurso de legalidad, el único reconocido en la propia Constitución Federal, cuya resolución que se pronuncie no podrá ser impugnada mediante recurso o juicio ordinario o extraordinario alguno, curiosamente a pesar del tiempo transcurrido respecto de sus diferentes notas y características adjetivas ha carecido de una regulación jurídica propia. Desde diversos Decretos expedidos a finales de los años cuarenta y principios de los cincuenta, así como de las reformas constitucionales y legales referidas en el capítulo de antecedentes de esta ponencia, entre otros intentos, su regulación ha estado vinculada mayormente a la del juicio de amparo, aunque de una manera accidental con el juicio de nulidad tramitado ante el Tribunal Fiscal de la Federación, verbigracia artículo 249 del Código Tributario Federal. Sin embargo, esa vinculación se estima ha sido insuficiente para satisfacer los postulados originales de este recurso administrativo sui generis, así como de aquéllos también referidos en el aludido capítulo de antecedentes. Surge así una pregunta natural ¿En cuál ordenamiento jurídico es conveniente precisar reformas o adiciones para dar soluciones a los problemas actuales derivados del recurso de revisión fiscal? ¿En la Ley de Amparo? ¿En el Código Fiscal de la Federación? Sin duda la solución no es nada fácil, ni ajena a debates de gran consenso nacional; es por ello que la ocasión de reunir a juristas reconocidos en este Congreso Nacional, pudiera ser el inicio del debate. Además, el referirme al tema central de esta ponencia es porque la práctica adquirida en las resoluciones del recurso de revisión fiscal ha producido una inquietud por tratar de dar solución a una actuación plena de los Tribunales Colegiados de Circuito, pues una vez agotada su actividad jurisdiccional en el dictado de la sentencia, es inexistente el fundamento jurídico o al menos bastante discutible, para requerir el cumplimiento de estos fallos. Lo cual genera una paradoja, el dictar sentencias definitivas sin tener una actuación posterior para verificar su debido cumplimiento y el hacerlo del conocimiento de las partes en el juicio de origen. 

Es conveniente distinguir entre el cumplimiento o ejecución de las sentencias dictadas por el referido tribunal contencioso-administrativo, el cual corresponde a las autoridades hacendarias y se encuentra regulado por el artículo 239-B del Código Fiscal Federal, en donde se establece la procedencia del recurso de queja; y el cumplimiento de las ejecutorias pronunciadas al resolver el recurso de revisión fiscal, hipótesis esta última sobre la cual versa esta ponencia.

Al respecto, se considera que regular esta facultad de manera expresa para los Tribunales Colegiados de Circuito (entre otras reformas), contribuiría a evitar el dictado de sentencias por las Salas del Tribunal Fiscal Federal apartadas de los lineamientos indicados de manera clara y precisa en los fallos pronunciados en los recursos de revisión fiscal. Es conveniente recordar que una vez dictada la resolución por la Sala Fiscal en cumplimiento de la sentencia pronunciada en el recurso de revisión fiscal, es improcedente el juicio de garantías promovido en contra de dicha resolución de la Sala, así como los medios de impugnación contra la ejecución de las sentencias dictadas en el juicio de amparo, previstos en la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Federal, como lo han precisado diversos criterios de Tribunales Colegiados de Circuito. No obstante ello, en la práctica se presentan casos en los que las Salas Fiscales se apartan del debido cumplimiento de las sentencias dictadas en el recurso de revisión fiscal y en la legislación vigente se carece de regulación para enmendar tal imprecisión, generándose un problema irresoluble legalmente. De ahí la necesidad del debate para encontrar una solución que genere seguridad jurídica, como lo serían las “propuestas para adicionar” indicadas en la presente ponencia, en donde el velar por el cumplimiento de manera oficiosa por tratarse de cosa juzgada, sin contemplar la procedencia de recurso alguno para las partes que contravendría lo dispuesto en la fracción I-B del artículo 104 constitucional, permitiría a los Tribunales Colegiados de Circuito archivar el expediente del recurso de revisión fiscal una vez que examinaran el debido cumplimiento de sus sentencias en las que se hubiera modificado o revocado el fallo sujeto a revisión.

El problema de la falta de regulación de este aspecto puede ejemplificarse en el caso donde al resultar fundados los agravios expresados en la revisión fiscal, existen conceptos de impugnación no estudiados por la sala a quo, por lo que el tribunal colegiado revoca la sentencia recurrida y le devuelve los autos para que en plenitud de jurisdicción se haga cargo de las cuestiones omitidas, con arreglo a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 237 del código en consulta, el cual dispone que cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana y sólo en el supuesto de estimarlas infundadas, procederá a analizar los conceptos de anulación en los que se aduzca omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes o vicios de procedimiento.

Sin embargo, aun cuando el precepto en comento indica claramente el orden conforme al cual deberá ceñirse la sala fiscal al proceder al estudio de los conceptos de impugnación, la experiencia demuestra que no siempre se cumple estrictamente con lo anterior, es decir, que se estudia en forma preferente un concepto de nulidad tendente a demostrar la omisión de un requisito formal o un vicio de procedimiento, lo que en determinados casos conduce a declarar una nulidad para efectos, cuando lo cierto es que existen conceptos de impugnación de fondo, que pueden dar lugar a una nulidad lisa y llana.

Por consiguiente, si en la ejecutoria que resuelve el recurso de revisión fiscal se obliga a la Sala a proceder conforme al segundo párrafo del precitado artículo 237, esto es, a que con plenitud de jurisdicción estudie los conceptos de impugnación omitidos, y ello no es cumplido cabalmente, según se ha precisado en el párrafo que antecede, esa situación obliga al actor a promover un juicio de amparo en contra de la sentencia que cumplimentó una ejecutoria pronunciada en revisión fiscal, justamente por no haberse acatado lo indicado en el numeral invocado, lo que ocasiona una reiterada interposición de revisiones fiscales y amparos, en detrimento de la garantía de pronta y expedita impartición de justicia establecida en el artículo 17 constitucional y provoca, además, un injustificado exceso de trabajo para los tribunales colegiados y administrativos, que atrasa la resolución de los demás asuntos que también son de su competencia, como se ha mencionado con antelación.

Por otra parte, en relación con la propuesta en cuanto a la sanción que se impondría a las Salas Fiscales para el caso de incumplimiento, es indudable que no podría ser la misma a la prevista para casos análogos dentro del juicio de amparo, pues es inexistente referencia alguna de equiparación entre este medio de impugnación extraordinario y el recurso de legalidad de que se trata en cuanto a su origen, naturaleza y finalidades.

Finalmente, el alcance esperado con la inclusión de las “adiciones propuestas” se traduce en un control más efectivo en el ingreso de los recursos de revisión fiscal en los Tribunales Colegiados competentes, permitiendo un menor número de los mismos y mayor tiempo para resolver los asuntos relativos a las controversias suscitadas con motivo de los juicios de amparo.

Puebla, Pue., 27 de octubre del 2000.

MAGISTRADO FRANCISCO JAVIER CARDENAS RAMIREZ.

ANALISIS Y PROPUESTA DE MODIFICACIONES A LA SECCIÓN TERCERA RELATIVA A LA SUSPENCIÓN 

DEL ACTO  RECLAMADO

En su Primera Parte Reglas Generales y Segunda Parte 

en Materia Penal

DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO DE LA S.C.J.N.

En el México actual, se vive un alto índice de incredibilidad en la impartición de justicia, y para que las instituciones puedan ejercer debidamente sus funciones, necesitamos perfeccionar nuestra legislación, de ahí el presente esfuerzo por actualizar nuestro juicio de amparo.

La Institución del Amparo ha sido en nuestro  sistema jurídico mexicano uno de los más grandes logros y una brillante aportación al mundo jurídico, por lo  que el  proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, propuesto por la comisión encargada de su elaboración, a instrucción  de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es un trabajo serio y crítico por modernizar el Juicio de Amparo,  denominado  por el Ministro Juventino V, Castro y Castro como “el proceso concentrado de anulación”.

El esfuerzo por perfeccionarlo y hacerlo más efectivo es sin duda un trabajo arduo en el que los juristas del país debemos colaborar decididamente; participar con nuestras aportaciones es una obligación  profesional, ciudadana y de conciencia.

La oportunidad de participar en este Congreso Nacional de Juristas para analizar el proyecto de una nueva Ley de Amparo convocado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es única, por ello no podemos dejarla pasar; seria como permanecer como espectadores de la historia jurídica nuestro país.

Por esa razón pongo a su consideración la presente propuesta, en la cual se vierten consideraciones jurídicas para modificar y suprimir algunos artículos contenidos en la sección tercera relativa a la suspensión del acto reclamado, en su reglas generales, de su primera parte, así como proponer la modificación concreta de los artículos 164 en su segundo párrafo y 165 relativo a la segunda parte de la suspensión del acto reclamado en materia penal.

La suspensión del acto reclamado es la columna vertebral del juicio de amparo, solicitarla, tiene como consecuencia suspender el acto de autoridad a efecto de que las garantías individuales y los derechos de los quejosos no sean vulneradas ni menoscabados y queden,  a salvo, obteniendo con ello impartición de  justicia pronta y expedita.

La propuesta que me ocupa, se centra  en la suspensión del acto reclamado, a efecto de que la misma, se conceda desde la admisión de la demanda de oficio en todas las materias, a excepción de la materia  penal, por su peculiaridad y se tratar en particular en el propio proyecto de ley; así como considerar que la misma no se encuentre condicionada a ningún tipo de garantía, que su aplicación sea sencilla y objetiva, sin estar sujeta a interpretaciones técnicas o jurisdiccionales. 

De diversas entrevistas realizadas por el Consejo Estatal de Abogados de Morelos A.C.  en el mes de agosto del presente año, se desprende que de los entrevistados que ocurrieron a los Juzgados de Distrito a interponer juicio de garantías en las materias penal, civil, administrativa, mercantil, laboral, agrario y fiscal, el ochenta por ciento interpusieron juicio de amparo con el propósito de lograr la inmediata suspensión del acto reclamado y de conseguir que las cosas se mantuvieran en el estado en que se encontraban y evitar la ejecución de una resolución o el cumplimiento de algún auto; de donde se desprende que el propósito señalado, constituye la motivación más importante del objetivo de recurrir al juicio de garantías.

Hay que apuntar que la resolución de trascendencia en el juicio de amparo es la determinación de fondo, que consiste en saber si fueron o no violentadas las garantías individuales, si se cumplieron o no las formalidades del procedimiento. 

Asimismo, encontramos que  quejosos de un nivel socioeconómico  medio-bajo, son los que comúnmente solicitan el juicio de amparo, invocando la inmediata suspensión de acto reclamado.

La gente, el común de ella,  recurre en amparo de la Justicia Federal, para conseguir efectos  inmediatos para salvaguardar sus derechos, ya que de nada serviría recurrir a dicho juicio, si por la ejecución de una sentencia en materia civil, en la que se alegan violaciones de procedimiento o se discute un mejor derecho, se desaloja a un quejoso de un bien inmueble que adquirió de buena fe por contrato de Compraventa,  o bien que se tratase de un tercero que recurre al  juicio de garantías por no haber sido llamado a Juicio y que al no concedérsele la suspensión provisional en forma inmediata se  violentan sus derechos por el cumplimiento de una sentencia, llegándose a producir actos  irreparables. 

Por cuanto se refiere al aspecto de las garantías que se exigen y ahondando en el aspecto de que el común de los concurrentes al juicio de garantías son gentes de condiciones económicas bajas, se observa que se propicia un problema de ventajas y desventajas, por llamarlo de una manera,  ya que conforme a lo previsto por los artículos 130 y 131 del Proyecto de Ley, en donde se exige garantía para la reparación del daño e indemnización de los perjuicios que puedan ocasionarse con un fallo desfavorable y en donde se regula la posibilidad de nulificar el otorgamiento de la suspención del acto, mediante la exhibición de una contragarantía, con ello, a mi criterio, se demeríta el alcance y beneficio jurídico de la Institución de la suspención del acto reclamado, por las circunstancias de ventaja y desventaja  económica de las partes principales; por lo que estimo que como se ha sostenido, la suspención deberá decretarse de oficio y sin condición, dejando las cosas en el estado en que se encontraban y supeditarse a las resueltas del incidente de suspención el que deberá ser atendido con diligencia para la expedites de la justicia y en donde se habrán observado probanzas que permitan al juzgador un criterio más  formado para una justicia más efectiva. 

Por los razonamientos anteriores, propongo que la suspensión se otorgue de oficio y no a petición de parte, desde el auto que admite la demanda de amparo, en todas las materias, con excepción de la penal y que para la suspensión provisional no sea condición el otorgamiento de garantías.

Lo anterior se sustenta en el principio de justicia pronta y expedita y en el contenido del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos cuando reza:

Artículo 14.- 

“...Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho. ...”*

Sin la complejidad y poca claridad que contienen  los artículos 123 y 124 cuando refieren: 

Artículo 123.- la suspensión del acto reclamado se decretará de oficio o a petición del quejoso.*

Lo anterior refiere que será la suspensión de dos formas “de oficio o a petición del quejoso”  y más adelante en su artículo 124 dice lo siguiente:

Artículo 124. La suspensión se concederá de oficio y de plano cuando se trate de actos que importe peligro de privación de la vida, deportación, destierro, alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales.

En este caso, la suspensión se decretará en el auto de admisión de la demanda, comunicándose sin demora a la autoridad responsable, por cualquier medio que permita lograr su inmediato cumplimiento.*
En el artículo en mención refiere que la suspensión se concederá “de oficio y de plano” cuando se trate de actos específicos como: “...actos que importe peligro de privación de la vida, deportación, destierro, algunos de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos...”, entre otros.

Los preceptos “de oficio y de plano” sugieren redundar en dos palabras que a pesar de su objetividad confunden, sin embargo  Eduardo Pallares en su Diccionario de Derecho Procesal Civil nos menciona el significado del  término “De oficio” y refiere: ” De oficio.- Lo que lleva a cabo la autoridad judicial sin que medie petición de parte, sino de mutuo propio”
 es decir, la suspensión se concede por un acto de autoridad sin petición de parte y con el término “de plano” se redunda innecesariamente, ya que la expresión “de plano” tiene una connotación coloquial  de un significado como : “sin discusión”, “sin alegación”.

Con lo anterior el artículo 125 no tendría razón de ser cuando se menciona:

Artículo 125. La suspensión procederá de oficio y se sujetará al trámite previsto para la suspensión a instancia de parte, en los siguientes casos:

I. Siempre que se trate de algún acto que, si llegare a consumarse, haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce del derecho reclamado; y

II. Cuando se trate de actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen de propiedad ejidal o comunal.*

Del artículo anterior se analiza su parte que menciona: 

“...se sujetará al trámite previsto para la suspensión a instancia de parte, en los siguientes casos:

I. Siempre que se trate de algún acto que , si llegare a consumarse, haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce del derecho reclamado; y

II. Cuando se trate de actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen de propiedad ejidal o comunal.”*

Precisamente por lo que expresan su fracciones I y II cuando se recurrea la  suspensión cuando el acto de autoridad si de consumarse podría hacer físicamente imposible restituir al quejoso en el goce del derecho reclamado, así como privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o disfrutar de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen de propiedad ejidal o comunal.

Las connotaciones anteriores refuerzan la petición para considerar que la suspensión se pueda otorgar de oficio.

El texto del artículo 126 se propone también su substitución por considerar que los requisitos que establece serían  inaplicables de esta propuesta.

Cito el contenido del artículo siguiente:

Artículo 126. Con excepción de los casos en que proceda de oficio, la suspensión se decretará en todas las materias, siempre que concurran los requisitos siguientes:

I. Que la solicite el quejoso;

II. Que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público; y

III. Que de permitirlo la naturaleza del caso, opere a favor del quejoso la apariencia de buen derecho.

La suspensión se tramitará en incidente por separado y duplicado.*

Por lo anterior se propone modificar el contenido del artículo 123 para quedar su redacción de la siguiente manera:

Articulo 123.- La suspensión del acto reclamado se decretará de oficio en todas las materias.

La suspensión se tramitará en incidente por separado y Duplicado.

Así también se propone modificar el contenido del artículo 124 del Proyecto de ley para quedar de la siguiente forma:
Artículo 124. La suspensión procederá de oficio a excepción de los siguientes casos específicos:

I. Que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público.

Se propone suprimir el texto de los artículos 125, 126 del proyecto de ley, tomando en consideración que no tendrían razón de ser.
Así mismo se propone modificar el artículo 127 del proyecto de ley,  suprimiendo su párrafo segundo para quedar de la siguiente manera y con el número de artículo siguiente:

Artículo 125.- Se considerará, entre otros casos, que se siguen perjuicios al interés social o se contravienen disposiciones de orden público, cuando, de concederse la suspensión, se continúe el funcionamiento de centros de vicios, de lenocinio, la producción o el comercio de narcóticos: se permita la consumación continuación de delitos o de sus efectos, o el alza de precios en relación con artículos de primera necesidad o de consumo necesario; se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país o la campaña contra el alcoholismo y la drogadicción; se permita el incumplimiento de las ordenes militares que tengan como finalidad la defensa de la integridad territorial, la independencia de la república, la soberanía y seguridad nacional y el auxilio a la población civil, siempre que el cumplimiento y ejecución de aquellas órdenes estén dirigidas a quienes pertenecen al régimen castrense; se afecten interese de menores o incapaces o se les pueda causar trastorno emocional o psíquico o, cuando se trate del reclamo de imposición de pago de alimentos, así como en los demás casos análogos a los expresamente citados.

De igual manera se propone suprimir el contenido del artículo 128, en virtud de que su contenido se desprende la posibilidad de solicitar la suspensión en cualquier tiempo mientras no se dicte sentencia, y queda sin materia cuando la autoridad la otorga de oficio.

Por lo que respecta al  artículo 129, del proyecto de ley, para  efecto de que sea acorde con los aspectos técnico jurídico de esta propuesta, deberá contar con el numeral que le corresponda por lo artículo suprimidos y ser redactado de la siguiente manera:

Artículo 127.- Para conceder la suspensión a persona extraña al procedimiento del que emanó el acto reclamado, en cuyo caso será necesario que acredite, presuntivamente la afectación al interés que se refiere el artículo 4º, Fracción I. 

Se propone la supresión del texto del artículo 130, 131 y 132. del proyecto de ley de amparo, por considerar que una vez otorgada la suspensión provisional de oficio dichos textos no tiene razón de ser, su análisis y determinación para suprimirlos se basa en considerar que en la práctica, las partes saben desde el inicio del juicio de amparo, que este  puede ocacionarnos daños y perjuicio, sin embargo a pesar de que se garantizan en la mayoría de los casos no se hacen efectivos, sobre todo en la mayoría de los casos no se acreditan estos, y si por el contrario se simulan para tratar de hacerlos efectivos, cayéndose  frecuentemente en la desventaja económica de las partes.

Otorgando la suspensión provisional de oficio, restará sujetarnos al procedimiento de aportación de pruebas necesarias y esperar la resolución de suspensión definitiva. Para todos es sabido, que en gran una variedad de casos específicos en que la suspensión se concede provisionalmente, en definitiva se niega.

Sin la posibilidad de suspender el acto reclamado, la espera de la resolución final del amparo pierde interés y fuerza, es muy conocido en los medios de la postulancia que al no concederse la suspensión definitiva, el amparo se resuelva en la mayoría de las peticiones en el mismo sentido.

De igual manera se sugiere suprimir el texto del  artículo 133 del proyecto de ley, tomando en consideración la propuesta de modificar el artículo  123 por la cual se deroga la garantía para concederla.

Por otra parte el artículo 134 pasara a ocupar el articulado número 130, proponiendo suprimir su párrafo segundo, para lo cual quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 130. La suspensión surtirá sus efectos desde el momento en que se pronuncie el acuerdo relativo, aún cuando sea recurrido.

De igual manera se propone suprimir el texto del artículo 135 del proyecto de ley, por la supresión de la garantía mencionada en esta propuesta.

El artículo 136 del proyecto de ley, no tendrá modificación alguna en su contenido sólo será rubricado con el número correspondiente de los suprimidos con anterioridad, para quedar de la siguiente forma:

Artículo 131. Promovida la suspensión del acto reclamado el órgano jurisdiccional acordará lo siguiente:

I. Señalará fecha y hora para la celebración de la audiencia incidental que deberá efectuarse dentro del plazo de setenta y dos horas; y

II. Solicitará informe previo a las autoridades responsables, que deberán rendirlo dentro del plazo de veinticuatro horas, para lo cual en la notificación correspondiente se le acompañará copia de la demanda.

Así mismo se propone  suprimir el texto del artículo 137, por considerar que en la presente propuesta la suspensión sea concedida de oficio en la admisión de la demanda.

Por lo que el  respecta al artículo 138, quedará con el número de artículo 132 con una modificación en su parte final, considerando que los medios de comunicación actualizados incluyen los cibernéticos como el Internet, redactado dicho artículo de la forma siguiente:

Artículo 132. En el informe previo la autoridad responsable se concretará a expresar si son o no ciertos los actos reclamados que se le atribuyan, pudiendo expresar las razones que estime pertinentes sobre la procedencia o improcedencia de la suspensión definitiva.  Las partes podrán objetar el contenido del informe previo en la audiencia.

En casos urgentes se podrá ordenar que se rinda el informe previo por cualquier medio a disposición de las oficinas públicas de comunicación, incluyendo sistemas cibernéticos.
El texto de los artículos 139, 140, 141, 142, 143, 144, 145, 146, 147, 148, 149, 150, 151, 152, 153, 154, 155, 156, no serán modificados, solo en su numeral a partir del número 133 sucesivamente. 

Por otra parte por lo que se refiere a la suspensión del acto reclamado  en su segunda parte, en materia penal haré mención de lo siguiente:

Es extremadamente solicitada la suspensión del acto reclamado en materia penal, que tenga por objeto evita una detención arbitraria sobre todo en actos administrativos del Ministerio Público o de la Policía Judicial en su caso o en la ejecución de una orden de aprehensión emanada de autoridad judicial, no dudando que exista la petición de aquellos que recurren a tan noble institución para tratar de evadir la acción de la justicia.

Sin embargo, los índices en el aumento de la delincuencia y violencia en nuestro país, nos da la pauta para implementar mecanismos jurídicos que eviten que muchos delincuentes tengan la posibilidad de abusar del derecho en especial del juicio de amparo para evadir la acción de la justicia.

En materia penal la suspensión debe integrarse con una connotación especial, considerando su importancia y características que la componen y su aplicación.

Por lo cual  se propone modificar el artículo 164 en su segundo párrafo en los siguientes términos:

Artículo 164... 

En los actos a que se refiere el párrafo anterior, si se trata de delito considerado como grave, no procede la suspensión provisional ni definitiva.

Lo anterior, se debe fundar en lo que refiere el artículo 164 en su  primer párrafo que textualmente dice:

“...cuando la privación de la libertad se lleve a cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprensión o auto de formal prisión, dictados por autoridad competente por delito que no sea considerado como grave, procederá la suspensión provisional y definitiva”*

Aquí vale la pena resaltar que se otorgue la suspensión cuando la misma sea solicitada a consecuencia de la probable comisión de delitos no considerados graves, pero nunca podrá concederse cuando la solicitud provenga de la probable comisión de delitos graves, como lo refiere el párrafo segundo del artículo 164 del proyecto de ley cuando refiere:

Artículo 164...

“...En los actos a que se refiere el párrafo anterior, si se trata de delito considerado como grave, no procede la suspensión provisional. Excepcionalmente, de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva.”*

El extracto del segundo párrafo: Excepcionalmente, de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva.” (
Amerita la reflexión siguiente:

Dicha excepción deja a criterio de la autoridad facultad discrecional poco común, peligrando la investigación de la verdad en casos específicos, existiendo la  posibilidad de otorgar un beneficio a favor de determinada persona por compensación política o favores recibidos.

La posibilidad debe ser cerrada definitivamente, en el sentido de no conceder ninguna suspensión en casos graves, a efecto de evitar considerar como falla grave, precisamente este rubro,  en la que la delincuencia tenga un escollo de sugerencias y tentaciones para inclinar la balanza a su favor.

La falta de justicia y su ineficacia a demeritado en la credibilidad de nuestras instituciones encargadas de su procuración e impartición, más aún si se considera que el juicio de amparo en materia penal se ha vinculado como una institución jurídica muy generosa en la que recurren a ella, presuntos en la comisión de delitos graves.

Por lo que respecta al contenido del artículo 166 del proyecto de ley se propone modificar la fracción II, quedando en la siguiente manera:

Artículo 166... 

Para fijar el monto de la garantía se tomará en cuenta:

II. Las características personales y situación económica del quejoso; y

La anterior propuesta, deberá considerar las características personales del quejoso en cuanto a su extractó social, de empleo, educación  y económico.

La presente propuesta de modificaciones tienen un sentido práctico en el uso de la propia ley de amparo, en forma clara y objetiva, que no se encuentre sujeta a interpretación lo que complica todo,  en su sencillez estará su eficacia y funcionalidad.

Cuernavaca, Mor., 20 de Octubre de 2000

DIP. LIC. JESUS ANTONIO TALLABS ORTEGA

OBSERVACIONES DE LA COMISION ESPECIAL DE REVISION  AL PROYECTO PARA UNA  NUEVA LEY DE AMPARO

En primer término, los integrantes de la comisión coinciden en que la actualización propuesta es muy positiva ya que integra criterios jurisprudenciales sobre el procedimiento, haciendo éste más explícito y accesible para el ciudadano.

Sobre algunos artículos en particular, los comisionados concluyeron en ofrecer las observaciones y propuestas que se relación enseguida y con las que, a su consideración, se perfeccionaría el proyecto a estudio. 

1. Respecto del artículo 1º en que se amplía la protección del juicio de garantías en contra de los actos violatorios de aquellos derechos humanos considerados como tales en los tratados que la propia ley enlista, si bien resulta loable la intención de la reforma, la Comisión resolvió elaborar una ponencia en que después del estudio correspondiente se concluye en que dentro de las garantías individuales contenidas en la Constitución Federal se encuentra ya contemplada la mayoría de los derechos humanos contenidos en los tratados en cuestión, por lo que se propone una reforma constitucional que cubriera en forma general este aspecto y de ese modo conservara la protección del amparo al ámbito constitucional. La ponencia y el estudio comparativo del contenido de los tratados y de nuestra Constitución se agregan y forman parte de este escrito.

2. En el artículo 4º , relativo a las partes en el juicio de amparo, existe una expresión que nos parece confusa, la que concede el carácter de quejoso potencial al titular de un derecho o de un interés legítimo “en virtud de su propia situación frente al orden jurídico”. Nos parece que si no se clarifica debe eliminarse.
En el propio numeral se omite la definición de autoridad, que consideramos que podría resolver los conflictos que se presentan al respecto.
3. El artículo 7º permite la promoción del amparo a las autoridades cuando “el acto que reclamen afecte intereses distintos de los que correspondan a sus funciones de autoridad”, en una aparente remisión a la teoría de la doble personalidad del ente público, que ha sido sumamente discutida. Creemos que podría sustituirse esa mención, por la de “cuando actúen como sujetos de relaciones correspondientes al derecho privado”, o por otra expresión en el mismo sentido de no desvirtuar la calidad, que puede considerarse permanente, de la autoridad.
4. El artículo 8º, lo mismo que el 24, nos parece que sin fundamento, se legisla sobre situaciones internas de la administración del Ejecutivo, sin aclarar, en el caso del 24 que se trate del Ejecutivo federal. Creemos, que en el caso del artículo 8º la remisión de su tercer párrafo hace innecesaria la redacción del segundo. Por otra parte, en ambas disposiciones se omite considerar a las autoridades de orden distinto al federal, lo que debe también subsanarse.
5. En el artículo 16 se amplía en lo general el plazo para la interposición del amparo, pero en cuanto a leyes se establece como novedad, en la fracción I, una referencia explícita a las normas generales “autoaplicativas”. Nos parece que la inclusión es contraria al espíritu de reducir los aspectos técnicos del amparo y no especifica que contra dicho tipo de legislación pueda reclamarse el primer acto de ejecución. La Comisión estima que debería eliminarse el calificativo de “autoaplicativas” o para las mismas, hacer la aclaración que podrán reclamarse en amparo también contra el acto original de ejecución.
En el propio artículo 16, pero en su fracción II, se impone un plazo para la presentación del amparo, en contra de sentencias condenatorias en procesos penales, de noventa días. Nuevamente nos parece que si la intención general es dar mayor accesibilidad al amparo, el plazo que el proyecto crea, ya que en la legislación actual no se contempla, iría en contra de tal intención, por lo que sugerimos se elimine.

6. El artículo 26, en su inciso a) se previene que si la persona que debe ser notificada se niega a recibir o a firmar la notificación –obviamente debe referirse a la constancia del actuario en este segundo caso-, con asentar en autos el hecho respectivo la notificación se tendrá por hecha. Se sugiere que, como en el caso del Código Federal de Procedimientos Civiles, se fije en la entrada del domicilio del notificado una copia de la resolución.
El inciso c) del propio artículo traslada a la autoridad de amparo la responsabilidad de la notificación, cuando ésta no sea posible por hallarse el domicilio cerrado, pero no indica cuales serían las medidas que la autoridad podría tomar para lograr la notificación, antes de ordenar que se haga por lista. Nos parece muy difícil de concordar con la realidad esta  disposición, a menos que se hiciera una mayor precisión en su contenido.

7. El artículo 59, en su fracción II sanciona como improcedente el amparo contra resoluciones del Tribunal  Electoral del Poder Judicial de la Federación, que parece estar de más si la fracción XI hace genérica la incompetencia contra las resoluciones de cualquier autoridad en materia electoral.
La fracción V, en lo tocante a la improcedencia del amparo contra resoluciones en ejecución de las mismas, podría dar mayor seguridad jurídica si se advierte que en este caso no se estará cuando se trate del cumplimiento de ejecutorias dictadas para efectos.

8. El artículo 76 prescribe, en su segundo párrafo, que cuando una ley se declare inconstitucional por virtud de ejecutoria, deberá declararse la invalidez de la propia norma y de todas aquellas cuya validez dependa de la impugnada. Pensamos que esta generalidad puede presentar muchos problemas en la práctica y que debería ser el propio resolutor el que al declarar la inconstitucionalidad de la norma principal, declarara también cuáles serían las subsidiarias a las que alcanzaría los efectos de su resolución.
9. El artículo 77, en su último párrafo autoriza la suplencia de la queja, aún ante la ausencia de conceptos de violación o agravios en la demanda, pero extrañamente excluye en este supuesto a la materia penal e incluye otras en que se provocaría una inequidad procesal. Creemos que la única justificación para este caso es precisamente para la materia excluida.
10. No parece justificable la limitación en el plazo para la interposición de la queja cuando se trate de suspensión de oficio o provisional, como señala el segundo párrafo del artículo 96. Si bien es evidente que son casos de urgencia, no nos parece que un plazo más breve sea acorde con la protección que se brinda a los derechos que tutela la suspensión respectiva.
11. En el artículo 106, fracción V, la Comisión considera que la característica de relevante que debe tener la violación procesal para motivar un juicio de amparo, debe desaparecer en la materia penal, ya que los derechos de un procesado en prisión no podrían ser reparados aunque se repusiera el procedimiento después de la sentencia.
12. El artículo 127 es muy general y no especifica a que se puede considerar un “centro de vicio” ni mucho menos bajo que prueba puede tener el órgano de amparo por justificada tal consideración, lo que deja expuesto a criterios parcializados un concepto jurídico. Por el contrario se omite algo mucho más acreditable, que es negar la suspensión cuando se trate de la operación de locales abiertos al público que no cuenten con las medidas indispensables de seguridad para los asistentes.
13. El tercer párrafo del artículo 141 elimina, para el incidente de suspensión, el derecho que brinda el artículo 119 para requerir y obtener, con la intervención del órgano de amparo, la documentación justificativa de los derechos del amparista, que dependa de la expedición por parte de  servidores públicos. Debería consignarse la excepción para el supuesto de dicho artículo.
14.  El artículo 196, lo mismo que el 198, de una manera que nos parece excesiva y violatoria de la garantía de audiencia, autorizan a la Suprema Corte de Justicia de la Nación a declarar “responsable” del delito contra la administración de justicia a la autoridad omisa  en el cumplimiento de una ejecutoria o repetición en el acto reclamado. Consideramos que, a lo más, nuestro Tribunal Máximo podría ordenar la procedencia de la acción, para que se diera lugar a la causa respectiva. Por otra parte, creemos que debe precisarse el concepto de repetición del acto, ya que no se especifican las causas para la procedencia y ante esa oscuridad ninguna autoridad podría aplicar una pena no ajustada a una conducta determinada y sancionable.
Con lo anterior nuestra asociación presenta un esfuerzo, limitado por el escaso tiempo para la tarea, pero realizado con el mayor entusiasmo a fin de aportar criterios objetivos y fundamentados sobre un proyecto que, se insiste, nos parece altamente positivo para la mejor regulación de la figura jurídica más relevante de nuestro derecho positivo.

Mérida, Yuc., a 6 de noviembre de 2000.

LA COMISION ESPECIAL

COORDINADOR:
DR. HECTOR VICTORIA MALDONADO


ABOG. JORGE PENICHE AZNAR


ABOG. RUBEN BOLIO PASTRANA


ABOG. RAUL PINO NAVARRETE


ABOG. LUIS LOPEZ MARTIN

LOS DERECHOS HUMANOS Y EL JUICIO DE AMPARO 


Ponencia propuesta por el Colegio de Abogados de Yucatán, A. C. para el Congreso Nacional de Juristas, convocado  para analizar el proyecto de una nueva Ley de Amparo, a realizarse en la ciudad de Mérida, Yucatán, los días 6, 7 y 8 de noviembre de 2000. 


Han transcurrido más de doscientos cincuenta años desde que el Barón de la Brede y de Montesquieu esgrimiera el ilustre apotegma Que el Poder detenga al Poder. Doscientos cincuenta años marcados por la interminable lucha de los pueblos, de las naciones, de las razas, de las minorías, de las mujeres, de los niños, de los indígenas y del simple ciudadano por acotar el poder del Estado y por preservar la esencia fundamental de todo orden jurídico que es la protección del género humano.  

Los Estados han adoptado diversas declaraciones o convenciones internacionales y han suscrito el reconocimiento a los más elementales derechos humanos, aunque en la práctica aún continúan en la búsqueda de instrumentos que controlen efectivamente al Estado.

En México el respeto a los derechos humanos y en general el control de la constitucionalidad de los actos de la autoridad frente a los particulares, se logra merced a la notable institución del Juicio de Amparo, fruto del genio de Manuel Crecencio García Rejón y Alcalá y desarrollado por otro ilustre mexicano, el jalisciense Mariano Otero.

Sin embargo, la reforma constitucional de 27 de enero de 1992, elevó a rango constitucional la existencia de órganos de protección de derechos humanos, que en la práctica tendieron a resolver, en forma menos tecnificada que el Juicio de Amparo, violaciones derechos humanos, por parte de autoridades excluyendo entre otros, loa actos del poder judicial. Estos órganos de derechos humanos de ninguna manera fueron concebidos como órganos de control constitucional, aunque en los hechos sus recomendaciones tuvieron por objeto preservar el derecho de los ciudadanos frente al quehacer de la autoridad. 

Ahora el proyecto de reformas al artículo 103 Constitucional modifica la materia del Juicio de Amparo al señalar a la letra: “los tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra esta Constitución y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia” 


Por su parte, el artículo 1 del proyecto de reforma dispone en forma casuística los tratados a que se refiere el mencionado artículo 103 Constitucional, e identifica que los derechos que quedan bajo el control del Juicio de Amparo, son aquellos derechos humanos estipulados en los siguientes tratados internacionales, “a saber”: 

a. Declaración Universal de Derechos Humanos 

b. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 

c. Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 

d. Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; y 

e. Convención Americana de Derechos Humanos. 


Todo ello, sin derogar las disposiciones del artículo 102 apartado B de la Constitución General de la República, de tal modo que, a partir de que esas reformas entren en vigor, la vigilancia del respeto a los derechos humanos se ejercerá en forma indistinta por el Juicio de Amparo y por las Comisión Nacional y las respectivas estatales de derechos humanos. 

Sin dejar de reconocer la trascendencia de introducir al control del amparo la protección de los derechos humanos, no podemos pasar por alto algunos riesgos que trae consigo la forma como los introduce el proyecto. Entre ellos apuntamos los siguientes: 

1.- REDACCIÓN.- Una primera apreciación, ésta meramente semántica, se refiere a que la redacción del proyecto en los términos que se presentan, condicionan la procedencia del Juicio de Amparo a dos requisitos: 1. Que se trate de actos o normas que violen garantías individuales, Y 2. Que violen los derechos humanos consagrados en los tratados y convenciones que se relacionan en forma casuística. Estimamos que el copulativo Y debe ser sustituido por la disyuntiva O, en todo caso. 


2.- EL CONCEPTO DE DERECHOS HUMANOS. Pero en el fondo, la reforma revive una añeja discusión sobre el concepto de derechos humanos y su necesaria distinción respecto de los demás derechos de hombre como ciudadano. 

El concepto de derechos humanos es más producto de la evolución de la civilización y por ello, está sujeto a la revisión que de él tiene la sociedad en su cambio constante. 

Así, si en su origen bajo la denominación de derechos humanos se conceptualizó el conjunto de expresiones dogmáticas que el Estado se autoimpuso como límites a su actuación frente al individuo, considerado en forma individual o colectiva, posteriormente el devenir constante de nuevas restricciones al Estado, hizo surgir en forma autónoma a los derechos civiles, económicos, políticos, sociales y culturales. 

El proyecto reconoce esta diversidad de derechos pero al momento de regular su control solamente se refiere en forma general a los derechos humanos, como aquellos que quedan bajo el control por la vía del amparo, y excluyendo en la literalidad, la protección de los demás derechos. 

Aún más, los pactos o convenciones relacionadas en la ley, no solamente contienen la enumeración de un catálogo de derechos humanos, sino también de derechos sociales y aún de normas regulatorias de la forma de gobierno. Entonces vale la pena preguntarse: ¿Solamente quedan protegidos en Amparo los derechos humanos contenidos en esas convenciones? ¿Y sí posteriormente el Estado mexicano adopta novedosas convenciones que amplíen esa esfera de derechos individuales, será necesaria una sucesiva reforma del artículo 1 para que los derechos emanados de esas nuevas convenciones queden bajo el manto protector del Amparo? ¿ Acaso el catálogo de derechos del individuo en un sistema constitucional codificado y rígido como el nuestro no debe necesariamente estar contenido en la parte constitucional dogmática? ¿ Cuáles son los derechos emanados de esos pactos o convenciones que no están contemplados en el apartado de garantías individuales sujetas a control por el Juicio de Amparo? 

3.- EL AMPARO COMO ORGANO DEL CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS Y ACTOS DE AUTORIDAD FRENTE A LOS PARTICULARES. 

Siguiendo al doctor Adolfo Gelsi Bidarto, en el orden jurídico global de una nación, la Constitución es el núcleo fundamental, en cuanto contiene las reglas esenciales para la convivencia social que el país ha querido formularse. 

Y ese documento rector, formalmente superior en el orden jurídico, se impone en el mundo normativo de una nación, sin permitir que nada en ese ámbito le sea ajeno o le contraríe, en ejercicio del principio de supremacía constitucional. 

Pues bien, aún en ese terreno de voluntad suprema, la Constitución no se regula y controla a sí misma, sino que en el caso de México, se crean diversas instituciones jurídicas para hacer eficaz y cumplir la voluntad constitucional. Entre ellas apuntamos la controversia constitucional, la acción de inconstitucionalidad y, desde luego, el Juicio de Amparo. 

Siendo que el Juicio de Amparo es sin duda el medio de control constitucional más conocido en nuestro país no es el único, ni tampoco se trata de un control constitucional absoluto, sino como se encuentra vigente a la fecha, es un medio de control de los actos de autoridad frente al particular, y la revisión de la adecuación de los primeros al texto normativo superior. En ese tenor, se trata de un instrumento revisor de la constitucionalidad de los actos de la autoridad, pero limitado a aquellos que tienen repercusión en la esfera de libertad del individuo. 

En sus orígenes el Amparo se ubicó como un instrumento de control de la constitucionalidad de los actos y leyes de la autoridad, cuando afectaban los derechos de los individuos. Pero la inclusión entre esas garantías del artículo 14 Constitucional, en la parte medular que vincula a los actos de molestia a su adecuación a leyes exactamente aplicadas al hecho, hizo pronto triunfar en la interpretación jurisprudencial, la teoría de que el Amparo no era tan sólo un órgano para controlar la constitucionalidad de los actos de las autoridades, sino también la adecuación de éstos a la legalidad, ya que de no cumplirse con ésta, se conculca la garantía preceptuada por el citado artículo 14.

Inútil fue la defensa de D. Emilio Rabasa en su monografía “El Artículo 14”, donde pretendía la demostración de que la absorción del sistema de justicia local por el federal vulneraba el sistema federal de gobierno.

Así, paulatinamente, el Juicio de Amparo fue ampliando su radio de acción para abarcar no solamente aquellos derechos fundamentales consagrados en el texto constitucional, sino adicionalmente aquellos derechos consagrados en leyes secundarias, emanadas de la constitución, pero sin el rango constitucional, lo que se conoce desde ahora como el “control de legalidad” ejercido también mediante el Juicio de Garantías, a través de esa polémica interpretación del artículo 14 de la Constitución. 

Ambos controles, de constitucionalidad y de legalidad, se convirtieron en los medios imprescindibles para lograr el principio de juridicidad, mediante el cual todos los actos del poder público necesariamente deben quedar supeditados al derecho, a través de la máxima expresión normativa que es la Constitución. 

A su vez, los tratados, pactos o convenciones internacionales establecen cada uno de ellos medios de control ajenos al orden jurídico normativo nacional, aunque vinculados a él por la adecuación a los preceptos constitucionales, a los cuales se sujetan los Estados suscriptores de las convenciones y, eventualmente, como en el caso del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos, también pueden acceder a ellos los individuos. 

Por otra parte, bajo el concepto de supremacía constitucional que ya se viene perfilando, se hace referencia a la cualidad de la Constitución de fungir como la norma jurídica positiva superior que da validez y unidad a todo el orden jurídico nacional. 

Esa supremacía constitucional se expresa en la Constitución mexicana vigente en el artículo 133 de la siguiente manera: 

“Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión”. 

La interpretación de este artículo ha sido en el sentido de que, a pesar que conforme a la redacción del precepto, pudiera pensarse que todas las normas enumeradas en él constituyen el orden jurídico fundamental, lo cierto es que la voluntad del Constituyente, ha interpretado la Suprema Corte de Justicia de la Nación, fue que la Constitución en su concepto es la ley suprema, a la cual tiene que adecuarse el restante orden jurídico normativo, incluyendo desde luego a los tratados. 

La supremacía de la Constitución federal sobre los tratados entonces, se desprende del propio texto del artículo 133 que estipula que la Constitución es superior a los tratados, porque éstos, para formar parte de la Ley superior, debe estar acorde con la Constitución y tenerla por fuente, pues en el propio texto se establece con claridad, es necesario “que estén de acuerdo” con la Constitución. Se perfila entonces la subordinación de los tratados al texto constitucional. 

Este principio de subordinación se refuerza con el hecho de que los tratados internacionales, están sujetos a ser revisados en cuanto a su constitucionalidad, cuando afecten derechos de los particulares, a través del Juicio de Amparo. Para la procedencia del mismo, es necesario que dichos actos del Poder Ejecutivo, realizados con la aprobación del Senado de la República, violen garantías individuales.

Sin embargo la propuesta contenida en el proyecto es en el sentido de que cualquier acto de autoridad que vulnere derechos humanos emanados, ya no de la Constitución, sino directamente de un tratado internacional, pueda ser impugnado a través del Juicio de Garantías. Tal propuesta implica una modificación sustancial al juicio, que deja ser un medio de control constitucional para los gobernados, para controlar en forma directa, sin mediación del artículo 14 Constitucional o de cualquier otra garantía individual, un acto subordinado normativamente a la Constitución, como lo es el tratado internacional, lo que convierte al Amparo en una institución controladora de la legalidad en forma directa. 

Esto significa que una vez en vigor la reforma, podrán impugnarse actos de cualquier orden, administrativos, judiciales o legislativos, cuando ataquen, ya no a las garantías individuales, sino simplemente a los derechos contenidos en los tratados y convenciones celebrados por nuestro país en materia de derechos humanos. 

Esa transformación de la institución eleva inconstitucionalmente a los tratados internacionales a una categoría superior a la que la Constitución le tiene reservada en términos del artículo 133 Constitucional. En efecto, si conforme a dicho precepto los tratados internacionales participan de la naturaleza subordinada de las leyes federales, no se encuentra criterio constitucional alguno que justifique que los derechos humanos consagrados en los tratados se controlen directamente en Amparo, cuando todos los demás derechos emanados del orden de legalidad, se controlan por el Amparo solamente a través de una eventual violación al Artículo 14 Constitucional. 

Si los ataques al orden constitucional, y más acotado, a las garantías individuales, pueden provenir tanto de los actos de autoridad administrativa, como de resoluciones judiciales y aún de leyes ordinarias o de tratados, es evidente que se debe reservar al Amparo la función de controlar esos actos, solamente cuando vulneren garantías individuales, sin extrapolar esos ataques, ya no a la Constitución misma, sino a actos ejecutivos que necesariamente deben quedar subordinados a ésta. 

Adicionalmente, si el Artículo 14 de la Constitución permite al Amparo controlar la legalidad de los actos, es decir que una violación a los derechos contenidos en las leyes, son impugnables en Amparo a través de alegar una violación al artículo 14 Constitucional y como ya hemos mencionado, los tratados internacionales participan de la naturaleza de las leyes, por cuanto están subordinados ambos a la Constitución, resulta que los derechos humanos contenidos en los tratados y convenciones internacionales, ya están protegidos debidamente por el Juicio de Amparo, sin necesidad de desvirtuar su esencia teleológica, consistente en tutelar únicamente el orden constitucional. 

4.- EL CATÁLOGO DE DERECHOS HUMANOS CONTENIDOS EN LAS CONVENCIONES MENCIONADAS EN EL ARTÍCULO 1 DEL PROYECTO. Pero a más de lo anterior, en nuestra ponencia nos abocamos a estudiar el contenido de los derechos humanos contenidos en las convenciones aludidas en el proyecto de reforma. Ello con el propósito de determinar si esos instrumentos internacionales establecían o no derechos humanos no contemplados por el texto constitucional, que justifiquen el nacimiento de nuevos límites a la actividad de la autoridad, en su actuar frente a los particulares. 

Se presenta como anexo de esta ponencia, el documento que contiene la descripción pormenorizada de los derechos emanados de las principales convenciones enumeradas en el artículo 1 del proyecto, y su comparación con el contenido de nuestra Constitución y que demuestran sin lugar a dudas que los derechos emanados de esas convenciones, ya están amparados en el texto de la Constitución. 

Esos instrumentos internacionales de carácter general, que son sin duda alguna la expresión más reciente de la protección de los derechos de los individuos y de la sociedad frente al Estado, adoptan dos procedimientos distintos de enumeración: uno que hace una enumeración exhaustiva de todos los derechos, tanto civiles, como políticos y sociales y culturales, y otro en los que cada uno de dichas categorías son enumeradas por separado, en forma tal que en ocasiones, los derechos se repiten en uno y otro instrumento. 

El lugar donde debe el Estado reconocer los derechos humanos, en un sistema constitucional rígido y codificado como el nuestro, es en la parte dogmática de la Constitución, en forma tal que el apartado de garantías constitucionales, sujetas a control constitucional a través del Amparo, debe contener agrupado bajo ese rubro y en forma exhaustiva el catálogo de derechos humanos que el Estado Mexicano reconoce, y entonces sería innecesario que el amparo protegiera los derechos emanados de los tratados internacionales, ya que éstos ya se encontrarían al nivel de garantías individuales. 

Existen otros derechos fundamentales, consagrados en los tratados internacionales, que sin estar contemplados en el capítulo de garantías individuales, lo están en el catálogo de los derechos sociales, tal es el caso de los derechos laborales contenidos en forma descriptiva en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y que en el texto constitucional se consagran en el Artículo 123 Constitucional, que está sujeto al Control del Juicio de Amparo, vía la vulneración de garantías de seguridad jurídica contempladas en el artículo 14 Constitucional. 

Se enuncian por tanto las siguientes conclusiones: 

1. El Juicio de Amparo es, conforme a su naturaleza, reforzada por su evolución histórica, el instrumento que preserva la cabal eficacia de las garantías individuales frente a los actos de la autoridad; garantiza la eficacia de los diversos sistemas de distribución de competencia y protege a los individuos de los actos arbitrarios contrarios a sus derechos fundamentales, así como la estricta observancia de toda la legislación secundaria, incluyendo desde luego los derechos de los individuos emanados de los tratados internacionales. 

2.  La técnica legislativa de nuestro sistema constitucional, rígida y de codificación, impone que los derechos del individuo y del ciudadano queden contenidos en el cuerpo mismo de la Constitución y no en otro orden jurídico, mucho menos aquel que no sigue el procedimiento formal de creación de las leyes. 

3.  Por el contrario, el proyecto de ley contiene una enumeración casuística no específica sino referencial de los supuestos que considera bajo la protección del Amparo, en el rubro de derechos humanos, por lo que excluye cualquier otro tipo de derechos contemplados en las convenciones internacionales de referencia o en cualesquiera otra que pudiera prevenir supuestos similares o conexos. 

4. Asimismo, en el espíritu de preservar adecuadamente el alcance de la protección que se pretende, cualquier nueva convención internacional adoptada por nuestro país, en el mismo campo, haría necesaria la modificación del artículo 1 de la Ley de Amparo para que los derechos en ella definidos estuvieran salvaguardados por el Juicio de Amparo.

5.  Por otro lado, conforme al estudio comparativo que se presenta adjunto, los derechos contenidos en las convenciones y pactos internacionales a que hace mención el artículo 1 del proyecto, ya están contenidos en el catálogo de los derechos del individuo en nuestro orden constitucional vigente. 

6. En consecuencia al punto anterior, los derechos emanados de los tratados, a que hace mención el artículo 1 del proyecto de reforma, ya pueden considerarse protegidos a través del control de legalidad que se ejerce por el Amparo en la protección del artículo 14 Constitucional. 

7.  Por lo plasmado en los puntos que anteceden, se propone eliminar del texto del proyecto de reformas al artículo 103 Constitucional y del artículo 1 del proyecto la referencia a la protección de los derechos humanos protegidos por los tratados internacionales, para no desvirtuar la naturaleza del Amparo. 

8.  No escapa a nuestra atención la bondad de la reforma al pretender  ampliar la protección del Juicio de Amparo a los derechos humanos contenidos en las convenciones relacionadas. Por ello estimamos, en forma propositiva, como soluciones alternativas, las siguientes: 

a.  Incluir en el catálogo de derechos protegidos constitucionalmente en el capítulo de garantías individuales aquellos derechos que aún no se encuentran en la parte dogmática de la Constitución, lo que significaría elevarlos a rango constitucional, para dejar la materia de amparo circunscrita a los derechos constitucionales. Ciertamente, bajo este esquema se han introducido históricamente en el capítulo correspondiente derechos fundamentales como la igualdad de la mujer, el reconocimiento de los derechos culturales indígenas, la autonomía familiar, etc., pero la reforma podría establecer como obligatoria la inclusión de los derechos humanos ya reconocidos en tratados en que nuestro país sea signante, en el supuesto de que alguno de tales derechos no lo estuviera, y adicionalmente, 

b.  Ampliar en forma general la protección de las garantías individuales a todos aquellos derechos del individuo que emanen de los tratados y convenciones internacionales de los que nuestro país llegue a formar parte, en forma tal que el control de legalidad de esos derechos se sujeten como todo el control de legalidad a una violación al texto constitucional. Esto es, si para aludir a la protección de los derechos emanados de las leyes ordinarias, el particular alega violaciones al artículo 14 Constitucional, para alegar violaciones a los derechos emanados de los tratados internacionales, los particulares tendrán que alegar violación al precepto constitucional donde se amplíen los derechos civiles a aquellos contemplados en el texto de las convenciones internacionales. 

DECLARACION UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS
OBSERVACIONES

ART. 1 Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.
 ART. 1 En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece. 


ART. 12. En los Estados Unidos Mexicanos no se concederán títulos de nobleza ni prerrogativas y honores hereditarios, ni se dará efecto alguno a los otorgados por cualquier otro país.
 

 ART. 2. Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en esta Declaración sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición.

Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente, como de un territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía.
 ART. 1 En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece.
 

ART. 3 Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.
 ART. 2. Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán por ese solo hecho, su libertad y la protección de las leyes. 


ART. 14 SEGUNDO PARRAFO

Nadie Puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones y derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho.
 

ART. 4. Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre; la esclavitud, y la trata de esclavos están prohibidas en todas sus formas.
 ART. 2. Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán por ese solo hecho, su libertad y la protección de las leyes.
 

ART. 5 Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.}
 ART. 22 Quedan prohibidas las penas de mutilación y de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales.
 

ART. 6 Todo ser humano tiene derecho, en todas sus partes, al reconocimiento de su personalidad jurídica.
 
no obstante que no se encuentra correlativo constitucional, la preservación de este derecho corresponde a a los códigos civiles de los estados. 

ART. 7 Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación.
 ART. 1 En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución... 
ART. 12. En los Estados Unidos Mexicanos no se concederán títulos de nobleza ni prerrogativas y honores hereditarios, ni se dará efecto alguno a los otorgados por cualquier otro país.


 

 

ART. 8 Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley. 
 

ART. 103 FRACCION I

VI. Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite: Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales.
 

ART. 9 Nadie puede ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.
 ART. 14 SEGUNDO PARRAFO

Nadie Puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones y derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho. 


ARTICULO 19. Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de setenta y dos horas, a partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, sin que se justifique con un auto de formal prisión en el que se expresarán: el delito que se impute al acusado; el lugar, tiempo y circunstancias de ejecución, así como los datos que arroje la averiguación previa, los que deberán ser bastantes para comprobar el cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad del indiciado.
 

ART. 10 Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal.
 ART. 13 Nadie puede ser juzgado por leyes privativas ni por tribunales especiales............. 

ART. 17 Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma ni ejercer violencia para reclamar su derecho.

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial...

Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que se garantice la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones.


 

ART. 11. 

1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a le ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.

2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron delictivos según el derecho nacional o internacional. Tampico se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito.
 
ART. 14 A ninguna ley de dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna.

Nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones y derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho. 


En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata.

...........

ART. 20 En todo proceso de orden penal, tendrá el inculpado las siguientes garantías:

VI. Será juzgado en audiencia pública por un juez o jurado de ciudadanos que sepan leer y escribir, vecinos del lugar y partido en que se cometiere el delito, siempre que este pueda ser castigado con una pena mayor de un año de prisión. En todo caso serán juzgados por un jurado los delitos cometidos por medio de la prensa contra el orden público o la seguridad exterior o interior de la Nación.
 

Art. 12 Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques.
ART. 16 Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento...

PENÚLTIMO PARRAFO

La correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas, estará libre de todo registro, y su violación será penada por la ley.


 

ART. 13 

1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado.

2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso el propio, y a regresar a su país.
ART. 11 Todo hombre tiene derecho para entrar en la República, salir de ella, viajar por su territorio y mudar de residencia, sin necesidad de carta de seguridad, pasaporte, salvoconducto u otros requisitos semejante. El ejercicio de este derecho estará subordinado a las facultades de la autoridad judicial en los casos de responsabilidad civil o criminal, y a las de la autoridad administrativa, por lo que toca a las limitaciones que impongan las leyes sobre emigración, inmigración y salubridad general de la República, o sobre extranjeros perniciosos residentes en el país.


 

ART. 14 

1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él en cualquier país.

2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente priginada por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.
 
AUN CUANDO NO EXISTE CORRELACION CON PRECEPTO CONSTITUCIONAL ALGUNO, MÉXICO HA SUSCRITO DIVERSOS TRATADOS EN LA MATERIA, MISMOS QUE SON LEY, ATENTO A LAS DISPOSICIONES DEL ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL.



 ART. 15 

1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad

2. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad no deld erecho de cambiar de nacionalidad.
 

ART. 30. La nacionalidad mexicana se adquiere por nacimiento o por naturalización.

................

ART. 32 La Ley regulará el ejercicio de los derechos que la legislación mexicana otorga a los mexicanos que posean otra nacionalidad y establecerá normas para evitar conflictos por doble nacionalidad.

.................

ART. 37 

A. Ningún mexicano por nacimiento podrá ser privado de su nacionalidad.


 

 ART. 16 

1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia; y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio. 

2. Solo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse matrimonio.

3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado.


 ART. 4 PARRAFO SEGUNDO

El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá la organización y el desarrollo de la familia.

Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y el espaciamiento de sus hijos.

...........................
 

Artículo 17. 

1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente.

2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.

 


ARTICULO 27

La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional, corresponde originariamente a la Nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir el dominio de ellas a los particulares, constituyendo la propiedad privada. 


Las expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de utilidad pública y mediante indemnización.


 

Artículo 18.

Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad de manifestar su religión, creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia.


 


ARTICULO 24

Todo hombre es libre para profesar la creencia religiosa que más le agrade y para practicar las ceremonias, devociones o actos del culto respectivo, siempre que no constituyan un delito o falta penados por la ley.

.................................... 


 

Artículo 19.

Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el no ser molestado a causa de sus opiniones, y de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier modo de expresión.
ARTICULO 6

La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, los derechos de tercero, provoque algún delito o perturbe el orden público; el derecho a la información será garantizado por el Estado. 


ARTICULO 7

Es inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier materia. Ninguna ley ni autoridad puede establecer la censura previa, ni exigir fianza a los autores o impresores, ni coartar la libertad de imprenta, que no tiene más límites que el respeto a la vida privada, a la moral y a la paz pública. En ningún caso puede secuestrarse la imprenta como isntrumento del delito.

.................................... 


 

Artículo 20. 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas.

2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación.
ARTICULO 9

No se podrá coartar el derecho de asociarse o reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito; pero solamente los ciudadanos de la República podrán hacerlo para tomar parte en los asuntos políticos del país. Ninguna reunión armada tiene derecho a deliberar.


 

Artículo 21. 

1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos.

2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país.

3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto.
ARTICULO 35. Son prerrogativas de los ciudadanos: 

1. Votar en las elecciones populares;

2. Ser votado para todos los cargos de elección popular y nombrado para cualquier otro empleo o comisión, teniendo las cualidades que establezca la ley.

 


Articulo 39. La soberanía nacional reside esencial y originariamente en el pueblo. Todo poder público dimana de él y se instituye para beneficio de éste. El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar la forma de su gobierno. 


ARTICULO 40.- Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, democrática, federal, compuesta de estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, pero unidos en una Federación establecida según los principios de esta ley fundamental.


 

Artículo 22. Toda persona como miembro de la sociedad tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad. 
 

ARTICULO 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social para el trabajo, conforme a la ley. 


FRACCION XXIX. Es de utilidad pública la Ley del Seguro Social, y ella comprenderá seguros de invalidez, de vejez, de vida, de cesación involuntaria del trabajo, de enfermedades y accidentes, de servicios de guardería y cualquier otro encaminado a la protección y bienestar de los trabajadores, campesinos, no asalariados y otros sectores sociales y sus familiares.


 

Artículo 23. 

3. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo.

4. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo igual.

5. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia conforma a la dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera otros medios de protección social.

6. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus intereses.
ARTICULO 5.- A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial, cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad. Nadie puede ser privado del producto de su trabajo, sino por resolución judicial. 


ARTICULO 123 Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social para el trabajo, conforme a la ley. 


VI. Los salarios mínimos generales deberán ser suficientes para satisfacer las necesidades normales de un jefe de familia, en el orden material, social y cultural, y para proveer la educación obligatoria de los hijos.

VII. Para trabajo igual debe corresponder salario igual, sin tener en cuenta sexo ni nacionalidad.

XVI. Tanto los obreros como los empresarios tendrán derecho para coaligarse en defensa de sus respectivos intereses, formando sindicatos, asociaciones profesionales, etcétera.


 

Artículo 24. 

Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una limitación razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas.
ARTICULO 123 

III. La duración d la jornada máxima será de ocho horas.

1. Por cada seis días de trabajo deberá disfrutar el operario de un día de descanso, cuando menos;


 

Artículo 25. 

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tienen asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.

2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tiene derecho a protección social. 
 


ARTICULO 4. Toda Persona tiene derecho a la protección de la salud....

Toda persona tiene derechoa un medio ambiente adecuado para sud esarrollo y bienestar.

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa...

Es deber de los padres preservar el derecho de los menores a la satisfacción de sus necesidades y a la salud física y mental... 

 

ARTICULO 123 Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social para el trabajo, conforme a la ley.

V. Las mujeres durante el embarazo no realizarán trabajos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un peligro para su salud en relación con la gestación... 


VI. Los salarios mínimos generales deberán ser suficientes para satisfacer las necesidades normales de un jefe de familia, en el orden material, social y cultural, y para proveer la educación obligatoria de los hijos.

XXIX. Es de utilidad pública la Ley del Seguro Social, y ella comprenderá seguros de invalidez, de vejez, de vida, de cesación involuntaria del trabajo, de enfermedades y accidentes, de servicios de guardería y cualquier otro encaminado a la protección y bienestar de los trabajadores, campesinos, no asalariados y otros sectores sociales y sus familiares.


 

Artículo 26. 

1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos; y promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz.

Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá e darse a sus hijos. 
ARTICULO 3

Todo individuo tiene derecho a recibir educación. El Estado... impartirá educación preescolar, primaria y secundaria. La educación primaria y la secundaria serán obligatorias.

La educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar armónicamente todas las facultades del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria y a la conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y en la justicia.
 

Artículo 27.

Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él resulten.

Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora.
ARTICULO 28 PARRAFO NOVENO

Tampoco constituyen monopolios los privilegios que por determinado tiempo se concedan a los autores y artistas para la producción de sus obras y los que para el uso exclusivo de sus inventos, se otorguen a los inventores y perfeccionadores de alguna mejora.
 

Artículo 28.

Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que los derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan plenamente efectivos.
 
PRECISAMENTE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA Y EN FORMA PARTICULAR EL CAPÍTULO DE GARANTÍAS INDIVIDUALES ES EL MEJOR ORDEN SOCIAL EN EL QUE LOS DERECHOS Y LIBERTADES DEL INDIVIDUO SE ENCUENTRAN GARANTIZADOS



Artículo 29. 

1. Toda persona tiene deberes respecto de la comunidad, puesto que sólo en ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad.

2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general de una sociedad democrática.

Estos derechos y libertades no podrán en ningún caso ser ejercidos en oposición a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.


Articulo 31. Son obligaciones de los mexicanos: 


.....................................
 

Artículo 30.

Nada en la presente Declaración podrá interponerse en el sentido de que confiere derecho alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta Declaración. 
ARTICULO 29. En los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública o de cualquier otro que ponga a la sociedad en frave peligro o conflicto, solamente el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con los Tiulares de las Secretarías de Estado, los Departamentos Administrativos y la Procuraduría General de la República, y con aprobación del Congreso de la Unión, y en los recesos de éste, de la Comisión Permanente, podrá suspender en todo el país o en lugar determinado las garantías que fuesen obstáculo para hacer frente rápida y fácilmente a la situación...
 

PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLITICOS.
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
OBSERVACIONES

Artículo 1.

1.Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho establecen, libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural.

2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la cooperación económica internacional basada en el principio del beneficio recíproco, así como el derecho internacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia.

3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la responsabilidad de administrar territorios no autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determinación, y respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas. 


 
NO SE TRATA DE DERECHOS INDIVIDUALES, SINO DE DERECHOS COLECTIVOS, QUE NO PUEDEN QUEDAR SUJETOS AL CONTROL DEL AMPARO

Artículo 2. 

7. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a respetar y garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

8. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter.

9. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que:

1. Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales;

2. La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera otra autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso, y desarrollará las posibilidades de recurso judicial;

3. Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso. 
Artículo 1.

En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece.

Artículo 4.

... El varón y la mujer son iguales ante la ley... .

Artículo 17.

Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí mismo, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia , prohibidas las costas judiciales.

Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que se garantice la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones.

Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter civil.

Artículo 103.

Los tribunales de la Federación resolverá toda controversia que se suscite:

I. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales. 
 

Artículo 3.

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados en el presente Pacto. 
Artículo 1.

En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece.
 

Artículo 4. 

3. En situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la nación y cuya existencia haya sido proclamada oficialmente, los Estados Partes en el presente Pacto podrán adoptar disposiciones que, en la medida estrictamente limitada a las exigencias de la situación, suspenden las obligaciones contraídas en virtud de este Pacto, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con las demás obligaciones que les impone el derecho internacional y no entrañen discriminación alguna fundada únicamente en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social.

4. La disposición precedente no autoriza suspensión alguna de los artículos 6, 7, 8, (párrafos 1 y 2) 11, 15, 16 y 18.

5. Todo Estado Parte en el presente Pacto que haga uso del Derecho de suspensión deberá informar inmediatamente a los demás Estados Partes en el presente Pacto, por conducto del secretario General de las Naciones Unidas, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido y de los motivos que hayan suscitado la suspensión. Se hará una nueva comunicación por el mimo conducto en la fecha en que se haya dado por terminada tal suspensión. 
Artículo 29.

En los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública, o de cualquier otro que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto, solamente el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con los titulares de las Secretarías de Estado, los Departamentos Administrativos y la Procuraduría General de la República y con aprobación del Congreso de la Unión, y, en los recesos de éste, de la Comisión Permanente, podrá suspender en todo el país o en lugar determinado las garantías que fuesen obstáculos para hacer frente, rápida y fácilmente a la situación; pero deberá hacerlo por un tiempo limitado, por medio de prevenciones generales y sin que la suspensión se contraiga a determinado individuo.
 

Artículo 5. 

3. Ninguna disposición del presente Pacto ser interpretada en el sentido de conceder derechos alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos y libertades reconocidos en el Pacto o a su limitación en mayor medida de la prevista en él.

4. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un Estado Parte en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado. 
 
NO CONTIENE DERECHOS INDIVIDUALES

Artículo 6. 

3. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado a la vida arbitrariamente.

4. En los países en que no hayan abolido la pena capital sólo podrá imponerse la pena de muerte por los más graves delitos y de conformidad con leyes que estén en vigor en el momento de cometerse el delito y que no sean contrarias a las disposiciones del presente Pacto ni a la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio. Esta pena sólo podrá imponerse en cumplimiento de sentencia definitiva en un tribunal competente.

5. Cuando la privación de la vida constituya un delito de genocidio se tendrá entendido que nada de lo dispuesto en este artículo excusará en modo alguno a los Estados Partes en el cumplimiento de ninguna de las obligaciones asumidas en virtud de las disposiciones de la Convención para la prevención y la Sanción del Delito de Genocidio.

6. Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a solicitar el indulto o la conmutación de la pena de muerte. La amnistía, el indulto o la conmutación de la pena capital podrán ser concedidos en todos los casos.

7. No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por personas de menos de 18 años de edad, ni se aplicará a las mujeres en estado de gravidez.

8. Ninguna disposición de este artículo podrá ser invocada por un Estado Parte en el presente Pacto para demorar o impedir la abolición de la pena capital. 

9. 
Artículo 22.

...

Queda también prohibida la pena de muerte por delitos políticos y en cuanto a los demás, sólo podrán imponerse al traidor a la Patria en guerra extranjera, al parricida, al homicida con alevosía, premeditación o ventaja, al incendiario, al plagiario, al salteador de caminos, al pirata y a los reos de delitos graves del orden militar.  

 

Artículo 7.

Nadie será sometido a torturas, ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos. 
Artículo 22.

Quedan prohibidas las penas de mutilación y de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales. 
 

Artículo 8. 

3. Nadie estará sometido a la esclavitud. La esclavitud y la trata de esclavos estarán prohibidas en todas sus formas.

4. Nadie estará sometido a servidumbre.

a) Nadie será sometido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio;

b) El inciso precedente no podrá ser interpretado en el sentido que prohíbe, en los países en los cuales ciertos delitos pueden ser castigados con la plena de prisión acompañada de trabajos forzados, el cumplimiento de una pena de trabajos forzados impuesta por un tribunal competente;

c)No se considerarán como “trabajo forzoso u obligatorio”, a los efectos de este párrafo: 

1. Los trabajos o servicios que, a parte de los mencionados en el inciso b), se exijan normalmente de una persona presa en virtud de una decisión judicial legalmente dictada, o de una persona que habiendo sido presa en virtud de tal decisión se encuentre en libertad condicional;

2. El servicio de carácter militar y, en los países donde se admite la exención por razones de conciencia, el servicio nacional que deben prestar conforme a la ley quienes se opongan al servicio militar por razones de conciencia.

3. El servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la vida o el bienestar de la comunidad;

4. El trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales. 
Artículo 2.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes mexicanas.

Artículo 5.

...

Nadie podrá ser obligado a prestar trabajos personales sin la justa retribución y sin su pleno consentimiento, salvo el trabajo impuesto como pena por la autoridad judicial, el cual se ajustará a lo dispuesto en las fracciones I y II del artículo 123. 
 

Artículo 9. 

2. Todo individuo tiene derecho a la libertad y al seguridad personales. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido es ésta.

3. Toda persona será informada, en el momento de sus detención, de las razones de la misma, y notificada, sin demora de la acusación formulada contra ella.

4. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo.

5. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuere ilegal.

6. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo a obtener reparación. 
Artículo 14.

A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna.

Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho. ...

Artículo 16.

...

No podrá librarse orden de aprehensión sino por autoridad judicial y sin que proceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado cuando menos con pena privativa de libertad y existan datos que acrediten el cuerpo del delito y que hagan probable la responsabilidad del indiciado.

La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión deberá poner al inculpado a disposición del juez, sin dilación alguna y bajo su más estricta responsabilidad. La contravención a lo anterior será sancionada por la ley penal.

...

ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por más de cuarenta y ochos horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la autoridad judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia organizada. Todo abuso a lo anteriormente dispuesto será sancionado por la ley penal. ...

Artículo 17.

Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia prohibidas las costas judiciales. ...

Artículo 19.

Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de setenta y dos horas, a partir de que le indiciado sea puesto a su disposición, sin que se justifique con un auto de formal prisión en el que se expresarán: el delito que se imputa al acusado, el lugar, el tiempo y circunstancias de ejecución, así como los datos que arroje la averiguación previa, los que deberán ser bastantes para comprobar el cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad del indiciado.

Este plazo podrá prorrogarse únicamente a petición del indiciado, en la forma que señale la ley. La prolongación de la detención en su perjuicio será sancionada por la ley penal. La autoridad responsable del establecimiento en el que se encuentre internado el indiciado, que dentro del plazo antes señalado no reciba copia autorizada del auto de formal prisión o de la solicitud de prórroga, deberá llamar la atención del juez sobre dicho particular en el acto mismo de concluir el plazo y, si no recibe la constancia mencionada dentro de las tres horas siguientes, podrá al indiciado en libertad.

Artículo 20.

En todo proceso de orden penal, tendrá el inculpado las siguientes garantías: 

III. Inmediatamente que lo solicite, el juez deberá otorgarle la libertad provisional bajo caución, siempre y cuando no se trate de delitos en que, por su gravedad, la ley expresamente prohiba conceder este beneficio. En caso de delitos no graves, a solicitud del Ministerio Público, el Juez podrá negar la libertad provisional, cuando el inculpado haya sido condenado con anterioridad, por algún delito calificado como grave por la ley o, cuando el Ministerio Público aporte elementos al juez para establecer que la libertad del inculpado representa, por su conducta precedente o por las circunstancias y características del delito cometido, un riesgo para el ofendido o para la sociedad. 

El monto y la forma de la caución que se fije, deberán ser asequibles para el inculpado. En circunstancias que la ley determine, la autoridad judicial podrá modificar el monto de la caución, el juez deberá resolver sobre la forma y el monto de la caución, el juez deberá tomar en cuenta la naturaleza, modalidad y circunstancias del delito; las características del inculpado y la posibilidad de cumplimiento de las obligaciones procesales a su cargo; los daños y perjuicios causados al ofendido; así como la sanción pecuniaria que, en su caso, pueda imponerse al inculpado. 

La ley determinará los casos graves en los cuales el juez podrá revocar la libertad provisional;

II.

III. Se le hará saber en audiencia pública, y dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a su consignación a la justicia, el nombre del acusador y la naturaleza y causa de la acusación, a fin de que conozca bien el hecho punible que se le atribuye y pueda contestar el cargo, rindiendo en este acto su declaración preparatoria;

VI. Será juzgado en audiencia por un juez o jurado de ciudadanos que sepan leer y escribir, vecinos del lugar y partido en que se cometiere el delito, siempre que éste pueda ser castigado con un pena mayor de un año de prisión. En todo casos serán juzgados por un jurado de delitos cometidos por medio de la prensa contra el orden público o la seguridad exterior o interior de la nación;

VIII. Será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena máxima no exceda de dos años de prisión, y antes de un año si la pena excediere de ese tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su defensa;

IX. Desde el inicio de su proceso será informado de los derechos que en su favor consigna esta Constitución y tendrá derecho a una defensa adecuada, por sí, por abogado, o por persona de su confianza. Si no quiere o no puede nombrar defensor, después de haber sido requerido para hacerlo, el juez le designará un defensor de oficio. También tendrá derecho a que su defensor comparezca en todos los actos del proceso y esté tendrá obligación de hacerlo cuantas veces se le requiera; y

X. En ningún caso podrá prolongarse la prisión o detención por falta de pago de honorarios de defensores o por cualquiera otra prestación de dinero, por causa de responsabilidad civil o algún motivo análogo.

XI. Tampoco podrá prolongarse la prisión preventiva por más tiempo del que como máximo fije la ley al delito que motivare el proceso.

En toda pena de prisión que imponga una sentencia, se computará el tiempo de la detención. 

...

En todo proceso penal, la victima o el ofendido por algún delito tendrá derecho a recibir asesoría jurídica, a que se le satisfaga la reparación del daño cuando proceda, a coadyuvar con el Ministerio Público, a que se le preste atención médica de urgencia cuando la requiera y, los demás que señalen las leyes.

Artículo 21.

La imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad judicial. La investigación y persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público, el cual se auxiliara con una policía que estará bajo su autoridad y mando inmediato. Compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por las infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, las que únicamente consistirán en multa o arresto hasta por treinta y seis horas; pero si el infractor no pagare la multa que se le hubiese impuesto, se permutará ésta por el arresto correspondiente, que no excederá en ningún caso de treinta y seis horas. 
 

Artículo 10. 

4. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.

5. a)Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento distinto, adecuado a su condición de personas no condenadas;

b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán ser llevados ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad posible para su enjuiciamiento.

3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la readaptación social de los penados. Los menores delincuentes estarán separados de los adultos y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica. 
Artículo 18.

Solo por delito que merezca pena corporal habrá lugar a prisión preventiva. El sitio de está será distinto del que se destinare para la extinción de las penas y estarán completamente separados.

Los Gobiernos de la Federación y de los Estados organizarán el sistema penal, en sus respectivas jurisdicciones, sobre la base del trabajo, la capacitación para el mismo y la educación como medios para la realización social del delincuente. Las mujeres compurgarán sus penas en lugares separados de los destinados a los hombres para tal efecto.

...

La Federación y los Gobiernos de los establecerán Estados instituciones especiales para el tratamiento de menores infractores. 
 

Artículo 11.

Nadie será encarcelado por el solo hecho de no poder cumplir una obligación contractual.
Artículo 17.

...

Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente civil.
 

Artículo 12. 

2. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tendrá derecho a circular libremente por él y escoger libremente su residencia.

3. Toda persona tendrá derecho a salir libremente de cualquier país, incluso del propio.

4. Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto de restricciones salvo cuando estás se hallen previstas en la ley, sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de terceros, y sean compatibles con los demás derechos reconocidos en el presente Pacto.

5. Nadie podrá ser arbitrariamente privado del Derecho a entrar en su propio país. 
Artículo 11.

Todo hombre tiene derecho para entrar en la República, salir de ella, viajar por su territorio y mudar en residencia, sin necesidad de carta de seguridad, pasaporte, salvoconducto u otros requisitos semejantes. El ejercicio de este derecho estará subordinado a las facultades de la autoridad judicial, en los casos de responsabilidad criminal o civil, y a las de la autoridad administrativa, por lo que toca a las limitaciones que impongan las leyes sobre emigración, inmigración y salubridad general de la República, o sobre extranjeros perniciosos residentes en el país.
 

Artículo 13.

El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado Parte en el presente Pacto sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada conforme a la ley; y a menos que razones imperiosas de seguridad nacional se opongan a ello se permitirá a tal extranjero exponer las razones que lo asistan en contra de su expulsión, así como someter su caso a revisión ante la autoridad competente, y hacerse representar con tal fin ante ellas. 
Artículo 33.

Son extranjeros los que no posean las calidades determinadas en el artículo 30. Tienen derecho a las garantías que otorga el Capítulo I, Título Primero, de la presente Constitución; pero el Ejecutivo de la Unión tendrá la facultad exclusiva de hacer abandonar el territorio nacional, inmediatamente y sin necesidad de juicio previo, a todo extranjero cuya permanencia juzgue inconveniente.
 

14.

1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela de menores.

2.Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 

7. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad a las siguientes garantías mínimas:

1. A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella.

2. A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección;

3. A ser juzgado sin dilaciones indebidas;

4. A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviere defensor, del derecho que le asiste tenerlo, y siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo;

5. A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo;

6. A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla el idioma empleado en el Tribunal;

7. A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable.

8. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales se tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su readaptación social.

9. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley.

10. Cuando una sentencia condenatoria firme hay sido ulteriormente revocada, o el condenado haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es imputable en todo o en parte el no haberse relevado oportunamente el hecho desconocido.

11. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley y el procedimiento penal de cada país. 

 

Articulo 13.

Nadie puede ser juzgado por leyes privativas ni por tribunales especiales. Ninguna persona o corporación puede tener fuero, ni gozar más emolumentos que los que sean compensación de servicios públicos y estén fijados por la ley. Subsiste el fuero de guerra para los delitos y faltas contra la disciplina militar; pero los tribunales militares en ningún caso y por ningún motivo, podrán extender su jurisdicción sobre personas que no pertenezcan al Ejército.

Cuando en un delito o falta del orden militar estuviese complicado un paisano, conocerá del caso la autoridad civil que corresponda. 

Artículo 19.

Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de setenta y dos horas, a partir de que le indiciado sea puesto a su disposición, sin que se justifique con un auto de formal prisión en el que se expresarán: el delito que se imputa al acusado, el lugar, el tiempo y circunstancias de ejecución, así como los datos que arroje la averiguación previa, los que deberán ser bastantes para comprobar el cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad del indiciado.

Este plazo podrá prorrogarse únicamente a petición del indiciado, en la forma que señale la ley. La prolongación de la detención en su perjuicio será sancionada por la ley penal. La autoridad responsable del establecimiento en el que se encuentre internado el indiciado, que dentro del plazo antes señalado no reciba copia autorizada del auto de formal prisión o de la solicitud de prórroga, deberá llamar la atención del juez sobre dicho particular en el acto mismo de concluir el plazo y, si no recibe la constancia mencionada dentro de las tres horas siguientes, podrá al indiciado en libertad.

Todo proceso se seguirá forzosamente por el delito o delitos señalados en el auto de formal prisión o de sujeción a proceso. Si en la secuela de un proceso apareciere que se ha cometido un delito distinto del que se persigue, deberá ser objeto de averiguación separada, sin perjuicio de que después pueda decretarse la acumulación si fuere conducente.

Todo maltratamiento en la aprehensión o en la prisiones, toda molestia que se infiera sin motivo legal, toda gabela o contribución en las cárceles son abusos que serán corregidos por la leyes y reprimidos por las autoridades. 

Artículo 20.

En todo proceso de orden penal, tendrá el inculpado las siguientes garantías: 

IV. Inmediatamente que lo solicite, el juez deberá otorgarle la libertad provisional bajo caución, siempre y cuando no se trate de delitos en que, por su gravedad, la ley expresamente prohiba conceder este beneficio. En caso de delitos no graves, a solicitud del Ministerio Público, el Juez podrá negar la libertad provisional, cuando el inculpado haya sido condenado con anterioridad, por algún delito calificado como grave por la ley o, cuando el Ministerio Público aporte elementos al juez para establecer que la libertad del inculpado representa, por su conducta precedente o por las circunstancias y características del delito cometido, un riesgo para el ofendido o para la sociedad. 

El monto y la forma de la caución que se fije, deberán ser asequibles para el inculpado. En circunstancias que la ley determine, la autoridad judicial podrá modificar el monto de la caución, el juez deberá resolver sobre la forma y el monto de la caución, el juez deberá tomar en cuenta la naturaleza, modalidad y circunstancias del delito; las características del inculpado y la posibilidad de cumplimiento de las obligaciones procesales a su cargo; los daños y perjuicios causados al ofendido; así como la sanción pecuniaria que, en su caso, pueda imponerse al inculpado. 

La ley determinará los casos graves en los cuales el juez podrá revocar la libertad provisional;

II. No podrá ser obligado a declarar. Queda prohibida y será sancionada por la Ley penal, toda incomunicación, intimidación o tortura. La confesión rendida ante cualquier autoridad distinta del Ministerio Público o del juez, o ante éstos sin la asistencia de su defensor carecerá de todo valor probatorio;

III. Se le hará saber en audiencia pública, y dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a su consignación a la justicia, el nombre de su acusador y la naturaleza y causa de la acusación, a fin de que conozca el bien hecho punible que se le atribuye y pueda contestar el cargo, rindiendo en este acto su declaración preparatoria; 

III. Se le hará saber en audiencia pública, y dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a su consignación a la justicia, el nombre del acusador y la naturaleza y causa de la acusación, a fin de que conozca bien el hecho punible que se le atribuye y pueda contestar el cargo, rindiendo en este acto su declaración preparatoria;

IV. Se le recibirán los testigos y demás pruebas que ofrezca concediéndosele el tiempo que la ley estime necesario al efecto y auxiliándose para obtener la comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite que se encuentren en el lugar del proceso; 

 


III. Será juzgado en audiencia por un juez o jurado de ciudadanos que sepan leer y escribir, vecinos del lugar y partido en que se cometiere el delito, siempre que éste pueda ser castigado con un pena mayor de un año de prisión. En todo casos serán juzgados por un jurado de delitos cometidos por medio de la prensa contra el orden público o la seguridad exterior o interior de la nación;

 


VII. Le serán facilitados todos los datos que solicite para su defensa y que consten en el proceso;

VIII. Será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena máxima no exceda de dos años de prisión, y antes de un año si la pena excediere de ese tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su defensa;

IX. Desde el inicio de su proceso será informado de los derechos que en su favor consigna esta Constitución y tendrá derecho a una defensa adecuada, por sí, por abogado, o por persona de su confianza. Si no quiere o no puede nombrar defensor, después de haber sido requerido para hacerlo, el juez le designará un defensor de oficio. También tendrá derecho a que su defensor comparezca en todos los actos del proceso y esté tendrá obligación de hacerlo cuantas veces se le requiera; y

X. En ningún caso podrá prolongarse la prisión o detención por falta de pago de honorarios de defensores o por cualquiera otra prestación de dinero, por causa de responsabilidad civil o algún motivo análogo.

Tampoco podrá prolongarse la prisión preventiva por más tiempo del que como máximo fije la ley al delito que motivare el proceso.

En toda pena de prisión que imponga una sentencia, se computará el tiempo de la detención. 

...

En todo proceso penal, la victima o el ofendido por algún delito tendrá derecho a recibir asesoría jurídica, a que se le satisfaga la reparación del daño cuando proceda, a coadyuvar con el Ministerio Público, a que se le preste atención médica de urgencia cuando la requiera y, los demás que señalen las leyes.
 

PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES
CONSTITUCIÓN POLÍTICA

DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS
OBSERVACIONES

Artículo 1. 

10. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural.

11. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la cooperación económica internacional basada en el principio de beneficio recíproco, así como en el derecho internacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia.

12. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la responsabilidad de administrar territorios no autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determinación, y respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones de la Carta de las Naciones unidas. 


 
ESTE PRECEPTO NO CONTIENE DERECHOS INDIVIDUALES Y EN TODO CASO LOS RELATIVOS A LA EXPLOTACIÓN DE LOS RECURSOS DE UNA NACIÓN SE ENCUENTRAN CONTEMPLADOS EN EL ARTICULO 27 CONSTITUCIONAL

Artículo 2. 

6. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos.

7. Los Estados en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a personas que no sean nacionales suyos. 


Artículo 1.

En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse, ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece.
 

Artículo 3.

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos, sociales y culturales enunciados en el presente Pacto. 
Artículo 1.

En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse, ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece.

Artículo 4. 

... El varón y la mujer son iguales ante la ley. ...


 

Artículo 4.

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, en ejercicio de los derechos garantizados conforme al presente Pacto por el Estado, éste podrá someter tales derechos únicamente a limitaciones determinadas por ley, sólo en la medida compatible con la naturaleza de esos derechos y con el exclusivo objeto de promover el bienestar general de una sociedad democrática.
Artículo 29.

En los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública, o de cualquier otro que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto, solamente el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con los titulares de las Secretarías de Estado, los Departamentos Administrativos y la Procuraduría General de la República y con aprobación del Congreso de la Unión, y, en los recesos de éste, de la Comisión Permanente, podrá suspender en todo el país o en lugar determinado las garantías que fuesen obstáculos para hacer frente, rápida y fácilmente a la situación; pero deberá hacerlo por un tiempo limitado, por medio de prevenciones generales y sin que la suspensión se contraiga a determinado individuo.


 

Artículo 5. 

5. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de reconocer derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades a realizar actos en caminados a la destrucción de cualquiera de los derechos o libertades reconocidos en el Pacto, o su limitación en medida mayor que la prevista en él.

6. No podrá admitirse restricción menoscabo de ninguno de los derechos humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un país en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres a pretexto, de que en el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado. 
Artículo 29.

En los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública, o de cualquier otro que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto, solamente el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con los titulares de las Secretarías de Estado, los Departamentos Administrativos y la Procuraduría General de la República y con aprobación del Congreso de la Unión, y, en los recesos de éste, de la Comisión Permanente, podrá suspender en todo el país o en lugar determinado las garantías que fuesen obstáculos para hacer frente, rápida y fácilmente a la situación; pero deberá hacerlo por un tiempo limitado, por medio de prevenciones generales y sin que la suspensión se contraiga a determinado individuo. 


 

Artículo 6. 

10. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de trabajar, que comprende el derecho a toda persona de tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, y tomarán medidas adecuadas para garantizar este derecho.

11. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto para lograr la plena afectividad de este derecho deberá figurar la orientación y formación técnico profesional, la preparación de programas normas y técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo económico, social y cultural constante y la ocupación plena y productiva, en condiciones que garanticen las libertades políticas y económicas fundamentales de la persona humana. 


Artículo 5.

A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. ... 


Artículo 123.

Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social para el trabajo, conforme a la ley. ...
 

Artículo 7.

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a toda persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial: 

e. Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores:

ii. Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de ninguna especie; en particular debe asegurarse a las mujeres condiciones de trabajo no inferiores a las de los hombres, con salario igual por trabajo igual;

iii. Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias conforme a las disposiciones del presente Pacto;

g. La seguridad y la higiene en el trabajo.

h. Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la categoría superior que les corresponda, sin más consideraciones que los factores de tiempo de servicio y capacidad;

i. El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de trabajo y las variaciones periódicas pagadas, así como la remuneración de los días festivos. 
Artículo 5.

... Nadie puede ser privado del producto de su trabajo, sino por resolución judicial. ...

Nadie podrá ser obligado a prestar trabajos personales sin la justa retribución y sin su pleno consentimiento, ... . 


Artículo 123.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes, deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán:

IV. Por cada seis días de trabajo deberá disfrutar el operario de un día de descanso, cuando menos.

VI. ...

Los salarios mínimos generales deberán ser suficientes para satisfacer las necesidades normales de un jefe de familia, en el orden material, social y cultural, y para proveer a la educación obligatoria de los hijos.

VII. Para trabajo igual debe corresponder salario igual, sin tener en cuenta sexo ni nacionalidad.

XV. El patrón estará obligado a observar, de acuerdo con la naturaleza de su negociación, los preceptos legales sobre higiene y seguridad en las instalaciones de su establecimiento, y a adoptar las medidas adecuadas para prevenir accidentes en el uso de las maquinas, instrumentos y materiales de trabajo, así como a organizar de tal manera este, que resulte la mayor garantía para la salud y la vida de los trabajadores... . 
 

Artículo 8. 

4. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar:

a)El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, con sujeción únicamente a los estatutos de la organización correspondiente, para promover y proteger sus intereses económicos y sociales.

No podrán imponerse otras restricciones al ejercicio de este derecho que las que prescriba la ley que sean necesarias en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden público, o para la protección de los derechos y libertades ajenos; 

b) El derecho de los sindicatos a formar federaciones o confederaciones nacionales y el de estas a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas.

c) El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos y sin otras limitaciones que las que prescriba la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o el orden público, o para la protección de los derechos y libertades ajenos. 

d. El derecho de huelga, ejercido de conformidad con las leyes de cada país.

6. El presente artículo no impedirá someter a restricciones legales el ejercicio de tales derechos por los miembros de las fuerzas armadas de la policía o de la administración del Estado.

7. Nada de lo dispuesto en este artículo autorizará a los Estados Partes en el Convenio de la Organización In6ternacional del Trabajo de 1948 relativo a la libertad sindical y ala protección del derecho de sindicación a adoptar medidas legislativas que menoscaben las garantías previstas en dicho Convenio o a aplicar la ley en forma que menoscabe dichas garantías.
Artículo 9.

No se podrá coartar el derecho de asociarse o reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito... .

No se considerará ilegal, y no podrá ser disuelta una asamblea o reunión que tenga por objeto una petición, o presentar una protesta por algún acto a alguna autoridad, sino profieren injurias contra este, ni se hiciere uso de violencias o amenazas para intimidarla u obligarla a resolver en el sentido que se desee.

Artículo 123.

XVI. tanto los obreros como los empresarios tendrán derechos para coaligarse en defensa de sus respectivos intereses, formando sindicatos, asociaciones profesionales, etc.

XVII. Las leyes reconocerán como un derecho de los obreros y de los patronos las huelgas y los paros.

XVIII. Las huelgas serán lícitas cuando tengan por objeto conseguir el equilibrio entre los diversos factores de la producción armonizando los derechos del trabajo con los del capital... . 

 

 

Artículo 9.

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social e incluso al seguro social
Artículo 123.

XXIX. Es de utilidad pública la Ley del Seguro Social y ella comprenderá seguros de invalidez, de vejez, de vida, de cesación involuntaria del trabajo, de enfermedades y accidentes, de servicio de guardería y cualquier otro encaminado a la protección y bienestar de los trabajadores, campesinos, no asalariados y otros sectores sociales y sus familias. 


 

Artículo 10.

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que: 

6. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de la sociedad, la más amplia protección y asistencia posibles, especialmente para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo. El matrimonio debe contraerse con el libre consentimiento de los futuros cónyuges.

7. Se debe conceder especial protección a las madres durante un período de tiempo razonable antes y después del parto. Durante dicho período, a las madres que trabajen se les debe conceder licencia con remuneración o con prestaciones adecuadas de seguridad social.

8. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales quede prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil. 
Artículo 4.

... Esta ley protegerá la organización y desarrollo de la familia.

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo.

Artículo 123.

Fracción V. Las mujeres durante el embarazo no realizarán trabajos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un peligro para su salud en relación con la gestación; gozarán forzosamente de un descanso de seis semanas anteriores a la fecha fijada aproximadamente para el parto y seis semanas posteriores al mismo, debiendo percibir su salario integro y conservar su empleo y los derechos que hubieren adquirido por la relación de trabajo. En el período de lactancia, tendrán dos descansos extraordinarios por día, de media hora cada uno para alimentar a sus hijos.

Artículo 123.

Fracción III. Queda prohibida la utilización del trabajo de los menores de catorce años. Los mayores de esta edad y menores de dieciséis tendrán como jornada máxima la de seis horas. 
 

Artículo 11. 

12. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y para su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento.

13. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán individualmente y mediante la cooperación internacional, las medidas incluso los programas concretos, que se necesitan para:

e. Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos mediante la plena utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de principios sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo que se logren la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas naturales;

f. Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación con las necesidades, teniendo en cuenta los problemas que se plantean tanto a los países que importan productos alimenticios como a los que exportan. 
Artículo 4.

... Esta ley protegerá la organización y desarrollo de la familia.

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo.
 

Artículo 12. 

5. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental

6. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el presente Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurando las necesarias para:

a)La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños;

b)El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente; 

d. La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas;

d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad. 


Artículo 4.

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la federación y las entidades federativas en materia de salubridad general ... .

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar. 
 

Artículo 13. 

8. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la educación. Convienen que la educación debe de orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales. Convienen asimismo en que la educación debe capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una sociedad libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y promover las actividades de las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de la paz.

9. Los Estados Parte en el presente Pacto reconocen que, con objeto de lograr el pleno ejercicio de este derecho:

c. La enseñanza primaria debe de ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente;

d. La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la enseñanza secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita;

e. La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita;

f. Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, la educación fundamental para aquellas personas que no hayan recibido o terminado el ciclo completo de instrucción primaria;

g. Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en todos los ciclos de la enseñanza, implantar un sistema adecuado de becas, y mejorar continuamente las condiciones materiales del cuerpo docente.

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las autoridades públicas, siempre que aquellas satisfagan las normas mínimas que el Estado prescriba o apruebe en materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa o moral que este de acuerdo con sus propias convicciones.

4. Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una restricción de la libertad de los particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, a condición de que se respeten los principios enunciados en el párrafo 1 y de que la educación dada en esas instituciones se ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado. 


Artículo 3. 

Todo individuo tiene derecho recibir educación. El Estado - Federación, Estados y Municipios - impartirán educación preescolar, primaria y secundaria. La educación primaria y la educación secundaria son obligatorias. 

La educación que imparte el Estado tenderá a desarrollar armónicamente todas las facultades del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria y la conciencia de solidaridad internacional, en la independencia y en la justicia. 

I. ... 

II. El criterio que orientará a esa educación se basará en los resultados del progreso científico, luchará contra la ignorancia y sus efectos, las servidumbres, los fanatismos y los prejuicios. 

c)Contribuirá a la mejor convivencia humana, tanto por los elementos que aporte a fin de robustecer en el educando, junto con el aprecio para la dignidad de la persona y la integridad de la familia, la convicción del interés general de la sociedad, cuando por el cuidado que ponga en sustentar los ideales de fraternidad e igualdad de derechos de todos los hombres, evitando los privilegios de razas, de religión, de grupos, de sexos o de individuos. 

IV. Toda la educación que imparta el Estado será gratuita; 

VI. Los particulares podrán impartir educación en todos sus tipos y modalidades. En los términos que establezca la ley, el Estado otorgará y retirará el reconocimiento de validez oficial a los estudios que se realicen en planteles particulares. 
 

Artículo 14. 

Todo Estado Parte en el presente Pacto que, en el momento de hacerse parte en él , aún no haya podido instituir en su territorio metropolitano o en otro territorios sometidos a su jurisdicción la obligatoriedad y la gratuidad de la enseñanza primaria se compromete a elaborar y adoptar, dentro de un plazo de dos años, un plan detallado de acción para la aplicación progresiva, dentro de un número razonable de años fijado en el plan, del principio de la enseñanza obligatoria y gratuita para todos. 


Artículo 3. 

La educación primaria y la educación secundaria son obligatorias. ... 

IV. Toda la educación que imparta el Estado será gratuita; 
 

Artículo 15. 

1- Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a: 

1. Participar en la vida cultural;

2. Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones;

3. Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora

4. Entre las medidas que los Estados en el presente Pacto deberán adoptar para asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y de la cultura.

5. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la indispensable libertad para la investigación científica y para la actividad creadora.

6. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los beneficios que derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en cuestiones científicas y culturales. 
Artículo 28.

Tampoco constituyen monopolios los privilegios que por determinado tiempo se concedan a los autores y artistas para la producción de sus obras y los que para el uso exclusivo de sus inventos, se otorguen a los inventores y perfeccionadores de alguna mejora. ... 
 

Artículo 16. 

7. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar, en conformidad con esta parte del Pacto informes sobre la medidas que hayan adoptado, y los progresos realizados, con el fin de asegurar el respeto a los derechos reconocidos en el mismo.

2. a) Todos los informes serán presentados al Secretario General de las Naciones Unidas, quién transmitirá copias al Consejo Económico y Social para que las examine conforme a lo dispuesto en el presente Pacto;

b) El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá a los organismos especializados copias de los informes, o de las partes pertinentes de éstos, enviados por los Estados Partes en el presente Pacto que además sean miembros de estos organismos especializados, en la medida en que tales informes o partes de ellos tengan relación con materias que sean competencia de dichos organismos conforme a sus instrumentos constitutivos. 


 
ESTE PRECEPTO NO CONTIENE DERECHOS INDIVIDUALES SINO ESTABLECE MECANISMO DE INFORMACIÓN DE LOS ESTADOS SIGNANTES DEL PACTO

Artículo 17. 

8. Los Estados Partes en el presente Pacto presentarán sus informes por etapas, con arreglo al programa que establecerá el Consejo Económico y Social en el plazo de un año desde la entrada en vigor del presente Pacto, previa consulta con los Estados Partes y con los organismos especializados interesados.

9. Los informes podrán señalar las circunstancias y dificultades que afecten el grado de cumplimiento de las obligaciones previstas en este Pacto.

10. Cuando la información pertinente hubiera sido ya proporcionada a las Naciones Unidas o a algún organismo especializado por un Estado Parte, no será necesario repetir dicha información, sino que bastará hacer una referencia concreta a la misma.


 
ESTE PRECEPTO NO CONTIENE DERECHOS INDIVIDUALES SINO ESTABLECE MECANISMO DE INFORMACIÓN DE LOS ESTADOS SIGNANTES

Articulo 18.

En virtud de las atribuciones que la Carta de las Naciones Unidas le confiere en materia de derechos humanos y libertades fundamentales, el Consejo Económico y Social podrá concluir acuerdos con los organismos especializados sobre la presentación por tales organismos especializados de informes relativos al cumplimiento de las disposiciones de este Pacto que corresponden a su campo de actividades. Estos informes podrán contener detalles sobre las decisiones y recomendaciones que en relación con ese cumplimiento hayan aprobado los órganos competentes de dichos organismos.


 
ESTE PRECEPTO NO CONTIENE DERECHOS INDIVIDUALES SINO ESTABLECE MECANISMO DE INFORMACIÓN DE LOS ESTADOS SIGNANTES

Artículo 19.

El Consejo Económico y Social podrá transmitir a la Comisión de Derechos Humanos, para su estudio y recomendación de carácter general, o, para información según proceda, los informes sobre derechos humanos que presenten los Estados conforme a los artículos 16 y 17, y los informes relativos a los derechos humanos que presenten los organismos especializados conforme al artículo 18. 


 
ESTE PRECEPTO NO CONTIENE DERECHOS INDIVIDUALES SINO ESTABLECE MECANISMO DE INFORMACIÓN DE LOS ESTADOS SIGNANTES

Artículo 20.

Los Estados Partes en el presente Pacto y los organismos especializados interesados podrán presentar al Consejo Económico y Social observaciones sobre toda recomendación de carácter general hecha en virtud del artículo 19 o toda referencia a tal recomendación general que conste en un informe de la Comisión de Derechos Humanos o en un documentos allí mencionado.


 
ESTE PRECEPTO NO CONTIENE DERECHOS INDIVIDUALES SINO ESTABLECE MECANISMO DE REVISIÓN DE LAS RECOMENDACIONES

Artículo 21.

El Consejo Económico y Social podrá presentarse de vez en cuando a la Asamblea General informes que contengan recomendaciones de carácter general, así como un resumen de la información recibida de los Estados Partes en el presente Pacto y de los organismos especializados acerca de las medidas adoptadas y los progresos realizados para lograr el respeto general de los derechos reconocidos en el presente Pacto. 
 
ESTE PRECEPTO NO CONTIENE DERECHOS INDIVIDUALES SINO ESTABLECE MECANISMOS DE RECOMENDACIONES A LOS ESTADOS SIGNANTES

Artículo 22.

El Consejo Económico y Social podrá presentar de vez en cuando a la Asamblea General informes que contengan recomendaciones de carácter general, así como un resumen de la información recibida de los Estados Partes en el presente Pacto que pueda servir para que dichas entidades se pronuncien, cada una dentro de su esfera de competencia, sobre la conveniencia de las medidas internacionales que puedan contribuir a la aplicación efectiva y progresiva del presente Pacto.
 
 

Artículo 23.

Los estados Partes en el presente Pacto convienen en que las medidas de orden internacional destinadas a asegurar el respeto de los derechos que reconocen en el presente Pato comprenden procedimientos tales como la conclusión de convenciones, la aprobación de recomendaciones, la prestación de asistencia técnica y la celebración de reuniones regionales y técnicas, para efectuar consultas y realizar estudios, organizadas en cooperación con los gobiernos interesados.

Artículo 24.

Ninguna disposición del presente Pacto deberá integrarse en menoscabo de las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las constituciones de los organismos especializados que definen las atribuciones de los diversos órganos de las Naciones Unidas y de los organismos especializados en cuanto a las materias a que se refiere el Pacto. 


 
 

Artículo 25.

Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo del derecho inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar plenamente sus riquezas y recursos naturales.


 
 

Artículo 26. 

11. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados miembros de algún organismo especializado, así como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de las Naciones Unidas.

12. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

13. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los Estados mencionados en el párrafo 1 del presente artículo.

14. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

15. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los Estados que hayan firmado el presente Pacto, o se hayan adherido a él, del depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o de adhesión. 


 
 

Artículo 27. 

16. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

17. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él después de haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión. 
 
 

Artículo 28.

Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes componentes de los Estados Federales, sin limitación ni excepción alguna.
 
 

Articulo 29. 

18. todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará las enmiendas propuestas por los Estados Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar las propuestas y someterlas a votación. Sin un tercio al menos de los Estado se declara a favor de tal convocatoria, el Secretario General convocará una conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de los Estados presentes y votantes en la conferencia se someterán a la aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas.

19. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes en el presente Pacto, de conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales.

20. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes serán obligados por las disposiciones del presente Pacto y por toda enmienda anterior que hayan aceptado.


 
 

Artículo 30.

Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del artículo 26, el Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo: 

1. Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en el artículo 26; 

2. La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo dispuesto en el artículo 27 y la fecha en que entren en vigor las enmiendas a que hace referencia el artículo 29.


 
 

Artículo 31. 

21. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, ingles y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones Unidas.

22. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas del presente Pacto a todos los mencionados en el artículo 26 


 
 

HECTOR VICTORIA MALDONADO

EL CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD Y EL JUICIO 

DE AMPARO

Por el Dr. Eduardo Castellanos Hernández*
La organización de este Congreso Nacional no tiene precedentes. En materia electoral, por ejemplo, las diferentes consultas públicas sobre reformas electorales, en realidad, han sido el marco de una negociación entre actores políticos. No es, desde luego, el caso de este Congreso impulsado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Nos reunimos aquí abogados provenientes de todos los ámbitos del ejercicio de nuestra profesión, interesados en dar a conocer nuestras opiniones sobre el Proyecto de Ley de Amparo y la propuesta de reformas constitucionales que lo sustentan; documentos ambos redactados por la Comisión integrada al efecto. La reiterada invitación pública a participar, nos ha motivado suficientemente para llegar hasta esta ciudad y asistir a este foro de manera atenta y propositiva.

Ahora bien, mi exposición se refiere al contexto de la Ley de Amparo, cuyo entorno inmediato por razón natural son las normas constitucionales que regulan la naturaleza y funcionamiento de los diferentes medios de control constitucional que existen en nuestro derecho positivo vigente.

Es por ello que mis comentarios y sugerencias se refieren, en esencia, a la propuesta de adición de una párrafo segundo a la fracción II del artículo 107 constitucional, contenido en el documento relativo a las reformas constitucionales que se propone impulsar, en relación con los artículos del Proyecto de Ley de Amparo a que habré de referirme.

Asimismo, propongo la derogación de las actuales fracciones II y III del artículo 103 constitucional, por las razones que oportunamente pasaré a exponer.

LOS EFECTOS GENERALES QUE SE PROPONE 

INTRODUCIR EN MATERIA DE AMPARO

En la declaratoria general de inconstitucionalidad y en la de interpretación conforme que dicho párrafo propone introducir, la Suprema Corte de Justicia fijaría los alcances y condiciones de la declaratoria que correspondiera en los términos que fije la ley reglamentaria, es decir, la Ley de Amparo.

Sin embargo, se propone mantener vigente el párrafo primero de la misma fracción cuyo texto, tanto el actual como el contenido en la propuesta de reforma es el siguiente:

“La sentencia será siempre tal que sólo se ocupe de personas particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare”.

Al efecto, el artículo 76 del Proyecto de Ley de Amparo propone que “Cuando el acto reclamado sea una norma general la sentencia deberá decidir si es constitucional; si puede considerarse conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al aplicarse según una determinada interpretación, o si debe considerarse inconstitucional”.

“En el último supuesto -agrega el segundo párrafo propuesto para dicho artículo innovador- se declarará la invalidez de la norma general impugnada y los efectos se extenderán a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada”.

Como todos podemos advertir nos encontramos aquí en la esencia del juicio de amparo: su sentencia tiene efectos generales o efectos particulares.

El Proyecto de reformas constitucionales da la siguiente solución: la sentencia de amparo sólo tiene efectos particulares y podrá llegar a tener efectos generales en los términos de la jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia.

Surge de inmediato la cuestión de que los “términos” para establecer los “alcances y condiciones” de la jurisprudencia de la Suprema Corte serían fijados por una ley secundaria, y no por la propia Constitución General. Solamente que, en determinados casos, lo que se estará determinando en dicha jurisprudencia será, el sentido de reformas constitucionales.

JERARQUÍA DE LAS NORMAS

REGULADORAS DE LA MATERIA

Luego entonces si el proceso legislativo constitucional de reformas a la Ley Suprema está previsto en un artículo de la Constitución, sería lógico suponer que otro procedimiento que tuviese los mismos efectos, como en el caso sería el amparo contra reformas constitucionales, debería ser regulado en una norma de igual rango, es decir, desde la propia Constitución General.

La lógica jurídica del Proyecto es impecable: la Suprema Corte de Justicia en tanto que Tribunal Constitucional es le único que puede establecer la inconstitucionalidad o la conformidad de una norma general al texto constitucional, y darle efectos generales. En la práctica esto significa que el Poder Judicial quedaría por encima del Poder Legislativo. Pero no me referiré a este aspecto de la reforma propuesta.

LOS MEDIOS DE CONTROL DE

LA CONSTITUCIONALIDAD

Señalé al inicio que mi exposición se referiría al contexto constitucional inmediato de la propuesta de reforma, dicho contexto está dado por los demás medios de control de la constitucionalidad de los actos de autoridad previstos en la propia constitución.

Además del juicio de amparo, en rigor, los medios de control constitucional por vía jurisdiccional y con efectos vinculantes que la Constitución establece como ámbito de competencia del Poder Judicial de la Federación, como es sabido por todos los aquí presentes, son: la acción de inconstitucionalidad y la controversia constitucional, que corresponde resolver a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

El juicio de revisión constitucional en materia electoral y el juicio para la protección de os derechos político electorales del ciudadano, por su parte, si bien tiene un fundamento constitucional expreso en las fracciones IV y V del artículo 99, su regulación se encuentra prevista en la ley secundaria respectiva y su conocimiento es competencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

En el reciente Primer Seminario de Derecho Procesal Constitucional organizado por el Colegio de Secretarios de Estudio y Cuenta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se examinaron otros procesos constitucionales jurisdiccionales, o con matices jurisdiccionales, como el procedimiento investigatorio de la Suprema Corte, el juicio político y el procedimiento ante los organismos autónomos protectores de los derechos humanos. Sin duda que hay otros procesos constitucionales regulados desde la propia Ley Fundamental, pero mi interés al referirme a dicho Seminario es el de constatar que no escuché a lo largo del mismo -y asistí puntualmente a todas sus sesiones por un estricto interés académico-, no escuché un solo cuestionamiento a la utilidad, vigencia o pertinencia de la acción de inconstitucionalidad o de la controversia constitucional.

Sin embargo, en los términos del Proyecto de Ley de Amparo tanto la acción de inconstitucionalidad como la controversia constitucional quedarían convertidas en instancias jurisdiccionales innecesarias en la práctica, toda vez que las “normas generales” que hasta ahora son impugnables por dichas vías, ya no sería necesario utilizarlas habida cuenta la posibilidad de conseguir su anulación por la vía de amparo, sin necesidad de cumplir los requisitos de legitimación exigibles para acceder a las otras vías.

EFECTOS DEROGATORIOS DE LA 

REFORMA EN MATERIA DE AMPARO

Consecuentemente, en virtud de la forma como están planteadas las reformas constitucionales y a la Ley de Amparo, de hecho se está proponiendo la derogación de las fracciones I y II del artículo 105 constitucional. Que esto es así lo demuestra el hecho de que en las causales de improcedencia del juicio de amparo previstas en el artículo 59 del proyecto de Ley no se incluye como causal de improcedencia el que exista otro medio de impugnación constitucional para alcanzar los mismos efectos, es decir, para no duplicar procesos constitucionales.

Si a esto agregamos que el Proyecto de Ley de Amparo propone innovar la figura del quejoso, sustituyendo la noción de interés jurídico por la de interés legítimo (artículo 4º, fracción I), podemos advertir la facilidad de impugnación que tendrían los ciudadanos en general contra las “normas generales” -otro concepto innovador que también se propone introducir-, cuya impugnación actualmente está reservada a las otras vías.

No cabe duda, como podemos constatar, que se nos invita a comentar un procedimiento singular para derogar artículos constitucionales y obtener la supremacía del amparo. Exactamente lo mismo sucede en el caso del apartado B del artículo 102 constitucional, pero tampoco me referiré a ello.

ANTECEDENTES HISTÓRICOS DE PROCESOS

CONSTITUCIONALES Y MEDIOS DE CONTROL

Me importa destacar la variedad de medios de control constitucional que los sucesivos constituyentes mexicanos han ideado antes y después del juicio de amparo.

Habría que empezar con el Tribunal de Residencia del Congreso y Constitución trashumantes de 1814; continuar con el Supremo Poder conservador de 1836 y su facultad de anular leyes; con las intervenciones y propuestas del diputado José Fernando Ramírez en las reformas a las Siete Leyes y en el Constituyente disuelto de 1842; con la vertiente de anulación de leyes con efectos generales contenida en la otra parte de la “fórmula Otero”; con la controversia constitucional que aparece en 1857, y con la regulación puntual de dicha controversia y la creación  de la acción de inconstitucionalidad en 1994, así como la creación de diversos medios de control constitucional y legal en materia electoral a partir de 1996.

Esto quiere decir que las disposiciones constitucionales federales en materia de amparo recorren un período de 1847 a la fecha; las que se refieren a la controversia constitucional hacen lo propio de 1857 a la fecha, con una regulación puntual a partir de 1994, y la acción de inconstitucionalidad viene apenas desde 1994.

Un observador ajeno al entorno político de los procesos constitucionales enunciados, me refiero a los de vigencia y regulación recientes, lo menos que podría señalar es que apenas tenemos seis años de utilización de dichas instituciones jurídicas por parte de los usuarios de la ley, de práctica judicial y profesional, de tal suerte que lo menos que podríamos hacer -podría sugerirnos ese observador externo- es esperar a que dichas instituciones prueben su utilidad en el mediano plazo.

Si bien es cierto que en la vida de los seres humanos seis años son más que suficientes para adquirir una base de conocimientos profesionales mediante el estudio de una licenciatura y tal vez también de una maestría -y se trataría por lo tanto de un mediano plazo-, en el caso de las instituciones, y específicamente de las instituciones jurídicas como la presente es evidente que seis años no pueden constituir, ni con mucho, un mediano plazo.

Esto quiere decir que la aplicación puntual de la controversia y de la acción de inconstitucionalidad tiene apenas un corto plazo, y que sería aconsejable, prudente, permitirles una vigencia más prolongada para advertir los beneficios que pudieran tener, además de los ya constatados y de los que en su momento consideraron los legisladores constituyentes que los propusieron; argumentos a los cuales habré de agregar los míos propios.

EL PROCESO LEGISLATIVO DE

REFORMA CONSTITUCIONAL

La primera cuestión a observar es que si se desea derogar artículos constitucionales, existe un proceso vigente y expreso establecido en el artículo 135 de la Carta Magna. Ni las sentencias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ni la jurisprudencia que emita, ni las reformas a otros artículos constitucionales deben, aunque de hecho sí pueden y ha sucedido, tener efectos derogatorios de las disposiciones constitucionales. No sería la primera ocasión que esto sucediese     -de aprobar las reformas que ahora comentamos-, pero coincidirán conmigo en que es conveniente ir poniendo orden.

La existencia misma de nuestro Estado de Derecho se sustenta en la vigencia real, efectiva, de la Constitución General de la República. Conducirnos de otra forma, o que otros se conduzcan de otra forma y los demás lo aceptemos nos llevaría, en una primera etapa, a la inseguridad jurídica y, finalmente, a la anarquía o a la dictadura.

Nada más lejano a la realidad mexicana de hoy en la que los ciudadanos mexicanos protagonizamos la alternancia democrática en el Poder Ejecutivo Federal y, consecuentemente, observamos una transición administrativa que apenas empieza y que debe mantenerse sin sobresaltos.

Pues bien, la regulación de la controversia y la creación de la acción de inconstitucionalidad en su momento fueron resultado de la alternancia democrática a nivel local, es decir, estatal y municipal. A juzgar por los resultados de su ejercicio, efectos y práctica judicial, comentados magistralmente, por cierto, en dicho Seminario de Derecho Procesal Constitucional al que ya me he referido, por el Ministro Guillermo I. Ortíz Mayagoitia, precisamente en las leyes de mayor controversia –valga la redundancia-, las de materia electoral, todo nos indica que la utilidad de dichas instituciones jurídicas, en su momento, hace poco todavía, innovadoras, mantienen su vigencia.

DERECHO Y POLÍTICA

Pero hay un ámbito local en el que todavía no se pueden empezar a sentir la idoneidad de sus efectos para regular el conflicto político en su vertiente administrativa pública, es el caso del Distrito Federal. Las razones son bien conocidas y no abundaré en ellas.

Pero es más importante todavía la idoneidad en la regulación que dichos instrumentos jurídicos tengan para regular eso que he llamado “el conflicto político en su vertiente administrativa pública”, en el caso del Ejecutivo Federal, los Estados de la República y el Distrito Federal.

El aspecto eminentemente técnico –presupuestal o agrario o ecológico u otro cualquiera- que tienen ese tipo de controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad, disminuye la explosividad social y política de la disputa, y mantiene la idoneidad del procedimiento judicial respectivo como vía de solución de controversias.

Convertir la acción de inconstitucionalidad y la controversia constitucional en un trámite fútil al que nadie acuda en virtud de la supremacía y facilidad de acceso al juicio de amparo, colocaría incluso a la misma Suprema Corte de Justicia en una condición de árbitro político administrativo sometido a múltiples presiones, no sólo por la cantidad de asuntos a resolver si cualquiera de nosotros pudiera ampararse por algo que en rigor fuese un conflicto de competencias, sino además por el hecho derivado de la presión social.

Veamos el caso de Punta Banda en Baja California, afortunadamente resuelto de manera pacífica, sin incidentes personales que lamentar, fuera de las demandas internacionales que nos esperan como país. Pero me parece difícil que todos los días pudiera la fuerza pública intervenir para ejecutar las sentencias de amparo en materia agraria, por ejemplo, pendientes de ejecutar, sin que corriésemos el riesgo de un conflicto social generalizado, amén de los conflictos internacionales que pudieran derivarse.

LA PROPUESTA DE SUPREMACÍA DEL AMPARO

En realidad, lo que los autores del Proyecto nos proponen es optar por la supremacía del amparo para resolver los casos previstos en las fracciones II y III del artículo 103 constitucional, abriendo el ejercicio de la acción procesal de amparo a todos los gobernados al derribar el dique de contención constituido por el interés jurídico.

En 1994, el legislador constitucional mantuvo las fracciones II y III del 103 constitucional tal vez porque consideró que, a pesar del primer párrafo del artículo 107 constitucional, no podrían establecer contradicción con las nuevas atribuciones otorgadas a la Suprema Corte en las fracciones I y II del artículo 105. Tal vez, también, por eso mantuvo vigente el inciso b) de la fracción VIII del artículo 107 constitucional.

Hoy, insisto, los autores del Proyecto nos invitan a decidir entre uno y otros medios de control constitucional, entre el amparo, de una parte, y la acción de inconstitucionalidad y la controversia constitucional, por la otra.

De todos es conocido que la doctrina, tradicionalmente, ha privilegiado el estudio del juicio de amparo correspondiente a la fracción I del artículo 103 constitucional. El amparo contra invasión de competencias o amparo-soberanía, ha sido poco estudiado por la problemática que confronta, esto es, que sólo es procedente para proteger las garantías individuales y, por lo tanto, cuando existe un particular quejoso que reclame la violación de éstas en un caso concreto de invasión de esferas de autoridad.

En sus Lecciones de Garantías y Amparo –me refiero a la primera edición de Editorial Porrúa fechada en 1974-, Don Juventivo V. Castro propuso lo siguiente:

“... si el proceso de amparo realmente sólo puede plantearse por violación de las garantías individuales, y no de cualesquiera otras disposiciones de la Constitución, deberían suprimirse las fracciones II y III del artículo 103 constitucional, que tan sólo crean confusión respecto a la posible existencia de una acción de amparo por violación de las soberanías constitucionalmente demarcadas...” (pág. 326).

Por las razones expuestas, mi opinión es a favor de mantener la plena vigencia de los dos medios de control constitucional regulados y creado, respectivamente, a partir de 1994. Consecuentemente, otorgar efectos generales al juicio de amparo se torna inconveniente e innecesario en los casos en que tal efecto se alcanza por otras vías y por actores idóneos.

Mérida, Yuc., noviembre de 2000.

DR. EDUARDO CASTELLANOS HERNANDEZ

EL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO EN RELACION

CON LA MATERIA AGRARIA

El amparo agrario debe substanciarse en forma de juicio, ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Tribunales Colegiados de Circuito y los Juzgados de Distrito que, por mandato expreso contenido en los artículos 103 y 107 constitucionales, son las instituciones que tienen el carácter de organismos de control en nuestro sistema de amparo.20
La acción de amparo es el derecho subjetivo de una persona física o moral en su carácter de gobernada, para acudir ante el Poder Judicial de la Federación u órganos con competencia auxiliar, a exigir el desempeño de la función jurisdiccional, para obtener la tutela de una garantía individual o un derecho derivado de la distribución de facultades entre Federación y Estado, presuntivamente violados por una autoridad estatal responsable.21  Dicha acción, asimismo, más que nada, debe estar fundada en lo dispuesto por los artículos 8° y 17 constitucionales, según la observación que sobre el particular hace Arellano García.22.

Las autoridades agrarias están facultadas para emitir dos clases de resoluciones: definitivas o de fondo y no definitivas o de forma, mismas que pueden ser impugnadas para la vía del amparo agrario, cuando se estimen violatorias de los derechos del afectado, el que, por tal motivo, pasa a ser quejoso en el proceso constitucional de garantías.

Dichas resoluciones, de fondo y de forma, la autoridad agraria las puede pronunciar en un juicio agrario, propiamente considerado como tal, por una parte, y por otra, fuera de éste o después de concluido el mismo, debiéndose entender por juicio, de acuerdo con la doctrina, para los efectos del amparo, todo el procedimiento contencioso, desde que se inicia en cualquier forma, hasta que se dicta la sentencia definitiva, ya que la jurisprudencia de la Suprema Corte lo ha considerado de otra manera al establecer que por juicio, para los efectos del amparo, debe entenderse el procedimiento contencioso desde que se inicia en cualquier forma, hasta que queda ejecutada la sentencia definitiva, criterio que en síntesis, según también la doctrina, es equívoco porque contradice abiertamente el texto de los tres primeros párrafos que integran la fracción tercera del artículo 114 de la Ley de Amparo.

En cuanto a las indicadas resoluciones que están facultadas de proveer las susodichas autoridades, dentro de un juicio, en los términos expuestos, las mismas pueden ser indistintamente, en conjunto o por separado, de carácter definitivo o meramente de naturaleza procesal, es decir, como ya ha quedo señalado, de fondo o de forma, y contra ellas procede el amparo directo ante los Tribunales Colegiados de Circuito.

Tomando en cuenta la observación que hace Juventino V. Castro en su obra El sistema de derecho de amparo, 23 en el sentido de que nuestra Constitución vigente reconoce derechos públicos individuales y derechos públicos sociales, pero que para la defensa de ambos sólo reconoce garantías procesales de naturaleza individual, se propone que se estructure, cuando menos en materia agraria, en lo que corresponda del sistema jurídico mexicano, una acción social de amparo para proteger los derechos sociales constitucionalmente garantizados, por la vía procesal precisamente y no sólo por la individual, como hasta ahora ha acontecido sin motivo alguno que lo que justifique. Y así, siguiendo al mencionado tratadista, ya no se alegaría nada más el agravio personal y directo, sino además un agravio colectivo, y social, agregaríamos nosotros, que indirectamente lesiona a quien ejercita la acción de amparo.
CAPITULO III

3 ENUNCIACION DE LAS CARACTERISTICAS DEL AMPARO AGRARIO

Lo que antecede es posible llevarlo acabo si se toman en cuenta algunas de las características que posee el amparo agrario, de las cuales entresacamos las que siguen:

1.  Estatuyen un régimen procesal específico de amparo, para proteger y tutelar a los núcleos de población ejidal y comunal y a los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios (artículo 212 de la Ley de Amparo).

2.  Consignan para el juzgador la obligación de suplir la deficiencia de la queja, tanto en la demanda, como en la revisión (artículo 227 de la Ley de Amparo).

3.  Señalan qué personas están legitimadas para interponer la acción constitucional en nombre de un núcleo de población (artículo 213 de la Ley de Amparo).

4.  Simplifican la forma de acreditar la personalidad (artículo 214 de la Ley de Amparo).

5.  Otorgan facultades al juzgador para allegarse las constancias que justifiquen dicha personalidad (artículo 215 de la Ley de Amparo).

6.  Establece la improcedencia del desistimiento, de la caducidad y del sobreseimiento por consentimiento (artículo 231 de la Ley de Amparo).

7.  Instalan la posibilidad jurídica de continuar el trámite de un amparo promovido por un campesino, por aquel que tenga derecho de heredarlo (artículo 216 de la Ley de Amparo).

8.  Amplían el derecho de reclamar, en cualquier tiempo, actos que afecten a los núcleos ejidales o comunales (artículo 217 de la Ley de Amparo).

9.  Lo inmediato anterior se traduce en la prohibición en sobreseer en el juicio con base en la causal de improcedencia establecida en la fracción XII del artículo 73 de la ley de la materia, cuando el amparo se haya interpuesto por dichos núcleos (artículos 22 y 73, fracción XII, de la Ley de Amparo).

10.  Limitan el derecho de reclamar, en término de 30 días, actos que causen perjuicio a ejidatarios o comuneros (artículo 218 de la Ley de Amparo).

11.  Facultan a los jueces de primera instancia para admitir la demanda de amparo y decretar la suspensión provisional, en los casos en que se reclamen actos que atenten o puedan tener como efectivo privar de sus derechos a núcleos de población (artículo 215 y 220 de la Ley de Amparo).

12.  Instituyen la obligación del juez de recabar oficiosamente, las pruebas que se consideren conveniente y le dan amplias facultades para acordar las diligencias que se estimen pertinentes y para solicitar de las autoridades los elementos probatorios idóneos, lo que implica la prohibición de resolver en contra de los ejidatarios, comuneros o núcleos de población por deficiencia de pruebas (artículo 225 de la Ley de Amparo).

13.  Obligan a examinar los actos reclamados tal como aparezcan probados, aun cuando sean diferentes a los invocados en la demanda (artículo 225 de la Ley de Amparo).

14.  Fijan un término de 10 días para interponer el recurso de revisión (artículo 228 de la Ley de Amparo).

15.  Prohiben que se tenga por no interpuesta la demanda o el recurso de revisión por falta de copias, y obligan a ordenar su expedición (artículos 221 y 229 de la Ley de Amparo).

16.  Implican el derecho de los núcleos de población para hacer valer su queja en cualquier tiempo (artículo 230 de la Ley de Amparo).

17.  Instauran la obligación del Ministerio Público de vigilar que se cumplan las sentencias dictadas a favor de los núcleos ejidales o comunales (artículo 232 de la Ley de Amparo).

18.  Exigen la procedencia de la suspensión de oficio, cuando los actos reclamados entrañen la afectación de los bienes agrarios de núcleos de población, o bien la substracción del régimen jurídico ejidal (artículo 233 de la Ley de Amparo).

19.  Ordenan la no exigencia de la garantía para que surta efectos la suspensión (artículo 234 de la Ley de Amparo).

20.  Decretan la obligación del juez de acordar las diligencias necesarias para precisar los derechos agrarios, la naturaleza y los efectos de los actos reclamados (artículo 226 de la Ley de Amparo).

21.  Determinan la obligación de las autoridades responsables de rendir sus informes justificados, que conduzcan al conocimiento exacto de los hechos, y, asimismo, acompañándoles de todos los elementos y constancias para precisar los derechos agrarios y los actos reclamados (artículo 224 de la Ley de Amparo).

22.  Sujetan a término y a requisitos para rendir los informes justificados (artículos 222 y 223 de la Ley de Amparo).

23.  Crean el régimen para evitar que los ejidatarios, comuneros y núcleos de población puedan quedar sin defensa (artículos 212, 213, 214 y 219 de la Ley de Amparo).

Estos son, en síntesis, las características más sobresalientes del amparo agrario, denominado también –según la referencia que sobre el particular hace Fix-Zamudio-24 amparo social agrario o amparo agrario ejidal y comunal, distinto en todo al amparo de la pequeña propiedad, el cual ha sido objeto de numerosos ataques que, inclusive, lo llevaron a su suspensión “en las reformas constitucionales de 1931 y 1934”,25 habiendo reaparecido con posterioridad en 1947, “maltrecho y visto con desconfianza”,26 de acuerdo con la afirmación que también hace Héctor Fix-Zamudio al respecto.

Ahora bien, en cuanto al amparo en materia agraria, conjuntamente con Briseño Sierra,27 sólo nos concretamos a indicar que, a partir de la reforma de la Ley de Amparo publicada en el Diario Oficial de la Federación de 29 de junio de 1976, que la adiciona un título único, un capítulo único, y veintidós artículos, destinados a reglamentar lo que se denominó amparo en materia agraria, la conducta susceptible de control es la proveniente de las autoridades, en tal materia, ya sean éstas las legislativas, las administrativas y las judiciales, con arreglo básico a los dispositivos jurídicos correspondientes a la referida Ley de Amparo, en tal materia, que en seguida se mencionan, a fin de concluir satisfactoriamente el presente tópico.

Artículos 2º, 76, 91 y 227 (Obligan a cumplir la deficiencia de la queja, tanto en la demanda como en la revisión).

Artículos 2º, 74 y 23 (Establecen la improcedencia del desistimiento si se trata de núcleos de población y de la caducidad de la instancia o del desistimiento por falta de promoción).

Artículos 12 y 214 (Simplifican la forma de acreditar la personalidad).

Artículos 12 y 214, fracción I (Prohiben desconocer la personalidad de los miembros de un comisariado cuando se haya cumplido el término de su elección, sin que se haya hecho nueva elección).

Artículos 15 y 215 (Facultan al heredero de un campesino a continuar el trámite de un amparo promovido por éste).

Artículos 22, 73, fracción XII, y 217 (Establecen el derecho de reclamar, en cualquier tiempo, actos que afecten a núcleos ejidales o comuneros, lo que se traduce en la prohibición de sobreseer en el juicio con base en la fracción XII del artículo 73 de la Ley de Amparo).

Artículos 22 y 218 (Estatuyen el derecho de reclamar, en un plazo de treinta días, actos que causen perjuicios a ejidatarios o a comuneros).

Artículos 39 y 220 (Facultan a los jueces de primera instancia a admitir la demanda de amparo y a decretar la suspensión provisional, para los casos en que se reclamen actos que tengan o puedan tener como efecto privar de sus derechos agrarios a un núcleo de población).

Artículos 78, 157, 225 y 226 (Establecen la obligación de recabar de oficio todos los medios que confirmen la queja y que se consideren convenientes; igualmente, otorgan amplias facultades a los jueces para acordar las diligencias que estimen pertinentes, así como para que soliciten de las autoridades elementos idóneos, lo que implica la prohibición de resolver en contra de los ejidatarios, comuneros o núcleos de población, por deficiencia de estos medios de confirmación).

Artículos 78 y 225 (Estatuyen la obligación de examinar los actos tal y como aparezcan confirmados aunque sean diferentes a los reclamados en la demanda).

Artículos 86 y 228 (Establecen el plazo de diez días para la interposición del recurso de revisión).

Artículos 88 y 229 (Estatuyen la prohibición de que se tenga por no interpuesto un recurso por falta de copias, y a la vez establecen la obligación de ordenar su expedición).

Artículos 97 y 230 (Establecen el derecho de hacer valer el recurso de queja en cualquier tiempo).

Artículos 113 y 232 (Fincan la obligación especial del Ministerio Público de vigilar que se cumplan las sentencias en favor de los referidos núcleos).

Artículos 123, fracción III, y 233 (Prescriben la procedencia de la suspensión de oficio cuando los actos reclamados entrañen la afectación de los bienes agrarios de los núcleos de población o su sustracción del régimen jurídico ejidal).

Artículos 135 y 234 (Ordenan la no exigencia de garantía para que surta efectos la suspensión).

Artículos 146 y 227 (Establecen la obligación del juez de recabar las aclaraciones de la demanda si los campesinos quejosos no lo han hecho en el plazo de quince días que se les conceda previamente).

Artículos 149 y 224 (Estatuyen la obligación de las responsables de rendir su informe justificado, no sólo de la manera más precisa que conduzca al conocimiento exacto de los hechos, sino, también, a acompañarlo de todos los elementos idóneos para ello).

Visto lo anterior con un poco de mayor detalle, de la simple lectura del artículo 212 de la Ley de Amparo, es de suponer que la proclamación que contiene sobre la tutela de los derechos agrarios, tal como los tiene definidos la Suprema Corte, surgirá, sin duda alguna, una trascendencia procedimental, apuntada con ciertas peculiaridades en el articulado que le sigue, por ejemplo, del 213 al 216, donde se establecen reglas supuestamente especiales acerca de la personalidad y de la legitimación en materia de amparo agrario; en el 217, donde se autoriza a presentar la demanda en cualquier tiempo, limitado el mismo por el numeral siguiente, que sólo concede treinta días a los ejidatarios o comuneros en lo individual para la presentación de la correspondiente demanda de amparo; en el artículo 219, donde se ordena la notificación personal de autos y resoluciones, cuando se desecha la demanda, cuando se decide sobre la suspensión, cuando se decide sobre el fondo, o sobre los recursos, cuando se trata de un caso urgente y cuando lo disponga expresamente la ley; en el numeral 220, en donde se trata de la suspensión provisional del acto reclamado en materia agraria, sobre la base de competencia por colaboración, y no auxiliar como se pretende en tal dispositivo jurídico; en el artículo 221, donde se establece la oficiosidad del juez del conocimiento con respecto a la expedición de copias, situación esta de oficiosidad que se repite, en diversas hipótesis, en los numerales del 223 al 227 del citado ordenamiento legal, y lo mismo puede decirse en relación a los demás artículos comprendidos en el indicado libro segundo de la multicitada Ley de Amparo, los cuales tienden en su conjunto a hacer del amparo agrario una institución sui generis, dada la índole muy peculiar de sus características, las cuales, aquí, sólo han sido enunciadas, en virtud de que el presente estudio es una simple monografía acerca del amparo agrario, nada más.

C O N C L U S I O N E S

PRIMERA.  El amparo agrario, previsto en la legislación nacional y debidamente reglamentado en la parte conducente a la ley de la materia, de acuerdo con la doctrina que existe sobre el particular, comprende dos grandes vertientes, denominadas: amparo de la pequeña propiedad, y amparo social agrario o amparo agrario ejidal o comunal.

SEGUNDA.  Lo anterior ha propiciado una clase de amparo agrario, esencialmente, social, con principios propios, pero todavía no suficientemente desarrollados, que lo hagan aparecer como una institución procesal autónoma o independiente, según procede, dada su trascendencia.

TERCERA.  Esto ha dado motivo para que la institución de amparo agrario en general, aún no se le pueda considerar como una institución que dé lugar a una nueva rama jurídica, dentro de nuestro sistema legal.

CUARTA.  Tomando en cuenta lo más adelantado que la doctrina ha expuesto sobre el particular, en el sentido de que nuestra constitución reconoce derechos públicos individuales y derechos públicos sociales, pero que para la defensa de ambos sólo reconoce garantías procesales de naturaleza individual, se propone que se estructure en la materia de que se trata, en lo que corresponde del sistema jurídico mexicano, una acción social de amparo destinada a proteger los derechos sociales constitucionalmente garantizados, por la vía procesal precisamente y no sólo por la individual, como hasta ahora ha acontecido sin motivo alguno que lo justifique. Y así, como es lógico suponer, ya no se alegará nada más el agravio personal y directo, tradicional, sino, además, el agravio colectivo y social, que, en los casos en que procede, lesiona a quien o quienes ejercitan la acción de amparo en la susodicha materia.
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RUBEN DELGADO MOYA 

LA EJECUCION DE LA SENTENCIA DE AMPARO EN LAS MATERIAS CIVIL Y MERCANTIL.

“Planteamiento del Problema”

Es de todo el gremio jurídico conocido el sistema que los Tribunales Federales de Amparo siguen para "ordenar" a las Autoridades Responsables, la cumplimentación de una Ejecutoria de Amparo; sin hacer tales Tribunales, distingo alguno cuando se trata de Amparos concedidos en materia administrativa, laboral, civil, mercantil o penal; sin distinguir si se trata de amparos contra actos de autoridad fuera de procedimiento o dentro del mismo; es decir, con el Amparo concedido, la Autoridad que lo otorga, ordena a la Responsable, que cumpla con lo determinado en el juicio de control constitucional y de legalidad; y que lo haga en un plazo de veinticuatro horas a partir de la notificación que se le haga de la sentencia de garantías, apercibiéndole  con proceder en su contra conforme a los artículos 105 y 108 de la Ley de Amparo, si no cumple cabalmente con dicha determinación judicial federal, en el mencionado término.

Hemos dicho que actualmente las autoridades de amparo (Tribunales Colegiados de Circuito y Juzgados de Distrito), no hacen distingo al ordenar a la Responsable la ejecución de la sentencia que concede el amparo al quejoso; porque invariablemente ordenan que la misma se cumpla en veinticuatro horas y en la misma resolución ordenadora se formulan los apercibimientos para actuar en contra de las responsables, en los términos de los artículos 105 y 108 de la Ley de Amparo; mas nunca, ordenan a la Autoridad Responsable que cumpla la Ejecutoria de Garantías dentro de ese perentorio término, "si la naturaleza del acto reclamado lo permite"; ni tampoco le conceden otro término para dar cumplimiento cabal a la sentencia de garantías, la cual siempre ordena dejar sin efecto el acto reclamado y en su lugar dictar nueva resolución en determinado sentido, o bajo determinados lineamientos o para alguna o algunas cuestiones específicas de legalidad, por inaplicación o indebida aplicación de la Ley.

A partir de la notificación de la Ejecutoria de Amparo a la Autoridad Responsable, el Tribunal de Amparo, cada 48 o 72 horas le remite nuevamente la orden de dar cumplimiento inmediato al amparo concedido para efectos, con la advertencia cada vez más drástica de procesar legalmente a dicha responsable ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los términos del último párrafo del artículo 108 de Ley de Amparo; y jamás admiten o aceptan tales Tribunales Federales, que la Autoridad Responsable les comunique que han dejado sin efecto el acto declarado inconstitucional y que proceden en vía de ejecución a dictar una resolución distinta que acate las determinaciones de la Sentencia de Amparo para efectos.  Pues siempre le dicen a la Responsable que debe dar cumplimiento a la sentencia de amparo dentro del término de 24 horas previsto en el artículo 106 de la Ley de Amparo y se le apercibe para el caso de incumplimiento, de proceder en su contra conforme a lo dispuesto por los artículos 105  y 108 de la Ley de Amparo".

El proyecto  de Ley de Amparo que presenta la Comisión de Análisis, no  contiene un capítulo relativo a la ejecución de la sentencia de amparo cuando éste se refiere al amparo casación o amparo directo, lo que también se ha conocido como "amparo judicial"; y lo cierto es que en las condiciones que regula la Ley de Amparo en vigor para este tipo de ejecución, es superior a las reglas que ahora contempla dicho proyecto, es decir,  en el proyecto se deja a la subjetividad  y discreción de los titulares de los juzgados federales y de los tribunales colegiados de circuito, la decisión de si a su juicio está o no cumplida la Sentencia de Amparo Casación ( artículo 193 del proyecto); y otorga una facultad amplísima para que los mismos tribunales federales multen a las autoridades responsables (generalmente tribunales estatales de apelación), si no cumplieron la sentencia de amparo en 24 horas o en tres días,  según lo decidan discrecionalmente y a  juicio de dichos tribunales de amparo.

De por sí, de antaño, desde el siglo XIX, desde la Ley Reglamentaria de Enero de 1869, en su artículo 8°, referente a la Constitución de 1857, se ha impugnado al Amparo Casación  contra negocios judiciales, al considerarse que éste no ampara, sino que resuelve la controversia casando fallo, anulando una sentencia que jurídicamente es la verdad; lo cual no es compartido por muchos juristas y tampoco por el sentir de muchos Tribunales Estatales, quienes consideran que a través del amparo directo o amparo casación como medio de control de la legalidad, se vulnera la Soberanía Judicial de los Estados por   parte de los Tribunales de la Federación, al examinar éstos y anular las sentencias dictadas por los máximos jueces estatales; constituyéndose los Tribunales Colegiados de Circuito y la Suprema Corte de Justicia de la Nación en revisores de dichas sentencias, conociendo en una instancia más los asuntos judiciales, que definitiva y ejecutoriamente deberían quedar resueltos ante la jurisdicción local.

Por esas y otras razones y motivos, existe actualmente una gran efervecencia a nivel nacional para exigir un cambio de fondo en el sistema judicial, a fin de que se puedan crear las Cortes Estatales para que la justicia local inicie y acabe en cada entidad estatal y continuar en el proceso de hacer efectivo el federalismo y tratar de acotar al máximo el centralismo que se ha dado en todos los órdenes de nuestra vida como nación. 

Además de que las actitudes personales de jueces de distrito y de tribunales colegiados, resulta insoportable en cuanto a las acciones y formas que  ponen en practica en contra de los tribunales estatales para la Ejecución de las Sentencias Civiles y Mercantiles; pues éstos, como ya quedó asentado en "El planteamiento del Problema"; ordenan de manera absoluta, al notificar a la Autoridad Responsable, que cumpla, sin excepción, en 24 horas con la Ejecutoria de Amparo, so pena de ser procesado legalmente ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para efectos de destitución y sometimiento a juicio; todo  esto, no obstante que la propia Ley de Amparo les indica a dichos Tribunales Federales, que aún en tratándose de la materia penal (de libertad personal), le permite a la Autoridad Responsable "dictar la resolución que corresponda dentro de un término prudente, que no podrá exceder de tres días" (sic), (artículo 111). ¿Cuánto más será posible cuando no se trata ni de materia penal, ni de libertad personal?, sino de anular por una parte, una sentencia civil o mercantil, y por otra, de dictar una nueva sentencia en el sentido de la Ejecutoria que conceda el amparo; siendo que en muchos de los casos, resulta más complicado jurídicamente a la Sala Responsable, asumir los criterios interpretativos del Tribunal de Amparo para estructurar la nueva sentencia, que la dificultad que encontró al dictar naturalmente y en primer término la Ejecutoria de Apelación.

La cumplimentación de las Ejecutorias de Amparo Directo, comprende dos etapas diferentes, a saber: a) DEJAR SIN EFECTO LA EJECUTORIA CONSITUTIVA DEL ACTO RECLAMADO, y B) DICTAR UNA QUE SUSTITUYA A AQUÉLLA Y QUE ACATE EL SENTIDO DEL FALLO CASACION.  De lo que se desprende que la Sala Responsable da cumplimiento a la ejecutoria de garantías, si al ser notificada del Amparo, dicta de inmediato o dentro de 24 horas un auto en el que declare la anulación del acto reclamado, y le hace saber a la autoridad de amparo, que procede a dictar dentro del término que la propia Ley de la materia (civil o mercantil adjetiva) le conceden para dictar la definitiva, cuando el expediente queda  en estado de dictar sentencia.

Consideramos que la nueva Ley De Amparo debe tener un capítulo especial para el amparo judicial en la ejecución de sentencias relativas al amparo directo o en revisión contra sentencias de Tribunales Estatales de Segunda Instancia, cuando se trata de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil. Y si eso no puede darse, entonces debe hacerse el distingo para que en la Ejecución de las Sentencias de Amparo Directo, (en materia civil y mercantil), se considere cumpliendo legalmente a la Autoridades Responsables, cuando éstas, dentro de las 24 horas, después de la notificación de la concesión del amparo, dicten resolución que deje sin efecto y decrete la anulación de la Ejecutoria que constituyó el ACTO RECLAMADO y comunique a la Autoridad de Amparo, que procede a dictar, dentro del término de la ley adjetiva de la materia, la nueva ejecutoria  en los términos de la Sentencia  de Garantías; y que sólamente en el caso de que la Responsable no dicte, dentro de dicho término legal, la nueva ejecutoria que acate el contenido de la concesión del amparo, se le multe, se le aperciba y se le requiera, en los término de los artículos 191, 192, 193 y 194 del proyecto de la Comisión relativo a la Ley de Amparo, que ahora tenemos a nuestra consideración.

A T E N T A M E N T E

GABINO CARBAJO ZUÑIGA
Guanajuato, Gto.,   2 7 de Octubre  de 2000

SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE GUANAJUATO.

LA EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO

El tema del presente trabajo pareciera un tema del cual no hay mucho que analizar, ni que decir. Simplemente, cuando se dicta una sentencia de amparo, la autoridad responsable no tiene otra cosa que hacer, más que cumplimentar en sus términos, la sentencia dictada por el Tribunal de amparo, cumplir con los lineamientos que el propio Tribunal de amparo establece en la ejecutoria respectiva. Sí esto es así, ¿por qué, entonces, estudiar y proponer al Congreso Nacional de juristas el estudio de este tema?. La respuesta es sencilla, el tiempo que se establece para que las autoridades responsables cumplimenten las sentencias de amparo. Los términos para que se cumplimenten las sentencias de amparo, por parte de las autoridades responsables resulta insuficiente. 

El capítulo XII, denominado DE LA EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS de la Ley de Amparo se conforma de los artículos del 104 al 113. Los artículos 104 y 105 establecen respectivamente: “ART. 104. En los casos a que se refiere el Artículo 107, fracciones VII, VIII y IX, de la Constitución Federal, luego que causa ejecutoria la sentencia en que se haya concedido el amparo solicitado, o que se reciba testimonio de la ejecutoria dictada en revisión, el Juez, la Autoridad que haya conocido del juicio o del Tribunal Colegiado de Circuito, si se interpuso revisión contra la resolución que haya pronunciado en materia de amparo directo, sí se interpuso revisión contra la resolución que haya pronunciado en materia de amparo directo, la comunicará por oficio y sin demora alguna, a las autoridades responsables para su cumplimiento y la harán saber a las demás partes.

En casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, podrá ordenarse por la vía telegráfica el cumplimento de la ejecutoria, sin perjuicio de comunicarla íntegramente, conforme al párrafo anterior.

En el propio oficio en que se haga la notificación a las autoridades responsables, se les prevendrá que informe sobre el cumplimiento que se de al fallo de referencia.

ART. 105. Sí dentro de las veinticuatro horas siguientes a la notificación a las autoridades responsables la ejecutoria no quedare cumplida, cuando la naturaleza del acto lo permita o no se encontrase en vías de ejecución en la hipótesis contraria, el Juez de Distrito, la autoridad que haya conocido del juicio, el Tribunal Colegiado de Circuito, sí se trata de revisión contra resolución pronunciada en materia de amparo directo requerirán, de oficio o a instancia de cualquiera de las partes, al Superior Inmediato de la Autoridad Responsable para que obligue a ésta a cumplir sin demora la sentencia; y sí la Autoridad Responsable no tuviere Superior, el requerimiento se hará directamente a ella. Cuando el Superior Inmediato de la Autoridad Responsable no atendiera el requerimiento y si tuviere, a su vez, Superior Jerárquico, también se requerirá a éste último.

Cuando no se obedeciere la ejecutoria a pesar de los requerimientos a que refiere el párrafo anterior, el Juez de Distrito, la autoridad que haya conocido del juicio, o el Tribunal Colegiado de Circuito, en su caso, remitirá el expediente original a la Suprema Corte de Justicia, para los efectos del Artículo 107, fracción XVI, de la Constitución Federal, dejando copia certificada de la misma y de las constancias que fueren necesarias para procurar su exacto y debido cumplimiento, conforme al artículo 111 de esta Ley.

Cuando la parte interesada no estuviere conforme con la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria, se enviará, también, a petición suya, el expediente a la Suprema Corte de Justicia. Dicha petición deberá presentarse dentro de los cinco días siguientes al de la notificación de la resolución correspondiente, de otro modo, ésta se tendrá por consentida.

El quejoso podrá solicitar que se de por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido. El Juez de Distrito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas, resolverá lo conducente. En caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la restitución”.

Para el caso del amparo directo, en la actual Ley de Amparo se actualiza la misma hipótesis legal en cuanto a términos, es decir, se habla de un término de 24 horas para el cumplimiento de la sentencia de amparo y de un término prudente que no puede exceder de tres días.

Sí revisamos el proyecto de Ley de Amparo elaborado este año, no existe mucha diferencia con la Ley de Amparo actual, por lo que respecta a los términos en dicho proyecto, de la ejecución de las sentencias de amparo. En efecto, de la lectura del Título Tercero titulado Cumplimiento y Ejecución, en el Capítulo I, el cual a su vez se denomina Cumplimiento e Inejecución, del Proyecto de Ley de Amparo, se encuentran los artículos del 190 al 196, de los cuales se desprende que no existe una especial distinción con los artículos de la actual Ley de Amparo, en cuanto a términos se refiere. Así tenemos que el artículo 190 del Proyecto de Ley de Amparo establece:

“ART. 190.  Cuando cause ejecutoria la sentencia en que se haya concedido el amparo, o se reciba testimonio de la dictada en revisión, el órgano jurisdiccional de amparo de primera o única instancia, según corresponda,  la notificará sin demora a la autoridad responsable para su cumplimiento y a las demás partes para su conocimiento y efectos legales que estimen convenientes.

En casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, podrá ordenarse el cumplimiento de la ejecutoria por los medios oficiales de que dispongan las oficinas públicas de comunicaciones, o que existan en el propio órgano, de modo tal que se logre el cumplimiento de inmediato, sin perjuicio de comunicarla íntegramente por oficio.

En el oficio o medio de comunicación que se emplee, se prevendrá a las autoridades responsables que informen sobre el cumplimiento que se de al fallo de referencia dentro del plazo de veinticuatro horas, sí se trata de asuntos a los que se refiere el párrafo anterior y, de tres días en los restantes. “

Como se desprende de la simple lectura de los preceptos transcritos, los términos para que las autoridades responsables cumplimenten las sentencias de amparo, son los mismos. Existen sin embargo, lo que podríamos considerar, como una ampliación de los términos antes citados. Así tenemos que el artículo 193 del Proyecto dispone:

“Art. 193. Cuando el órgano jurisdiccional de amparo reciba informe de la autoridad responsable relativo al cumplimiento de la sentencia, dará vista a las partes por el plazo de tres días, para que manifiesten lo que a su derecho convenga. Transcurrido dicho plazo, con manifestación o sin ella, decidirá sí se encuentra o no cumplida o en vías de cumplimiento; en amparo directo, resolverá sí formalmente se encuentra cumplida. Sí la tiene por incumplida remitirá los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos del artículo anterior.

Sí el órgano jurisdiccional de amparo considera que la sentencia se encuentra en vías de cumplimiento, dará un plazo razonable para que éste se realice de manera total, y en caso de no lograrse procederá en términos del artículo anterior.”.

Así pues, podemos percatarnos que cuando la autoridad de amparo considera que la sentencia de amparo se encuentra en vías de cumplimiento, puede conceder “un plazo razonable” para que dicho cumplimiento se lleve a cabo de manera total. Ahora bien, ¿por qué en vez de otorgar una facultad discrecional a la autoridad de amparo, para establecer “un plazo razonable” para el cumplimiento de la ejecutoria de amparo, no se establece un término cierto?. Incluso, podría determinarse por materia dicho plazo.

Igualmente, el artículo 196 del Proyecto de Ley de Amparo señala:

“Art. 196. Recibidos los autos en la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ésta dictará la resolución que corresponda.

Cuando estime que el incumplimiento es excusable, dará un plazo razonable para que cumpla.

Cuando considere que es inexcusable, o hubiere transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior, procederá a separar a la autoridad inmediatamente de su cargo y a declararla responsable por el delito contra la administración de justicia. Se le dará vista por tres días para que alegue por escrito lo que a sus intereses convenga, para efectos de la individualización de la pena y, hecho lo anterior, se le impondrá en el plazo de cinco días. 

Como puede verse, también en el caso de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sí considera que el incumplimiento de la sentencia de amparo es excusable, dará un plazo razonable para que la autoridad responsable cumpla con la sentencia de amparo. Así, la Corte al igual que en el caso de los Jueces de Distrito y Tribunales Colegiados de Circuito, tendrá la facultad discrecional de otorgar un plazo razonable a la autoridad responsable, sí estima que el incumplimiento de ésta resulta excusable. De nueva cuenta, observamos que no se establece un término cierto, determinado, sino que se deja al arbitrio de las autoridades de amparo ese “plazo razonable”.

Tanto en el amparo indirecto ante los Jueces de Distrito, como en el amparo directo donde intervienen los Tribunales Colegiados de Circuito, como nuestro más alto órgano judicial, se establecen las hipótesis del “plazo razonable”, pero siempre como una facultad discrecional. 

Sabemos que nuestra Constitución establece en el artículo 17, que la justicia debe ser pronta y expedita, planteamiento con el que nadie puede estar en desacuerdo, y sabemos que conforme más rápido se dicte una nueva sentencia o resolución por parte de las autoridades responsables, más pronto también se restituirá al quejoso en el goce de la garantía constitucional violada. Pero, ¿qué pasa en la práctica jurídica?, ¿por qué decimos que los términos establecidos tanto en la actual Ley de Amparo como en el Proyecto de Ley de Amparo son insuficientes para que las autoridades responsables den cumplimiento a las ejecutorias de amparo?. Creemos que son varias las razones, tanto de carácter técnico-jurídico como humano, que explican esta situación. Veamos dos de ellas:  

· Resulta humanamente imposible, en ciertos casos, dictar una resolución o sentencia en 24 horas, o de tres días, en su caso. Un ejemplo de ello, por la experiencia de los suscritos en el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, son las sentencias de amparo directo dictadas en materia civil,  y sabemos que en otras materias es la misma situación. En efecto, se dicta una sentencia de amparo en materia civil, familiar o mercantil, mediante la cual se concede la protección y amparo de la justicia federal al quejoso, y se ordena a la autoridad responsable, en este caso, la Sala Civil o Familiar, para que proceda a dictar una nueva resolución. Los lineamientos que la autoridad federal establece son: que en virtud de que el acto reclamado no se encuentra debidamente fundado ni motivado, proceda la autoridad responsable, con plenitud de jurisdicción a dictar una nueva sentencia. Desde el punto de vista técnico-jurídico pareciera que esta situación no tiene mayor problema para la autoridad responsable, quien en debido acatamiento y cumplimiento a la ejecutoria de amparo, debe abocarse a dictar una nueva sentencia. Sin embargo, la realidad nos rebasa, y, resulta que el expediente a estudio, el llamado toca, se conforma con siete tomos, es un juicio promovido desde el año de l995, el amparo se promueve en junio de 1997 y se notifica la ejecutoria a la responsable para su cumplimiento, en junio del 2000. En estas condiciones y circunstancias, desde el punto de vista humano ¿será posible dictar una sentencia en 24 horas?, 

· Suponiendo sin conceder que las autoridades responsables, en el caso que nos ocupa, civiles o familiares, dictaran la sentencia en cuestión, ¿qué calidad técnica jurídica puede tener una sentencia, que podemos llamar apresurada, por no decir dictada al vapor? ¿no será el propio quejoso quien más afectado se vea, con una sentencia dictada en las condiciones descritas?, trayendo como consecuencia, los llamados defectos o excesos en el cumplimiento de las sentencias de amparo. Sí el amparo ya le fue concedido al quejoso, y sabemos que debe ser restituido en el goce de la garantía constitucional violada, inmediatamente ¿no debe la nueva sentencia dictada en el cumplimiento de la sentencia de amparo, tener una calidad técnico-jurídica impecable?. Vale la pena reflexionar: ¿sacrificar rapidez por calidad?.   
Creemos que la propuesta concreta de reforma en el Título Tercero denominado Cumplimiento y Ejecución, sobre todo en el Capítulo I, intitulado Cumplimiento e Inejecución, en el Proyecto de Ley de Amparo debe consistir en:

1. Establecer términos precisos, que otorguen seguridad jurídica a las partes  que intervienen en el juicio de amparo: quejoso y tercer perjudicado; y autoridad responsable, para dictar una sentencia impecable, desde el punto de vista técnico-jurídico.  

2. Eliminar las diversas hipótesis de “plazo razonable”, estableciendo al efecto, términos precisos y determinados, sobre todo, cuando la sentencia de amparo se encuentre en vías de cumplimiento. (Arts. 193 y 196). En todo caso, deberán establecerse parámetros mínimos y máximos de dichos términos;
3. Proponemos que en casos urgentes o de notorios perjuicios para el quejoso, el término deba  ser de 24 a 72 horas, (art. 190);

4. En los demás casos, de cinco a quince días, atendiendo a las circunstancias específicas del asunto, la materia, etc.;

5. Cuando la sentencia de amparo se encuentre en vías de cumplimiento, la autoridad de amparo puede conceder de cinco a quince días para que la autoridad responsable cumplimente en sus términos la ejecutoria de amparo, en razón de las circunstancias y materia del asunto. (arts. 193 y 196). 
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MAGISTRADA REBECA F. PUJOL ROSAS

CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR EL PROYECTO DE LA NUEVA LEY DE AMPARO

ADICION AL ARTICULO 190 DEL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO

Indudablemente que la eficacia del juicio de amparo, radica esencialmente en la restitución al quejoso en las garantías violadas por parte de la autoridad responsable que emitió el acto;  esta restitución  se logra mediante el estricto cumplimiento que a la sentencia de amparo da dicha autoridad. 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

En la vigente Ley de Amparo, en cuanto al cumplimiento de las sentencias de amparo, se establece de manera categórica y general un plazo de veinticuatro horas para acatarlas, o acreditar plenamente que se encuentra en vías de ejecución. Así pues se establece que todas las autoridades responsables den cumplimiento a una sentencia de amparo en un lapso de veinticuatro horas. 

En el proyecto que nos reúne ahora para su análisis y discusión, dentro del Título Tercero denominado: “CUMPLIMIENTO Y EJECUCIÓN”,  el artículo 190 en su párrafo tercero señala: “. . .En el oficio o medio de comunicación que se emplee se prevendrá a las autoridades responsables que informen sobre el cumplimiento que se de al fallo de referencia dentro del plazo de veinticuatro horas, si se trata de asuntos a los que se refiere el párrafo anterior y, de tres días en los restantes . . . “.

En el cumplimiento de las sentencias de amparo, el tiempo, es el que juega un papel importante, que se hace necesario delimitar de manera específica, para evitar que las autoridades responsables pudiesen caer  en la repetición del acto reclamado, o exceso o deficiencia en la ejecución de la sentencia.

CONSIDERACIONES

Darle cumplimiento a una sentencia de amparo, probablemente para la mayoría de los gobernados a parezca como un acto muy sencillo, pues el Organo de Control de la legalidad, A CONCEDIDO EL AMPARO Y PROTECCION DE LA JUSTICIA FEDERAL EN CONTRA DEL ACTO RECLAMADO, COMBATIDO A TRAVES DEL JUICIO DE AMPARO. Sin embargo en el mundo fáctico, acatar una sentencia de amparo, resulta tan compleja que  las veinticuatro horas que otorga la ley o los tres días que se proponen en el proyecto, son insuficientes, por las siguientes razones.

Dicho sea con todo respeto, pero actualmente las sentencias de amparo emitidas por los Jueces de Distrito o los Tribunales Colegiados de Circuito, son tan confusas, que cuesta trabajo comprender el sentido del fallo amparador, por lo que para dar cumplimiento hay que releerla dos o tres ocasiones para entender que es lo que se fijó como lineamiento en la ejecutoria, cuando se ampara para efectos; este fenómeno a sido advertido inclusive por los Organos Internos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y hasta se ha elaborado  un manual para el cumplimiento de las sentencias de amparo. En el proyecto, al parecer, se pretende delimitar en diversos artículos, las famosas sentencias de amparo “para efectos”.

Otra cuestión de gran importancia que hay que tomar en cuenta, es que las Autoridades Responsables son consideradas por el artículo 190 del proyecto, de manera general, sin tomar en cuenta la función que cada una de ellas a las que va dirigida el numeral, que como autoridad realizan, y a la naturaleza de los actos que le son propios de la función. Es incuestionable, que en los casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, pueda ordenarse el cumplimiento de la ejecutoria por los medios oficiales que disponga la Autoridad Federal para lograr el cumplimiento de la sentencia que ha concedido el amparo; por ejemplo, cuando se combate un auto de formal prisión a través del juicio de amparo y se ha concedido este, y el quejoso se encuentra privado de su libertad personal; o cuando se concede el amparo en contra de una clausura de una negociación mercantil, llevada a cabo por el Director de Gobernación Municipal. Una Autoridad Administrativa, cualquiera que sea esta, realiza funciones de acuerdo a la Ley Orgánica que la regula, y en ocasiones basta un simple acuerdo u oficio para dejar sin efecto el acto reclamado, máxime cuando este emana fuera del procedimiento. Los Tribunales Jurisdiccionales, cualquiera que sea este, su acto reclamado emana siempre de manera ineludible de un procedimiento que se encuentra previsto por los Códigos Adjetivos de la materia, por lo que se sujetarán siempre a los actos procesales y al material probatorio que obre en los expedientes, por lo que su resolución que habrán de emitir en acatamiento a una sentencia de amparo, se tiene que cumplir ciertas formalidades del procedimiento.

Otra circunstancia más que hay que ponderar, lo es cuando generalmente los Tribunales Judiciales, Administrativos, Agrarios  o del Trabajo, en sus respectivos ámbitos de competencia, tramitan y resuelven asuntos voluminosos, complicados, e inclusive de mucha trascendencia para la sociedad. Se ha dado el caso que hasta en los conocidos diablitos son transportados los expedientes de treinta o cuarenta tomos, o de más de quince mil o veinte mil fojas, de donde emana el acto reclamado y que la sentencia de amparo obliga analizar en la actualidad en veinticuatro horas o en el proyecto se propone, que cuando no sean casos urgentes y de notorio perjuicio para el quejoso, es de tres días regla que debe entenderse por exclusión.

El suscrito ponente, participó como relator en la mesa de Derecho Civil, Mercantil y Familiar, en el Vigésimo Cuarto Congreso Nacional de Tribunales Superiores de Justicia de los Estados Unidos Mexicanos, celebrado en la ciudad y puerto de Acapulco, Guerrero, el pasado mes de octubre y esta inquietud fue comentada por los Magistrados asistentes a dicho evento, acordándose en la citada mesa, pedir mayor término para el cumplimiento de las sentencia de amparo, en relación a los Tribunales Locales de los Estados, quienes resultan ser Autoridades Responsables; por ello, soy portador también de esa inquietud para dejar constancia en este Congreso Nacional de Juristas.

El tiempo pues, juega un papel importante para la ejecución de las sentencias de amparo, por ello el término de tres días que se prevee en el proyecto para los tribunales en general es insuficiente, probablemente este tiempo lo será para las Autoridades Administrativas. 

Por ello pues, consideramos que un término prudente para la ejecución de sentencias de amparo que se deba de dar a los Tribunales, cualquiera que sea, es de diez días, por lo que se debe de manejar como excepción en los plazos para el cumplimiento de la sentencia de amparo.

PROPOSICIONES

1.- Que se adicione el artículo 190 del proyecto de la Ley de Amparo, con un cuarto párrafo, dándole a los Tribunales un mayor tiempo para la ejecución de las sentencias.

2.- Se propone en la siguiente redacción del párrafo cuarto:

ENTRATÁNDOSE DE AUTORIDADES RESPONSABLES, TRIBUNALES JUDICIALES, ADMINISTRATIVOS, AGRARIO O DEL TRABAJO, SE LES PREVENDRA QUE INFORMEN SOBRE EL CUMPLIMENTO QUE SE DE AL FALLO PROTECTOR DENTRO DEL PLAZO DE 10 DIAS.

Mérida, Yucatán, Noviembre  06  del  2000.

PONENTE :

MAGISTRADO DEL TRIBUNAL SUPERIOR

DE JUSTICIA DEL ESTADO DE GUERRERO

LIC. JULIO LORENZO JAUREGUI GARCIA

PONENCIA SOBRE EL PROYECTO DE NUEVA LEY DE AMPARO PRESENTADA POR EL LIC. VÍCTOR MANUEL GONZÁLEZ CIANCI, MAGISTRADO PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO DE MORELOS; EN EL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS CELEBRADO EN MÉRIDA, YUCATÁN POR EL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN.

INTRODUCCIÓN:

La Reforma a la Ley de Amparo se debe de ajustar a las siguientes premisas:

· Su reforma debe ser profundamente humana.*

· Debe evitar la impunidad o la venganza.

· Que ningún interés de grupo este por encima de la Ley.

· Que la justicia se dicte con justicia.

· Debe estar ajustada a la realidad económica y social del país.

· Debe contener formulas normativas modernas.

· Debe respetar a la persona humana.

· Su marco jurídico debe ser ante todo, justo.

* Palabras del Dr. Genaro David Góngora Pimentel, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, al inaugurar el Congreso Nacional de Juristas.

Por dichas consideraciones se propone el Congreso participante las siguientes modificaciones al proyecto de Ley de amparo que ahora se analiza.

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA:

Los artículos 77, fracción  IV; 135, 150, 176, 186, 201 y el Capitulo relativo a Responsabilidades y Sanciones del Proyecto de Nueva Ley de Amparo, deben ser modificados de su redacción original porque no están tomando en cuenta  las premisas ya citadas, es decir, ni están respetando a la persona humana, ni se evita la impunidad, y se permite el interés de grupos por encima de la ley, tampoco están acordes con la realidad económica y social del País, por lo mismo no resultan formulas normativas modernas; consecuentemente el contenido de estos artículos no se apegan a que la justicia se dicte con justicia; por las siguientes motivaciones: 

El artículo 77 fracción IV, que se refiere al Capitulo de las Sentencias y a sus disposiciones fundamentales establece que La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravio en los casos siguientes:  . . . IV.- En materia laboral a favor del trabajador;  . . . . Esta determinación resulta ya injusta, excluye al “capital” o sea la clase patronal, bajo el argumento de que el trabajador sigue siendo la clase débil en la relación obrero - patronal, nada más alejado de la realidad y de las circunstancias económicas que vive el país; si estamos propiciando y reclamando la generación de fuentes de empleos y cada vez es mayor la participación de la clase media y la de escasos recursos estableciendo negocios medianos y pequeños y a demás hasta los propios trabajadores  de diferentes fuentes de trabajo resultan patrones cuando contratan a otras personas para su servicio, observamos en la practica , que ya nadie escapa de ser patrón en algún momento de su vida, y por el contrario observamos que la clase trabajadora a llegado a desarrollar un grupo poderoso de intereses, vía los sindicatos o demás agrupaciones similares y que incluso por trabajador debe entenderse aun aquellos que lo hacen en altos niveles de producción o relaciones de servicios; todo ello significa que en este tiempo y época, ya no se puede generalizar de que la clase trabajadora es la débil y la patronal sigue siendo la fuerte en el contexto laboral;  de ahí que es erróneo conservar la formula de que la suplencia de la queja solo se conserve  en favor del trabajador, lo justo es que sea para ambos y se evite así la ventaja, la impunidad o la venganza, que provocan muchas veces la deficiente defensa de los patrones o la indiscriminada protección del derecho social a favor de los trabajadores.

El artículo 135, que se refiere a las reglas generales de la suspensión del acto reclamado, establece: “Solo la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios estarán exentos de otorgar las garantías que esta Ley exige. . .”. Esta concesión que permite el precepto legal para que las Instituciones Públicas no tengan que garantizar la suspensión de un acto reclamado en caso de juicio de amparo en que sean partes, debe extenderse a todos los Organismos Públicos Descentralizados e incluso a las Instituciones de Educación Superior Autónomas por ley, ya que observamos en la practica que se les exige garantizar con fianzas o exhibiciones en efectivo las suspensiones de actos reclamados, ignorándose su calidad de entes públicos y su solvencia implícita que tienen al ser Instituciones de carácter Público, al extenderse esta disposición, como se propone, sería más justa la reforma y evitaría la afectación del patrimonio de dichos Organismos Públicos que tienen igual o mejor derecho que los Gobiernos de los Estados o Municipios a no ser perturbados en este aspecto, con obvia distracción de sus finanzas, como es el espíritu de la disposición analizada.

El artículo 150, que también se encuentra en el Capitulo de la Suspensión del Acto Reclamado, dispone: “Tratándose de la última resolución que se dicte en el procedimiento de ejecución, de un laudo en materia laboral, la suspensión se concederá en forma tal que no se ponga a la parte trabajadora si obtuvo laudo favorable, en peligro de no poder subsistir mientras se resuelva el juicio de amparo por lo cual solo se suspenderá la ejecución en cuanto exceda de lo necesario para asegurar tal subsistencia”. Esta disposición  sigue alejada de una realidad social y dista mucho de los argumentos que se han tenido para mantenerla en vigencia; pareciere que se desconociera, que un trabajador de cualquier  categoría no puede subsistir por si mismo, desde el inicio de su juicio laboral, sino obtiene cualquier fuente de ingreso, no pudiere resistir la duración de su conflicto laboral sino encontrare otras alternativas de remuneración, entre tanto se desarrolla y concluye su problema legal y afirmar, como lo hace este precepto que si la parte trabajadora “obtuvo laudo favorable no se le ponga en peligro de no poder subsistir mientras se resuelva el juicio de amparo”; resulta inverosímil y alejado de la realidad tal afirmación, ya que todo trabajador demandante ha encontrado el modo de subsistir, por lo cual, la suspensión del acto reclamado debe ser plena, mediante la garantía total que exhiba el demandado, ya que de seguirse conservando esta formula, propicia la exhibición de seis meses de salarios en efectivo a favor del trabajador, que siempre aprovecha por si o por su abogado o defensor y que además resultan de imposible recuperación material, para el caso de que el patrón pudiere obtener sentencia de amparo en su favor, por lo que desde luego se afecta la economía de este ultimo indebidamente. Y si partimos de la idea expuesta de que todos somos patrones, este dispositivo debe ser mas justo y no permitir la impunidad en estos supuestos.

El articulo 176 que se refiere a las disposiciones del Amparo Directo y a la Demanda del mismo, dispone: “Dentro del plazo de cinco días contados a partir del siguiente al de presentación de la demanda, la autoridad responsable que emitió el acto reclamado, deberá: ...”. Esta disposición no respeta la congruencia de la duplicación de los términos y plazos que viene sosteniendo el Proyecto como nueva modalidad y también se advierte de su contenido que a la autoridad responsable no se le trata con reciprocidad como su igual a la autoridad de amparo, puesto que no reconoce la carga de trabajo que tienen las primeras, y que tal término resulta insuficiente para atender con prontitud como se pretende la diligenciación  de la demanda de amparo directo, minimizando el plazo razonable concedido para el efecto.

El articulo 186 que se encuentra en el capítulo del Amparo Directo y en lo relativo a la Substanciación, refiere textualmente: “Las sentencias del tribunal deberán ser firmadas por todos sus integrantes y por el Secretario de Acuerdos, hecho lo cual, se notificará por lista al día siguiente”.

En la práctica han sucedido casos en que los Integrantes del Tribunal de Amparo, llegaron a participar en las sesiones correspondientes para la discusión y votación de los proyectos, de los que el ponente dio cuenta y que en su momento se hizo la declaración respectiva; sin embargo la firma de las sentencias en que se convierten los proyectos discutidos y aprobados, es un acto material posterior, en que ha sucedido que entre el primer supuesto y el de la firma de las sentencias, han fallecido integrantes de los tribunales de amparo, lo que no preveé el dispositivo en comento y tampoco sus consecuencias jurídicas, de tal circunstancia, dejando a los judiciables en estado de indefensión e incertidumbre legal. Debe atenderse a este supuesto para que la formula normativa que se aborda sea moderna y actualizada y no incompleta e indiferente a sucesos de la realidad.

El articulo 201 que se encuentra dentro del Capitulo de la Inconformidad en relación con el tema de la Repetición del acto Reclamado; textualmente dice: “El Organo Jurisdiccional de Amparo, sin decidir sobre la admisión de la inconformidad, remitirá el original del escrito, así como los autos del juicio a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual resolverá allegándose los elementos que estime convenientes, en términos de lo dispuesto por el articulo 192”.

En relación a este dispositivo del articulo de la inconformidad, misma que tiene lugar mediante el incidente planteado por el quejoso que considera incumplida la ejecutoria de Amparo, o bien cuya denuncia de repetición de acto reclamado le fue desechada o declarada infundada; se considera que esta normatividad es incompleta y no esta acorde con la práctica ya que durante el trámite de estas inconformidades, las autoridades responsables de todo el país llegan a dejar sin efectos el acto denunciado mediante la resolución de otro diferente, y esto obedece a que la autoridad responsable se encuentra sujeta a la jurisdicción de la ejecutoria de amparo a cumplimentarse; así lo ha reconocido la propia Corte y en consecuencia debe establecerse tales circunstancias y con ello el reconocimiento de las autoridades responsables para resolver posteriormente sobre el acto reclamado entre tanto no concluya el incidente de inconformidad multicitado.

Por ultimo, el capitulo de Responsabilidades y Sanciones del Proyecto, previsto en los artículos 238 al 258 respectivamente, se formula el comentario general de que todo su contenido es totalmente contrario al espíritu  de la reforma, pues resulta severo y drástico, revela falta de respeto a la persona humana, ya sea quejoso o autoridad responsable; y se considera la parte menos justa de la nueva Ley de Amparo; pues tiende a aterrorizar a litigantes y servidores públicos por sus excesivas multas y consecuencias jurídicas en que se advierte el propio juicio sin garantía de audiencia de las conductas en que incurran los sujetos mencionados, dejando a la subjetividad de los integrantes de las autoridades de amparo la determinación a que haya lugar; nada mas injusto y alejado de las premisas ya establecidas; por lo que debe atenuarse en lo general las disposiciones de este capitulo.

CONCLUSIONES:

I.- Deben Modificarse los artículos 77 fracción IV, 135, 150, 176, 186, 201 y 238 al 258 del Proyecto de nueva ley de Amparo.

II.- Deben Agregarse los párrafos correspondientes en cada uno de los preceptos citados conforme a las presentes propuestas.

III.- El capitulo de Responsabilidades y Sanciones, debe ser totalmente reestructurado y atenuado tanto en el monto de las multas, sus hipótesis y conductas tipificadas.
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La supremacía de la Constitución, a conseguir, y la revisión del juicio de amparo.

Congreso Nacional de Juristas para revisar una nueva Ley de Amparo, convocado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Mérida, Yucatán 6-8 de noviembre de 2000.

Dr. Samuel Ignacio del Villar Kretchmar

Es indispensable que la supremacía efectiva de la Constitución prevalezca sobre los actos legislativos, ejecutivos y judiciales inconstitucionales y arbitrarios para cimentar el Estado democrático de Derecho que requiere la efectividad de nuestra República democrática federal, y para que la dignidad humana de los mexicanos prospere en todos los órdenes.

Sin embargo, la supremacía de la Constitución como principio normativo fundamental efectivo para regir la convivencia de los mexicanos, sigue siendo una hipótesis por realizar, a 153 años de que México incorporó el juicio de amparo como medio de control de la constitucionalidad de los actos de gobierno.

De aquí la importancia de la convocatoria nacional de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a revisar el régimen del juicio de amparo como medio para asegurar la supremacía efectiva de la Constitución, de los derechos inherentes a la dignidad humana y de la forma de gobierno republicana, representativa,  democrática y federal, fundada en la separación y autonomía de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial.

Las reflexiones siguientes consideran las limitaciones estructurales del juicio de amparo, a superar,  para garantizar la supremacía constitucional; el impacto consecuente en la cultura jurídica de considerar a la Constitución una forma, más que un fondo y puntos de referencia en el proceso necesario de revisión del juicio de amparo para que la supremacía de la Constitución deje de ser cada vez más una hipótesis y se convierta cada vez más en una realidad.

La marginación de la Constitución. 

La implantación y desarrollo mismo del régimen del juicio de amparo ha impuesto limitaciones estructurales a la  efectividad de la Constitución en la ordenación de la vida política económica y social de México.   Y es que los artículos 105 y 107 de la parte orgánica del mismo texto constitucional, neutralizan la efectividad del juicio de amparo para dar vigencia a los derechos inherentes a la dignidad humana hipotéticamente materia de las “garantías” constitucionales y al republicanismo representativo, democrático y federal y, con ello, a la supremacía efectiva de la Constitución para dar coherencia, predecibilidad y responsabilidad al orden jurídico nacional: 

· Por la debilidad de la Suprema Corte de Justicia como tribunal constitucional.

· Por las limitaciones del juicio de amparo para anular leyes y normas inconstitucionales.

· Por la ausencia o precariedad de los precedentes judiciales de interpretación constitucional obligatoria (jurisprudencia) que niega desde la base el principio de igualdad ante la ley e impide la coherencia, predecibilidad,  certidumbre y responsabilidad indispensables al orden jurídico constitucional.

· Por  el llamado “amparo casación” contra las resoluciones judiciales, cuasi-judiciales o administrativas, de naturaleza secundaria no constitucional, de las entidades federativas en los juicios o procedimientos civiles, mercantiles, penales y administrativos que deforman el control de la constitucionalidad en juicios comunes hasta de cuatro instancias. Además,  saturan y disfuncionalizan al Poder Judicial Federal, pervierten su competencia y efectividad institucional de garantizar la supremacía de la Constitución e inhiben el desarrollo de los poderes judiciales locales para garantizar la legalidad en sus respectivas jurisdicciones.

· Por las restricciones a la legitimación pública y social para acceder al juicio de amparo no sólo cuando se afectan derechos inherentes a la dignidad humana, sino cuando se afecta la vigencia del régimen republicano, representativo, democrático y federal. 

En 1847, a partir del acta de reformas a la entonces reestablecida Constitución Federal de 1824, se adoptó el juicio de amparo como medio de control de la constitucionalidad de los actos de gobierno, por efecto de la iniciativa de Don Mariano Otero y con el precedente constitucional de Yucatán promovido por Don Manuel Crescencio Rejón.  La decisión política fundamental fue atribuir al Poder Judicial Federal, y no a un cuerpo político, la función de garantizar la supremacía de la Constitución, a partir de las demandas particulares reclamatorias de violación a las garantías constitucionales protectoras de los derechos inherentes a la dignidad humana. Las constituciones republicanas federales de 1857 y 1917 ratificaron la decisión política fundamental de atribuir al Poder Judicial Federal el control de la constitucionalidad mediante el juicio de amparo.

El desarrollo histórico del constitucionalismo universal probó la idoneidad de la decisión del constitucionalismo mexicano.  La opción para atribuir a órganos políticos el control de la constitucionalidad, que distinguía a los regímenes parlamentarios europeos fue concomitante con su fragilidad e inestabilidad constitucional que, en última instancia, llevaron  a la debacle constitucional y al genocidio mismo con los dictadores en Europa, muy notablemente, pero no sólo, los nazi-fascistas.

A partir de la adopción de la Declaración Universal de Derechos Humanos por la comunidad internacional, la tendencia dominante en el constitucionalismo democrático europeo es hacia el abandono del control político y hacia el principio de control jurisdiccional americano, iniciado con la Constitución de Estados Unidos y adoptado por México en el Acta de reformas de 1847.

Los amplios poderes generales de los tribunales constitucionales europeos de la posguerra han sido la garantía de la singular estabilidad constitucional en la que se ha fundado la solidez de la protección a la dignidad humana de las democracias europeas contemporáneas.   Más aún, los poderes de la Corte de Justicia Europea y sus principios jurisprudenciales han sido las garantías de la efectividad de los estatutos comunitarios y de su desarrollo que han venido conduciendo el proceso de integración de sus Estados miembros.

Paradójicamente, a pesar de que México adoptó el control judicial de la constitucionalidad en la primera parte del siglo XIX, la Suprema Corte de Justicia de la Nación como tribunal constitucional y el “amparo” mexicano como medio de control de la constitucionalidad actualmente muestra un notable rezago estructural en relación a los Estados europeos que la adoptaron un siglo después.  No sólo se trata de la llamada “fórmula Otero” (quizá injustamente porque la iniciativa original de Don Mariano Otero se complementaba con una fórmula de declaración erga omnes) Esta restricción impidió al juicio constitucional anular leyes o disposiciones generales inconstitucionales, inaugurando el juicio de amparo del constitucionalismo mexicano independiente (hay que tener presente la raíz del amparo colonial) con un rezago de más de 40 años en relación al precedente jurisprudencial, Marbury vs. Madison, de la Suprema Corte de Estados Unidos establecido en 1803 por la pluma de su Chief Justice, John Marshall. Este precedente jurisprudencial al sujetar la vigencia general de los actos legislativos del Congreso de los Estados Unidos a la supremacía de la Constitución, fundó en realidad la vida del régimen constitucional estadounidense y su estabilidad sin paralelo, así como  consolidó a la Suprema Corte de los Estados Unidos como tribunal constitucional.  También se trata de la debilidad extrema de la jurisprudencia de nuestra Suprema Corte para conducir la vida y la estabilidad de los principios constitucionales, como rectores efectivos de la evolución de la sociedad conforme a la dignidad humana y al republicanismo democrático.

A diferencia no sólo de la Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos sino también de los tribunales constitucionales contemporáneos que garantizan la efectividad del concepto universal del Estado democrático de Derecho, las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación aún carecen del poder para que la Constitución prevalezca sobre las leyes y normas secundarias que la violentan, salvo en los casos particulares de excepción materia de las resoluciones, frente a la vigencia general de los mandatos inconstitucionales.  La pretensión reciente de remediar este vacío mediante la llamada “acción de inconstitucionalidad”, con una legislación y términos muy restringidos para la procedencia del recurso, no tiene un alcance mayor para prevenir la vigencia de leyes o actos generales que vulneren los derechos de la población.

Más aún, el vigor de la jurisprudencia, el precedente judicial de interpretación constitucional obligatorio, está sujeto al arbitrio legislativo, subordinando así el control de la constitucionalidad a un poder político constituido supuestamente sujeto a dicho control.  La Suprema Corte tiene un marco muy restringido para evaluar, conocer y determinar la solución constitucional a las circunstancias políticas, económicas y sociales en permanente cambio y evolución y cuya novedad y trascendencia requieren de la interpretación y proyección de los principios constitucionales para normarlos.  El alcance del amparo como medio de control constitucional también se encuentra muy restringido por la estrecha definición del “interés jurídico” afectado; por la falta de legitimación de las instituciones públicas, como el Ministerio Público, para acceder al control  constitucional del amparo; por la jurisdicción especial electoral para conocer de violaciones a los derechos políticos; y por la complicación de recursos, “controversias constitucionales”,  “acción de inconstitucionalidad” para recurrir violaciones a la Constitución.

Al mismo tiempo, el Poder Judicial Federal, en general, y la Suprema Corte de Justicia, en particular, se encuentran abrumados y saturados por la imposición de la carga de suplir las deficiencias administrativas y jurisdiccionales locales, en cuestiones no constitucionales, a través del llamado “amparo casación”, lo que ha colocado al amparo en una situación difícilmente más contradictoria o paradójica como medio de control de la constitucionalidad. 

Por una parte, el amparo no tiene efectividad alguna para anular la vigencia de leyes y normas inconstitucionales y garantizar la coherencia general de los actos de gobierno con la Constitución.  Por otro lado, a través del “amparo casación”, el supuesto control de la constitucionalidad ha devenido en un expediente para revisar, suspender, y paralizar prácticamente cualquier acto administrativo o jurisdiccional en lo particular, sin que su control ofrezca seguridad alguna de coherencia y predecibilidad en el control a la luz de la Constitución.

La debilidad del amparo para garantizar la supremacía constitucional y la vida del Derecho y de la Justicia, cuya realización están indisolublemente vinculadas, abrió la puerta para el predominio de una supuesta, o más bien falsa, cultura técnica que marginó al Derecho al papel inerte de las meras formas para encubrir fondos arbitrarios de ejercicio del poder que neutralizaban la vigencia de la legalidad constitucional fundada en la dignidad humana.

La debilidad del control de la constitucionalidad no solo propició la debilidad de los valores constitucionales en la organización y evolución de la sociedad.  También propicio el subdesarrollo técnico para realizarlos y conseguir la prosperidad nacional, con base en la protección y promoción de los derechos inherentes a la dignidad humana, de los cuales la del control de la constitucionalidad es la técnica fundamental.  

El Estado democrático de derecho es un concepto integral que exige la efectividad de la supremacía de la Constitución y  presupone, lo mismo, la efectividad de la democracia como fundamento de la autoridad pública, la efectividad del Derecho y la efectividad del Estado. 

La efectividad de la democracia,  entendida simplemente, como un hombre un voto como único sustento de la autoridad pública.

La efectividad del Derecho entendida como el cumplimiento del orden constitucional y de las leyes fundadas en la dignidad humana que de ella emanan para regir las conductas tanto sociales como gubernamentales. Y la efectividad de la autoridad del Estado entendida como su capacidad para garantizar la vigencia, el cumplimiento,  del orden constitucional y de las leyes que del mismo emanan.

Desde que los derechos inherentes a la dignidad humana fueron materia de la garantía constitucional y desde que México, con la comunidad internacional de Estados nacionales, suscribió, en 1948, la Declaración Universal de Derechos Humanos, se estableció una vinculación conceptual, necesaria, indisoluble, entre la justicia fundada en la protección y promoción de la dignidad humana y el Derecho positivo mexicano en el común denominador del constitucionalismo democrático contemporáneo.

Tanto la democracia como la justicia requieren necesariamente de la autoridad efectiva del Estado del Derecho para prevalecer en los procesos políticos, económicos y sociales, por encima de conductas, no sólo de particulares sino también gubernamentales que violenten los derechos de los demás.

Para ello,  México requiere una profunda revisión y fortalecimiento de su marco institucional, en general y del juicio de amparo como medio de control de la constitucionalidad, en particular, para que el Estado de Derecho consolide la democracia, haga prevalecer la justicia y siente las bases para la prosperidad económica y social.

La marginalidad de la jurisprudencia en la estructuración del orden jurídico-constitucional mexicano necesariamente tuvo un impacto en la cultura jurídica, en los niveles profesionales de la enseñanza y formación del Derecho. Marginó su entendimiento y su aprendizaje a un mero conocimiento de textos legislativos y de dogmas doctrinales abstraídos de las realidades, problemas y necesidades que se supone norman, de los precedentes judiciales y decisiones institucionales que los rigen cotidianamente.

La marginación de la Constitución como un fondo, coherente y efectivo, un contenido, vivo, actuante, determinante de la realidad política, económica y social, más a una forma sin fondo, un continente sin contenido, generó un auténtico divorcio entre un patrón de gobierno y de evolución de la economía y la sociedad y una cultura jurídica bizantina, dominada por la especulación abstracta y olvidadiza de la vida en la sociedad a la que debe estar dirigida.  Le sucedió algo parecido a lo que le pasó a la Teología cuando relegó la consideración sustantiva de la Divinidad para concretarse en asuntos como la especulación sobre el sexo de los ángeles. 

Efectividad del juicio de amparo como garante de la supremacía de la Constitución.

El juicio de amparo, el Poder Judicial de la Federación y la Suprema Corte de Justicia en particular,  constituyen el marco institucional a partir del cual se debe conseguir la supremacía efectiva de la Constitución, en congruencia con nuestra tradición de control judicial y no político de la constitucionalidad cuya idoneidad ha sido comprobada por el desarrollo histórico del constitucionalismo universal contemporáneo.

Para ello es indispensable que la jurisprudencia de amparo tenga efectos generales, erga omnes, anulatoria de leyes y normas inconstitucionales; que una sola resolución de la Suprema Corte como Tribunal constitucional establezca precedente jurisprudencial vinculatorio para todas las autoridades y, que la Corte tenga facultad de atracción certiorari de los asuntos correspondientes; abrir a la autoridad pública la legitimación para la demanda de amparo y subsumir en el juicio de amparo el procedimiento de la controversia constitucional y de la acción de constitucionalidad; ampliar la definición a la acción de grupo, y desahogar al Poder Judicial en general y a la Suprema Corte de Justicia en particular, del cúmulo de asuntos del orden común que no son de naturaleza constitucional, responsabilizando a las jurisdicciones locales del control de la legalidad.

A pesar de que, en 1847, México incorporó formalmente la revisión del Poder Judicial Federal sobre todos los actos de gobierno como el mecanismo para la supremacía constitucional a través del juicio de amparo, su falta de efectos generales, erga omnes, permite la continuación de la vigencia de leyes y normas generales declaradas inconstitucionales y neutralizan la supremacía general de la Constitución.

Por otra parte, el principio  jurisprudencial Stare decisis, o sea el de la obligatoriedad de los precedentes judiciales, que es el principio fundamental para la certidumbre jurídica y el ordenamiento social a  la luz de la efectividad de la ley, es inexistente en las jurisdicciones estatales.

En la jurisdicción federal y de amparo la obligatoriedad del precedente jurisprudencial está subordinada al arbitrio del Poder Legislativo, el cual ha establecido más bien, el principio de desigualdad,  incoherencia e incertidumbre jurídica ante la ley, al admitir en los artículos 192 y 193 de la Ley de Amparo, que la aplicación de la ley puede ser diferente en casos iguales, en las normas para la integración de la jurisprudencia:

Las resoluciones constituirán jurisprudencia, siempre que lo resuelto en ellas se sustenten en cinco sentencias ejecutoras ininterrumpidas por otra, en contrario, que hayan sido aprobadas por lo menos por ocho ministros si se tratara de jurisprudencias del pleno, o por cuatro ministros, en los casos de jurisprudencia de las salas.

Como resultado, la inmensa mayoría de la población cuya condición económica y social le impide litigar un juicio de amparo, sigue sujeta a leyes y normas que han sido judicialmente declaradas inconstitucionales. Más aún, el que el Poder Judicial Federal o la misma Suprema Corte de Justicia de la Nación, hayan declarado la inconstitucionalidad, de cualquier resolución gubernativa, legislativa, judicial o administrativa, no da certidumbre jurídica de que en otro caso igual, el mismo acto de autoridad será declarado constitucional o legal en una resolución ulterior del Poder Judicial Federal o de la propia Corte. 

Seguramente este Estado de incoherencia e incertidumbre jurídica, más que de Derecho, es lo que llevó a la Comisión de Análisis de Propuestas para una nueva Ley de Amparo,  instituida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a plantear en su proyecto respectivo, el otorgamiento de efectos generales erga omnes, anulatorios a la jurisprudencia que declare la inconstitucionalidad de las leyes y normas generales, y a establecer principios constitucionales que simplifiquen la integración de la jurisprudencia.

Sin embargo, el mismo proyecto de la Corte, no satisface los requerimientos para la certidumbre y coherencia que exige la supremacía efectiva de la Constitución al plantear que sean tres, en vez de cinco, sentencias ininterrumpidas con mayorías calificadas las que integren el precedente jurisprudencial obligatorio para todas las autoridades sujetas a la Constitución.

Si México ha de evolucionar con seriedad y efectividad hacia un Estado democrático de Derecho, es ineludible partir del precedente obligatorio singular de interpretación constitucional como lo han hecho todos los Estados nacionales en donde las leyes coherentes con la dignidad humana no sólo se acatan sino también se cumplen.

Por otra parte, la capacidad del Poder Judicial Federal, en general y de la Suprema Corte de Justicia, en particular como tribunal constitucional, está esencial y estructuralmente afectada por el llamado “amparo casación” que confunde el control de la constitucionalidad con juicios, o procedimientos, ordinarios o comunes de hasta cuatro instancias.

Cabe observar que de los 437,319 asuntos que se informa resolvió el Poder Judicial Federal, en 1999, 233,687 (el 53.4%) fueron amparos casación sólo en materia penal y civil, la inmensa mayoría del fuero u orden común o local.  Junto con ello, de los 3,890 asuntos resueltos por la Suprema Corte, sólo en 151 (3.4%) podría decirse que actuó como tribunal constitucional, estableciendo jurisprudencia (128 asuntos), resolviendo acciones de inconstitucionalidad (10 asuntos) y controversia constitucional (13 asuntos).  Es interesante advertir que la Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos resuelve anualmente, alrededor de una centena de asuntos, eso sí, todos ellos establecen precedentes obligatorios y generales para todas las autoridades que marcan el rumbo constitucional de su país. 

Lo que también ha posibilitado este paradigma de tribunal constitucional en la cultura jurídica del constitucionalismo democrático contemporáneo es la facultad de certiorari, es decir la facultad de atracción de la Suprema Corte de Justicia para conocer de oficio tanto de los amparos directos “como en revisión que por su interés y trascendencia así lo ameritan”, en términos de las propuestas de reforma de la Comisión de la propia Corte, evidentemente para establecer los precedentes que conduzcan la evolución constitucional del país.

Mucho llama la atención y se critica que 401 artículos de nuestra Constitución de 1917 han sido reformados y adicionados varias veces (133 en los últimos 12 años), mientras que la Constitución de Estados Unidos en vigor ciento veintinueve años antes, 1788, sólo ha tenido 26 “enmiendas”.  Pero no se repara en la precariedad estructural de los precedentes de nuestra Suprema Corte de Justicia para conducir el desarrollo constitucional del país de acuerdo con los requerimientos de su evolución política, económica y social, a la luz de los principios fundamentales de un Estado democrático de Derecho.  Estas precariedades del órgano de control e interpretación constitucional, necesariamente han llevado al abuso extremo del recurso político por el poder constituyente permanente del Congreso de la Unión con las legislaturas de los estados, lo que ahora es inconcebible en un Estado democrático de Derecho fundado en la pluralidad política y en la efectividad de las normas constitucionales.

La Conferencia Nacional de Presidentes de Tribunales de Justicia también ha propuesto el restablecimiento de tribunales de casación en los Estados, para desahogar al Poder Judicial de esta función que les impone estrangulamientos estructurales al desarrollo del amparo como medio general, en vez de particular, para asegurar la supremacía de la Constitución por medio de los precedentes obligatorios.  Los Tribunales Superiores de Justicia de las entidades federativas tienen también un gran desafío para construir este marco institucional, incluso desarrollando el precedente obligatorio en su jurisdicción, que garantice la legalidad en sus procedimientos, con base en los principios rectores de la ética en la función pública.  

Hay que reconocer los cambios estructurales recientes en la composición de la Suprema Corte de Justicia. Comenzaron a orientarla hacia el papel de tribunal constitucional que debe tener en un Estado democrático de Derecho. Empezó a salir del papel irrelevante para orientar el rumbo constitucional del país, de un gran tribunal de casación saturado con la revisión de las minucias de los procesos judiciales, civiles, penales y administrativos, federales y locales, pero imposibilitado para garantizar la supremacía de la Constitución, para conducir la interpretación de sus principios rectores a la luz de los requerimientos de la evolución histórica y social del país y para dar coherencia, certidumbre y predecibilidad, indispensables para la vida y evolución del Estado de Derecho.

Las premisas para la revisión institucional.

Los reajustes institucionales al régimen de amparo para lograr la supremacía efectiva de la Constitución, constituyen la reforma más trascendente para que el régimen de gobierno en México se consolide como un Estado democrático de Derecho, junto con el desarrollo de un servicio público de carrera, profesional y estable, fundado en los valores constitucionales de la función pública, obediente de las leyes constitucionales y motivado por la efectividad de su cumplimiento.

Este desafío de regeneración y construcción institucional, parece ser el mayor que los mexicanos hemos enfrentado en nuestra historia  independiente al menos desde 1865, cuando bajo el liderazgo del Presidente Benito Juárez, se restauró la República democrática y federal como forma definitiva de gobierno que adoptamos los mexicanos, frente a la monarquía importada en ejércitos europeos y fundada en una supuesta, o falsa, cultura  aristocrática.

Los requerimientos de regeneración institucional son mucho más profundos y, conceptual y técnicamente mucho más complejos, que los cambios legislativos y administrativos que usual, retórica u ocurrentemente se llegaban a identificar como “reformas” en la falsa cultura técnica que relegó a la Constitución a una forma sin fondo.   Hay que dejar atrás las premisas simplistas de un mal llamado “proceso legal” fundado en el principio colonial de acatamiento formal pero de  incumplimiento real de la ley, de que la realidad se transforma meramente por decreto del soberano, sea este ejecutivo, legislativo o judicial.  Hay que caminar hacia el entendimiento, la enseñanza, el aprendizaje, la práctica de la ley como un concepto vital de la convivencia, de los procesos políticos, económicos y sociales de los mexicanos, en lugar de una mera estrategia retórica o doctrinal.  

El proceso de reajuste institucional también requiere una profunda consideración histórica sobre su establecimiento, desarrollo y un cuidadoso y detallado análisis, no sólo de sus deficiencias, sino también de sus méritos.  Es un error tan fundamental presumir que todo en la integración institucional del Estado nacional mexicano  es inservible, como presumir que la lucha histórica del pueblo de México por construirlo no ha tenido sentido.

Ya debió pasar el tiempo de las reformas constitucionales al vapor que no abordaban con rigor, profundidad e información su efectividad para resolver la raíz de los problemas a solucionar, y su efecto en la realidad política, económica y social que buscan transformar.

La convocatoria nacional para ilustrar esta reforma tan trascendente que ha formulado la Suprema Corte de Justicia de la Nación comprueba la seriedad, el rigor, la profundidad y profesionalismo que deben guiar el proceso, para que la cultura jurídica evolucione y lleve la vida del Derecho fundado en la dignidad humana, a la raíz misma de la vida en sociedad. 

El planteamiento de las reformas al régimen de amparo para conseguir la supremacía efectiva de la Constitución también debe considerar necesariamente, el procedimiento para su implantación y para transitar con firmeza del antiguo al nuevo régimen, previniendo quebrantos del marco institucional del Estado democrático de Derecho en lugar de contribuir a su consolidación. Para ello parece indispensable un nuevo régimen en las técnicas de implantación de las reformas, que la distinga de los atavismos de los cientos de reformas o parches al vapor al texto constitucional.

El cambio en las técnicas de implantación debe abandonar los atavismos de plantear reformas constitucionales superficiales con la expectativa de que una reforma constitucional ulterior le dará la profundidad debida, y de que entren en vigor con inmediatez, sin considerar y programar los reajustes institucionales, legislativos, administrativos, presupuestales, necesarios para su efectividad.

En la especie, el texto constitucional debe establecer con claridad los conceptos normativos fundamentales:

- Para que la Suprema Corte de Justicia sea un auténtico tribunal constitucional con la fuerza suficiente para anular la legislación y los marcos inconstitucionales.

- Para que un solo precedente jurisprudencial tenga la obligatoriedad general que garantice la coherencia, predecibilidad, certidumbre y responsabilidad indispensables al ordenamiento jurídico constitucional.

-  Para que la Suprema Corte pueda atraer y resolver los asuntos señeros para la evolución constitucional del país.

- Para que el control de la constitucionalidad no se confunda con procedimientos de casación propios de las entidades federativas.

- Para que el acceso al juicio de amparo garantice realmente la protección de la dignidad humana y la forma de gobierno republicana, representativa, democrática y federal.

La implantación de las reformas debe prever un régimen transitorio, vacatio legis, necesario para revisar los precedentes jurisprudenciales previos que resulte procedente confirmar y el marco para dicha confirmación, y para que los poderes legislativos, ejecutivos y judiciales de la Federación y de las entidades federativas, puedan hacer los ajustes necesarios sin disrupción del marco institucional.

Hay que hacer votos porque esta convocatoria nacional de la Suprema Corte de Justicia de la Nación abra el camino para la supremacía efectiva de la Constitución que exige el Estado democrático de Derecho en México.

SAMUEL I.  DEL VILLAR KRETCHIMAR

PROPUESTA DE REDEFINIR LAS CAUSAS DE IMPROCEDENCIA EN EL JUICIO DE AMPARO. 

POR EL PROF. LIC. CARLOS GARCÍA MICHAUS

Se debe recordar a Eduardo J. Coutere (1) al iniciar el presente estudio su sobrio y técnico enfoque que hace de las causas de EXISTENCIA Y CONDICIONES DE VALIDEZ para que exista un proceso, y señala: “Son los requisitos necesarios para que exista o tenga validez un proceso jurisdiccional”.

En los variados procesos que existen en México, sólo uno tiene causas de validez clasificado, y es el procesal penal, que nos impide ejercitar la acusación o ejercicio de la acción, en los rarísimos supuestos de falta de “requisitos o condiciones para su ejercicio” restringido a los funcionarios públicos por delitos penales y a los miembros del Cuerpo Diplomático, en la práctica son excepcionales.

El otro, alarmante por su frecuencia y amplitud de posibilidades para que no se ejercite la ACCIÓN DE AMPARO, y se tratan como inexistencia u obstáculos, ajenos a los elementos de la ACCIÓN, pero que impiden se ejercite ésta, aun cuando ella si se pretende por los gobernados o Autoridades ahora autorizados para interponerla, pero el funcionario judicial que debe admitirla a trámite, la detiene casi siempre de inmediato y no permite su estudio.

Luis Basdrech (2) hace una descripción amplia de intentar dar una explicación de las CAUSAS DE IMPROCEDENCIA  y dice: “La procedencia del juicio de amparo o de la acción de garantías está determinada por la satisfacción de los requisitos que la ley exige para que una persona pueda válidamente -no alude a la existencia- promover dicho juicio o ejercitar la acción –identifica las palabras juicio y acción-; es independiente de la garantía que el promovente invoque y del derecho sustancial que trate de defender, pues sólo mira a la calidad o características del Acto Reclamado”.

Las características del DERECHO PROCESAL y dentro de ellos el más importante en México es el PROCESO CONSTITUCIONAL O LLAMADO DE AMPARO.

Esa rama del DERECHO  desde que se inician los estudios procesales en la Facultad, hasta que se llega al quinto año nos recuerdan que las características de esa rama del Derecho antes citada son:

1ª. Es un Derecho Subjetivo Público.

2ª. Es un Derecho Instrumental, que nos sirve para hacer valer nuestros derechos o evitar nos los conculquen.

3ª. Es AUTONOMO

Cuando se llega a la más destacada rama del Derecho de Amparo, se reconoce explícitamente que se ejercita la ACCIÓN JURISDICCIONAL DE AMPARO.

Burgoa en su libro EL JUICIO DE AMPARO ya menciona que los elementos de la acción son: 1º. DE EXISTENCIA  y con ellos alude al proloquio latino:

Quien

Objeto de la acción, lo que se pide.

Ante quién

El derecho con que se pide causa próxima y remota 

De quien se pide

La acción tiende a realizar la voluntad concreta de la ley con expresa alusión a Chiovenda (3). La AUTONOMÍA DE LA ACCIÓN ES PARA REFERIRSE AL GÉNERO, NO A LA ESPECIE, Y LA ACCIÓN DE AMPARO ES UNA ESPECIE. Ya aquí abandona todos los variados y claros estudios de Alemanes e Italianos que durante los siglos XIX y XX tanto contribuyeron a estimar la AUTONOMÍA DE LA ACCIÓN (4).

Si no se da la causa próxima y el objeto específico será desestimada la ACCIÓN DE AMPARO.

Se admite conceder las dos principales características 1.- Derecho Subjetivo Público, 2.- Instrumental de ser un proceso constitucional, que permite reclamar el cumplimiento de los Derechos que se señalan en forma tan amplia en los artículos 1 a 29 de nuestra Carta Magna; ya el 3.- De AUTONOMÍA, se refiere a los sujetos, Activo, siempre el gobernado, ahora ampliado a los órganos del Gobierno, el Pasivo, siempre un Organo Público.

Es en las causas próximas en donde se separa de la AUTONOMÍA, admite el citado autor mexicano la causa remota que la identifica con el Derecho Subjetivo Público; la causa próxima la hace depender de la concreción de la Ley o Acto de Autoridad que se reclama como violatorio de esos Derechos Individuales, que inclusive ahora los incorpora en el proyecto de la Ley de amparo para el año 2001 como Derechos Humanos.

Se pierde esa AUTONOMÍA  que se suponía lograda, sin discusión, después de las exposiciones de los juristas aludidos en la nota (4) de los siglos XIX y XX, pero nuestra Ley de Amparo, desde la segunda de 1869 y la actual, introdujeron las CAUSAS DE IMPROCEDENCIA , y con ellas elaboraron una serie de condiciones a las que debía sujetarse el ejercicio de la ACCIÓN DE AMPARO.

Creo hay que desmitificar nuestra Ley de Amparo, no admitiendo que es el mejor proceso que tenemos en México, hasta que se purifiquen esos obstáculos para que el mismo pueda actuar en beneficio de los gobernados, ya que sólo es una declaración de protección, a la que en realidad no se llega, por la gran cantidad de resultados frustrados en la prosecusión de esa tutela, puesto que un gran porcentaje de los juicios de Amparo son SOBRESEIDOS, NEGADOS  y unos pocos concedidos, si el resultado estadístico es el que se deja señalado,  no se justifica esa admiración por un proceso ineficaz. Los informes anuales del Presidente de la S.C.J.N. así lo reflejan.

Y desde otro aspecto, el económico, el importe del presupuesto federal para el Poder Judicial Federal es altísimo, y no llena su finalidad de impartir justicia, que es por lo que se justifica su existencia.

Creo que los abogados, todos en México, debemos hacer estudios pormenorizados de los diversos capítulos de la Ley de Amparo para señalar las deficiencias que en los mismos encontramos y las propuestas que hagamos para reducir los obstáculos que por ahora se ponen y hace que la Justicia Federal No pueda Amparar y Proteger al Gobernado.

Otros temas de capital importancia como la JURISPRUDENCIA, serán estudiados por diversos profesores de nuestra Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Querétaro.

El presente estudio trata sólo de las  CAUSAS DE IMPROCEDENCIA,  para reducirla en lo posible.

Nuestros autores hacen la clasificación de las mismas en Constitucionales y Legales.

Para seguir el orden de jerarquía que les corresponde mencionaré las primeras y vemos que la interesante Tesis de Licenciatura presentada por los ahora Lic. Mariana Muñoz García y Andrés Miguel Lira González, que ha sido conocida por la mayoría de los profesores de nuestra facultad y para hacerlo recurren al estudioso Quintanilla García Miguel Angel (5) quien refiere: “Los casos de improcedencia aparece por imposibilidad jurídica del juzgador de amparo que se encontrará impedido para analizar la acción de amparo, y el quejoso debe saber su pretensión es legalmente inejercitable”.

Frases que borran los arduos trabajos de dos siglos de estudios para diseccionar los elementos de la ACCIÓN.

En nuestra legislación las CAUSAS DE IMPROCEDENCIAS  se hacen constar en la Constitución y en la Ley de Amparo, con el proyecto de la S.C.J.N. se supone que se elimina el desquisiante requisito que habría la fracción XVIII del artículo 73 de la Ley de Amparo.

Así que tratando las de la Carta Magna, nos encontramos que ha desaparecido la del artículo 3 sobre las concesiones para impartir Educación a diversos grados, por reforma que se hiciera en 1963 (6)

Igualmente ocurre, en nuestro tiempo con el impedimento de solicitar Amparo por resoluciones de inafectabilidad agraria, por extensiones mayores de 100 Hectáreas, ya que estas no existen ahora, y el único requisito es exhibir el Certificado de Inafectabilidad Agraria y la escritura de propiedad que consta que son 100 Has o menos.

La expulsión de extranjeros con apoyo en el artículo 33 Constitucional, que se ha dejado a una Oficina Subalterna que es la de Migración, debe permitirse la procedencia de la acción de amparo para no afectar los artículos 14 y 16 Constitucionales, que amparan la elemental garantía de audiencia y legalidad, a la que no deben quedar sustraída ninguna Autoridad; por ello debe reformarse ese artículo y su ley Reglamentaria.

Los artículos 60 y 99 Constitucionales que prohiben en asuntos políticos interponer la demanda de Amparo, tampoco se justifica, ya que esos derechos políticos son de los gobernados pueden ser conculcados por esas Autoridades y por ellos sujetos al principio de legalidad.

El artículo 100 párrafo octavo constitucional que excluye de tal revisión al Consejo Federal de la Judicatura, debe ser quitado, ya que precisamente este nuevo organismo es el que con mayor facilidad esta proclive de las violaciones legales, y debe permitirse acudir a la S.C.J.N. a que sean reclamadas sus decisiones.

Nos toca ahora pasar revista a las IMPROCEDENCIAS LEGALES DE LA LEY DE AMPARO tan prolijas y la mayoría injustificadas científicamente desde el punto de vista jurídico.

La fracción I del artículo 73 de la Ley de Amparo se encuentra justificada, ya que no es posible impugnar indefinidamente las resoluciones y debe haber un límite a estas, como es la resolución que proporcione la S.C.J.N.

La critica Doctrinal –abundante y fundamentada, como lo harán ver los profesores que se han encargado de la JURISPRUDENCIA, la cual sólo en teoría es necesaria, siguiendo el sobrio y bien fundamentado estudio de Capelletti (7)

La fracción II del mismo precepto no es admisible éste obstáculo para el intento de promover la ACCIÓN DE AMPARO,  ya que ésta fue ejercitada y el problema planteado no es de su ejercicio, sino se refiere a su eficacia en el resultado y la misma ley da las soluciones mediante la interposición del recurso de queja.

La fracción III del mismo artículo también debe desaparecer puesto que se trata de un problema de litispendencia o acumulación y a tales situaciones deben aplicarse los preceptos que tales problemas se encuentran contemplados, pero no hacer de lo anterior una CAUSAL DE IMPROCEDENCIA.

La fracción IV de artículos estudiado queda subsumido en el comentario anterior, pero no negarle la entrada y su ejercicio a la ACCIÓN DE AMPARO,  simplemente remitirlo en la forma incidental prevista en la misma Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales.

La fracción V del artículo mencionado, es el que de inmediato debe ser suprimido, en atención a la invocación de los profundos y acusiosos estudios de los procesalistas invocados, que con abundancia de argumentos jurídicos demostraron que la ACCIÓN  por ser un derecho subjetivo público puede ser ejercitado por cualquier gobernado y contra la Ley o Acto de Autoridad que considere lo lesiona en sus Derechos Constitucionales, y dejar su resolución hasta la sentencia, y no prejuzgar a priori que carece de interés jurídico, salvo que de los Antecedentes que debe poner en su demanda el quejoso, se aprecie que no se encuentra relacionado con tales actos reclamados.

La fracción VI del artículo 73 de la Ley de Amparo debe ser suprimido, ya que la Ley o Acto de Autoridad reclamado por el quejoso se tiene que referir a un inmediato o inminente peligro de que sea afectado, y no hacerlo esperar a una segunda aplicación por parte de la autoridad.

La fracción VII de la norma invocada debe suprimirse por encontrarse ya en la Constitución, reduciéndose a la resolución del Instituto Federal Electoral o al de los Estados.

La fracción VIII de la misma norma, se dan las mismas causales de la fracción anterior.

La fracción IX del artículo invocado debe permanecer, si de los antecedentes puestos por el quejoso así se desprende, y haría inútil el trámite del juicio constitucional.

La fracción X del mismo precepto, debe suprimirse el párrafo primero, y dejarse que sea en la Audiencia Constitucional cuando se aprecie que el acto es irreparable dentro de los procedimientos ordinarios que se están reclamando y conservarse el segundo, por tratarse de un bien tan importante como la libertad de la persona.

La fracción XI del artículo comentado sólo sería aplicable si de los antecedentes, obligadamente referidos por el quejoso, se puede apreciar que el Acto ha sido consentido, si lo anterior no queda claro, debe permitirse ejercitar la ACCIÓN  de Amparo, ya que debe conservarse siempre su INDEPENDENCIA  sobre el derecho pretendido.

La fracción XII del citado precepto, se está en el mismo caso, si de los antecedentes expuestos por el quejoso, obligatorios el exponerlos, se aprecia objetivamente que ha transcurrido el plazo de interposición de la ACCIÓN DE AMPARO, y sin importar que la ley secundaria permite la impugnación del Acto de Autoridad mediante recursos interprocesales a su materia, ya que estos cada día son más abundantes, precisamente con la finalidad de que no se utilicen, y se alegue la calamidad que se enuncia en la materia del proceso constitucional como DEFINITIVIDAD en la resolución reclamada, por no haber utilizado los numerosos procedimientos, nimios en la mayoría de los casos, para impugnar el Acto de molestia o verdadera lesión a los Derechos Constitucionales enunciados en las llamadas hasta ahora garantías individuales o Derechos del Hombre.

Particularmente debe ser suprimido el párrafo final de esa fracción que al amparo de los artículos 159 y 160 de la Ley de amparo nos remiten a pedir esa ACCIÓN DE AMPARO  hasta después de que se dicte sentencia de primera y segunda instancia, mientras debemos quedar perjudicados con las actuaciones ilegales cometidas en esas instancias.

Esta fracción es sumamente injusta y viola los principios procesales de eficiencia, seguridad, legalidad, economía, y además de ser una manifestación de falta de oportuna impartición de la función jurisdiccional.

La fracción XIII del mismo artículo incide en los comentarios expuesto respecto a las fracciones anteriores; con la salvedad, que permite apreciar que debe ser suprimida la fracción ya que la autoriza en caso de ser Terceros Extraños y en los supuestos penales a que se refiere el artículo 22 de la Constitución; no debe haber distinción y permitirse el ejercicio de la ACCIÓN DE AMPARO  a cualquier quejoso.

La fracción XIV del citado precepto debe respetarse el ejercicio de la ACCIÓN DE AMPARO  si se acompaña el desistimiento del quejoso ante la autoridad en la que presentó su recurso.

La fracción XV del mencionado artículo debe desaparecer por los razonamientos que en varias de las fracciones comentadas se han vertido, ya que la ACCIÓN DE AMPARO  es preferente a los recursos ordinarios.

La fracción XVI del invocado artículo, es procedente si de los antecedentes relatados obligatoriamente por el quejoso se aprecia que el Acto Reclamado sus efectos han cesado.

La fracción XVII en la Ley de Amparo, en la forma anteriormente redactada y ahora corregida en el nuevo proyecto de la S.C.J.N. por ser “abierta” permitía la intromisión de cualquier ley secundaria que declarara improcedente la ACCIÓN DE AMPARO  para que esta fuera desechada por improcedente; pero la forma limitativa señalada por la Constitución para el ejercicio de la ACCIÓN DE AMPARO nos permitía desechar esa parte final del artículo ahora comentado y que tan amplia y documentadamente dio lugar a los presentes estudios de los profesores de la Facultad de Derecho, ya que resultó demoledora la Tesis  Profesional inicialmente mencionada, y que ha sido un prestigio para nuestra Facultad contar con jóvenes tan talentosos e iniciados en la investigación jurídica.

Exponer más argumentos, es hacer tedioso el presente estudio y no conseguir que otros profesores de las distintas Universidades del país externen sus opiniones circunscritas a alguna de las causales de IMPROCEDENCIA o a todas ellas, y nos las manden a nuestra Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Querétaro; trabajos de los cuales se les acusará recibo y comentario sobre de ellos y así ver si realmente logramos con la colaboración de todos los juristas mexicanos se logra una buena ley de AMPARO  que por ahora sólo es un MITO,  sobre sus excelencias.

El resultado sintético de lo antes expuesto concluye que las CAUSAS DE IMPROCEDENCIA  propiamente de existencia para el ejercicio de la ACCIÓN DE AMPARO  se pueden reducir de las fracciones a que alude el artículo 73 de la Ley de amparo a que subsistan la I, la VII con la aclaración de que se acuda a las Constitucionales y sólo referidas a los Institutos Políticos que se han creado para la vigilancia y solución de los problemas políticos Federales y de los Estados; la fracción IX con la salvedad mencionada en el presente trabajo; la fracción X se conserva el párrafo segundo y sólo hasta la Audiencia Constitucional se dictará el sobreseimiento que contempla la fracción primera; en la misma situación quedaría la fracción XI y XII; permitiendo que la ACCIÓN DE AMPARO  sea concedida si se trata de causas de defensa intraprocesales, de cualquier acto y materia que se establezcan por las leyes secundarias;  la fracción XIV dejaría de existir si con la demanda de AMPARO  se acompaña por el quejoso el desistimiento del recurso intraprocesal que hubiere intentado para cambiar el resultado del Acto Reclamado; quedaría la fracción XVI si claramente se desprende de los Antecedentes relatados que el Acto ha dejado de existir y en la forma actualmente proyectada en la Ley de Amparo la fracción XVII, debe quedar como una de las causas de existencia necesarias para el ejercicio de la ACCIÓN DE AMPARO.

Como una adición a éstas observaciones hay que hacer notar, que aun cuando se hubiere pedido una demanda de Amparo en contra de Leyes, no es necesario señalar las Autoridades que han intervenido en su elaboración ya que se puede apreciar si estas son Federales o de los Estados, y su existencia formal, ya queda implícita en el principio de legalidad que deben ser cubiertas por quienes han intervenido en su elaboración de tal manera que la omisión en su señalamiento por parte del Quejoso, no es motivo justificado para no darle entrada a la demanda; e igualmente no debe ser obstáculo para tramitar la nueva demanda que se trate de las mismas Autoridades y se hubieren agregado otros conceptos de violación ya que lo anterior sería una ampliación admitida, si aun no se ha celebrado la Audiencia Constitucional, por lo que el plazo para hacerlo sería el límite de esa Audiencia.

Como causas de existencia para ejercitar la ACCIÓN DE AMPARO quedan:

Artículos 73-I, VII referidas a el IFE y IEE, IX con la salvedad marcada; por sólo se conserva el párrafo segundo; XI y XII con igual salvedad a la anterior; si se acompaña a la demanda de AMPARO  el desistimiento del recurso ordinario se suprime la XIV: si de los antecedentes de la demanda se desprende que ya no existe el Acto Reclamado, se suprime la fracción XVI.

Querétaro, Qro., Noviembre 2000-11-09

LIC. CARLOS GARCÍA MICHAUS.

A nombre de la Barra Mexicana, Colegio de Abogados, agradezco al Poder Judicial de la Federación la oportunidad de poder presentar ante el Congreso Nacional de Juristas algunos comentarios en relación con el proyecto de una nueva ley de amparo.

Los puntos de vista contenidos en esta ponencia fueron elaborados por los señores licenciados Cuauhtémoc Reséndiz Núñez, Luis Madrigal Pereyra, Jaime Romero Anaya, Carlos Loperena, Carlos de Buen Unna, Carlos Pastrana Angeles, Enrique Calvo Nicolau y Luis Manuel Pérez de Acha, todos ellos dentro de su campo de especialidad.

Como anexo a esta ponencia acompaño el documento elaborado por los señores licenciados Enrique Calvo Nicolau y Luis Manuel Pérez de Acha, conteniendo valiosísimos comentarios sobre el proyecto de ley de amparo.

I. CUAUHTÉMOC RESÉNDIZ NÚÑEZ

Artículo 80

REGULACIÓN DEL TRAMITE DEL RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO POR EL ARTÍCULO 104 CONSTITUCIONAL EN LA LEY DE AMPARO.

1. El artículo 104-I.B de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que corresponde a los Tribunales de la Federación conocer:

“De los recursos de revisión que se interpongan contra las resoluciones definitivas de los tribunales de lo contencioso administrativo a que se refieren la fracción XXIX-H del artículo 73 y fracción IV, inciso e) del artículo 122 de esta Constitución, sólo en los casos que señalen las leyes. Las revisiones, de las cuales conocerán los Tribunales Colegiados de Circuito, se sujetarán a los trámites que la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta Constitución fije para la revisión en amparo indirecto, y en contra de las resoluciones que en ellas dicten los Tribunales Colegiados de Circuito no procederá juicio o recurso alguno”.

2. De acuerdo con el precepto constitucional tenemos:

2.1. La procedencia del recurso de revisión, en los casos que señalen las Leyes;

2.2. La competencia para el conocimiento del recurso en favor de los Tribunales Colegiados;

2.3. La sujeción del trámite del recurso a las reglas de la Ley de Amparo en materia de revisión en amparo indirecto;

2.4. La improcedencia de juicio o recurso alguno en contra de las resoluciones que se dicten en este recurso de revisión.

3. En el caso, el artículo 248 del Código Fiscal de la Federación y el artículo 80 de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal regulan la procedencia del referido recurso.

4. Los Tribunales Federales han determinado que la improcedencia dispuesta por el precepto constitucional comprende tanto a las resoluciones de trámite como a las que resuelven el fondo del recurso de revisión.

5. Al no regular el trámite los respectivos ordenamientos, federal y local, que disponen la procedencia del recurso, el espacio natural de regulación debe ser la Ley de Amparo, puesto que así lo ordena la disposición constitucional. La Ley vigente, sin embargo, nada dispone al respecto.

6. Con motivo de la probable expedición de la nueva Ley de Amparo resulta conveniente incorporar entre sus disposiciones los aspectos fundamentales correspondientes al trámite de este recurso de revisión.

7. Es de especial importancia señalar que la omisión en la Ley actual da lugar a verdaderos estados de indefensión de los gobernados, particularmente cuando se involucra la aplicación de normas generales que puedan resultar inconstitucionales; cuando el tribunal correspondiente no se ha pronunciado sobre todos los puntos de la litis; o, cuando la sentencia declara la nulidad del acto administrativo impugnado para el efecto de que la autoridad emita un nuevo acto. Pondré un ejemplo del primer caso:

a) El gobernado demanda ante el Tribunal Administrativo la nulidad de un acto de autoridad que fue emitido con base en una ley que considera inconstitucional;

b) Conforme a la Ley de Amparo puede impugnar dicha Ley en Amparo indirecto, con motivo de dicho acto, o promover el Amparo directo cuando el Tribunal administrativo emita sentencia; de este modo, si ha elegido los medios ordinarios, debe tener expedito su derecho para acudir a la vía constitucional, en su caso.

c) El Tribunal declara la nulidad del acto. En consecuencia, el acto de autoridad deja de afectar el interés jurídico del gobernado y no puede impugnar la Ley que considera inconstitucional mediante el amparo.

d) La autoridad interpone el recurso de revisión; analizado el recurso por el Tribunal Colegiado, éste determina que el acto administrativo es válido y, consecuentemente, revoca la sentencia.

e) Como la resolución del Tribunal Colegiado es inatacable, el gobernado no tendrá oportunidad de hacer valer los argumentos que pudieran conducir a la declaración de inconstitucionalidad de la Ley, cuestión que no ha tenido oportunidad de plantear en ninguna etapa, por lo que ha quedado indefenso.

8. Ante lo expuesto, se propone que el proyecto de ley de Amparo se adicione en su artículo 80, en los términos siguientes:

“Lo dispuesto en este artículo será aplicable al trámite del Recurso de Revisión en materia contencioso-administrativa dispuesto por el artículo 104 Constitucional. Si la parte adherente hiciera valer agravios en relación con la inconstitucionalidad de normas generales, el Tribunal Colegiado resolverá primero lo relativo al Recurso de Revisión, y únicamente en el caso de que el mismo sea considerado procedente y fundado, se avocará al estudio y resolución de los agravios sobre constitucionalidad, ó remitirá el expediente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para su resolución, según proceda”.

9. Adicionalmente, se propone que el plazo para la revisión adhesiva sea de 10 días, para lograr el equilibrio procesal entre las partes, pues dicho plazo es el que corresponde para la interposición del recurso.

10. Con la propuesta indicada se conseguiría:

a) Concretar la disposición constitucional, haciéndola efectiva;

b) Impedir la indefensión en que podrían quedar y quedan hoy colocados los gobernados.

c) Dar agilidad a la resolución de los asuntos, propiciando que sólo se aborden las cuestiones relativas a las normas generales cuando haya afectación del gobernado.

II. LUIS MADRIGAL PEREYRA

Artículo 79 - fracción I, inciso e)

En Materia Penal, existe el Principio de Inmediatez en Favor del Reo, que consiste en que una vez que se dicta en su favor Auto de Libertad Por Falta De Elementos Para Procesarlo o Sentencia Absolutoria en Primera Instancia, éstos se aplican en forma inmediata, en su favor, para permitir su inmediata y absoluta libertad, aun cuando ese Auto o Sentencia se encuentren Sub-Judice, esto es, que la libertad se aplica en forma inmediata, a pesar de que dichas resoluciones admitan Recurso de Apelación, que puede revocarlos y en su lugar imponer el Auto de Formal Prisión o, incluso, una Sentencia Condenatoria si se trata del segundo caso.

Cuando esto sucede, el Auto de Libertad Por Falta De Elementos Para Procesar o la Sentencia Absolutoria de Primera Instancia, conceden la libertad inmediata y absoluta al procesado, sin perjuicio de que de ser revocados se ordene y proceda en forma inmediata a su reaprehensión.

En el caso del Amparo Indirecto o Biinstancial, hasta ahora no se ha observado tal principio, pues el individuo que obtiene una Sentencia de Amparo, dictada en Primera Instancia, tiene que esperar a que transcurra el término que establece la Ley de Amparo para que las partes (en este caso Autoridad Responsable o Ministerio Público Federal) puedan interponer el Recurso de Revisión y, de ser así, hasta que dicho Recurso sea sustanciado.

En una gran mayoría de los casos, el Recurso de Revisión no prospera y queda confirmado el Auto de Libertad por Falta de Elementos o, la Sentencia de Primera Instancia que otorga el Amparo y Protección de la Justicia Federal en favor del Quejoso.

Aunque en pocas ocasiones la Autoridad Responsable (Juez de Primera Instancia en Materia Penal) interpone Recurso de Revisión, ahora por acuerdo del Procurador General de la República, se ha ordenado a todos los Agentes del Ministerio Público adscritos a los Tribunales, interpongan todos los Recursos necesarios cuando alguna resolución favorezca al reo, como es el caso del Recurso de Revisión en Materia de Amparo.

El nuevo proyecto de Ley de Amparo, contempla, en su artículo 4º Inciso III, fracción c), como parte en el juicio de amparo entre otros, al Ofendido por un supuesto delito.

Lo anterior, se traducirá invariablemente en la interposición de Recursos, que muchas veces no tendrán otro objeto que alargar la situación del procesado, para abusar de ello, como una manera de chantaje o extorsión.

Tomemos en cuenta, que en el Primer Circuito existen sólo seis Tribunales Colegiados de Circuito en Materia Penal, para sustanciar los Recursos de Revisión interpuestos contra una Sentencia de Amparo Indirecto, a diferencia de las otras materias en las que el número de Tribunales Colegiados de Circuito es muy superior, lo que se ha traducido en largos meses de espera (no menos de seis u ocho), para que una Sentencia de Amparo quede firme, lo que resulta contrario a lo que establece el artículo 17 de nuestra Carta Magna.

Por lo anterior, se debe aplicar el Principio de Inmediatez en favor del Reo, cuando se dicte en su favor una Sentencia de Primera Instancia en Materia de Amparo que le otorgue la Protección y Amparo de la Justicia Federal, sin perjuicio de que de ser revocado ésta mediante la sustanciación del Recurso de Revisión, se proceda a su reaprehensión, si se trata del Auto De Libertad Por Falta de Elementos Para Procesar o, Aprehensión, si se trata de Sentencia de Amparo contra Orden de Aprehensión.

Ahora bien, cuando se trata de delitos no considerados como graves, este principio puede operar en forma lisa y llana, dejando insubsistente la Orden de Aprehensión o, dejando en libertad al procesado si se trata de Auto de Formal Prisión, en ambos casos en forma inmediata.

Si se trata de delitos considerados como graves, el principio de referencia podrá aplicarse en los mismos términos en que se concede la Suspensión Provisional prevista para los casos de Delito no Grave en el artículo 164 párrafo 3º del Proyecto de Ley de Amparo, esto es, exigiendo e imponiendo al Quejoso las medidas necesarias para que no se sustraiga a la acción de la justicia, en tanto se declare firme la Sentencia de Amparo, pero con la posibilidad de obtener su libertad.

A efecto de materializar estas ideas, se sugiere adicionar un segundo párrafo al artículo 79 fracción I, inciso e), del Proyecto en los siguientes términos:

"En asuntos de Orden Penal, la Sentencia de Primera Instancia surtirá efectos inmediatos en favor del Quejoso, cuando éste reclame la Inconstitucionalidad de una Orden de Aprehensión o Auto de Formal Prisión, para el efecto de que el Acto Reclamado cese en forma inmediata, sin perjuicio de que, de ser revocada la Sentencia mediante la Resolución dictada en el Recurso, sea ordenada su aprehensión o reaprehensión, según el caso.

Cuando se trate de Delitos considerados como graves, el acto reclamado cesará para el efecto de que el Quejoso sea puesto en libertad, bajo las medidas de aseguramiento que el Órgano Jurisdiccional de Amparo estime necesarias, a fin de que no evada la acción de la Justicia, pueda volver a quedar sujeto al proceso penal para los efectos de su continuación y pueda ser devuelto a la Autoridad Responsable para la continuación de la causa, en caso de que se le revoque la protección de la Justicia Federal."

III. JAIME ROMERO ANAYA

Artículo 133

LA SUSPENSIÓN EN AMPARO EN MATERIA FISCAL

PROPUESTA:

Que el artículo 133 del proyecto quede redactado de la siguiente manera:

“Cuando el amparo se pida en contra de actos relativos a la determinación, liquidación o cobro de contribuciones o créditos fiscales, la suspensión será otorgada si la solicita el quejoso y surtirá efectos si el quejoso demuestra ante el órgano jurisdiccional de amparo que se ha constituido la garantía del interés fiscal ante la autoridad exactora, por cualquiera de los medios dispuestos en las leyes fiscales aplicables. Si dicha garantía no ha sido constituida, la suspensión será otorgada discrecionalmente por el órgano jurisdiccional de amparo y surtirá efectos si se constituye la garantía que determine el propio órgano jurisdiccional de amparo, en los términos del artículo 130 de esta ley”.

CONSIDERACIONES:

1. La propuesta contempla dos partes: la primera, para prever que la suspensión sea otorgada con la simple petición del quejoso, disponiendo que surtirá efectos dicha suspensión si se ha constituido ante la autoridad exactora la garantía del interés fiscal en los términos dispuestos por las leyes fiscales aplicables; y la segunda, para disponer que la suspensión será otorgada discrecionalmente por el órgano jurisdiccional de amparo, si dicha garantía no ha sido constituida.

2. El otorgamiento de la suspensión del acto reclamado es una facultad discrecional conferida por la ley al órgano jurisdiccional de amparo, para lo cual el mencionado órgano apreciará las circunstancias correspondientes y resolverá lo procedente. Sin embargo, en materia fiscal las leyes correspondientes determinan las formas de garantizar el interés fiscal, y si la respectiva garantía es otorgada ante la autoridad exactora, opera la suspensión del acto por disposición de la ley misma; en esta virtud, otorgarle la facultad discrecional al órgano jurisdiccional de amparo puede resultar contradictorio con las leyes sustantivas del acto que será reclamado, además de que importaría una afectación a la situación jurídica del gobernado, por lo que la propuesta es en el sentido de que, cuando la suspensión sea solicitada por el quejoso y pruebe haber constituido la garantía conforme a las leyes fiscales respectivas, la suspensión se otorgará y surtirá efectos, sin más trámite. 

3. En la segunda parte de la propuesta, en cambio, nos referimos al caso de actos en materia fiscal en los que se debe conferir al órgano jurisdiccional de amparo la facultad de determinar, discrecionalmente, la procedencia de la suspensión y, consecuentemente, las condiciones de surtimiento de efectos de la suspensión, entre las cuales se encuentra la denominada garantía del interés fiscal que, en el caso, no es sino la garantía de que el acto reclamado se haga efectivo en el supuesto de que el amparo sea negado, pero sin que dicho interés deba necesariamente ser garantizado conforme a lo dispuesto por las leyes fiscales, porque el propósito del amparo puede ser precisamente discutir un acto cuyo monto resulte desproporcionado para las posibilidades del quejoso o que le exija una erogación importante para otorgar la garantía, cuando del examen de la apariencia del buen derecho pueda desprenderse la probable inconstitucionalidad del acto. En este caso, el órgano jurisdiccional de amparo estará facultado para determinar las condiciones para que surta efectos la suspensión que otorgue, considerando tanto la necesidad de preservar la materia del amparo, cuanto la posibilidad de hacer efectivo el acto en el caso de que no sea otorgado el amparo demandado, así como las condiciones específicas del quejoso y las circunstancias de emisión del acto reclamado.

4. Debemos ser conscientes de la gravedad del asunto y del riesgo que conlleva la posibilidad de que una suspensión otorgada sin la garantía suficiente pudiera traducirse en la imposibilidad de hacer efectivo el acto de autoridad si el amparo fuera negado; sin embargo, también pensamos que se debe confiar en la discreción y buen criterio de quienes integran los órganos jurisdiccionales de amparo, permitiéndoles apreciar las circunstancias concretas en que tengan lugar los hechos que sean sometidos a su conocimiento, pues solamente así se alcanza el propósito protector del amparo y se propicia hacer justicia. La propuesta que se formula deja abierta la posibilidad de que el órgano jurisdiccional determine una forma de garantía diferente, con lo que se le faculta para evaluar el caso concreto; además, se rescata así lo que el vigente artículo 135 de la Ley de Amparo dispone, cuando permite la suspensión en condiciones diferentes y aun sin garantía, “...cuando se trate del cobro de sumas que excedan la posibilidad del quejoso, según apreciación del juez,...o cuando se trate de persona distinta del causante obligado directamente al pago...”

5. Consideramos que con lo expuesto, además de armonizar las disposiciones vigentes en materia fiscal con las correspondientes en materia de amparo fiscal, se propiciaría la corresponsabilidad entre los gobernados y los órganos de impartición de justicia y se evitaría la afectación de los gobernados, cumpliendo así con el propósito protector del juicio de amparo.

6. La reforma propuesta es muy simple en su extensión pero profunda en su contenido, ya que de llegar a incorporarse al texto final de la Ley en mucho contribuirá a consolidar el Estado de Derecho en nuestro País, sobre todo porque el sector contribuyente se sentirá ampliamente respaldado al solicitar la protección y amparo de la justicia federal, seguro de que -satisfaciendo los requisitos aplicables al caso- los tribunales competentes podrán concederles la multicitada medida cautelar.

7. Otro argumento que podemos comentar es que, mediante la reforma propuesta, se elimina la discrecionalidad otorgada a los tribunales de amparo en cuanto a conceder o no los beneficios de la suspensión, situación que el Proyecto elaborado por la Comisión de Análisis de Propuestas para la nueva Ley por alguna razón omitió tocar y por cuyo motivo se mantiene el mismo criterio establecido en la vigente Ley.

IV. CARLOS LOPERENA

Artículo 4º fracción II

EL ARBITRAJE EN EL PROYECTO DE LEY DE AMPARO.

El artículo 4º. Fracción II establece que se debe considerar como parte en el juicio de amparo a:

“II. La autoridad responsable, teniendo tal carácter la que dicta, ordena, ejecuta, trata de ejecutar u omite el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria;”

Aunque no lo dice expresamente, se podría interpretar que los árbitros, que dictan laudos obligatorios para las partes, son autoridades para efectos del amparo y por tanto que las sentencias arbitrales podrán ser consideradas acto reclamado en los términos del artículo 5º del proyecto. 

Lo anterior es contrario a la Constitución, a los tratados internacionales de que México es parte, a la naturaleza misma del arbitraje, a la jurisprudencia definida de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y a la tradición jurídica mexicana, además de desacreditar internacionalmente a México, pues representa un paso atrás en los adelantos que en materia de arbitraje tiene nuestro país y del prestigio internacional que está ganando en ese campo. 

a). Inconstitucionalidad de tales disposiciones. 

Los artículos 103 y 107 de la Constitución establecen el derecho de los particulares para acudir al juicio de amparo en contra de actos de autoridad que vulneren las garantías individuales. 

De acuerdo con la propia Constitución, las autoridades son exclusivamente los miembros de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y sus dependencias. 

Las garantías individuales son derechos del gobernado frente al gobernante y, es lo que protege el juicio de amparo. 

Por tanto, el darle carácter de autoridad a un particular, y de acto de autoridad a un laudo arbitral, es contrario al texto de los artículos 103 y 107 de la Constitución. 

b). Tratados internacionales. 

México es parte de varios tratados y convenciones internacionales en materia de arbitraje, en donde se establece cuáles son las únicas causas de impugnación de un laudo arbitral internacional. 

Las causas que establecen tales tratados y convenciones, son limitativas, pues los compromisos internacionales referidos, establecen que únicamente por esos motivos podrán denegarse la ejecución y el reconocimiento de un laudo arbitral. 

Permitir que un laudo arbitral sea analizado en cuanto al fondo por un juez de amparo, es contrario a las convenciones y tratados internacionales de que México es parte. 

c). Tradición jurídica mexicana. 

Todas las constituciones del siglo XIX (excepto la de 1857), establecieron como un derecho del gobernado el someter sus diferencias al arbitraje, para no tener que acudir ante los tribunales estatales. El Código de Comercio de 1854 reglamentaba el arbitraje.

El que una sentencia arbitral llegue a ser analizada en un juicio de amparo, es contrario a tal tradición jurídica, pues de hecho termina con el arbitraje, cuyo propósito principal, por acuerdo de las partes, es el eliminar la intervención de los tribunales estatales para la resolución de una controversia.

d).- Naturaleza del arbitraje. 

La impartición de justicia por medio de árbitros parte de la premisa de que las partes no quieren la intervención de los tribunales estatales para que sus controversias se resuelvan.

Permitir la procedencia del juicio de amparo en cuanto al fondo de lo juzgado por el árbitro, es desnaturalizar el arbitraje y, en una palabra, acabar con él.

e). Otro caso análogo.

Si no se concreta el concepto de autoridad, para que se acote a las autoridades gubernamentales de cualquiera de los tres poderes, se podrá tener como autoridad a un tercero que elijan las partes para determinar el precio en una compraventa, lo que es también absurdo.

No debe permitirse que quede el texto como está, para evitar futuras interpretaciones erróneas. El texto del artículo 11 de la actual ley de amparo resulta más aceptable.

V. CARLOS DE BUEN UNA

Artículo 77

a) Es excesiva la suplencia en los términos amplios que se proponen en el último párrafo del artículo 77, que indica que la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios, en lo que se refiere al amparo promovido por el trabajador. Debe requerirse al menos la expresión de la motivación del amparo, aunque no exista o sea deficiente la argumentación jurídica, de manera que se supla la deficiencia de los conceptos de violación o de los agravios, como lo señala la Ley de Amparo vigente. La suplencia sin conceptos de violación o agravios casi equivale a no promover amparo alguno, convirtiéndose prácticamente en un juicio de amparo inquisitivo, y por lo mismo no podría fincarse responsabilidad a quien promueve un amparo notoriamente improcedente, favoreciendo así la promoción irresponsable de juicios de amparo.

b) Además, una suplencia tan excesiva, deja en estado de indefensión al tercero interesado, con lo que se incumple la garantía de audiencia, ya que no puede defenderse frente a los argumentos que llevarán a la autoridad a amparar al quejoso, mismos que no conoce sino hasta la sentencia. Por ello es necesario que antes de resolver el juicio, la autoridad que conozca del juicio de amparo notifique al tercero interesado sobre la posible suplencia, y le conceda un término razonable para argumentar al respecto. Por un principio mínimo de equidad y justicia, deberá darse la misma oportunidad de defensa a la autoridad responsable.

VI. CARLOS PASTRANA ANGELES

Artículos 106, 220, 221, 222 y 226 - IV

1. En la actualidad, de conformidad a jurisprudencia obligatoria, se puede combatir por medio del juicio de amparo indirecto, en tratándose de violaciones procesales, sólo la resolución de apelación que resuelve desechando la excepción de falta de personalidad. Sin embargo, los demás presupuestos procesales son resueltos en la resolución que se pronuncie en amparo directo contra sentencia definitiva, si es contraria a los intereses de quien como excepción los opuso. Tal circunstancia crea inseguridad jurídica y, en no pocas ocasiones la pérdida del derecho, puesto que la parte actora necesita esperar a que haya una sentencia favorable para que se determine por los tribunales federales si existe o no competencia del Juez natural, litispendencia o conexidad. Por ello se sugiere que dentro del proyecto de ley de amparo se establezca, en el artículo 106, fracción V, que procede el juicio de amparo indirecto contra aquellas sentencias de segunda instancia que resuelven en contra los presupuestos procesales de personalidad, competencia, litispendencia y conexidad.

2. A las reglas para formación de jurisprudencia deberá agregársele que para su formación por reiteración de criterios, artículos 220 y 221 del proyecto, deberán sustentarse en juicios diversos. Esto para evitar que cuando de un mismo juicio se tramiten diversos amparos éstos puedan constituir la base para una jurisprudencia, como ya ha sucedido en los casos de juicios universales, como el de quiebras, que por su multiplicidad de partes es fácil que el criterio en un solo asunto establezca una jurisprudencia.

Por otra parte debe hacerse notar que de acuerdo con el artículo 222 del proyecto de ley la jurisprudencia se interrumpe cuando se pronuncie una sola sentencia en contrario por ocho ministros, si se trata de la sustentada por el Pleno, y por cuatro si es de Sala. Resulta paradójico que sea más fácil interrumpir una jurisprudencia que crearla. En efecto, para crear jurisprudencia se requiere de la meditación y del tiempo, su mejor consejero, de modo que la reiteración de las ideas en el pensamiento, respecto de un mismo tema, cree la firme convicción de ser la verdad jurídica.

En cambio, para interrumpirla no se dispone la misma exigencia, el mismo rigor, pues en una sola sesión se destruye todo el proceso de meditación y reflexión jurídica previas. Por ello resulta más difícil construir que destruir, cuando la lógica parecería sugerir lo contrario.

Por lo antes dicho proponemos el siguiente texto para el artículo 222:

"La jurisprudencia sólo dejará de tener eficacia en el ámbito jurídico mediante otra jurisprudencia que así lo declare". Con esta propuesta se tiene la siguiente consecuencia: no obstante el nuevo criterio del órgano jurisdiccional facultado para crear la jurisprudencia, continuará aplicándose el criterio precedente, mientras el nuevo criterio a través de su reiteración sustituye la jurisprudencia anterior. Es decir, se le otorga más valor al criterio tres veces reiterado (el jurisprudencial), que a uno solo. 

De otra manera, si se considera que un solo criterio del órgano es tan importante como para sustituir los tres precedentes, entonces tal vez fuese más conveniente disponer la creación de la jurisprudencia cuando se sustente un mismo criterio en una sola sentencia del órgano jurisdiccional.

3. La aplicación de sanciones a los Jueces de Distrito en tratándose de suspensiones a que se refiere el artículo 266 fracción IV pueden ocasionar que para evitar dichas sanciones se nieguen las suspensiones, lo que puede convertir en nugatorio al mismo juicio de garantías.

VII. ENRIQUE CALVO NICOLAU Y 

LUIS MANUEL PÉREZ DE ACHA

Artículos 232, 233 y 235 bis

Artículo 232. El artículo 232 dispone:

Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación, establezca jurisprudencia por reiteración en la cual se determine la inconstitucionalidad o se establezca la interpretación conforme de una norma general respecto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se procederá a hacer la declaratoria general correspondiente. 

La jurisprudencia, sea por reiteración o por contradicción de tesis, tiene la misma jerarquía. Por ello, no hay razón para que la jurisprudencia por contradicción no dé lugar a la formulación de las declaratorias referidas en el artículo 233. Por ello se propone el siguiente texto:

Cuando la Corte Suprema de Justicia de la Nación, establezca jurisprudencia, sea por reiteración o por contradicción, en la cual se determine la inconstitucionalidad o se establezca la interpretación conforme de una norma general respecto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se procederá a hacer la declaratoria general correspondiente. 

Artículo 233. Este precepto dispone:

Dentro del plazo de treinta días hábiles contados a partir de la aprobación de la jurisprudencia referida en el artículo anterior, la Suprema Corte de Justicia formulará la declaratoria general de inconstitucionalidad o bien de interpretación conforme.  Previo a la declaración, podrá convocar a quien estime conveniente para oír sus puntos de vista sobre los alcances de aquélla.

No se dispone sanción para el incumplimiento de la norma que dispone el plazo de 30 días para aprobar la declaratoria general de inconstitucionalidad o de interpretación conforme. En el mismo precepto debiera disponerse la sanción. Si por la jerarquía del órgano se pretende no sujetar a sus ministros a sanción alguna, entonces, en aras de esa jerarquía del órgano y de la investidura de sus ministros, debe eliminarse el plazo para formular la declaratoria, evitando así colocarlos en situación de incumplimiento. Por ello se propone el siguiente texto:

Antes de formular la declaratoria general de inconstitucionalidad o de interpretación conforme, la Corte Suprema de Justicia podrá convocar a terceros para escuchar sus puntos de vista sobre los alcances de aquélla.

Artículo 235 bis. En el capítulo relativo a las declaratorias generales no se regulan los supuestos de interrupción  o sustitución de la jurisprudencia que les dio origen. Por ello sugerimos incorporar un artículo con el siguiente texto:

Artículo 235 Bis. Cuando la Corte Suprema de Justicia sustituya la jurisprudencia que dio lugar a la declaratoria general de inconstitucionalidad o de interpretación conforme, procederá a derogar dicha declaratoria, debiendo, además, publicarla conforme a lo dispuesto en el artículo 235 de esta Ley.

Suprema Corte de Justicia de la Nación. Guiados por una errónea traducción del término anglosajón: Supreme Court, durante casi siglo y medio nuestro texto constitucional (y de allí las demás leyes secundarias) ha empleado el deplorable término “Suprema Corte de Justicia de la Nación” para designar al máximo tribunal del país, anteponiendo el adjetivo al sustantivo. 

Esa morfología deviene desatención franca a las normas sintácticas del idioma Español las cuales exigen, en la construcción atributiva del lenguaje, colocar el adjetivo en posición inmediata al sustantivo de que depende
. Así, resulta impropio referirse a “la azul camisa” (the blue shirt, en inglés), como extraño resulta, también, escribir ”Suprema Corte” (Supreme Court, en inglés). 

Si ahora es el tiempo de modificar la Constitución y promulgar una nueva Ley de Amparo, ¿por qué no aprovechar la venturosa ocasión para remediar el entuerto y acuñar el término castizo: “Corte Suprema de Justicia de la Nación”? ¡Corrijamos el error dos veces secular! ¡Abandonemos la indulgencia y cantemos la palinodia: “Nos equivocamos, pero rectificamos”!  

Artículo 52. El artículo 52, en sus fracciones III, inciso b), y IV, al referirse a las excusas y recusaciones, dispone:

Conocerán de las excusas y recusaciones;

III. Los tribunales colegiados de circuito de amparo:

a) De uno de sus magistrados;

b) De dos o más de los magistrados de otro tribunal colegiado; y

c) …

IV. Los tribunales colegiados de circuito de apelación, cuando se trate de uno de sus integrantes.

Estimamos que falta regular en la fracción IV, respecto de los magistrados de tribunales colegiados de circuito de apelación, la hipótesis del inciso b) de la fracción III del mismo precepto, por lo que sugerimos la siguiente redacción para la citada fracción IV: 

IV. Los tribunales colegiados de circuito de apelación:

a) De uno de sus magistrados;

b) De dos o más de los magistrados de otro tribunal colegiado de circuito de apelación.

Artículo 59-IV. Este precepto dispone:

El juicio de amparo es improcedente:

IV. Contra las resoluciones o declaraciones del Congreso de la Unión o de sus Cámaras en materia de declaratoria de procedencia o de juicio político a que se refiere el Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Sin embargo, será procedente en contra de resoluciones y acuerdos dictados en la secuela del procedimiento, siempre que afecten gravemente las defensas del quejoso; 

Parece necesario modificar el sexto párrafo del artículo 110 constitucional y el sexto del 111, pues en ellos se dispone que son inatacables las resoluciones y declaraciones del Congreso de la Unión o de sus Cámaras. De una primera lectura del texto propuesto parecería innecesaria la modificación sugerida, porque los acuerdos de trámite no constituyen resolución o declaratoria alguna en materia de juicio político o declaración de procedencia. 

No obstante, la quinta acepción lexicográfica del término “resolución” proporcionada por el Diccionario de la Academia de la Lengua: “providencia, auto o fallo de autoridad gubernativa o judicial”, y la primera acepción del término “declaratoria”: “dícese de lo que declara o explica lo que no se sabía o estaba dudoso”, permitirían suscitar una controversia respecto de la posible irregularidad de la Ley de Amparo.

Artículo 59-VI. Este precepto dispone:

El juicio de amparo es improcedente:

VI. Contra normas generales o actos que sean materia de otro juicio de amparo pendiente de resolución promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el propio acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas, salvo que se trate de normas generales impugnadas con motivo de actos de aplicación distintos;

La salvedad incluida en la parte final del texto requiere de mayor precisión para dar la debida seguridad de las hipótesis reguladas, porque con la redacción incluida en el precepto resulta inoperante la causal de improcedencia del juicio de amparo en contra de normas generales en todos los casos en que haya litis pendiente (litis pendentia). Esto lleva a que haya un número indeterminado de juicios respecto de una misma norma general. Por ejemplo: la posible presentación, en un mismo año de calendario, de doce juicios de amparo en contra de la Ley del Impuesto sobre la Renta, pues el contribuyente está obligado a aplicar el artículo 10 (el cual dispone una tasa fija del 40% de impuesto) en los pagos provisionales mensuales.  

Como desconocemos el objetivo de la salvedad incluida en el precepto (ignorancia de la cual podrían participar otros miembros del foro), no proponemos texto alternativo para el artículo 59, fracción VI el cual, no obstante, debe aclararse. También sería recomendable referir en la exposición de motivos las razones de haber incluido la salvedad en el precepto legal.

Artículo 59-VIII bis. Sugerimos adicionar una fracción a este precepto (en la numeración que le corresponda) para establecer la improcedencia del juicio de amparo en los siguientes casos:

VIII bis. Contra normas generales respecto de las cuales la Corte Suprema de Justicia de la Nación haya emitido una declaratoria general de inconstitucionalidad o una declaratoria general de interpretación conforme, de acuerdo con lo dispuesto en el Capítulo IV del Título Cuarto de esta Ley;

Estimamos que, de la recta interpretación del nuevo ordenamiento, debe sostenerse la improcedencia del juicio de amparo, porque conforme al artículo 234, fracción II, del proyecto, ambas declaratorias generales establecen el efecto erga homnes de la jurisprudencia. Esto significa que tales declaratorias tienen como función normativa ser actos creadores de normas generales con diversos ámbitos materiales de validez: (i) dejar sin efectos la norma general declarada inconstitucional; (ii) disponer aquélla que, en su lugar, habrá de suplir la precedente; o (iii) integrar el contenido normativo de una norma general preexistente.

Si así fuere, entonces: (i)  el acto de autoridad fundado en la norma general con declaratoria general de inconstitucionalidad o (ii) el acto de autoridad contrario a la norma integrada por la declaratoria general de interpretación conforme, estarían afectados de “ilegalidad”, pero no de inconstitucionalidad. Por lo tanto, en contra de ellos procedería el juicio o recurso ordinario dispuesto en las leyes de la materia, mas no el juicio de amparo. 

Por el contrario, de aceptarse la procedencia del juicio de amparo, ¿cuál podría ser el sentido de la sentencia? ¿Volver a declarar la inconstitucionalidad de la norma general respecto de la cual la Corte Suprema ya emitió una declaratoria general de inconstitucionalidad? ¿Volver a integrar la norma ya integrada en la declaratoria general de interpretación conforme?

Consideramos que éste sería también el sentir de la Comisión Redactora del proyecto, pues en el artículo 208 se establece el incidente por incumplimiento de declaratorias generales.

Artículo 76. Este artículo dispone el sentido de las sentencias de amparo, como sigue:

Cuando el acto reclamado sea una norma general la sentencia deberá decidir si es constitucional; si puede considerarse conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al aplicarse según una determinada interpretación, o si debe considerarse inconstitucional.

En el último supuesto se declarará la invalidez de la norma general impugnada y los efectos se extenderán a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada. 

En cuanto a la “interpretación conforme” se dice lo siguiente en los párrafos IX y XIV de la Introducción al Proyecto de Ley de Amparo:

IX.  Respecto a las sentencias de amparo se introducen también algunas modificaciones que deben ser resaltadas, […] o, lo que es más novedoso y posiblemente más relevante, si es posible postular una interpretación de la norma impugnada que al ser conforme con el propio texto constitucional, salve la objeción que de ella se hubiere hecho.  Esta solución es importante puesto que si la acumulación de sentencias declarativas de inconstitucionalidad puede dar lugar a la declaración con efectos generales de la norma impugnada, conviene que la Suprema Corte cuente con las atribuciones necesarias para, simultáneamente, salvar la supremacía constitucional y preservar la integridad del orden jurídico. 

XIV. […] La declaración de interpretación conforme, por su parte, tiene la ventaja de permitir a la Corte establecer aquella interpretación mediante la cual sea factible salvar la constitucionalidad de la norma impugnada para, de esa forma, garantizar la supremacía constitucional y, simultáneamente, permitir una adecuada y constante aplicación de nuestro orden jurídico. 

Estimamos que lo dicho en la Introducción al Proyecto coincide con un principio tradicional y arraigado de interpretación, cuyo objeto es evitar la posible colisión de la norma secundaria con la norma primaria de la cual depende su validez. Si el propósito del proyecto es que la “interpretación conforme” sea lo suficientemente novedosa y relevante, sugerimos dotársele de contenido normativo a efecto de incluir en el propio precepto: los criterios, principios y procedimientos a los cuales el Poder Judicial de la Federación deberá sujetarse para emitir la “interpretación conforme” de las normas generales impugnadas, evitando así su inconstitucionalidad.  

Artículo 77-I. Este artículo dispone:

La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes:

I. En cualquier materia:

a) Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, salvo en el caso de que se haya emitido la declaración general de inconstitucional, en que deberá estarse, además a lo dispuesto por el Capítulo IV del Título Cuarto; y

Si se aceptara nuestra propuesta de disponer en el artículo 59 de la Ley la improcedencia del juicio de amparo contra normas generales respecto de las cuales la Corte Suprema hubiere emitido ya una declaratoria general de inconstitucionalidad o una declaratoria general de interpretación conforme, debería entonces eliminarse la segunda parte del inciso a) transcrito, en cuyo caso sólo debería disponer:

a) Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación;

Aparentemente la Comisión Redactora coincide con el punto de vista expresado, al regular en el artículo 208 del proyecto de Ley de Amparo el incidente por incumplimiento de las declaraciones generales de inconstitucionalidad o de interpretación conforme a plantearse ante juez de distrito.

Artículo 77-V. Respecto de los supuestos en los que procede la suplencia de la queja, la fracción VI de la Ley de Amparo vigente se refiere “a las otras materias” no contempladas en las fracciones precedentes del artículo 76 Bis. En cambio, en la fracción V del artículo 77 del proyecto sólo se refiere a las materias civil y administrativa. Esta nueva redacción propuesta permitiría excluir la materia mercantil, o alguna otra que por el momento no llega a nuestra mente. Por ello sugerimos conservar la redacción vigente. 

Artículo 77 Bis. Por razón de orden y estructura de la Ley, el artículo 211 debería incluirse como artículo 77 Bis (a continuación del precepto que regula la suplencia de la deficiencia de la queja). El artículo 211 dispone:

En los incidentes a que se refiere este título, el órgano jurisdiccional de amparo deberá suplir la deficiencia en la vía y a los argumentos hechos valer por el promovente.

El texto que sugerimos es el siguiente:

Artículo 77 Bis. En los incidentes regulados en esta Ley, el órgano jurisdiccional de amparo deberá suplir la deficiencia en la vía intentada por el promovente y en los argumentos hechos valer.

Artículo 79-II-b) y c). Ambos incisos disponen:

Procede el recurso de revisión:

II. En amparo directo, en contra de las resoluciones siguientes:

b) Contra las resoluciones de los tribunales colegiados de circuito de amparo que decidan sobre el exceso o defecto en la ejecución de una sentencia de amparo directo dictada por ellos mismos, o por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en revisión, siempre que en ella se haya declarado la inconstitucionalidad de una ley o determinado la interpretación directa de un precepto constitucional; y

c) Las que resuelven el incidente por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso.

Estimamos que lo dispuesto en el inciso b) se subsume en lo preceptuado en el inciso c), por lo que debiera eliminarse el inciso b), o bien explicitar los distintos supuestos que en cada uno de ellos se desee regular. 

Artículo 91-I, III y IV. Estimamos incorrecta la redacción de este precepto, el cual dispone:

Al conocer de los asuntos en revisión el órgano jurisdiccional de amparo, observará las reglas siguientes:

I. Examinará, en primer término las causales de sobreseimiento aducidas en los agravios.

Si los agravios son infundados, examinará las causales que no hayan sido apreciadas por el órgano jurisdiccional de amparo de primera instancia, o las que hayan surgido con posterioridad a la resolución impugnada.

De oficio podrá examinar y, en su caso, decretar la operancia de causales de improcedencia desestimadas por el juzgador de origen, siempre que los motivos sean diversos a los considerados por el órgano de primera instancia;

II. …

III. Examinará los agravios de fondo expuestos contra la resolución recurrida y cuando estime que son fundados, deberá considerar los conceptos de violación cuyo estudio omitió el juzgador; y

IV. Sólo tomará en consideración las pruebas que se hubiesen rendido ante el órgano jurisdiccional de amparo, salvo aquéllas que tiendan a desestimar el sobreseimiento fuera de la audiencia. 

Estimamos que el precepto transcrito tiene como hipótesis la presentación del recurso de revisión por el quejoso en el juicio de amparo. Consideramos necesario regular también los supuestos de interposición del recurso por la autoridad responsable y por el tercero interesado. Si así fuere, entonces el precepto en cuestión debería disponer lo siguiente (aprovechamos la oportunidad para, además, proponer nueva redacción):

Al conocer de los asuntos en revisión, el órgano jurisdiccional de amparo observará las reglas siguientes:

I. Si el recurrente fuere el quejoso, se examinarán, en primer término, los agravios hechos valer en contra del sobreseimiento decretado en la resolución por el órgano jurisdiccional de amparo de primera instancia.

Si los agravios fueren fundados, se examinarán las causales de sobreseimiento no apreciadas por el órgano jurisdiccional de amparo de primera instancia, o surgidas con posterioridad a la resolución impugnada.

I. Bis. Si el recurrente fuere la autoridad responsable o el tercero interesado se examinarán, en primer término, los agravios hechos valer en contra de la negativa a decretarse el sobreseimiento en el juicio por el órgano jurisdiccional de amparo de primera instancia. Si los agravios fueren fundados, se decretará la revocación de la resolución recurrida.

I. Ter. Para efectos de lo dispuesto en las fracciones I y I Bis, de oficio podrán examinarse y, en su caso, decretarse la eficacia de las causales de sobreseimiento desestimadas por el juzgador de origen, si los motivos fuesen diversos a los considerados por el órgano de primera instancia;

II. …

III. Si el recurrente fuere el quejoso se examinarán los agravios de fondo expuestos contra la resolución recurrida, y si fueren fundados deberá revocarse y concederse el amparo solicitado.

III. Bis Si el recurrente fuere la autoridad responsable o el tercero interesado se examinarán los agravios de fondo expuestos contra la resolución recurrida, y si fueren fundados deberán resolverse los conceptos de violación no estudiados por el juzgador de origen; y

IV. Sólo se tomarán en consideración las pruebas rendidas ante el órgano jurisdiccional de amparo, salvo las relacionadas con el sobreseimiento del juicio surgidas con posterioridad a la audiencia constitucional. 

Artículo 99. Este artículo establece lo siguiente en sus dos primeros párrafos:

El órgano jurisdiccional de amparo notificará a las partes y de inmediato remitirá copia de la resolución, las constancias solicitadas y las que estime pertinentes al órgano jurisdiccional que corresponda.

La falta o deficiencia de los informes referidos en el párrafo anterior establece la presunción de ser ciertos los hechos respectivos

[…].

Estimamos incompleto el segundo párrafo del proyecto, pues menciona “informes referidos en el párrafo anterior”, y en dicho párrafo anterior no se contiene referencia alguna a tales informes. Además, falta disponer el plazo para la presentación de los informes justificados. Por ello proponemos el siguiente texto para el segundo párrafo del artículo 99: 

Admitido el recurso, el órgano jurisdiccional o la autoridad contra quien se haya interpuesto, según sea el caso, deberá rendir, dentro del término de tres días, un informe con justificación sobre la materia de la queja. La falta o deficiencia de dicho informe hará presumir como ciertos los hechos respectivos.

Artículo 108. Este precepto dispone lo siguiente en sus segundo y tercer párrafos:

Cuando se promueve el amparo en los términos del artículo 14 de esta ley, bastará para la admisión de la demanda, que se exprese en ella:

I. […]

En estos casos la demanda podrá formularse por comparecencia, levantándose al efecto acta ante el órgano jurisdiccional de amparo. 

La autoridad que conozca del juicio o aquélla ante quien se hubiere promovido, mandará expedir las copias necesarias.

En cuanto al segundo párrafo transcrito, en él debe hacerse referencia a lo preceptuado en el segundo párrafo del artículo 19, en cuanto a la posibilidad de presentar el amparo por otras vías de comunicación distintas a la de “por escrito”; dicho artículo dispone:  

Artículo 19.  El juicio puede promoverse en cualquier día y hora, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales. Cualquier hora será hábil para tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido.

Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de las oficinas públicas de comunicaciones estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como las resoluciones y oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión, aún fuera de las horas del despacho y aun cuando existan disposiciones en contrario de las autoridades administrativas. 

Por ello, para regular de manera integral esta forma de interposición del juicio de amparo, estimamos conveniente disponer lo siguiente en el segundo párrafo del artículo 108 del proyecto: 

En estos casos la demanda podrá formularse por comparecencia, levantándose al efecto acta ante el órgano jurisdiccional de amparo, o conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 19 de esta Ley. 

Por otra parte, sería conveniente eliminar el tercer párrafo del propio artículo 108 del proyecto,  pues la expedición de copias se regula en el segundo párrafo del artículo 109, el cual se transcribe en el apartado siguiente.

Artículo 109. El segundo párrafo de este precepto dispone: 

El órgano jurisdiccional de amparo mandará expedir las copias cuando el amparo se promueva por comparecencia o vía telegráfica, o la suspensión proceda de oficio y no se hubiere solicitado.

Como el segundo párrafo del artículo 19 (arriba transcrito) no sólo se refiere a la vía telegráfica, proponemos la siguiente redacción para el segundo párrafo del artículo 109:

El órgano jurisdiccional de amparo mandará expedir las copias cuando el amparo se promueva por comparecencia o ante las oficinas públicas de comunicaciones referidas en el segundo párrafo del artículo 19 de esta Ley, o si la suspensión procediera de oficio y no se hubiere solicitado.

Artículo 110. Este precepto dispone lo siguiente en su fracción II y en el último párrafo:

Podrá ampliarse la demanda cuando:

I.  […]

II.  Del informe con justificación aparezcan datos que no eran conocidos por el quejoso, en cuyo caso, podrá presentar la ampliación dentro del plazo de quince días contados a partir del siguiente al en que surta sus efectos la notificación del informe, y

III. […]

En los casos de las fracciones II y III, la demanda podrá ampliarse siempre que no se haya celebrado la audiencia constitucional.

Respecto del último párrafo del precepto formulamos dos comentarios: Su redacción, de manera implícita, amplía el plazo de quince días dispuesto en la fracción II. Además, cabría la posibilidad de que la audiencia constitucional se fijara para una fecha anterior al plazo dispuesto en la fracción II. Por ello proponemos la siguiente redacción para el último párrafo del precepto en cuestión:

Para los efectos de lo dispuesto en la fracción II, la audiencia constitucional no podrá celebrarse antes de transcurrido el plazo de quince días dispuesto en ella. En cuanto al supuesto referido en la fracción III, la demanda no podrá ampliarse de haberse celebrado ya la audiencia constitucional.

Artículo 125. Este precepto dispone:

La suspensión procederá de oficio y se sujetará al trámite previsto para la suspensión a instancia de parte, en los siguientes casos:

I. Siempre que se trate de algún acto que, si llegare a consumarse, haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce del derecho reclamado, y

II.  Cuando se trate de actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen de propiedad ejidal o comunal.

Lo regulado en este artículo no se refiere propiamente a la “suspensión de oficio”, sino a un estudio para determinar su procedencia.

Por otra parte, el artículo 126 del proyecto tiene dos contenidos normativos: (i) establece las causales de procedencia para la suspensión a petición del quejoso, lo cual no constituye un trámite, y (ii) un aspecto de trámite en el segundo párrafo. Por ello, si el primer párrafo del artículo 125 dispone la sujeción a un trámite, a fin de evitar confusión proponemos repetir el segundo párrafo del artículo 126 en el artículo 125.

Por lo tanto, sugerimos modificar el texto del primer párrafo de este artículo y adicionarle un segundo párrafo, para quedar de la siguiente manera:

La suspensión se estudiará de oficio y se sujetará al trámite previsto para la suspensión a instancia de parte, en los siguientes casos:

I. […]

II. […]

La suspensión se tramitará en incidente por separado y duplicado.

Artículo 126-III. La fracción III de este precepto dispone:

Con excepción de los casos en que proceda de oficio, la suspensión se decretará en todas las materias, siempre que concurran los requisitos siguientes:

I. […]

II. […]

III.  Que de permitirlo la naturaleza del caso, opere en favor del quejoso la apariencia de buen derecho.

En virtud de los novedoso de esta figura en el texto legal, estimamos conveniente disponer en qué consiste la “apariencia de buen derecho” a fin de facilitar la comprensión de este requisito.

Artículo 127. Este precepto dispone: 

Se considerará, entre otros casos, que  se siguen perjuicios al interés social o se contravienen disposiciones de orden público, cuando, de concederse la suspensión, se continúe el funcionamiento de centros de vicio, de lenocinio, la producción o el comercio de narcóticos; se permita la consumación o continuación de delitos o de sus efectos, o el alza de precios en relación con artículos de primera necesidad o de consumo necesario; se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país o la campaña contra el alcoholismo y la drogadicción; se permita el incumplimiento de las órdenes militares que tengan como finalidad la defensa de la integridad territorial, la independencia de la República, la soberanía y seguridad nacional y el auxilio a la población civil, siempre que el cumplimiento y ejecución de aquellas órdenes estén dirigidas a quienes pertenecen al régimen castrense; se afecten intereses de menores o incapaces o se les pueda causar trastorno emocional o psíquico o, cuando se trate del reclamo de imposición de pago de alimentos, así como en los demás casos análogos a los expresamente citados.

El órgano jurisdiccional de amparo podrá conceder la suspensión aun cuando se trate de los casos previstos en el párrafo anterior si, a su juicio, se pueda causar mayor afectación al interés social con la negativa de la medida suspensional.

Sugerimos separar en fracciones los distintos supuestos regulados en el precepto, para lo cual proponemos la siguiente redacción:

Se considerará, entre otros casos, que se siguen perjuicios al interés social o se contravienen disposiciones de orden público cuando, de concederse la suspensión:

I.- Se continúe el funcionamiento de centro de vicio o de lenocinio;

II. Se continúe la redacción o el comercio de narcóticos;

III. Se permita la consumación o continuación de delitos o de sus efectos;

IV. Se permita la consumación o continuación del alza de precios en relación con artículos de primera necesidad o de consumo necesario;

V. Se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave o el peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país;

VI. Se impida la ejecución de campañas contra el alcoholismo y drogadicción;

VII. Se permita el incumplimiento de las órdenes militares que tengan como finalidad la defensa de la integridad territorial, la independencia de la República, la soberanía y seguridad nacional y el auxilio a la población civil, siempre que el cumplimiento y ejecución de aquellas órdenes estén dirigidas a quienes pertenecen al régimen castrense;

VIII.- Se afecten intereses de menores o incapaces, o se les pueda causar trastorno emocional o psíquico;

IX. Se trate del reclamo de imposición de pago de alimentos; y

X. En los demás casos análogos a los citados.

No obstante lo dispuesto en el párrafo precedente, el órgano jurisdiccional de amparo podrá conceder la suspensión sí, a su juicio, con la negativa de la medida suspensional pudiera causarse mayor afectación al interés social.

Artículo 129. Este artículo del proyecto dispone: 

Para conceder la suspensión no se exigirá al quejoso prueba del interés al que se refiere el artículo 4° fracción I en la promoción del amparo o en la del incidente, salvo que se trate de persona extraña al procedimiento del que emanó el acto reclamado, en cuyo caso será necesario que acredite, cuando menos, presuntivamente la afectación a ese interés.

El artículo 4, fracción I, contempla dos clases de interés: el legítimo y el jurídico. Estimamos conveniente incluir ambos términos en la referencia que el texto transcrito efectúa al artículo 4, fracción I. 

Además, por razones de técnica en la ordenación de los preceptos, sugerimos eliminar del texto del artículo 129 la referencia a los “incidentes” y a cambio de ello crear el artículo 212 bis para disponer la suspensión de los actos impugnados cuando sea procedente en la tramitación de los incidentes. La redacción del artículo 212  bis puede leerse  más adelante en este documento.

Por lo dicho proponemos la siguiente redacción del artículo 129:

Para conceder la suspensión en la promoción del amparo no se exigirá al quejoso prueba del interés legítimo o del interés jurídico referidos en el artículo 4, fracción I, salvo tratándose de persona extraña al procedimiento del que hubiere emanado el acto reclamado. En este último caso será necesario acreditar, cuando menos presuntivamente, la afectación del interés de que se trate.

Artículo 132. El primer párrafo de este precepto dispone lo siguiente en relación a la contragarantía del tercero:

La contragarantía que ofrezca el tercero conforme al artículo anterior, deberá cubrir el costo de la garantía que hubiese otorgado el quejoso, que comprenderá:

Como la contragarantía también debe cubrir los posibles daños y perjuicios que pudieren ocasionarse al quejoso (dispuesto en el artículo 131, primer párrafo del proyecto) proponemos la siguiente redacción para el primer párrafo del artículo 132:

La contragarantía que ofrezca el tercero conforme al artículo anterior deberá, además, cubrir el costo de la garantía otorgada por el quejoso, la cual comprenderá:

Artículo 132 Bis. La vigente Ley de Amparo dispone lo siguiente en su artículo 128:

El juez de Distrito fijará el monto de la garantía y contragarantía a que se refieren los artículos anteriores. 

El artículo transcrito debería incorporarse al proyecto para disponer, de manera inobjetable, la facultad del juez de amparo de fijar la garantía, dando así plena vigencia al principio que reza: el órgano sólo puede actuar en aquello para lo cual la norma lo faculte. Por ello proponemos el siguiente texto: 

El órgano jurisdiccional de amparo fijará el monto de la garantía y contragarantía referidas en los artículos 130, 131 y 132 quien, cuando lo estime necesario, podrá oír el parecer de peritos. 

Artículo 133. Este dispositivo establece:

Cuando el amparo se pida contra el cobro de créditos fiscales o contribuciones, podrá concederse discrecionalmente la suspensión del acto reclamado, la que surtirá efectos si se ha constituido o se constituye la garantía del interés fiscal ante la autoridad exactora por cualquiera de los medios permitidos por las leyes fiscales aplicables.

Respecto de este precepto tenemos cuatro comentarios:

(1) Los términos “crédito fiscal” y “contribuciones” están definidos, actualmente, en el Código Fiscal de la Federación (CFF). Sin embargo: (i) pudiere haber entidades federativas en cuya legislación no se emplearen o (ii) que en el futuro dejaren de contenerse en el CFF, cambiándolos por otros considerados más adecuados.

(2) Sería recomendable disponer de manera expresa las autoridades contra cuyos actos procediere otorgar la suspensión. 

(3) El segundo párrafo del artículo 135 de le Ley de Amparo vigente dispone lo siguiente en su parte inicial: “El depósito no se exigirá cuando se trate del cobro de sumas que excedan de la posibilidad del quejoso, según apreciación del juez, […].” Estimamos conveniente conservar este supuesto en el proyecto de ley a fin de otorgar a quienes se encuentre en él, los beneficios implícitos en la suspensión del acto reclamado. Con ello se evitarían posteriores acciones de las autoridades responsables las cuales, de consumarse, podrían tener consecuencias insuperables en perjuicio del quejoso.

(4) Debe regularse la situación de los terceros a quienes se exija el pago de créditos sin ser: ni sujetos obligados al pago ni responsables solidarios respecto del mismo. Sería excesivo obligarlos a otorgar una garantía de igual magnitud a la que deben otorgar quienes sí son deudores o responsables solidarios. 

Por ello proponemos la siguiente redacción del artículo 133 del proyecto:

Cuando el amparo se solicite en contra de resoluciones en las cuales se liquiden o ejecuten créditos a favor de la federación, de los estados, de los municipios o de sus organismos fiscales autónomos, la suspensión del acto reclamado podrá concederse discrecionalmente si se ha constituido o se constituye la garantía del interés fiscal ante la autoridad competente, por cualquiera de los medios permitidos por las leyes fiscales aplicables.

En forma discrecional, el órgano jurisdiccional de amparo podrá reducir el monto de la garantía o dispensar su otorgamiento, en los siguientes casos:

I. Si las garantías constituidas u ofrecidas por el quejoso fueren las únicas que pudiere otorgar;

II. Si tuviere imposibilidad jurídica para constituir la garantía o ampliar las existentes;

III. Si el monto de los créditos excediere la capacidad económica del quejoso; y

IV. Si se tratase de tercero distinto al sujeto obligado (de manera directa o solidaria) al pago del crédito.

Artículo 134. Este artículo, relativo al efecto de las sentencias, dispone:

En los casos en que proceda, la suspensión surtirá sus efectos desde el momento en que se pronuncie el acuerdo relativo, aun cuando sea recurrido.  En su caso, dejará de surtirlos si el quejoso no otorga, dentro del plazo de cinco días siguientes al en que surta efectos la notificación, la garantía fijada.

En este último supuesto, queda expedita la facultad de la responsable para la ejecución del acto reclamado, debiendo notificarse personalmente el acuerdo relativo.  No obstante, mientras no se produzca la ejecución, el quejoso podrá exhibir la garantía, con lo cual surtirá efectos la medida suspensional. 

Por su parte, el artículo 135 establece:

Sólo la federación, los estados, el Distrito Federal y los municipios estarán exentos de otorgar las garantías que esta ley exige.

En los casos a que se refiere el artículo 125 fracción II, no se requerirá de garantía para que surta  efectos la suspensión.

Como se aprecia, el segundo párrafo del artículo 135 regula efectos de la suspensión, asunto del cual se ocupa el artículo 134. Por ello proponemos transferirlo al artículo 134, con lo cual el texto quedaría como sigue (aprovechamos la oportunidad para modificar la redacción del texto incluido en el proyecto):  

La suspensión surtirá sus efectos al momento de pronunciarse el acuerdo relativo, aun si fuere recurrido. 

Los efectos de la suspensión dejarán de surtirse, en su caso, si dentro del plazo de cinco días siguientes a la notificación del acuerdo de suspensión el quejoso no otorga la garantía fijada. 

De no otorgarse la garantía, la responsable podrá ejecutar el acto reclamado, debiendo notificarse personalmente el acuerdo relativo.  No obstante, mientras no ocurra la ejecución el quejoso podrá exhibir la garantía, con lo cual, de inmediato, surtirá efectos la medida suspensional. 

En los supuestos del artículo 125, fracción II, de esta Ley, no se requerirá de garantía para obtener los efectos de la suspensión.

De este modo el artículo 135 quedaría integrado sólo con el primer párrafo.

Artículo 141. El tercer párrafo de este precepto dispone:

No serán aplicables las disposiciones relativas al ofrecimiento y admisión de las pruebas en el cuaderno principal.

En la redacción transcrita falta el sustantivo adecuado al cual imputar la consecuencia, dando así la impresión de ser en el cuaderno principal en donde no deberán aplicarse las disposiciones en cuestión. Por ello proponemos la siguiente redacción:

Para efectos de este artículo no serán aplicables las disposiciones en materia de ofrecimiento y admisión de las pruebas en el cuaderno principal.

Artículo 144-III.  La fracción III de este precepto dispone:

La resolución que decida sobre la suspensión definitiva, deberá contener:

I. […]

II. […]

III.  Las consideraciones y fundamentos legales en que se apoye para conceder o negar la suspensión.  El órgano jurisdiccional cuando la naturaleza del caso lo permita, deberá realizar un análisis ponderado entre los requisitos a que se refieren las fracciones II y III del artículo 126, y

Para una mejor redacción del precepto proponemos el siguiente texto para la fracción III:

III.  Las consideraciones y fundamentos legales para conceder o negar la suspensión. Cuando la naturaleza del caso lo permita el órgano jurisdiccional deberá analizar los requisitos referidos en las fracciones II y III del artículo 126, y

Artículo 173. El artículo 173, fracción IV, segundo párrafo, del proyecto dispone:

La demanda de amparo deberá formularse por escrito, en el que se expresarán:

IV. El acto reclamado.

Cuando se impugne la sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio por estimarse inconstitucional la norma general aplicada, ello será materia únicamente del capítulo de conceptos de violación de la demanda, sin señalar como acto reclamado la norma general, debiéndose llevar a cabo la calificación de éstos en la parte considerativa de la sentencia;

Estimamos que de este último párrafo debería eliminarse la parte subrayada, pues ya se contiene en el artículo 71, tercer párrafo, del mismo proyecto (relativo a la sentencia), el cual dispone:

En amparo directo, la calificación de los conceptos de violación en que se alegue la inconstitucionalidad de una norma general, se hará únicamente en la parte considerativa de la sentencia.

Artículo 197. Estimamos que falta señalar el plazo para la promoción del incidente, o bien disponer que puede promoverse en cualquier tiempo. Por ello sugerimos la siguiente redacción en el primer párrafo: 

La repetición del acto reclamado podrá denunciarse por la parte interesada, en cualquier tiempo, ante el órgano jurisdiccional que conoció del amparo, el cual dará vista a las partes para que, en un plazo de tres días, expongan lo que a su derecho convenga.

Artículo 212 bis. El artículo 129 del proyecto dispone:

Para conceder la suspensión no se exigirá al quejoso prueba del interés al que se refiere el artículo 4 fracción I en la promoción del amparo o en la del incidente, salvo que se trate de persona extraña al procedimiento del que emanó el acto reclamado, en cuyo caso será necesario que acredite, cuando menos, presuntivamente la afectación a ese interés.

Estimamos que la referencia al incidente en el artículo transcrito no debiera contenerse en él, por estar ubicado en el capítulo del proyecto destinado a regular el amparo indirecto. Estimamos preferible eliminar del artículo 129 la referencia a suspensión en el incidente y crear a cambio el artículo 212 bis con el siguiente texto:

Cuando la naturaleza de los incidentes lo permita podrá decretarse la suspensión de los actos impugnados, aplicándose en lo conducente lo dispuesto en los artículos 123 a 167 de esta Ley.

Artículos 220 y 221. Estos artículos disponen:

Artículo 220.  La jurisprudencia por reiteración del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se establece cuando se sustente un mismo criterio en tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes sesiones, con el voto aprobatorio de por lo menos ocho ministros.

Artículo 221.  La jurisprudencia por reiteración de las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se establece cuando se sustente un mismo criterio en tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes sesiones, con el voto aprobatorio de por lo menos cuatro ministros.

Nuestro comentario gira en torno al sostenimiento de los criterios en tres sesiones diferentes. Al respecto, en la Introducción al Proyecto de Ley de Amparo sólo se dice escuetamente: “los criterios deban ser fijados al resolver los asuntos en tres sesiones distintas”.

Seguramente la remisión a sesiones distintas tiene el evidente propósito de propiciar la reflexión en torno al criterio que habrá de trascender en la resolución, y cuya repetición eventualmente se convertirá en norma jurídica obligatoria. La solución es plausible. No obstante, tal y como aparece el texto propuesto, la disposición no garantiza la obtención de la finalidad expresada. Por ejemplo, ¿podría lograrse la debida reflexión si un criterio se reiterara en tres sesiones consecutivas? Parecería que la respuesta negativa sería la acertada. 

Por ello, a fin de lograr a plenitud el objetivo deseado, sugerimos la siguiente redacción en los dos preceptos referidos: 

Artículo 220.  La jurisprudencia por reiteración del pleno de la Corte Suprema de Justicia de la Nación se establece al sustentarse un mismo criterio en tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes sesiones y con el voto aprobatorio de por lo menos ocho ministros. Las referidas sesiones deberán tener una separación mínima de tres meses entre sí.

Artículo 221.  La jurisprudencia por reiteración de las salas de la Corte Suprema de Justicia de la Nación se establece al sustentarse un mismo criterio en tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes sesiones y con el voto aprobatorio de por lo menos ocho ministros. Las referidas sesiones deberán tener una separación mínima de tres meses entre sí.

Artículo 222. Respecto de la interrupción de la jurisprudencia este artículo dispone:

La jurisprudencia se interrumpe y deja de tener carácter obligatorio cuando se pronuncie sentencia en contrario por ocho ministros, si se trata de la sustentada por el pleno, y por cuatro, si es de sala.  En estos casos, en la ejecutoria respectiva deberán expresarse las razones en que se apoye la interrupción, las que se referirán a las consideraciones que se tuvieron para establecer la jurisprudencia relativa.

Lo más importante y paradójico en relación con este precepto, es lo siguiente: ¡resulta más fácil interrumpir una jurisprudencia, que crearla! En efecto, para crear jurisprudencia se requiere de la meditación y del tiempo, su mejor consejero, de modo que la reiteración de las ideas en el pensamiento, respecto de un mismo tema, cree la firme convicción de ser la verdad jurídica.

En cambio, para interrumpirla no se dispone la misma exigencia, el mismo rigor, pues en una sola sesión se destruye todo el proceso de meditación y reflexión jurídicas previas. Por ello, resulta más tortuoso (si así puede designarse el proceso de creación) construir, que destruir, cuando la lógica parecería sugerir lo contrario.

Por lo dicho proponemos el siguiente texto para el artículo 222:

La jurisprudencia sólo dejará de tener eficacia en el ámbito jurídico mediante otra jurisprudencia que así lo declare. 

Con esta propuesta se tiene la siguiente consecuencia: No obstante el nuevo criterio del órgano jurisdiccional facultado para crear la jurisprudencia, continuará aplicándose el criterio precedente (el jurisprudencial), mientras el nuevo criterio, a través de su reiteración, sustituya la jurisprudencia anterior. Es decir, se la otorga más valor al criterio tres veces reiterado (el jurisprudencial) que a uno solo.

De otra manera, si se considera que un solo criterio del órgano es tan importante como para sustituir los tres precedentes, entonces por qué no mejor disponer la creación de la jurisprudencia con un solo criterio del órgano jurisdiccional.  

Artículo 224. Este artículo se refiere a la interrupción y la sustitución de la jurisprudencia, y dispone:

Las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o cualquiera de sus ministros, o bien los tribunales colegiados de circuito de amparo o cualquiera de sus integrantes, con motivo de un caso concreto podrán pedir al pleno de la Suprema Corte o a la sala correspondiente que interrumpa o sustituya la jurisprudencia establecida, expresando las razones por las cuales se estima debe hacerse.

El pleno o la sala correspondiente resolverán si sustituyen la jurisprudencia, sin que su resolución afecte las situaciones jurídicas concretas, derivadas de los juicios en los que se hubieren dictado las sentencias que la integraron.  Esta resolución se publicará y distribuirá en los términos establecidos en esta ley.

Sin embargo, el artículo 223 dispone:

Para la sustitución de la jurisprudencia, se observarán las mismas reglas establecidas para su formación.

Los preceptos transcritos permiten concluir que hay dos formas de sustituir la jurisprudencia: (i) cuando alguien lo solicita al pleno de la Corte Suprema o a la sala correspondiente, aplicándose el artículo 224, o (ii) cuando nadie lo solicita, aplicándose entonces el artículo 223. ¿Así deseó regularlo la Comisión Redactora del proyecto? ¿Se deseó crear un procedimiento distinto de sustitución de jurisprudencia en el artículo 224 respecto del dispuesto en el 223?

En nuestra opinión, el artículo 224 sólo debería regular la interrupción de la jurisprudencia, debiendo producirse la sustitución conforme a lo dispuesto en el artículo 223, únicamente. 

Por ello, de no aceptarse nuestra propuesta respecto del artículo 222, en relación con  la interrupción de la jurisprudencia, proponemos el siguiente texto para el artículo 224:

Las salas de la Corte Suprema de Justicia de la Nación o cualquiera de sus ministros, o bien los tribunales colegiados de circuito de amparo o cualquiera de sus integrantes, con motivo de un caso concreto podrán pedir al pleno de la Corte Suprema o a la sala correspondiente que interrumpa la jurisprudencia establecida, expresando las razones por las cuales se estima debe hacerse.

El pleno o la sala correspondiente resolverán si la interrumpen, sin que su resolución afecte las situaciones jurídicas concretas resueltas en las sentencias que la integraron. Para ello se requiere el voto de al menos ocho ministros del pleno o cuatro de sala, según sea el caso. 

De aceptarse nuestra propuesta respecto del artículo 222, entonces el texto propuesto para el artículo 224 sería el siguiente:

Las salas de la Corte Suprema de Justicia de la Nación o cualquiera de sus ministros, o bien los tribunales colegiados de circuito de amparo o cualquiera de sus integrantes, con motivo de un caso concreto podrán pedir al pleno de la Corte Suprema o a la sala correspondiente que interrumpa la jurisprudencia establecida, expresando las razones por las cuales se estima debe hacerse. En estos casos, para interrumpir la jurisprudencia se observarán las mismas reglas establecidas para su formación.

Artículo 226. Este artículo dispone:

Para el establecimiento de la jurisprudencia de los tribunales colegiados de circuito de amparo deberán observarse los requisitos señalados en este capítulo, salvo el de la votación que deberá ser unánime.

Estimamos que en este precepto falta establecer la regulación relacionada con la interrupción y sustitución de la jurisprudencia de los tribunales colegiados de circuito de amparo. Por ello, proponemos el siguiente texto:

La jurisprudencia por reiteración de los tribunales colegiados de circuito de amparo se establece al reiterarse un mismo criterio en tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes sesiones y con el voto unánime de sus integrantes.

Para la interrupción y la sustitución de la jurisprudencia se observarán las mismas reglas dispuestas en los artículos 222, 223 y 224 de esta ley, salvo que se requerirá el voto unánime de los magistrados.

Artículo 231. Este artículo dispone: 

Si a juicio de alguno de los ministros existen razones fundadas para ello, podrá solicitar al pleno o a las salas de la Suprema Corte de Justicia, según corresponda, la sustitución de la jurisprudencia por contradicción.

Estimamos que también los tribunales colegiados de circuito de amparo o cualquiera de sus integrantes deben estar facultado para solicitar la sustitución de la jurisprudencia por contradicción. Por ello, propones el siguiente texto:

Las salas de la Corte Suprema de Justicia de la Nación o cualquiera de sus ministros, o bien los tribunales colegiados de circuito de amparo o cualquiera de sus integrantes, con motivo de un caso concreto podrán pedir al pleno de la Corte Suprema o a la sala correspondiente que sustituya la jurisprudencia por contradicción establecida, expresando las razones por las cuales se estima debe hacerse. En estos casos, para sustituir la jurisprudencia se observarán las mismas reglas establecidas para su formación.
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Del Amparo en Materia Agraria.

El Título Único del Libro Segundo de la Ley de Amparo (adición por Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 29 de junio de 1976) que reglamentó los dos últimos párrafos de la Fracción II del Artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se estableció, para proteger “singularmente” la garantía social agraria, destacadamente a los núcleos de población “cuando se reclaman actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de la propiedad o de la posesión, disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos o a los núcleos de población que de hecho o que por derecho guarden el estado comunal ...” todo esto es muy plausible porque, efectivamente, tales núcleos de población merecen esa protección de sus derechos con respecto a las tierras que son de su propiedad.

Ahora bien, el legislador reglamentario del Amparo Agrario, en el artículo 217 de la Ley de amparo, textualmente estableció lo siguiente:

“Art 217. La demanda de amparo podrá interponerse en cualquier tiempo, cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto, privar total o parcialmente en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal .

O sea que en cuanto al término abierto e infinito que establece el mencionado precepto, única y exclusivamente se refiere a los núcleos ejidales o comunales, que ya están dotados de tierras o que las tienen reconocidas por resolución presidencial o bien por sentencias definitivas dotatorias o ampliatorias de ejidos y que como consecuencia de ellas están en posesión de tierras o aguas y que las están disfrutando; esto es, de acuerdo al mencionado artículo, sólo deben gozar de ese término abierto para interponer juicios de amparo, los núcleos de población que ya tienen la propiedad y posesión de sus tierras o aguas, pero no deben gozar de ese término para demandar en amparo, simples grupos de solicitantes de tierras cuyos procedimientos agrarios han culminado con sentencia definitiva emitida por el Tribunal Superior Agrario de negatorias de dotación, o de ampliación, o de creación de nuevos centros de población; o de reconocimiento de bienes comunales o de restitución, pues entonces el término debe ser genérico de 15 días que establece el Artículo 21 de la Ley de Amparo, en razón de que, como grupos solicitantes, es lógico, no tiene tierras ni aguas ni disfrutan de ninguna, pues lo único que tienen a virtud de su solicitud y del procedimiento agrario correspondiente, es una expectativa de derechos, pero no derechos adquiridos. Derechos adquiridos sólo los tienen, en este aspecto, de acuerdo con el citado Artículo 217, los ejidos o comunidades ya constituidos y reconocidos, puesto que ya tienen la propiedad y posesión y disfrute de sus tierras y aguas.

Y se ha visto y observado, en la práctica diaria del Juicio de Amparo Agrario ante los tribunales de la federación, que simples grupos solicitantes de tierras, cuando se dictan resoluciones definitivas denegatorias de dotación o de ampliación de ejidos o de restitución o de reconocimiento y titulación de bienes comunales, interponen contra estas sentencias o resoluciones definitivas, demandas de amparo “en cualquier tiempo”, que les son admitidas por una equívoca y errónea interpretación del Artículo 217, antes mencionado, ya que este artículo, repetimos, está limitado en forma especial, por lo que hace al término para interponer demanda de amparo, para los núcleos de población que ya son propietarios y poseedores de sus tierras, esto es, ejidos ya constituidos o comunidades ya reconocidas por las correspondientes resoluciones presidenciales dotatorias o bien, por sentencias definitivas dictadas ahora por el Tribunal Superior Agrario, en sustitución del C. Presidente de la República, de acuerdo con las reformas del Artículo 27 Constitucional, del 3 de enero de 1992, publicadas en el Diario Oficial de la Federación del 6 de enero de dicho año.

Por todo ello y, de acuerdo con el espíritu y sentir que animó ala reforma del Artículo 27 Constitucional de enero de 1992, para que no haya inseguridad jurídica y para que las sentencias definitivas de negatorias de tierras emitidas por el Tribunal Superior Agrario o Tribunales Unitarios Agrarios adquieran firmeza, debe reformarse la Ley de Amparo mediante la adición de un Artículo bis al 217, en que se establezca lo siguiente:

Art. 217 Bis. Cuando se reclamen por grupos solicitantes de tierras sentencias definitivas denegatorias de dotación o de ampliación y de ejidos o de creación de nuevos centros de población de titulación de bienes comunales y de restitución, el término para promover la demanda de amparo, será de 15 días.

A t e n t a m e n t e

México, D.F. 07 de noviembre de 2000.

JOSE BONILLA ROBLES

ARTICULO 4°.  “Son partes en el juicio de amparo:

Fracción I. El quejoso, titular de un derecho o de un interés legítimo, siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo primero y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico. Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales o del trabajo, el quejoso deberá ser titular de un derecho subjetivo que  se afecte de manera personal y directa;…”” 

OPINION O COMENTARIO. Estimo que podría ser necesario para efectos de la materia administrativa, reconsiderar lo relativo a que quejoso puede ser el titular de un interés legítimo, ya que si ésto se adopta para abrir las puertas del amparo a todos aquellos afectados por un acto de autoridad, aun cuando no haya afectación directa de un derecho reconocido por el orden jurídico, podría ser conveniente para efectos de la suspensión, no suprimir lo dispuesto en la fracción III del vigente artículo 124, o precisar que no procederá concederla cuando, tomando en cuenta la naturaleza del acto, sea necesario contar con licencia, autorización, permiso o registro y no se cuente con él, puesto que de lo contrario, los jueces podrían concederla sin contar con la autorización relativa.

Fracción II
. “La autoridad responsable, teniendo tal carácter la que dicta, ordena, ejecuta, trata de ejecutar u omite el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria;…”

OPINION O COMENTARIO. Al establecerse como parte en el juicio a la autoridad responsable, no se define realmente esa  figura jurídica, por lo que estimo que podría agregarse que tiene tal carácter el servidor público que dicta, ordena, etc.

Fracción IV.  ”El ministerio público federal, en los juicios de amparo contra normas generales.”

OPINION O COMENTARIO. Considero que sería conveniente agregar también que el Ministerio Público Federal es parte cuando el amparo se promueva contra actos propios de su representación, ya que éste es el representante social y, en consecuencia, tendría que reconocérsele tal carácter en aquellos asuntos donde esté de por medio la familia, menores o incapaces etc.

Artículo 6°.  “El menor de edad podrá pedir amparo sin la intervención de su legítimo representante cuando éste se halle ausente, se ignore quién sea, esté impedido o se negare a promoverlo…”

OPINION O COMENTARIO. La legislación ordinaria reconoce derechos y obligaciones al nonato, quien en algunas ocasiones hereda ante el fallecimiento de su progenitor; para promover el juicio de amparo en defensa de los bienes heredados, se aplica el criterio de que la mujer que lo ha concebido debe recurrir al Juez del orden civil, para que la nombre su representante, con el consiguiente transcurso de tiempo, que podría ser fatal tomando en consideración la naturaleza del acto de autoridad, que podría ser la demolición de un inmueble; por ello, estimo que si la ley ordinaria le reconoce como sujeto de derechos y obligaciones, sería conveniente y significaría un avance para la Ley de Amparo, que se estableciera que el nonato puede pedir amparo a través de la mujer que lo ha concebido. 

Artículo 16.  “El plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo: “

OPINION O COMENTARIO.  El estado de derecho y la finalidad del juicio de amparo implican que sólo deben aplicarse aquellas leyes que resulten apegadas a la Carta Magna; por ello, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, busca que cuando  haya declarado inconstitucional un precepto legal por jurisprudencia, tal declaratoria tenga efectos generales. 

Tomando en consideración lo anterior, estimó que a este artículo sería pertinente agregarle la fracción V, en la  que se establezca  que cuando se reclame una norma general como heteroaplicativa, que haya sido declarada inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la demanda podrá presentarse dentro del término de noventa días, aun cuando no se trate del primer acto de aplicación.

Con ello se lograría que en aquellos casos de leyes cuya aplicación no es muy común, se pueda integrar jurisprudencia y, por otra, que el particular pueda defenderse dentro del término de noventa días de la aplicación de una ley declarada inconstitucional, sin que tenga relevancia el que antes la haya reclamado.

Articulo 25. “Las notificaciones en los juicios de amparo se harán:

Fracción II.  Por oficio:

inciso c), Al ministerio público federal en el caso de amparo contra normas generales; y”

OPINION O COMENTARIO.  Para ser congruente con la opinión relativa al artículo 4º., fracción IV, se tendría que suprimir la mención “en el caso de amparo contra normas generales”, agregando en su lugar la mención: “siempre que se trate de la primera notificación”, ya que el agente está adscrito al órgano jurisdiccional y, por ello, las siguientes pueden hacérsele por lista.

Artículo 32. “Los tribunales colegiados de circuito de amparo son competentes para conocer del juicio de amparo directo.

párrafo segundo. Su competencia se fija de acuerdo con la residencia de  la autoridad que haya dictado el acto reclamado y, en su caso, de acuerdo con la especialización por materia.”

OPINION O COMENTARIO. Por cuestión práctica, entratándose del juicio de amparo directo promovido en contra de sentencias o resoluciones dictadas por el Tribunal Superior Agrario, en el que a los ejidatarios se les hace venir al Distrito Federal desde los más apartados lugares de la República, con la consiguiente concentración de estos juicios, estimó que sería oportuno agregar a este párrafo la mención: “salvo que se trate de amparo en materia agraria, en el que será competente el Tribunal Colegiado de la jurisdicción donde el acto que se reclame, de haber sido favorable a los intereses del quejoso, tendría ejecución”.

Artículo 59. “El juicio de amparo es improcedente:

fracción X, párrafo segundo. “No se entenderá consentida una norma general, a pesar de que siendo impugnable en amparo desde el momento de la iniciación de su vigencia no se haya reclamado, sino sólo en el caso de que tampoco se haya promovido amparo contra el primer acto de su aplicación en perjuicio del quejoso”.

OPINION O COMENTARIO. Considero que podría adicionarse al mismo, la  mención “salvo que se trate de una ley declarada inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia de la Nación”, para que así el quejoso pueda promover el juicio de amparo en contra de la aplicación de una ley declarada inconstitucional por el Alto Tribunal; es decir, para que en caso de que no se haya integrado jurisprudencia, pueda integrarse y si ya se integró, no se permita la aplicación de un precepto inconstitucional. 

Fracción XIX. “En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de esta ley.”

OPINION O COMENTARIO.  Estimo que sería conveniente que se precisara en esta fracción, que  la improcedencia puede resultar también de la jurisprudencia.

Artículo 60. “Las causas de improcedencia son de aplicación estricta, deberán quedar probadas plenamente y se analizarán de oficio por el órgano jurisdiccional que conozca del juicio de amparo.”

OPINION O COMENTARIO. Tengo conocimiento que existe un proyecto de resolución de alguno de los señores Ministros, en el sentido de que como las causas de improcedencia  son de orden público, aun cuando el juez de Distrito se haya pronunciado en relación con su no actualización, el Tribunal revisor de considerarlo procedente, debe ocuparse de su estudio aun sin existir agravio. Criterio que me parece relevante porque el orden público no debe desaparecer aun cuando la causal haya sido materia de pronunciamiento por el Juez de Distrito; o cuando menos ese criterio podría sustentarse para evitar que se concedan amparos cuando realmente el juicio resulta improcedente; por ello, podría considerarse el adicionar a este artículo que las causales se analizaran de oficio en la revisión, aun cuando no exista agravio al respecto. 

Artículo 77, último párrafo.  “En los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios”.

OPINION O COMENTARIO.  Llama la atención el que se establezca que tratándose de las materias civil o administrativa, la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios; y que ésto no se establezca para las materias penal, en la que el bien jurídico tutelado es la libertad, o agraria, en la que se protege la materia de la dotación a los núcleos de población.

Para que el cambio de la suplencia en materia agraria  no sea tan drástico, se sugiere que se incluya en ese párrafo la fracción III.


Artículo 79, fracción II, inciso a), párrafo segundo. “La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras;…”. 

OPINION O COMENTARIO.  En este párrafo se especifica cuál será la materia del recurso; estimo que podría suprimirse la mención, porque ello se reitera en el artículo 94, que se encuentra previsto en la parte relativa a la forma como debe resolverse el recurso de revisión y cual será su materia.

inciso c), “Las que resuelvan el incidente por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso”.

OPINION O COMENTARIO.  El establecer en este inciso que procede el recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en relación con aquellas resoluciones que resuelvan el incidente por exceso o defecto en la ejecución de una sentencia dictada en un juicio de amparo directo, implica que la Corte resuelva problemas de legalidad, no obstante que en este caso las resoluciones de  los Tribunales Colegiados deben  ser terminales y que dicho recurso no tiene por finalidad, por regla general, la aplicación de la fracción XVI del artículo 107 constitucional. 

Artículo 81, fracción I.  “Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los jueces de distrito o por los tribunales colegiados de apelación, cuando habiéndose impugnado normas generales por estimarlas inconstitucionales, o cuando en la sentencia se establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución y subsista en el recurso el problema de constitucionalidad; y”.

OPINION O COMENTARIO.  Considero que sería pertinente precisar que la  Suprema Corte de Justicia,  es competente para conocer del recurso de revisión cuando habiéndose impugnado normas generales “de carácter federal” por estimarlas inconstitucionalidades, subsista en el recurso el problema de constitucionalidad; esto tomando en consideración que debe desprenderse de la ley que a los Tribunales Colegiados corresponde conocer de la inconstitucionalidad de leyes locales; además el Alto Tribunal, en su caso, puede ejercer la facultad de atracción.

Artículo 90, segundo párrafo.  “Turnado el expediente al ministro o magistrado ponente, deberá dictarse la resolución respectiva dentro del plazo máximo de treinta días”.

OPINION O COMENTARIO.  Estimo que cuando menos sería conveniente suprimir la palabra “máximo”, porque el legislador para esos efectos establece términos ideales y de existir esa mención, implicaría que se estuviera infringiendo constantemente la Ley, al no poder emitirse las resoluciones en el plazo mencionado, tomando en consideración la carga de trabajo existente en la mayoría de  los Tribunales Colegiados.

Artículo 91, fracción I. “Examinará, en primer término las causales de sobreseimiento aducidas en los agravios.

Si los agravios son infundados, examinará las causales que no hayan sido apreciadas por el órgano jurisdiccional de amparo de primera instancia, o las que hayan surgido con posterioridad a la resolución impugnada.

De oficio podrá examinar y, en su caso, decretar la operancia de causales de improcedencia desestimadas por el juzgador de origen, siempre que los motivos sean diversos a los considerados por el órgano de primera instancia;…”.

OPINION O COMENTARIO.  Solamente reitero que comparto el criterio de que el estudio de las causales de improcedencia es de orden público y que éste no debe perderse aunque ya hayan sido materia de estudio  en primera instancia; por ello, resultaría de utilidad que se establezca que deben analizarse en la revisión  aun ante la ausencia de agravios, para evitar que se concedan amparos en juicios realmente improcedentes. 

Fracción IV.  “Sólo tomará en consideración las pruebas que se hubiesen rendido ante el órgano jurisdiccional de amparo, salvo aquéllas que tiendan a desestimar el sobreseimiento fuera de la audiencia”.

OPINION O COMENTARIO.  Opino que podría agregarse que en la  revisión  también podrán tomarse en consideración aquellas pruebas que tiendan a demostrar la actualización de alguna causa de improcedencia; así como aquéllas que tiendan a demostrar que ante el juzgado se realizó algún acto o diligencia que no obre en el expediente relativo.

Artículo 104.  “El órgano jurisdiccional que deba conocer el fondo del asunto, resolverá en un plazo máximo de diez días, debiendo ser ponente un ministro o magistrado distinto de su presidente”.

OPINION O COMENTARIO. En este artículo también se establece el plazo “máximo” para emitir resolución; para no estar infringiendo la ley y dar materia para comentarios poco convenientes, sería idóneo suprimir cuando menos la palabra “máximo”; además, en el caso se trata del término que consideró ideal el legislador para resolver.

Artículo 114. “De no existir prevención, o cumplida ésta, el órgano jurisdiccional de amparo admitirá la demanda; señalará día y hora para la audiencia constitucional, que se celebrará dentro de los treinta días siguientes, pedirá informe con justificación a las autoridades responsables y, en su caso, ordenará la tramitación del incidente de suspensión .

Cuando a criterio del órgano jurisdiccional exista causa fundada y suficiente la audiencia constitucional podrá celebrarse en un plazo que no podrá exceder de otros treinta días”.

OPINION O COMENTARIO. Tomando en consideración la naturaleza de algunos actos reclamados, por ejemplo, cuando se reclame una ley con el carácter de autoaplicativa o como heteroaplicativa cuando ya ha sido declarada inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia, no resulta necesario el informe justificado de la autoridad que emitió la Ley, además de que ésta no es materia de prueba; para estos casos estimo que podría establecerse el juicio de amparo sumario, en el que la celebración de la audiencia pueda señalarse dentro del término de 15 días, debiéndose correr traslado a la responsable con la demanda de amparo, otorgándole el término de tres o cinco días para que manifieste lo que a su derecho convenga, sin solicitarle informe.

Así, tratándose de aquellos juicios en los que se reclame, por ejemplo, el precepto que establece el impuesto predial o el que establezca los derechos por consumo de agua o algunos preceptos de las misceláneas fiscales, con el carácter de autoaplicativos; o la aplicación de algunos declarados inconstitucionales, se daría oportunidad al Juez de Distrito de agotar el procedimiento en forma inmediata y no ocupar al personal  manteniendo vivo el trámite de un juicio durante  más tiempo, cuando resulta innecesario.

Artículo 117, segundo párrafo. “Las pruebas testimonial, pericial o inspección judicial deberán ofrecerse cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, exhibiendo original y copias para cada una de las partes de los interrogatorios al tenor de los cuales deban ser examinados los testigos, del cuestionario para los peritos o de los puntos sobre que deba versar la inspección.  No se admitirán más de tres testigos por cada hecho.  Para su desahogo no son aplicables las reglas de la ley supletoria”.

OPINION O COMENTARIO. En ese párrafo se establece que las pruebas testimonial, pericial o inspección judicial, deberán ofrecerse cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional.

Al respecto, para que no exista contradicción entre ese párrafo y el primero del mismo precepto, en el que se establece que las pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia constitucional, excepto la documental; sería adecuado precisar en el segundo párrafo que las pruebas testimonial, pericial o inspección judicial deberán “anunciarse”, en lugar de ofrecerse, cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia.

Artículo 126. “Con excepción de los casos en que proceda de oficio, la suspensión se decretará en todas las materias, siempre que concurran los requisitos siguientes:…”

OPINION O COMENTARIO. En este artículo se suprime para la procedencia de la suspensión, el que con la ejecución del acto reclamado se causen daños y perjuicios de difícil reparación al quejoso; cuestión que se interpretó como el interés suspensional. La supresión del mismo para efectos de la materia administrativa, puede resultar inconveniente, porque podría pensarse que puede concederse la suspensión, aun en relación con giros o actividades que necesitan licencia, autorización, permiso, registro o aviso de apertura, sin que lo tengan. Esto además, así se permite en el artículo 129.

Esta exigencia, desde mi punto de vista, no queda comprendida con la aplicación del criterio de la apariencia del buen derecho, ya que la propia tesis parte del supuesto de que se cumpla con los requisitos que se establecen en el artículo 124 de la Ley de Amparo.

Por ello considero que podría adicionarse una fracción o párrafo que diga que si se trata de una actividad reglamentada, que necesite licencia, autorización, permiso, registro o aviso de apertura, su exhibición será necesaria para conceder la suspensión.

Artículo 127, último párrafo. “El órgano jurisdiccional de amparo podrá conceder la suspensión aun cuando se trate de los casos previstos en el párrafo anterior si, a su juicio, se pueda causar mayor afectación al interés social con la negativa de la medida suspensional”.

OPINION O COMENTARIO. En el caso estimo que sería pertinente que se comprendiera la idea del criterio jurisprudencial de la apariencia del buen derecho y establecer que el órgano jurisdiccional podrá conceder la suspensión, si a su juicio con la negativa de la suspensión, se puede causar mayor afectación al quejoso, que la que se causaría al interés social con su concesión.

Artículo 129. “Para conceder la suspensión no se exigirá al quejoso prueba del interés al que se refiere el artículo 4º., fracción I, en la promoción del amparo o en la del incidente, salvo que se trate de persona extraña al procedimiento del que emanó el acto reclamado, en cuyo caso será necesario que acredite, cuando menos, presuntivamente la afectación a ese interés”.

OPINION O COMENTARIO. En el caso estimo que debería reconsiderarse lo que se establece en este artículo, fundamentalmente para efectos de la materia administrativa; salvo que se adicione un último párrafo al artículo 126, a que me he referido en mi comentario.

Artículo 137. “En los casos en que proceda la suspensión conforme al artículo 126, si hubiere peligro inminente de que se ejecute el acto reclamado con notorios perjuicios para el quejoso, el órgano jurisdiccional de amparo, con la sola presentación de la demanda, deberá ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guarden hasta que se notifique a la autoridad responsable la resolución que se dicte sobre la suspensión definitiva, tomando las medidas que estime convenientes para que no se defrauden derechos de tercero y se eviten perjuicios a los interesados, hasta donde sea posible, ni quede sin materia el juicio de amparo”. 

OPINION O COMENTARIO. Tomando en consideración que en el artículo 126 se establece que de permitirlo la naturaleza del acto, la suspensión se decretará cuando opere a favor del quejoso la apariencia del buen derecho, sin que se precise que no  es aplicable para la suspensión provisional; debería como consecuencia en este artículo establecerse que la suspensión podrá comprender, atendiendo a la naturaleza del acto reclamado, de ser materialmente posible, el restituir provisionalmente al quejoso en el goce del derecho que se estime violado; es decir, que la suspensión puede tener el efecto de levantar la ejecución del acto reclamado.

Esto, porque la mención “se eviten perjuicios a los interesados, hasta donde sea posible”, es muy genérica y porque el artículo 145, en cuyo segundo párrafo se establece “restituirá provisionalmente”, se refiere a la suspensión definitiva.  Salvo que se piense que estos efectos sólo serán aplicables entratándose de la suspensión definitiva, pero ello no se desprende del artículo citado en primer término.

Artículo 148. “En los casos en que la suspensión sea procedente, se concederá en forma tal que no impida la continuación del procedimiento judicial o procedimiento administrativo seguido en forma de juicio en el asunto que haya motivado el acto reclamado, a no ser que la continuación de dicho procedimiento deje irreparablemente consumado el daño o perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso, o sin materia al juicio de amparo”.

OPINION O COMENTARIO. El criterio de la jurisprudencia de la apariencia del buen derecho, establece que procede decretar la suspensión en relación con actos que se estimen de orden público y de interés social (procedimientos administrativos) cuando con su ejecución se causen mayores daños y perjuicios al quejoso, que los que se causarían a la sociedad con la concesión de la suspensión, puesto que no debe entenderse aquélla interesada en que se tramiten procedimientos evidentemente inconstitucionales; ejemplo, cuando la orden de auditoría o de visita ni siquiera está dirigida al quejoso en relación con el cual se está desarrollando el procedimiento; por lo tanto, considero que sería oportuno agregar a dicho artículo, “salvo que sea aplicable el criterio de la apariencia del buen derecho”, por tratarse de un acto evidentemente inconstitucional.

Artículo 190. “Cuando cause ejecutoria la sentencia en que se haya  concedido el amparo, o se reciba testimonio de la dictada en revisión, el órgano jurisdiccional de amparo de primera o única instancia, según corresponda, la notificará sin demora a la autoridad responsable para su cumplimiento y a las demás partes para su conocimiento y efectos legales que estimen convenientes.

En casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, podrá ordenarse el cumplimiento de la ejecutoria por los medios oficiales de que dispongan las oficinas públicas de comunicaciones, o que existan en el propio órgano, de modo tal que se logre el cumplimiento de inmediato, sin perjuicio de comunicarla íntegramente por oficio.

En el oficio o medio de comunicación que se emplee, se prevendrá a las autoridades responsables que informen sobre el cumplimiento que se dé al fallo de referencia dentro del plazo de veinticuatro horas, si se trata de asuntos a los que se refiere el párrafo anterior y, de tres días en los restantes”.

OPINION O COMENTARIO.  Con este artículo se inicia el título tercero del proyecto de Ley de Amparo, que se refiere al cumplimiento y ejecución de las ejecutorias; en este título se advierte un gran avance, puesto que se han separado y precisado debidamente los incidentes que pueden surgir dentro de dicho procedimiento y para evitar confusiones se llama incidente por exceso o defecto, lo que hasta ahora se conoce como queja.

No obstante lo anterior, como en el apartado XII de la introducción al proyecto de Ley de Amparo se reconoce, éste es uno de los temas más complejos del juicio de amparo, ya que en la práctica se advierte que el procedimiento que hasta ahora se encuentra vigente, es amplio, oscuro y confuso y que el juez no cuenta con las facultades ni con los medios de apremio idóneos para hacer cumplir de inmediato sus ejecutorias; por ello, aunque el procedimiento previsto en el proyecto de Ley es claro, sugiero algunas ideas que, en mi concepto, podrían hacerlo más práctico, sencillo y eficaz, buscando que al Alto Tribunal sólo lleguen aquellos casos que los órganos de menor jerarquía no puedan superar.

Para esto sería idóneo otorgar al Juez, para cuando la naturaleza del acto lo permita, las facultades para hacer cumplir de inmediato, en forma directa, la ejecutoria; y para el caso contrario, los medios de apremio que en la práctica resulten eficaces para constreñir al Titular de la autoridad responsable, a cumplir de inmediato; esto implica que podría establecerse un medio de apremio que haga que surja en él el interés directo para cumplir. 

Tomando en consideración lo anterior, opino: 

Que el párrafo tercero del artículo 190, se adecue para establecer que en el oficio con el que se notifique a la autoridad responsable, la ejecutoria para su cumplimiento, también se le requerirá para que, en su caso, informe si a su juicio existe imposibilidad física o jurídica para cumplir la ejecutoria en términos de lo dispuesto en el artículo 75, del proyecto; ya que de existir esa imposibilidad, el Juzgador, dando vista a la parte quejosa, podría ordenar de inmediato se abra el incidente de cumplimiento sustituto, en el cual de quedar demostrada esa imposibilidad, haría innecesario el trámite de todo el procedimiento de ejecución; información que también deben proporcionar el quejoso o el tercero perjudicado si existe.

También podría preverse que en el propio oficio en el que se notifique a la autoridad responsable la ejecutoria, se le  aperciba en el sentido de que de no informar dentro del término precisado, sobre el cumplimiento que haya dado o esté  dando al fallo de referencia, o sino manifiesta si existe imposibilidad física o jurídica para el cumplimiento, se le impondrá “al  titular” de la autoridad una multa con fundamento en lo dispuesto en el artículo 254, que en mi opinión debería ser de veinte a cien días de salario mínimo; lo anterior tomando en consideración la importancia que revista la autoridad  dentro del ámbito de la administración y el ingreso que perciben en algunas regiones de la República.

Es decir, que la multa establecida en el artículo 254 “de cien a mil días de salario”, no toma en consideración el presupuesto que tienen algunas autoridades, por ejemplo en la sierra de Oaxaca, caso en el cual la mínima puede resultar excesiva, más si tomamos en cuenta las condiciones económicas de algunas regiones de la República.

Artículo 191. “Si la sentencia no quedare cumplida en el plazo a que se refiere el artículo anterior, cuando la naturaleza del acto lo permita, o en caso contrario no se encontrare en vías de cumplimiento, el órgano jurisdiccional que conoció del amparo de oficio o a petición de parte, impondrá una multa a la autoridad responsable y requerirá al superior inmediato de ésta, para que la obligue a cumplir sin demora con la sentencia; si la autoridad responsable no tuviere superior, el requerimiento se hará directamente a ella”.

OPINION O COMENTARIO.  Si la ejecutoria no quedare cumplida en el término que se prevé, cuando la naturaleza del acto lo permita, o no se encontrare en vías de ejecución en la hipótesis contraria, o no se manifestare si existe imposibilidad física o jurídica para cumplirla, sugiero que se establezca que mientras subsista la omisión, previo apercibimiento, se irá duplicando la multa en cada nuevo requerimiento, hasta obtener el cumplimiento de la ejecutoria, siguiendo la idea del segundo párrafo del vigente artículo 224. 

Estimo que sería conveniente prever además, que la sanción económica se impone al titular de la autoridad, quien deberá responder de la misma aun cuando deje el cargo, ya que ésta es una persona moral pública que ejerce sus funciones a través de aquél, por lo que debe ser la persona física la obligada al pago de la multa cuando deje el cargo, tomando en consideración que solamente así tendrá un verdadero interés en el cumplimiento de la ejecutoria; lo anterior lo considero un medio de apremio más práctico, idóneo y eficaz para lograr el cumplimiento.

No obstante lo anterior, opino que también podría preverse que cuando la naturaleza del acto lo permita, si la autoridad responsable no cumple la ejecutoria dentro del término de diez días, contados a partir de que surta efectos la notificación de la ejecutoria, el Juzgador deberá cumplirla en forma directa, restituyendo al quejoso en el goce de la garantía individual violada; con lo cual también nos ahorraríamos el trámite de gran parte del procedimiento.

Esto es, que con la opinión de referencia, cuando la naturaleza del acto lo permita, podrá cumplirse la ejecutoria de amparo en breve término, logrando con ello la finalidad de lo establecido en el artículo 17 de la Constitución General de la República, que es la pronta administración de justicia.

Por lo tanto, sólo si la naturaleza del acto no permite lo anterior y la responsable es omisa en dar cumplimiento a la ejecutoria de amparo, previo apercibimiento el juzgador iría duplicando las multas en cada requerimiento que se haga al titular de la responsable, hasta que se obtenga el cumplimiento de la obligación.

Si subsiste la omisión por parte de la autoridad responsable para dar cumplimiento a la ejecutoria de amparo, independientemente de las multas, previo apercibimiento, de oficio o a instancia de cualquiera de las partes, se requerirá al superior inmediato y, en su oportunidad, al superior jerárquico, si existen, para que obliguen aquélla a cumplir sin demora la sentencia.  Las multas, previo apercibimiento, también serían aplicables a estos, los que serían  responsables de su pago, aun cuando dejen el cargo. 

Cabe agregar que de conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 107, de la vigente Ley de Amparo, las autoridades requeridas como superior inmediato y jerárquico incurren en responsabilidad por falta de cumplimiento de las ejecutorias, en los mismos términos que la autoridad contra cuyos actos se haya concedido el amparo.

Con lo anterior considero que sería más factible lograr el inmediato cumplimiento de la ejecutoria y que la contumacia, abstención o evasivas constituirían una verdadera excepción.

segundo párrafo.  “Se entiende como superior jerárquico de la autoridad responsable, aquél que de conformidad con la normatividad que rija a la institución pública correspondiente, ejerce sobre ella poder o mando para obligarla a actuar o dejar de actuar en la forma exigida en la ejecutoria de amparo, o bien para cumplir ésta por sí misma”.

OPINION O COMENTARIO.  Debe hacerse notar que en este párrafo se define qué seentiende por superior jerárquico, sin que antes se haya hecho referencia a él.

Artículo 193.  “Cuando el órgano jurisdiccional de amparo reciba 

informe de la autoridad responsable relativo al cumplimiento de la sentencia, dará vista a las partes por el plazo de tres días, para que manifiesten lo que a su derecho convenga.  Transcurrido dicho plazo, con manifestación o sin ella, decidirá si se encuentra o no cumplida o en vías de cumplimiento; en amparo directo, resolverá si formalmente se encuentra cumplida.  Si la tiene por incumplida remitirá los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos del artículo anterior.

Si el órgano jurisdiccional de amparo considera que la sentencia se encuentra en vías de cumplimiento, dará un plazo razonable para que éste se realice de manera total, y en caso de no lograrse procederá en términos del artículo anterior”.

OPINION O COMENTARIO.  El determinar con base en el informe  de  la  responsable si una ejecutoria debe o no tenerse por cumplida, es  una cuestión de legalidad, por ello, si el órgano jurisdiccional determina que con base en las actuaciones de la autoridad ha lugar a tenerla por incumplida, lo que procedería sería estudiar si esa determinación se encuentra apegada a derecho y, en su caso, seguir requiriendo el debido cumplimiento con apercibimiento y la consecuente imposición de multas; por ello opino que establecer que procede la remisión del asunto al Alto Tribunal, no es idóneo, porque  serían muchos los asuntos que a él se remitirían, sin que, por regla general, se trate realmente de un problema relativo a la aplicación de la fracción XVI del artículo 107 constitucional.

Artículo 201.  “El órgano jurisdiccional de amparo, sin decidir sobre la admisión de la inconformidad, remitirá el original del escrito, así como los autos del juicio a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual resolverá allegándose los elementos que estime convenientes, en términos de lo dispuesto por el artículo 192”. 

OPINION O COMENTARIO.  En los artículos 199 y 201, se establece que cuando la parte interesada no estuviere conforme con la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria; con la que declare que existe imposibilidad material o jurídica para cumplirla; o con la que declare sin materia o infundada la repetición del acto reclamado, se enviará también el escrito relativo y el expediente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

La inconformidad aludida tiene como finalidad, por regla general, que la Suprema Corte de Justicia revise la legalidad de la resolución relativa, dictada por la autoridad que conoció del juicio de amparo.

Por tanto, si tomamos en consideración que de acuerdo con las reformas habidas tanto a la Constitución, como a la Ley de Amparo, de las cuestiones de legalidad deben conocer los Tribunales Colegiados de Circuito, no existe razón para continuar sustentando que de esa inconformidad debe seguir conociendo el Alto Tribunal.

No pasa inadvertido que existe jurisprudencia del Alto Tribunal, que establece que si la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al conocer de la inconformidad, encontrare que la autoridad responsable es contumaz porque se abstiene de cumplir la ejecutoria, seguirá el procedimiento previsto en la fracción XVI del artículo 107, de la Ley de Amparo, para efecto de la separación del cargo de su titular; pero tal cuestión en la práctica  podría darse sólo excepcionalmente,  puesto que como ya se dijo, la materia de la inconformidad versa sobre el estudio de la legalidad de la resolución, por lo que de ser ineficaces los agravios que se hagan valer, se confirmaría la misma y de ser fundados, el alcance de la resolución sería el dejar sin efectos aquélla que tuvo por cumplida la ejecutoria y obligar al órgano que conoció del juicio de amparo, que siga requiriendo el debido cumplimiento de la misma; o que abra el incidente de cumplimiento sustituto o declarar sí se actualiza o no la repetición del acto reclamado; por lo que en estos casos el Tribunal Colegiado de advertir al conocer de la inconformidad, que la autoridad es contumaz, de manera excepcional podría ordenar se remitan los autos al Alto Tribunal.

Con lo antes expuesto, he expresado  las razones del por qué considero que podría modificarse este precepto y establecer que de la inconformidad  conocerá un Tribunal Colegiado de Circuito, siempre que se trate del juicio de amparo indirecto, ya que si se trata del juicio de amparo directo y quien emitió la resolución teniendo por cumplida la ejecutoria fue el presidente de dicho Tribunal, lo que debe proceder es el recurso de reclamación y, en su caso, la resolución que se dicte en éste debe estimarse firme por ser, como ya se dijo, una cuestión de legalidad, salvo que se trate de una resolución relativa a inconstitucionalidad de leyes o a la interpretación directa de un precepto constitucional.

Artículo 203.  “Cuando la ejecución de la sentencia afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso, éste podrá solicitar a la Suprema Corte de Justicia disponer de oficio su cumplimiento sustituto.

La solicitud del quejoso podrá presentarse en la vía incidental a partir del momento en que cause ejecutoria la sentencia y hasta antes de que se tenga por cumplida.

El órgano jurisdiccional de amparo resolverá lo conducente y en caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la restitución”.

OPINION O COMENTARIO.  Por lo que se refiere al incidente de cumplimiento sustituto, sería conveniente precisar que no solamente debe tramitarse cuando así lo solicite el quejoso, ya que la jurisprudencia del Alto Tribunal ha determinado que también debe hacerse cuando así lo solicite la autoridad responsable; que dicho incidente solamente procede cuando exista imposibilidad física o jurídica para la ejecución de la ejecutoria, en los términos del artículo 75, pero que las partes pueden convenir el cumplimiento sustituto de la  ejecutoria; esto en aras de buscar que queden cumplidas en el menor tiempo posible.

Artículo 208. “Si con posterioridad a la entrada en vigor de la declaración general de inconstitucionalidad o de interpretación conforme, se aplica la norma general inconstitucional o se le da un sentido diverso al establecido en la declaración correspondiente, el afectado podrá hacer valer los medios de defensa que establece este título ante el juez de Distrito competente de acuerdo con las reglas establecidas  en el capítulo V, del título primero”.

OPINION O COMENTARIO.  En este artículo se establece que si con posterioridad a la entrada en vigor de la declaración general de inconstitucionalidad o de interpretación conforme, se aplica la norma general inconstitucional o se le da un sentido diverso al establecido en la declaración correspondiente, el afectado podrá hacer valer los medios de defensa que prevé ese título, ante el Juez de Distrito competente; y remite a las reglas establecidas en el capítulo V del título primero.

Con lo anterior entiendo que dicho artículo se refiere a la repetición del acto reclamado previsto en el artículo 197, el que de su texto podría interpretarse que sólo puede ser denunciada por la parte quejosa en el juicio. 

De ser así, ello justificaría que para aquéllos que no fueron parte en el juicio,  en el artículo 16 se  adicione la fracción V, a que  he hecho referencia, estableciéndose el término de noventa días para presentar la demanda de amparo, en contra de una ley declarada inconstitucional con motivo de su aplicación; y precisamente para estos casos se sugiere que en el artículo 114, se establezca la tramitación del juicio de amparo sumario, ya que dado el carácter de la Ley reclamada, no será necesario el informe justificado de la autoridad, ni el trámite de un procedimiento amplio, en el entendido de que el establecimiento del juicio sumario trae como consecuencia el no ocupar al personal del órgano judicial  tanto tiempo, en el trámite del juicio.

Artículo 214.  “La jurisprudencia por reiteración se establece por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en pleno o en salas, o por los tribunales colegiados de circuito de amparo.

La jurisprudencia por contradicción se establece por el pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación”.

OPINION O COMENTARIO.  En este artículo se precisa que la jurisprudencia por contradicción  se establece únicamente por el Pleno o las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; al respecto opino que tomando en consideración las elevadas funciones que tiene por encargo el Alto Tribunal, podría establecerse que la jurisprudencia por contradicción entratándose de leyes o actos de carácter local, se establece por el Pleno de los Tribunales Colegiados en Materia de Amparo del Circuito correspondiente, tomando en consideración la especialización por materia para cuando funcionen en esos términos; con ello se evitaría que el Pleno o las Salas del Alto Tribunal, se ocupen de esos temas; además podría preverse que los Magistrados de Circuito pueden solicitar  al Alto Tribunal que revise o suspenda la vigencia de esa jurisprudencia.

Artículo 227. “La jurisprudencia por contradicción se establece al dilucidar los criterios opuestos sostenidos por las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación entre sí; o los tribunales colegiados de circuito de amparo, en los asuntos de su competencia respecto de otros órganos jurisdiccionales de amparo de igual categoría”.

OPINION O COMENTARIO.  De tomarse en consideración la adición al artículo 214, tendría que adecuarse el capítulo III del título cuarto relativo a jurisprudencia por contradicción de tesis, para establecer las bases relacionadas con la forma como debe convocarse a los magistrados, la distribución de las contradicciones y, en su caso, como deben aprobarse las jurisprudencias sustentadas. 

Artículo 254.  “La multa a que se refieren los artículos 192 y 193 será de cien a mil días”. (procedimiento de ejecución de ejecutorias).

OPINION O COMENTARIO.  Por último, en este artículo que se refiere a las multas que deben aplicarse en relación con el procedimiento de ejecución de las ejecutorias de amparo, opino que sería idóneo modificar el monto “de cien a mil días” de salario; para que diga “de veinte a cien días” de salario; para aplicarla tomando en consideración la importancia que revista la autoridad dentro del ámbito de la administración y a las diferentes zonas de la República, porque en muchos casos la mínima resultará excesiva; esto además porque se propone que se adopte el sistema previsto en el artículo 224 de la vigente Ley de Amparo; es decir, que se prevea que en caso de que subsista la omisión en el cumplimiento de la ejecutoria, no obstante el requerimiento efectuado por el órgano que haya conocido del juicio de amparo, la multa se iría duplicando en cada nuevo requerimiento hasta obtener el cumplimiento de la obligación; así como que la multa se impondrá al titular de la autoridad responsable, el que deberá  responder de la misma, no obstante que deje el cargo. 

Reitero a usted mi consideración atenta y distinguida.

México, Distrito Federal, a seis de noviembre de dos mil.

LIC. PEDRO ESTEBAN PENAGOS LOPEZ.

MAGISTRADO DEL DECIMO PRIMER TRIBUNAL

COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA

DEL PRIMER CIRCUITO.

Siempre he considerado que cuando una institución viene funcionando correctamente, mientras menos se le toque y transforme será mejor. La Ley de Amparo vigente ha venido rigiendo, con algunas reformas esporádicas, y por lo mismo normando el juicio de garantías, desde hace más de cincuenta años, y ha servido para hacer del citado juicio un medio de defensa eficaz e insuperable, orgullo de los mexicanos.

Cuando aún estaba yo al frente del Instituto de Especialización Judicial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (ahora llamado “Instituto de la Judicatura Federal”, denominación que en mi opinión le hizo perder rango y empobreció su imagen) me visitó un distinguido jurista brasileño que, por encargo de varios países de Centro y Sudamérica, estaba haciendo un recorrido por el mundo con el propósito de estudiar los sistemas de defensa de que en los países por él visitados podía disponer el gobernado para enfrentarse a las arbitrariedades del Poder Público, y, según me dijo categóricamente (estaba concluyendo ya su recorrido) el mejor era el amparo mexicano. ¿No permite tal apreciación concluir que nuestro juicio es bueno y que debe dejársele como viene funcionando de conformidad con la Ley de Amparo vigente? Claro que es conveniente llenar sus vacíos, corregir algunos errores de redacción que inducen a confusión y, en suma, actualizarla en aquellos puntos en que la actualización es necesaria. En concreto: es pertinente revisarla. Pero ello no significa que deba expedirse una “nueva ley de amparo”. ¡No hace falta una nueva ley!; la vigente es correcta y sirve a los fines para la que fue expedida.

El proyecto de la supuesta nueva ley de amparo pretende justificar su “novedad” cambiando la redacción hasta de los preceptos vigentes cuya esencia o contenido respeta. ¿Por qué, entonces, no se les conserva tal cual están redactados? Fácilmente se advierte que es superior, por su claridad (claridad absolutamente necesaria, indispensable, en toda norma jurídica para evitar confusiones y aplicaciones erróneas) el texto del precepto vigente cuyo contenido se acoge.

Independientemente de las apreciaciones de carácter general que antes expongo, examinando específica y concretamente los preceptos que integran el proyecto en cuestión considero pertinente exponer mis puntos de vista acerca de los que no me parecen buenos:

Artículo 1º.  La redacción del precepto más parece una exposición de motivos que una prevención normativa. Además, resulta confuso e innecesario establecer que el juicio también procede cuando el acto autoritario que se reclama sea violatorio de los derechos humanos, pues éstos están protegidos por las garantías individuales. ¿O es que los hay que no queden comprendidos en ellas? En caso de que los haya debería precisárseles y no dejarlos a la apreciación subjetiva del quejoso….. y del juzgador.

Artículo 3º.  El precepto concuerda con lo establecido en el artículo 3º. de la Ley vigente, pero es mejor la redacción de éste, pues al remitir al artículo 117 precisa cuáles son los actos autoritarios que pueden ser reclamados en comparecencia y no necesariamente por escrito; en tanto que en el precepto del proyecto se establece que la promoción puede ser oral en los supuestos autorizados “por la ley”, así, sin concretar tales actos.

Artículo 33.  Las autoridades del orden común que “auxilian” a los órganos jurisdiccionales encargados constitucionalmente del juicio de garantías, no son “competentes para conocer del juicio de amparo indirecto”, pues no los fallan sino que se limitan a dictar las medidas que sean urgentes, dada la naturaleza de los actos reclamados, y a servir de conducto para hacer llegar al juzgador constitucional la demanda relativa. ¿O es que se pretende que dichas autoridades conozcan en su integridad del problema y lo resuelvan? Es mejor la redacción del artículo 38 en vigor.

El artículo 51, después de establecer que “el funcionario judicial que se excuse deberá, en su caso, proveer sobre la suspensión, excepto cuando aduzca tener interés personal en el asunto”, dispone que “el servidor público que deba sustituirlo resolverá lo que corresponda, en tanto se califica la causa de impedimento”. Y salta la pregunta: ¿quién es el funcionario público que deba sustituirlo? Además, ¿qué atribuciones tendría tal funcionario si ya quien se excusó resolvió acerca de la suspensión? Preferible lo estatuido por el artículo 72 de la Ley vigente.

El 77, que lista los casos en que debe suplirse las deficiencias de los conceptos de violación y de los agravios, establece, en su fracción I, inciso a), que tal suplencia opera en cualquier materia cuando el acto reclamado se funda en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte, “salvo en el caso de que se haya emitido la declaración general de inconstitucionalidad, en que deberá estarse además a lo dispuesto por el Capítulo IV del Título Cuarto”. Independientemente de que el precepto es confuso, permite entender que en el supuesto a que el mismo se refiere no opera la suplencia, porque gramaticalmente la palabra “salvo” así debe interpretarse. Además, de las muchas prevenciones que contiene el invocado Capítulo IV, ¿cuál es, en concreto, la que debe aplicarse en el supuesto en cuestión?

También es confusa, y en ocasiones podría resultar contraria al mandado legal de suplir la deficiencia de los conceptos de violación y de los agravios, la prevención que categóricamente establece el propio precepto en su fracción V, en el sentido de que “la suplencia sólo operará en lo que se refiere a la controversia en el amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el proceso en el que se dictó la resolución reclamada”, pues lo más probable es que al realizar la suplencia tengan que afectarse esas situaciones, como una consecuencia lógica de aquélla. Si lo que pretende estatuirse en la fracción V que se analiza es que el juzgador no debe afectar cuestiones ajenas a las que constituyen la litis, la disposición viene siendo innecesaria porque difícilmente el juzgador so pretexto de suplir las referidas deficiencias, examinaría e invalidaría cuestiones que no guardan relación con el problema a resolver en el amparo.

Artículo 79, Fracción II, inciso a).  Es inadmisible que sea el Presidente de la Suprema Corte quien, al parecer en representación de ésta (la citada fracción dice que es el conducto por el cual la Corte resuelve) decida si procede o no el recurso de revisión contra las sentencias que resuelvan u omitan resolver “sobre la constitucionalidad de normas generales” y respecto de “la interpretación directa de un precepto de la Constitución…..”

En mi opinión los incisos b) y c) de la aludida fracción II disponen lo mismo, pues en ambas se establece la procedencia de la revisión contra las resoluciones  que decidan acerca del exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido la protección de la Justicia Federal, con la diferencia de que mientras que en el inciso b) se especifica que la revisión es procedente “siempre que en ella (en la citada sentencia) se haya declarado la inconstitucionalidad de una ley o determinado la interpretación directa de un precepto constitucional”, en el c) se limita a estatuir que el recurso procede contra las resoluciones que “resuelvan el incidente por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso”, sin constreñir la procedencia del recurso a los casos en que la sentencia ejecutada defectuosa o excesivamente haya resuelto respecto de la constitucionalidad de una ley o fijado la interpretación directa de un precepto de la Carta Magna. El inciso c) parece ser la regla general, y el b) un supuesto específico que, obviamente, queda comprendido en aquélla.

El último párrafo del artículo 86 expresa que el incumplimiento del requerimiento al recurrente, para que exhiba las copias de su escrito de revisión, no da lugar a que se tenga por no interpuesto tal recurso cuando los actos reclamados sean “restrictivos de la libertad o afecten intereses de menores de edad o de incapaces”. ¿Debe entenderse que entre los restrictivos de la libertad quedan comprendidos los que importen privación de la vida, deportación, destierro y la incorporación forzosa al Ejército, Marina y Fuerza Aérea Mexicanos? porque éstos no son mencionados.

El artículo 98, que se refiere al recurso de queja, también incurre en la omisión antes señalada, ya que establece, respecto de las copias, textualmente los mismo que el 86 dispone acerca de las copias del escrito en que se interpone la revisión.

El artículo 106, fracción I, inciso d), establece la procedencia del amparo indirecto contra “Las Constituciones de los Estados y el Estatuto Orgánico del Distrito Federal”. Considero que tal prevención, enunciada así, pugna con el sistema federal, que descansa en los principios de independencia y soberanía (o autonomía) de los Estados.

El propio artículo 106 dispone que procede amparo indirecto, VI, contra actos dentro o fuera de juicio que afecten “a personas extrañas cuando la ley no prevea en su favor algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificar o revocar esos actos, siempre que no se trate del juicio de tercería”, lo que significa que si existe algún recurso que el afectado con el acto autoritario pudiera hacer valer, la promoción del amparo, sin agotar dicho recurso, actualizaría la improcedencia del juicio de garantías (igual disposición contiene el artículo 114, fracción V, de la Ley de Amparo vigente). Pero tradicionalmente se ha venido considerando, y hasta hay jurisprudencia reiterada al respecto, que en tal supuesto opera una excepción al principio de definitividad, excepción que me parece correcta, justa y conveniente.

Es mala la redacción de la fracción III del artículo 110, que se refiere a un supuesto en que puede ampliarse la demanda de amparo, pues permite entender que la ampliación constituye una “segunda” demanda, ya que alude al escrito inicial llamándole “primera demanda”, como si la multicitada ampliación fuera una demanda más.

El artículo 126, sustituye la fracción III del artículo 124 de la Ley en vigor, que establece como un requisito para que el juzgador deba conceder la suspensión solicitada, el de que “sean de difícil reparación los daños y perjuicios que se causen al agraviado con la ejecución del acto” reclamado, por una prevención que dice: “Que de permitirlo la naturaleza del caso, opere en favor del quejoso la apariencia del buen derecho”.

Son varias las objeciones que, en mi opinión, pueden hacerse valer en contra de tal sustitución:

1ª.- No se toma en cuenta el grado de dificultad que deba vencer el tercero perjudicado para lograr la restitución de las cosas al estado que tenían antes de la ejecución del acto reclamado;

2ª.- La determinación de si asiste o no al quejoso un “buen derecho” es problemática porque no se precisa la forma de determinarlo, máxime que, según tal fracción III, basta que sea aparente; y 

3ª.- Además, lo de que el quejoso cuente con ese “buen derecho”, en todo caso deberá tomarse en consideración para valorar el primer requisito: el de que el quejoso solicite la suspensión.

Por otra parte, si ya en la fracción II del invocado artículo 126 se estableció que el juzgador debe conceder la suspensión solicitada cuando de concederla “no se siga perjuicio al interés social...”, sale sobrando agregar en el 127, que el órgano jurisdiccional “podrá conceder la suspensión aún cuando se trate de los casos previstos en el párrafo anterior (el que enuncia los caos en que, entre otros, se siga perjuicio al interés social con el otorgamiento de la medida suspensional).... si a su juicio, se puede causar mayor afectación al interés social con la negativa” de tal medida. Es contradictorio estatuir, primero, los casos en que se “perjudica” al interés social, y, después, establecer que a pesar de ello puede suspenderse el acto reclamado si con la suspensión se “beneficia” al interés social. El precepto que se analiza, de entrar en vigor, seguramente daría lugar a que los juzgadores dictaran resoluciones contradictorias en casos análogos.

El artículo 130, previene que “En los casos en que sea procedente la suspensión, pero sus efectos puedan ocasionar daño o perjuicio a tercero, se concederá si el quejoso otorga garantía ...”. Es decir, según tal disposición, el otorgamiento de la garantía constituye requisito de procedibilidad de la suspensión, lo que es incorrecto porque dicho otorgamiento es requisito de efectividad, ya que la suspensión se concede de inmediato y deja de surtir efectos si el quejoso no otorga dicha garantía en determinado plazo; en la inteligencia de que puede otorgarla después del citado plazo si el acto reclamado no se ha ejecutado. Así lo establece el propio proyecto de la nueva ley en su artículo 134. (Es justo reconocer que la Ley de Amparo vigente incurre en el mismo error de redacción).

El artículo 142, dice que en la audiencia incidental “se recibirán las documentales que el órgano jurisdiccional se hubiere allegado”. ¿Esto significa  que el juzgador recabará pruebas oficiosamente? Por otra parte, resulta contradictorio “allegarse” y “recibir” pruebas.

El segundo de los párrafos del artículo 145 permite, lo que pugna con los principios que acerca de la suspensión tradicionalmente se han considerado propios de su naturaleza, que a ésta se le den efectos restitutorios, pues dispone que, de ser materialmente posible, el juzgador “restituirá provisionalmente al quejoso en el goce del derecho violado mientras se dicta sentencia ejecutoria en el juicio de amparo”. Y resulta obvio deducir que siempre será materialmente posible acordar tal restitución, pues de no ser factible lograrla el amparo sería improcedente precisamente por estarse en el caso de un acto de imposible reparación. Desde luego que, en el supuesto de que de no acordarse la suspensión con efectos restitutorios el juicio perdería su materia, sí debe determinarse tal restitución provisional, como ocurre, por ejemplo, cuando el acto reclamado se hace consistir en una clausura temporal ya ejecutada, pues si el tiempo de duración de tal clausura transcurre mientras se tramita el juicio de amparo en cuanto al fondo, la concesión de la protección constitucional, ya no tendría razón de ser.

Artículo 152. – Si el juicio de amparo nunca procede de oficio puesto que uno de los principios que le sirven de sustentación es el de iniciativa o instancia de parte, y si, conforme a lo dispuesto por el artículo 126 del propio proyecto de ley, para que la suspensión sea concedida es necesario “que la solicite el quejoso”, resulta inaceptable la disposición del artículo 152, en el sentido de que “la suspensión definitiva podrá modificarse o revocarse de oficio o a petición de parte, cuando ocurra un hecho superveniente que lo motive...”. Considero que solamente en los casos en que la medida suspensional debe concederse de oficio, la realización de un hecho superveniente podría conducir al juzgador a revocar oficiosamente su negativa inicial.

El penúltimo párrafo del artículo 168 es muy confuso y requiere de una redacción que permita fácil comprensión.

Artículo 171.- Considero que la violación a las leyes del procedimiento en los juicios del orden penal que señala en su fracción III, se produce cuando no se caree al quejoso con los testigos que hayan depuesto en su contra, aún cuando no haya solicitado dicho careo, ya que realizar éste constituye una de las garantías consagradas en el artículo 20 constitucional.(*)
Artículo 172.- Si en materia penal el órgano de control constitucional está obligado a suplir las deficiencias en que incurra el quejoso al formular los conceptos de violación y, en su caso, los agravios, no se justifica que en el primer párrafo del artículo 172 se establezca que “se tendrán por consentidas las violaciones procesales que se hayan producido en el juicio penal correspondiente, si el quejoso no precisa “la forma en que trascendieron en su perjuicio al resultado del fallo”. Esta exigencia resulta tanto más inaceptable cuando que en el párrafo siguiente del propio precepto se estatuye que el Tribunal Colegiado de Circuito deberá decidir respecto de todas las violaciones procesales que se hicieron valer “y aquellas que, en su caso, advierta en suplencia de la queja”.

El artículo 180, que se refiere a la revisión adhesiva, correctamente establece que los conceptos de violación correspondientes “podrán estar encaminados a fortalecer las consideraciones de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pone fin al juicio que determinaron el resolutivo favorable a sus intereses”; pero incorrectamente agrega que dichos conceptos de violación podrán impugnar las consideraciones “que concluyan en un punto decisorio que le perjudica”, pues si tales consideraciones motivan un punto decisorio (un resolutivo) que le agravie, lo que procede contra el mismo es una revisión directa, no adhesiva.

El artículo 193, establece que, una vez que ha transcurrido el plazo de tres días dentro de los cuales las partes debieron manifestar al juzgador si están o no conformes con el cumplimiento, por parte de la responsable, dado a la sentencia que concedió la protección de la Justicia Federal, el propio juzgador decidirá, “en amparo directo.... si formalmente se encuentra cumplida”. No encuentro justificación para que, estándose en la etapa de ejecución de la mencionada sentencia, el órgano de control constitucional determine, “en amparo directo”, si la ejecución es correcta. ¿Amparo respecto de actos de ejecución?

Artículo 207.- Estimo que el cumplimiento sustituto de la sentencia que ampara debe poder operar no sólo en los casos en que la ejecución normal o directa afecte gravemente a la colectividad, sino también cuando ésta ejecución resulte difícil o problemática. Por otra parte, si el artículo 207 establece que el quejoso podrá “solicitar” a la Suprema Corte el cumplimiento sustituto, resulta un contrasentido concluir diciendo que la Corte dispondrá, “de oficio”, tal cumplimiento.

El artículo 208, no obstante que, según parece, puede ser de gran transcendencia, es confuso e impreciso. Constituye, por sí solo, el Capítulo V denominado “Incidente por incumplimiento de la Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación conforme”, forma parte el Título III, y textualmente dice: “Artículo 208.- Si con posterioridad a la entrada en vigor de la declaración general de inconstitucionalidad o de interpretación conforme, se aplica la norma general inconstitucional o se le da un sentido diverso al establecido en la declaración correspondiente, el afectado podrá hacer valer los medios de defensa que establece este título ante el juez de distrito competente de acuerdo con las reglas establecidas en el capítulo V del título primero”.

Puesto que el aludido artículo 208 se encuentra incluido en el Título III, al estatuir que los “medios” que pueden hacerse valer son los que establece “este título”, debe entenderse que se refiere a los medios establecidos en el citado Título III. Pero éstos en nada contemplan el supuesto que indica el precepto en cuestión, pues, según la denominación de su capitulado, se refieren al “Cumplimiento e inejecución de las sentencias de amparo” (Capítulo I); a la “Repetición del Acto Reclamado” (capítulo II); a la “Inconformidad”, que se hace valer contra las resoluciones que tengan por cumplida la sentencia de amparo; que declaren que existe imposibilidad material o jurídica para cumplirla; o que declaren sin materia o infundada la denuncia de repetición del acto reclamado (capítulo III); al “Cumplimiento Sustituto” (capítulo IV); y al “Incidente por Exceso o Defecto en la Ejecución de Resoluciones de amparo” (capítulo V).

No está previsto en el Título III, como puede verse, ningún medio operante en el caso que indica el artículo 208.

Tampoco el Capítulo V del Título Primero señala las “reglas” a que deba sujetarse la impugnación de los actos autoritarios que constituyan aplicación de preceptos legales declarados inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte, pues tal Capítulo establece las reglas para determinar la competencia de los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación para conocer del juicio de amparo, y a los conflictos competenciales de tales órganos.

En conclusión: lo estatuido por el multicitado artículo 208 resulta de imposible aplicación.

Además, ¿qué se pretende con lo establecido en dicho precepto? ¿Obligar a toda autoridad a no aplicar a nadie la ley o “norma general” declarada inconstitucional y ceñirse a la interpretación de la misma sustentada en una tesis jurisprudencial? ¿El propósito es acabar con el principio de relatividad, con la “Formula Otero”, que ha venido caracterizado al juicio de amparo?. Es obvio que sí éste es el propósito que se persigue con lo expresado en el comentado precepto, resulta necesario, indispensable, que sea claro y preciso. Si toda norma o regla jurídica debe ser tan clara y precisa que no induzca a error o confusión, con mayor razón debe serlo la que viene a transformar uno de los más transcendentes pilares en que se sustenta el juicio constitucional y que tiene por finalidad puntualizar los alcances de toda sentencia que otorga la protección de la Justicia Federal.

ARTURO SERRANO ROBLES

� Constituyen indirectamente una fuente formal del Derecho, ya que son criterios orientadores insertos expresa o tácitamente en todo sistema jurídico, y fundan su razón de existencia en dirigir e inspirar al legislador y al juzgador y en algunos casos, suplir los insuficientes o ausencias de la ley u otras fuentes formales. Podemos entender entonces, por principios generales del derecho, no exclusivamente aquellos criterios estrictamente jurídicos (lógico-jurídicos) que suplen insuficiencias legislativas y que constituyen una de las tradicionales fuentes formales indirectas de las normas jurídicas; sin también aquellos valores o los principios que de ellos se derivan (criterios axiológicos) que son fuente de inspiración y orientación de la que abrevan el legislador y los jueces para ir haciendo posible la creación y recreación del Derecho.


� La Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; y la Convención Americana sobre Derechos Humanos.


� “Interés Jurídico en el Amparo. Su concepto. De acuerdo con el artículo 4° de la Ley de Amparo, el ejercicio de la acción constitucional está reservado únicamente a quien resiente un perjuicio con motivo de un acto de autoridad o por la ley. Por lo tanto, la noción de perjuicio, para que proceda la acción de amparo presupone la existencia de un derecho legítimamente tutelado, que cuando se transgrede por la actuación de una autoridad, faculta a su titular para acudir ante el órgano jurisdiccional demandando el cese de esa violación. Ese derecho protegido por el ordenamiento legal objetivo es lo que constituye el interés jurídico, que la Ley de Amparo toma en cuenta, para la procedencia del juicio de garantías.”  Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: VIII-Diciembre. Tesis: VI. 3º. J/26. Página: 117. 


� Plazo anterior, 15 días (art. 21 L.A.), 30 días tratándose de amparo contra Leyes autoaplicativas (art. 22, fracción I L.A.), en cualquier momento (art. 217 L.A.), en cualquier momento contra actos de privación de derechos agrarios; Plazo según el proyecto de la nueva ley, 30 días (art. 16, primer párrafo P.L.A.), 45 días tratándose de amparo contra Leyes autoaplicativas (art. 16, fracción I, P.L.A.), 90 días cuando se trate de sentencias condenatorias penales (art. 16, fracción II, P.L.A.), 90 días contra actos de privación de derechos agrarios (art. 16, fracción III, P.L.A.).


� “AMPARO PROMOVIDO POR EL OFENDIDO. IMPROCEDENCIA DEL.  Es improcedente el amparo solicitado por el ofendido en contra de la sentencia que absuelve al acusado, ya que en tal caso el reclamante no se encuentra dentro de ninguna de las hipótesis previstas por el artículo 10 de la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Federal; y por lo tanto, considerando que el acto reclamado no afecta los intereses jurídicos del quejoso, el juicio constitucional debe sobreseerse con fundamento en los artículos 74, fracción III y 73 fracciones V y XVIII de la mencionada ley de amparo. Tesis número 18 del Semanario Judicial de la Federación de 1965, segunda parte, página 60, que se repitió con el número 225 en el Apéndice 1917-1995, Tomo II, Materia Penal.


� “Introducción al Estudio del Juicio de Amparo”; Góngora Pimentel, Genaro; Editorial Porrúa, Pagina 402. 


� Op. Cit. Página 403.


� Op. Cit. Página 404.


� EDUARDO Pallares.- Diccionario de Derecho Procesal Civil.- Pág. 218 Edita. Porrúa 1963
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* Profesor e Investigador. Autor de dos tomos de la Enciclopedia Parlamentaria de México y de varios libros sobre diversos temas de Derecho Público.


20 Alfonso Noriega: LEECCIONES DE AMPARO. Ob. Cit. P. 173


21 Carlos Arellano García: EL JUICIO DE AMPARO. Editorial Porrúa, S.A. México, 1982, p. 382.


22 Arellano García: EL JUICIO DE AMPARO. Ob. cit. P. 382.


23 Juventino V. Castro: EL SISTEMA DEL DERECHO DE AMPARO. Editorial Porrúa, S.A., México,           1979, 45.


24 Héctor Fix-Zamudio: “El Juicio de Amparo en Materia Agraria”, en Revista de la Facultad de Derecho de México. U.N.A.M. México, Mayo-Agosto, 1980, T. XXX, Núm. 116, p.444.


25 Héctor Fix-Zamudio: Ob. cit. p. 460.


26 H. Fix-Zamudio: Ob. cit. p. 444.


27 Humberto Briseño Sierra: “El Amparo en Materia Agraria”, Apéndice de El Amparo Mexicano. Ob. cit. pp. 5 y ss.


� Véase Real Academia Española. Esbozo de una nueva gramática de la lengua española. Espasa Calpe. Madrid 1989. Pág. 190.


(*) Nota: la observación que expresa en relación con el artículo 171 se justifica si el artículo 20 de la Carta Magna llega a sustituir, como garantía para el procesado, el careo de referencia, como deseo que ocurra, pues considero que la diligencia de careo, cuando es realizada en presencia del juzgador, es de gran importancia porque permite valorar mejor las contraindicaciones que constituyen la razón de ser del careo.
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